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Introducción

Los Centros de Pensamiento (CP) son una iniciativa de la Universidad Na-
cional de Colombia (UN) para propiciar el debate de los grandes problemas 
nacionales y participar en la política pública. Actualmente, esos CP y otros 
organismos universitarios similares conforman la Escuela Permanente de Pen-
samiento Universitario (EPPU).

El proceso de paz entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas Revoluciona-
rias de Colombia (FARC-EP) se inició en 2012 y apunta a resolver uno de esos 
graves problemas; el conflicto interno armado en Colombia. Luego de cerca 
de 4 años, en agosto de 2016 se alcanzó un acuerdo sobre la totalidad de los 
puntos; ese acuerdo fue revisado, considerando los resultados del plebiscito na-
cional que buscaba su ratificación, y se firmó con algunas modificaciones el 24 
de noviembre de 2016. El Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural (CPDR) 
ve con gran satisfacción este acuerdo, que se constituye en el mayor cambio 
político en el país luego de más de 50 años de conflicto armado. 

La UN de manera institucional ha apoyado ese proceso desde 2013, y en el 
Plan Global de Desarrollo 2016 – 2018 de la UN, ese compromiso se hace ex-
plícito en dos ejes estratégicos: Eje 1. Integración de las funciones misionales: un 
camino hacia la excelencia y Eje 4. La Universidad Nacional de Colombia de cara 
al posacuerdo: un reto social. Este último cuenta con un programa para fortalecer 
y proyectar la EPPU.

El CPDR nace en agosto de 2015 como una iniciativa del Departamento 
de Desarrollo Rural de la Facultad de Ciencias Agrarias de la UN, sede Bogo-
tá, con la coordinación del grupo de Investigación en Desarrollo Sostenible 
y Gestión Ambiental, como un espacio de reflexión sistémica y permanente 
acerca de los graves problemas del medio rural del país, el actual proceso de paz 
y la necesidad de plantear alternativas de solución para el posacuerdo.

El trabajo del CPDR cobra gran importancia en la presente coyuntura en la 
que se ha documentado la crisis estructural que sufre el medio rural colombiano 
y la enorme brecha frente al urbano; además, en el medio rural se manifiestan 
con mayor intensidad el conflicto por la tierra y el conflicto armado interno, 
con diferentes vínculos entre sí y, en muchas ocasiones, apoyados en actividades 
ilícitas como el narcotráfico y la minería ilegal. Así, el medio rural ha sido im-
pactado en gran medida por el crimen organizado (que incluye el narcotráfico, 
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12 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

la extorsión y el secuestro), el desplazamiento forzado, el despojo de tierras y la 
lucha por el control territorial entre actores armados y el Estado. 

Además, resulta bastante oportuno el trabajo del CPDR puesto que en los 
Acuerdos de La Habana se reconoce la enorme importancia del medio rural y 
la necesidad de superar las graves problemáticas que afronta, lo cual está plas-
mado en el primer punto de las conversaciones denominado Política de desa-
rrollo agrario integral. Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral.

En este contexto, el CPDR se planteó enfocar sus esfuerzos en esta primera 
etapa hacia el debate y la definición de lineamientos de políticas públicas en 
torno a cómo implementar el Acuerdo 1 de La Habana y, en particular, ha-
cia la estructuración de un Plan de Desarrollo Rural con Enfoque Territorial 
(PDRET). Este PDRET se concibió con una estructura que incluye lineamien-
tos de política pública de tipo general, pero con carácter flexible para poderlo 
adaptar a diferentes territorios en el país. Para tal efecto, se trabajó en distintos 
temas a partir de los ejes temáticos del CPDR, a saber: Eje 1. Articulación al 
sistema agroalimentario; Eje 2. Multifuncionalidad del territorio; Eje 3. Cien-
cia, tecnología y educación/extensión; Eje 4. Provisión de servicios y bienes 
públicos; y Eje 5. Tierras y desarrollo rural. Los avances en los distintos ejes 
fueron socializados en diferentes eventos que contaron con participación de 
comunidades, expertos y académicos (capítulo 1 de esta publicación), así como 
en el comité académico, conformado por los coordinadores de los ejes temáti-
cos citados y el director del CPDR.

Esta publicación del CPDR incluye 8 capítulos que corresponden al trabajo 
realizado por los distintos ejes temáticos y una sección de referentes interna-
cionales, a partir del apoyo y la experiencia internacional durante este periodo 
en el Centro, la cual comprende 3 capítulos. A continuación, se hace una breve 
descripción de los alcances de cada uno de los capítulos.

En el capítulo 1 se hace una breve revisión del compromiso institucional 
de la UN con la paz en Colombia, y se presentan los objetivos, la estructura 
organizativa, las principales actividades y logros hasta ahora alcanzados por el 
CPDR en el marco del proceso de paz. El capítulo 2, hace una revisión crítica 
acerca de los principales aspectos del Acuerdo 1 de La Habana y analiza las 
observaciones y propuestas hechas desde diferentes sectores sociales y por la 
Misión para la Transformación del Campo (Misión Rural). El capítulo 3 pre-
senta la estructura general y los principales elementos que deberían ser parte 
de la formulación de un PDRET.

Enseguida, el capítulo 4 destaca elementos relevantes de las políticas de 
provisión de servicios y bienes públicos, desde la perspectiva de lo que interesa-
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13Introducción

ría y resultaría pertinente para la formulación de un PDRET. Más allá de enfati-
zar en recomendaciones de política, se busca resaltar los aspectos relacionados 
con el enfoque que deberían tener las políticas de provisión de servicios y bienes 
públicos para que sean consistentes con una perspectiva territorial del desarrollo 
rural. El capítulo 5, por su parte, abarca la agroecología que desde el principio se 
ha planteado como una alternativa de construcción y ejecución de la Reforma 
Rural Integral (RRI), y que trata de sustentar por qué la soberanía alimentaria 
es garante del derecho a la alimentación, basada en criterios integrales tanto en 
lo local, regional, nacional y en el contexto de crisis económica, política, social 
y ambiental que adquiere dimensiones globales, y particularidades en naciones 
como Colombia. Bajo estas premisas se presentan algunos elementos para la 
construcción de la alternativa de soberanía alimentaria en la coyuntura actual, 
reconociendo las limitaciones que existen para su implementación.

Los objetivos del capítulo 6 son contribuir conceptualmente en la tran-
sición del enfoque monofuncional al de las funciones múltiples del territorio 
(cuidado de la naturaleza, sistemas de conocimientos arraigados en la cultura, 
fortalecimiento del tejido sociotécnico); revalorar a los actores locales del te-
rritorio para que contribuyan a partir de sus problemas con estrategias mul-
tifuncionales; y visibilizar la experiencia ganada en la línea de investigación 
Transición multifuncional del territorio del posgrado en ciencias agrarias de la 
Universidad Nacional, sede Bogotá, en la ecoregión de Montes de María, pues 
a partir de sus aciertos y desaciertos de este laboratorio de paz y desarrollo se 
puede contribuir en las nuevas estrategias de paz territorial, y así, ampliar el 
debate en la gestión del desarrollo rural territorial frente al posacuerdo.

El capítulo 7 revisa los principales aportes socioeconómicos y ambientales 
de las economías campesinas (EC) y destaca la importancia de avanzar con 
actividades de CT-I adecuadas para dichas economías en un escenario de posa-
cuerdo y consolidación de la paz en Colombia; allí se plantea que la universi-
dad colombiana debe ejercer su liderazgo en este proceso. Para desarrollar esto, 
el capítulo 8 presenta diferentes propuestas orientadas a implementar planes 
de educación y de extensión más pertinentes, con un enfoque territorial en 
el marco del actual proceso de paz en Colombia. El tema se aborda desde el 
papel de las universidades como analistas del desarrollo rural, pero que igual-
mente deben repensar la manera como cumplen sus funciones misionales de 
educación, investigación y extensión, con el fin de alcanzar mayor liderazgo y 
pertinencia, particularmente, en la coyuntura del proceso de paz.

Por otro lado, el capítulo 9 hace referencia al problema de la concentra-
ción de la tierra y la reforma agraria como temas que no pierden vigencia en 
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14 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

Colombia. Cuando se aborda el análisis sobre la difícil situación económica 
y social por la que atraviesa el país, se plantea que no se puede entender sin 
remontarse a la historia y que el desarrollo rural en el país debe resolver esa 
problemática.

En la sección de referentes internacionales, el capítulo 10, analiza desde 
una perspectiva de la administración pública el nacimiento y desempeño de la 
ley de desarrollo rural de México; parte del supuesto de que posee un aparato 
legislativo propicio para el fomento del desarrollo rural desde una perspectiva 
territorial interesante, sin embargo, se aclara que existen condicionantes de 
tipo político, presupuestal, de capacidades y de procesos burocráticos que im-
piden su aplicación, en tanto no exista una reingeniería institucional adecuada 
para el funcionamiento de estructuras más flexibles y dinámicas acordes con 
una mayor participación ciudadana y mejor gestión de la vida colectiva desde 
la institucionalidad rural en coordinación con otros sectores.

El siguiente capítulo documenta la experiencia del importante programa 
de desarrollo sostenible de territorios rurales en Brasil que ha sido pionero en 
Latinoamérica en el enfoque territorial para el abordaje de las realidades rura-
les. El capítulo 12, finalmente, revisa algunos aspectos históricos del conflicto 
que sufrió la Región de San Martín (Nororiente peruano) y se presentan ele-
mentos claves de ese modelo de desarrollo que allí fue implementado.

Esta obra concluye con un epílogo en el cual se plantean unas líneas de 
acción para el futuro inmediato por parte de los 5 ejes temáticos del CPDR. La 
publicación se dirige, principal pero no exclusivamente, a los académicos y los 
técnicos que trabajan en los temas de paz y posconflicto, desarrollo rural, en-
foque territorial y los gestores de políticas públicas para el sector agropecuario. 
El documento recoge diferentes visiones y puntos de vista, por lo cual el lector 
puede encontrar disensos entre los planteamientos realizados por los distintos 
ejes temáticos. 

De esta manera, la UN aporta, a partir de las experiencias y conocimien-
tos de sus profesores, estudiantes y grupos de investigación, a un verdadero 
desarrollo rural con enfoque territorial que sea participativo, que reconozca 
las heterogeneidades de los territorios y que apunte a resolver los graves pro-
blemas estructurales que actualmente padece el campo. La solución de estos 
problemas es una condición sine qua non para avanzar en la construcción y 
consolidación de una paz duradera en Colombia.

Fabio R. Leiva
Editor
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un enfoque territorial

Parte 1

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



* Profesor titular, Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Direc-
tor del cpdr. 

1

El Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural  

en el camino de la paz en Colombia

Fabio R. Leiva*

Introducción

El actual proceso de paz en Colombia se inició en octubre de 2012 con la ins-
talación formal de las conversaciones entre el Gobierno y las FARC-EP en Oslo, 
Noruega. El proceso tomó cerca de 4 años y en agosto de 2016 se alcanzó un 
acuerdo final, integral sobre la totalidad de los puntos. Este acuerdo constitu-
ye el mayor cambio político en el país luego de más de 50 años de conflicto 
armado (Gobierno nacional, FARC-EP, 2016). Esto es coherente con el Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018: Todos por un nuevo país (Ley 1753 de 2015), 
cuyos tres pilares son paz, equidad y educación, en cual el Gobierno nacional en-
fatiza su voluntad política “para construir una paz sostenible bajo un enfoque 
de goce efectivo de derechos” (p. 1), con estrategias transversales y regionales en 
competitividad e infraestructura, movilidad social, transformación del campo, 
seguridad, justicia y democracia para la construcción de paz, buen gobierno y 
crecimiento verde.

La Universidad Nacional de Colombia (UN), desde 2013 se propuso apo-
yar ese proceso para la terminación del conflicto interno armado. Un paso 
fundamental en esa dirección fue la creación del Centro de Pensamiento y 
Seguimiento al Diálogo de Paz de la UN (CPDP), que brinda apoyo institucional 
directo al proceso de negociación de paz y la participación de la sociedad civil 
(Velásquez, s. f.). Posteriormente, desde la Vicerrectoría de Investigación de 
la UN se apoyó la creación de otros centros de pensamiento (CP) en diferentes 
áreas del conocimiento, dentro de estos el Centro de Pensamiento en Desarro-
llo Rural (CPDR). Actualmente, esos CP y otros organismos universitarios simi-
lares conforman la Escuela Permanente de Pensamiento Universitario (EPPU).
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Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto18

El trabajo del CPDR cobra particular importancia en esta coyuntura en la 
que se han documentado los graves problemas sociales, económicos, ambien-
tales y políticos que sufre el medio rural colombiano (DANE, 2016) y la enor-
me brecha frente al medio urbano (DNP, 2015). Además, en el medio rural se 
expresan con mayor intensidad el conflicto por la tierra y el conflicto armado 
interno (Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, 2015). Lo anterior 
indica el papel preponderante que el medio rural debe jugar en la construcción 
de una paz duradera. 

En este capítulo se hace una breve revisión acerca del compromiso insti-
tucional de la UN con la paz en Colombia, y se presentan los objetivos, la es-
tructura organizativa y las principales actividades hasta ahora adelantadas por 
el CPDR. Al final se resaltan los principales logros obtenidos por el CPDR en el 
marco del proceso de paz. 

Los centros de pensamiento en la UN

La Universidad Nacional de Colombia tiene como misión esencial la crea-
ción, el desarrollo y la incorporación del conocimiento, y su vinculación con la 
cultura. Entre sus fines están contribuir a la unidad nacional, crear y asimilar 
críticamente el conocimiento, estudiar y analizar los problemas nacionales y 
proponer, con independencia, formulaciones y soluciones pertinentes; prestar 
apoyo y asesoría al Estado en los órdenes científico, tecnológico, técnico, cul-
tural y artístico, y hacer partícipes de los beneficios de su actividad académi-
ca e investigativa a los sectores sociales que conforman la nación colombiana 
(UNAL, 2005). 

En cumplimiento de su misión y objetivos, la UN como universidad del 
Estado y de la Nación desde 2013 ha apoyado institucionalmente el proceso de 
paz en el país. En el Plan Global de Desarrollo 2016 – 2018 de la UN, ese com-
promiso se destaca en el “Eje 1: Integración de las funciones misionales: un ca-
mino hacia la excelencia”, cuando se plantea que la UN “debe ser interlocutora 
válida del Estado, en los niveles nacional, regional y local, para la formulación 
de política pública y líder en emprendimiento e innovación social y productiva, 
orientada a la construcción de una nación en paz, fundamentada en educación, 
inclusión y equidad” (Rectoría, 2015, p. 99), y posteriormente en el “Eje 4: La 
Universidad Nacional de Colombia de Cara al Pos - Acuerdo: Un Reto So-
cial”, que está orientado a consolidar la EPPU “como instrumento orgánico de 
la Universidad Nacional de Colombia para el debate de los grandes problemas 
nacionales con miras a participar en las corrientes de opinión pública y en la 
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El Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural en el camino de la paz en Colombia 19

política pública a través de la implementación de diferentes instrumentos tem-
porales como focos, centros de pensamiento, cátedras y observatorios, entre 
otros” (Rectoría, 2015, p. 111).

El CPDP, primer CP institucional de la UN, ha realizado seguimiento siste-
mático a la dinámica de la negociación y en colaboración con el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha generado mecanismos y espa-
cios para la reflexión y debate sobre los temas que hacen parte de la agenda y 
la negociación (Focos de pensamiento, s. f.). Actualmente, la EPPU cuenta con 
dieciocho organismos, incluyendo una cátedra y 17 centros de pensamiento, 
a saber: Cátedra José Félix Patiño-Restrepo, Acción de las artes y el patri-
monio cultural para el acuerdo social, Camilo Torres Restrepo, Derecho a la 
salud, Comunicación y ciudadanía, Educación, Ética en la investigación con 
modelos animales, el CPDP, Funciones misionales – observatorio; Funciones 
misionales – mesa de pensamiento, Gestión Pública, Gran Caribe, Hábitat, 
ciudad y territorio, Mares y océanos, Propiedad intelectual, Responsabilidad y 
sostenibilidad de la industria minera, y el CPDR. Estos CP promueven el trabajo 
interdisciplinario y permiten crear nuevas sinergias internas y externas.

El CPDR nace en agosto de 2015 como iniciativa del Departamento de De-
sarrollo Rural de la Facultad de Ciencias Agrarias de la UN, sede Bogotá, con 
la coordinación del grupo de investigación en Desarrollo Sostenible y Gestión 
Ambiental, como un espacio de reflexión sistémica y permanente acerca de los 
graves problemas del medio rural, considerando el actual proceso de paz y la 
necesidad de plantear alternativas de solución para el denominado posacuerdo 
(posterior a la firma de los acuerdos de La Habana). Así, este centro se pro-
yecta como ese espacio para proponer lineamientos que sirvan de guía para el 
diseño de políticas públicas que lleven a implementar acciones concretas de 
intervención en los territorios rurales en el contexto del proceso de paz. En 
este sentido, tiene una perspectiva de largo plazo (de 8 a 10 años), pero debe, 
igualmente, responder con liderazgo en las coyunturas que se presenten en el 
medio rural, en particular, en lo que se refiere al posacuerdo y a la consolida-
ción de la paz en Colombia. 

El Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural de la UN (CPDR)

La creación del CPDR cobra particular importancia en la actualidad por tres 
aspectos fundamentales: primero, porque se ha hecho más evidente -con ci-
fras que la documentan- la grave crisis estructural que sufre el medio rural 
colombiano y la enorme brecha frente al medio urbano con respecto a pobreza, 
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desnutrición, acceso a vivienda y baja calidad de servicios e infraestructura, 
inequidad y acceso a factores de producción, atraso, falta de oportunidades, 
debilidad institucional y degradación ambiental (DNP, 2015; DANE, 2016); se-
gundo, porque en el medio rural se expresa con gran intensidad el conflic- 
to por la tierra y el conflicto armado interno (Comisión Histórica del Con-
flicto y sus Víctimas, 2015) y, por consiguiente, la consolidación de una paz 
duradera exige una intervención estatal que erradique las causas y el posible 
resurgimiento del conflicto armado; tercero, porque el desarrollo del país exige 
el desarrollo del campo.

La crisis rural citada se evidenció con particular ímpetu en el paro agrario 
y popular de agosto del 2013, en el cual diferentes organizaciones presentaron 
al Gobierno colombiano el Pliego nacional de peticiones agropecuarias y popula-
res, con exigencias para el cumplimiento de seis obligaciones políticas y legales 
básicas: la implementación de medidas y acciones frente a la crisis de la pro-
ducción agropecuaria, el acceso a la propiedad de la tierra, el reconocimiento 
de la territorialidad campesina; participación efectiva de las comunidades y los 
mineros pequeños y tradicionales en la formulación y desarrollo de la política 
minera; adopción de medidas y cumplimiento de las garantías reales para el 
ejercicio de los derechos políticos de la población rural; inversión social en la 
población rural y urbana en educación, salud, vivienda, servicios públicos y vías 
(MIA, 2013). Este movimiento conllevó la firma del pacto nacional por el agro y 
el desarrollo rural (pacto agrario), como “proceso de construcción participativa 
impulsado por el Gobierno nacional de la mano de las entidades territoriales, 
los actores del sector agropecuario y demás organizaciones campesinas y de 
productores, con el fin de reformular la política pública de desarrollo rural” 
(MinAgricultura, 2014).

Frente a la brecha existente entre lo rural y lo urbano en nuestro país, 
debe destacarse que el medio urbano depende en alto grado del medio rural, 
particularmente para la obtención de alimentos y materias primas de origen 
vegetal, animal y mineral, y como proveedor de servicios ecosistémicos, como 
la conservación del agua, del suelo y de la biodiversidad, entre otros. Pero, más 
allá de ver el campo como un proveedor para las ciudades, es imperativo buscar 
las sinergias que conduzcan a la cooperación y planeación conjunta, así como 
al fortalecimiento de los vínculos urbano-rurales de manera que se superen 
los problemas estructurales que sufre el medio rural, y permitir así, que el país 
pueda desarrollarse de manera integral (Forero y Ezpeleta, 2007).
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Objetivos del CPDR

El CPDR se propuso como objetivo general generar y proponer lineamientos de 
política pública para el desarrollo rural que apunten a superar los problemas 
estructurales que sufre el medio rural. 

Y como objetivos específicos: 
a. Generar un escenario permanente y sistémico de reflexión acerca de 

los graves problemas del medio rural, considerando que el actual pro-
ceso de paz requiere con urgencia alternativas de solución hacia el 
posconflicto.

b. Ofrecer a los responsables de la política pública del medio rural, a los 
actores de los territorios rurales, a los centros de reflexión académica 
y a la sociedad, en general, instrumentos técnicos y lineamientos de 
política pública y de su implementación para la solución de problemas 
estructurales del medio rural. 

c. Diseñar mecanismos para que el CPDR logre el acompañamiento efec-
tivo en la evaluación, implementación y seguimiento de las propuestas 
a través de las instancias pertinentes, desde la Universidad Nacional 
de Colombia.

Estructura organizativa y actividades del CPDR

Desde su inicio, el CPDR ha impulsado la coordinación con otras dependen-
cias (facultades, departamentos, institutos, grupos de investigación) tanto de 
la sede Bogotá, como de las demás sedes de la UN. Con la consolidación del 
grupo interdisciplinario del centro, se busca que este espacio permita analizar 
las problemáticas del medio rural en el país y generar conocimiento que sirva 
de soporte para políticas públicas orientadas al bienestar social y económico de 
las comunidades rurales en un escenario de posacuerdo. Por lo tanto, el CPDR 
se concibe como un espacio abierto a todos los profesores de la UN, con una 
estructura que incluye 5 ejes temáticos (tabla 1) con subtemas que fueron acor-
dados con los profesores de cada eje. Para su funcionamiento se creó el Comité 
Académico, conformado por los directores de los ejes y el director del CPDR, 
como mecanismo de coordinación colegiada.
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Tabla 1 
Ejes temáticos del Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural  

de la Universidad Nacional de Colombia

Eje 1. Articulación con el sistema agroalimentario

Coordinador: profesora Marina Sánchez de Prager, Facultad de Ciencias Agrarias, UN, sede 
Palmira.

Seguridad alimentaria y nutricional, producción agropecuaria y sistema agroalimentario, 
modelos de producción agropecuaria sostenible, articulación de pequeños, medianos y 
grandes productores, valor agregado y procesos de trasformación a la producción; articulación 
con redes de agricultores y consumidores, modelos de articulación y acceso a mercados 
incluyentes, inteligencia de mercados, valorización de los recursos del territorio, mecanismos 
para garantizar los derechos de propiedad campesinas sostenible.

Eje 2. Multifuncionalidad del territorio 

Coordinador: profesor Álvaro Rivas, Facultad de Ciencias Agrarias, UN, sede Bogotá

El territorio desde la multiterritorialidad y no desde la visión disciplinar (geografía, economía, 
política o antropología), el desarrollo rural territorial, orígenes en América Latina y sus 
debilidades, la noción de multiterritorialidad y multifuncionalidad como nuevas categorías para 
la gestión y planeación del territorio; las fuerzas propulsoras en el territorio multifuncional, 
el marco monofuncional del desarrollo rural frente al nuevo enfoque multifuncional; 
revalorización del paisaje como antropobioma en la planeación del territorio frente a los nuevos 
desafíos socioambientales y técnicoeconómicos que se presentan en la era posindustrial, 
posdesarrollista o posconflicto; los actores locales como aliados en las propuestas de 
desarrollo multifuncionales.

Eje 3. Ciencia, tecnología y educación/extensión 

Coordinador: profesor León Darío Vélez, Facultad de Ciencias Agrarias, UN, sede Medellín.

Ciencia, tecnología e innovación en los territorios rurales, la extensión rural participativa en 
los territorios rurales, asistencia técnica, adaptación y adopción de innovaciones; educación y 
capacitación para el posconflicto, procesos de educación formal (educación media) y no formal.

Eje 4. Provisión de servicios y bienes públicos 

Coordinador: profesor Juan Patricio Molina, Facultad de Ciencias Agrarias, UN, sede Bogotá

Políticas públicas en un contexto de paz en territorios rurales, instituciones e institucionalidad 
en los territorios, crédito, incentivos al desarrollo rural territorial, alianzas para el desarrollo de 
proyectos productivos.

Eje 5. Tierras y desarrollo rural

Coordinador: profesor Gonzalo Téllez Iregui, Facultad de Medicina Veterinaria y de Zootecnia, 
sede Bogotá.

Restitución de tierras, reforma agraria, formalización de la propiedad rural, uso de la tierra, 
territorios baldíos; acceso a la propiedad de la tierra, zonas de reserva campesina y zonas de 
desarrollo empresarial, mercado de tierras, resguardos indígenas, institucionalidad y recursos 
para políticas públicas.
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En la tabla 2 se presenta un resumen de las principales actividades reali-
zadas por el CPDR. Se puede observar que ha sido un proceso participativo de 
los diferentes profesores miembros del CPDR, con el apoyo de representantes de 
comunidades y organizaciones campesinas, así como de afrocolombianos y ex-
pertos nacionales e internacionales (Brasil y México). Por otro lado, el CPDR se 
vinculó a la recientemente creada Red de Gestión Territorial y la Construcción 
de Paz en Colombia (Red GT-PAZ) liderada por la FAO. De esta manera, se han 
tenido diferentes visiones sobre lo que enfrenta el medio rural en el contexto 
del proceso de paz y sus posibles soluciones. Desafortunadamente, no ha sido 
posible interactuar con representantes de comunidades indígenas, a pesar de 
que se les ha invitado en diferentes ocasiones a participar en actividades.

En esta primera etapa del CPDR se acordó trabajar en la estructuración 
de una propuesta de plan de desarrollo rural con enfoque territorial, que res-
ponda al primer punto de los acuerdos de La Habana Hacia un nuevo campo 
colombiano: Reforma Rural Integral (Gobierno de Colombia; FARC-EP, 2014). 
La estructura de ese plan debe contener elementos que permitan identificar el 
continente (recursos, instituciones, dinámica, arquitectura y flujos) a partir de 
los cuales se puedan definir lineamientos de política pública lo suficientemente 
flexibles para poder adaptarlos a diferentes territorios. La presente publicación 
muestra avances del trabajo colectivo y busca dar luces acerca de cómo se va 
a implementar el Acuerdo 1 y cómo lograr una paz duradera a partir de los 
cambios urgentes que demanda el medio rural.

La problemática y las posibles soluciones tienen dimensiones ambienta-
les, económicas, sociales, culturales y políticas, por consiguiente, se requiere 
una visión integral del desarrollo rural con enfoque territorial, que cubra los 
diferentes aspectos de las distintas actividades económicas, a saber: produc-
ción, comercialización y organización de productores, aspectos institucionales: 
actores institucionales que participan o deben participar en el medio rural para 
consolidar el proceso de paz, sinergias entre actores para el desarrollo de terri-
torios, aspectos legales referidos a tierras, temas productivos y ordenamiento 
territorial. Esa visión sistémica igualmente considera una amplia participación 
de los diferentes actores que, a pesar de tener objetivos encontrados, deben lo-
grar acuerdos fundamentales para promover territorios rurales con identidad y 
reconocer la voluntad de las comunidades con miras a fortalecer la gobernanza 
territorial.
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Comentarios finales

En este corto periodo desde la creación del CPDR se han alcanzado dife-
rentes logros dentro de los cuales se destacan:

 � La consolidación de un grupo de trabajo de profesores y estudiantes 
de la UN comprometidos con el proceso de paz y con el desarrollo rural 
con enfoque territorial.

 � El desarrollo de una estructura organizativa del CPDR, con una coordi-
nación colegiada y ejes temáticos en temas claves para el logro de los 
objetivos del mismo.

 � La generación de un espacio académico de debate y búsqueda de so-
luciones acerca de la problemática del medio rural colombiano en el 
contexto de paz en Colombia. La presente publicación es un primer 
documento que apunta en esta dirección.

Tabla 2 
Resumen de las principales las actividades realizadas por el CPDR  

de la Universidad Nacional de Colombia

Actividad Lugar y fecha Alcances

Primer encuentro 
de profesores del 
CPDR

Bogotá, 28 de 
septiembre 2015

Se socializó y ajustó la propuesta del CPDR. En esta 
reunión se planteó avanzar en el papel del CPDR frente 
al Acuerdo 1 de La Habana.

Taller 1. 
Desarrollo 
rural: hacia un 
escenario de paz

Bogotá, 4 de 
noviembre 2015

Participaron representantes de comunidades afro y 
campesinas, quienes manifestaron su compromiso 
con la paz, así como algunas inquietudes frente a la 
escasa participación de comunidades afro en el actual 
proceso de paz de La Habana, a las implicaciones 
negativas de los tratados de libre comercio para las 
economías campesinas y a las enormes dificultades 
que sufren los campesinos para comercializar sus 
productos. 
Igualmente, se realizaron presentaciones de 
profesores de la UN en torno a los avances del 
proceso de paz y el Acuerdo 1 de La Habana, y al 
progreso de los ejes temáticos del CPDR. Luego se 
realizaron mesas de trabajo con los asistentes en 
torno al Acuerdo 1 de la Habana y la estructuración 
de un modelo de plan de desarrollo rural con enfoque 
territorial (PDRET).
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Taller nacional 
Bogotá, 3 y 4 de 
diciembre 2015

Participó un representante de comunidades 
campesinas, quien destacó la necesidad de una 
política para la agricultura familiar campesina. El 
taller tuvo una destacada participación de profesores 
e investigadores internacionales, quienes hicieron 
presentaciones en los temas de: ley de desarrollo 
rural sustentable en México (Universidad Autónoma 
del Estado de México), extensión y desarrollo rural 
con enfoque territorial (Colegio de Postgraduados 
de México), lazos sociales, mercados y territorios 
(Universidad de Brasilia), políticas públicas y gestión 
territorial (Consultor internacional, México). 
De otro lado, se realizaron dos presentaciones 
de expertos nacionales en los temas de inclusión 
social y productiva en el desarrollo rural y modelos 
de desarrollo rural y se presentaron los avances 
alcanzados en los ejes temáticos del CPDR. 
Posteriormente, se realizaron mesas de trabajo con los 
asistentes, lo cual permitió avanzar en la propuesta 
de un modelo de plan de desarrollo rural con enfoque 
territorial, que apunta al Acuerdo 1 de La Habana. Al 
respecto se hicieron precisiones conceptuales y se 
esbozaron posibles alternativas de solución con el 
apoyo de los expertos internacionales invitados.

Sesiones 
del Comité 
Académico del 
cpdr

Bogotá, diferentes 
fechas: 10 
reuniones a la 
fecha

Las reuniones son un espacio para socializar los 
avances al interior de los ejes y analizar, debatir 
y tomar decisiones acerca de las actividades y 
funcionamiento del CPDR.

Reuniones de 
ejes temáticos

Bogotá, Medellín y 
Palmira: diferentes 
fechas

Cada eje temático funciona de manera autónoma; las 
reuniones con los profesores vinculados al mismo 
se realizan con la regularidad que se considere 
pertinente.

Vinculación a 
redes

Bogotá, noviembre 
de 2015

Vinculación a la recientemente creada Red de Gestión 
Territorial y la Construcción de Paz en Colombia, Red 
GT-PAZ, liderada por la FAO.

Creación/
mantenimiento 
página web

Bogotá, diferentes 
fechas

La web http://www.investigacion.unal.edu.co/
pensamiento/desarrollorural.php es una herramienta 
de divulgación y promoción del CPDR.

Continuación tabla 2
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El medio rural en el actual proceso de paz en Colombia

Fabio R. Leiva* y León Darío Vélez Vargas**

Introducción

La propuesta de la “Política de desarrollo agrario integral”, contenida en el do-
cumento Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral, correspon-
de al Acuerdo 1 de la agenda del actual proceso de diálogos de paz que adelanta 
el Estado colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC-EP) en La Habana (Gobierno de Colombia, FARC-EP, 2014); esto destaca 
la importancia que las partes dan al medio rural. 

La sociedad civil ha tenido importante injerencia en el tema, entre otras 
razones, porque ese acuerdo se apoyó en los resultados del “Foro política de 
desarrollo agrario integral (enfoque territorial)” (Organización de Naciones 
Unidas en Colombia, Universidad Nacional de Colombia, 2012), realizado con 
representantes campesinos, afrodescendientes e indígenas de gremios del sec-
tor privado y de diferentes organizaciones sociales. Si bien diferentes sectores 
sociales han respaldado explícitamente ese acuerdo, se han planteado objecio-
nes en ciertos aspectos, tal y como se menciona en este documento.

En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: Todos por un nuevo país 
(Ley 1753 de 2015), el Gobierno nacional expresa su voluntad: “para construir 
una paz sostenible bajo un enfoque de goce efectivo de derechos” (p. 1) y se 
propone la transformación del campo como una de las estrategias transver-
sales y regionales. En este sentido, en 2014 se dio inicio a la Misión para la 
Transformación del Campo Colombiano (Misión Rural), con el objetivo de 
“proponer políticas de Estado para que la sociedad rural pueda manifestar 
todo su potencial, contribuyendo al bienestar nacional y haciendo un aporte 
decisivo a la construcción de la paz” (DNP, 2015, p. 4). El documento final de 
la Misión, entregado en diciembre de 2015, presenta un diagnóstico de la si-

* Profesor titular, Facultad de Ciencias agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Direc-
tor del cpdr. 

** Profesor asociado, Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Medellín.
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tuación actual del campo y propone seis estrategias como posibles soluciones: 
inclusión social de los habitantes rurales, inclusión productiva y agricultura 
familiar, desarrollo de un sector agropecuario competitivo, desarrollo ambien-
talmente sostenible, ordenamiento ambiental, social, productivo, desarrollo 
territorial y arreglo institucional integral y multisectorial (DNP, 2015). 

En este capítulo se hace una revisión crítica de los principales aspectos del 
Acuerdo 1 de La Habana y se consideran observaciones y propuestas hechas 
desde diferentes sectores sociales y por parte de la Misión Rural. 

Medio rural colombiano en crisis estructural

La crisis estructural del medio rural colombiano y la enorme brecha con el me-
dio urbano, en términos de pobreza, desnutrición, acceso a vivienda y baja cali-
dad de servicios e infraestructura, inequidad y acceso a factores de producción, 
atraso, falta de oportunidades, debilidad institucional y degradación ambiental, 
ha sido documentada ampliamente en el 3er Censo Nacional Agropecuario 
de 2014 (DANE, 2016). Por su parte, la producción agropecuaria en Colombia, 
como principal actividad económica en el medio rural, experimenta esa crisis y 
muestra indicadores bastante preocupantes, a saber: una gran reducción de su 
participación en el PIB, que no corresponde con el crecimiento experimentado 
por la economía en general; baja productividad, ya que, excepto el maíz, las flo-
res, la soya y el sorgo (estos dos últimos con participación marginal en la pro-
ducción nacional), los cultivos muestran estancamiento en los rendimientos 
(trigo, cacao, café, azúcar cruda, frutales y plátano de exportación) o aumentos 
leves (arroz, papa, banano de exportación, caña de azúcar, palma africana y 
plátano); incremento de importaciones agropecuarias, baja oferta y falta de 
diversificación exportadora con alta dependencia del café, el banano, el azúcar, 
las flores, la palma africana y ganado (este último afectado notoriamente por 
el cierre de exportaciones a Venezuela) (DNP, 2015). Además, el 3er Censo Na-
cional Agropecuario mostró que los pequeños productores (con menos de 50 
hectáreas), que representan el 40 % del área cosechada en el área rural dispersa 
y generan más del 43 % de la producción agrícola, especialmente alimentos de 
la canasta básica de alimentos en el país, han sido particularmente olvidados. 
Lo anterior reafirma la gran relevancia del Acuerdo 1 de La Habana y la per-
tinencia de las peticiones de distintas organizaciones agrarias y populares en 
el llamado Paro Agrario y Popular de 2013, en el cual se reclamó al Gobierno 
colombiano: la implementación de medidas y acciones frente a la crisis de la 
producción agropecuaria; acceso a la propiedad de la tierra; reconocimiento a 
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la territorialidad campesina; participación efectiva de las comunidades y los 
mineros pequeños y tradicionales en la formulación y desarrollo de la política 
minera; adopción de medidas y cumplimiento de las garantías reales para el 
ejercicio de los derechos políticos de la población rural; inversión social en la 
población rural y urbana en educación, salud, vivienda, servicios públicos y vías 
(MIA, 2013).

Planteamientos generales y principios de la política de desarrollo agrario 
integral de la agenda de paz

En el Acuerdo 1 de la agenda de La Habana (Gobierno de Colombia y FARC-
EP, 2014) se plantea una Reforma Rural Integral (RRI) que “sienta las bases para 
la transformación estructural del campo, crea condiciones de bienestar para la  
población rural —hombres y mujeres— y de esa manera contribuye a la cons-
trucción de una paz estable y duradera”, y que “debe lograr la gran transfor-
mación de la realidad rural colombiana, que integre las regiones, erradique la 
pobreza, promueva la igualdad, asegure el pleno disfrute de los derechos de 
la ciudadanía con un enfoque de género y como consecuencia garantice la 
no repetición del conflicto y la erradicación de la violencia” (p. 1), así como 
“el cierre de la brecha entre el campo y la ciudad” (p. 2). Igualmente, la RRI 
“pretende asegurar para toda la población rural y urbana en Colombia dispo-
nibilidad y acceso suficiente en oportunidad, cantidad, calidad y precio a los 
alimentos necesarios para una buena nutrición, especialmente la de los niños y 
niñas, mujeres gestantes y lactantes y personas adultas mayores, promoviendo 
prioritariamente la producción de alimentos y la generación de ingresos” (p. 2). 
También se afirma “que, en su visión, la RRI reconoce el papel fundamental de 
la economía campesina, familiar y comunitaria en el desarrollo del campo, la 
erradicación del hambre, la generación de empleo e ingresos, la dignificación 
y formalización del trabajo, la producción de alimentos y, en general, en el de-
sarrollo de la nación, en coexistencia y articulación complementaria con otras 
formas de producción agraria” (p. 1). 

Es preciso recalcar que el medio rural ha sido olvidado por las políticas 
públicas y el escenario principal del prolongado conflicto armado que ha sufri-
do Colombia; así, la superación de la crisis estructural que actualmente padece 
el medio rural debe llevar al desarrollo integral de la nación (Comisión histó-
rica del conflicto y sus víctimas, 2015).

El primer acuerdo está basado en los siguientes principios: i) transforma-
ción estructural de la realidad rural con equidad y democracia; ii) bienestar y 
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buen vivir con erradicación de la pobreza y satisfacción plena de las necesida-
des de los ciudadanos de las zonas rurales; iii) priorización de la población y 
los territorios más necesitados y vulnerables y comunidades más afectadas, con 
especial atención a mujeres, niños y ancianos; iv) integralidad, productividad y 
programas que acompañen el acceso a tierra, ciencia, tecnología e innovación, 
crédito, riego, comercialización y acceso a bienes públicos; v) restablecimiento 
de derechos de víctimas del desplazamiento y despojo; vi) regularización y lu-
cha contra la ilegalidad en la posesión y propiedad de la tierra; vii) participación 
de comunidades en planeación, ejecución y seguimiento de planes y programas; 
viii) beneficio, impacto y medición a un alto número de ciudadanos con crite-
rios de eficiencia; ix) desarrollo sostenible en aspectos ambientales y sociales; 
x) presencia del Estado en territorios rurales; y finalmente, xi) democratización 
del acceso y uso adecuado de la tierra (Gobierno de Colombia; FARC-EP, 2014).

De manera similar, el documento final de la Misión Rural reconoce la in-
mensa deuda que el país ha acumulado con el mundo rural y propone políticas 
orientadas a que “la sociedad rural pueda manifestar todo su potencial, contri-
buyendo al bienestar nacional y haciendo un aporte decisivo a la construcción 
de paz” (DNP, 2015, p. 4), lo cual abre inmensas posibilidades para el desarrollo 
rural y facilita que las zonas rurales sean los pilares del desarrollo futuro del 
país, tanto por razones económicas, como por la necesidad de superar los fac-
tores históricos del conflicto y construir la paz. La Misión parte de tres prin-
cipios básicos que deben regir las políticas de desarrollo rural: i) la necesidad 
de fomentar un enfoque territorial participativo, que reconozca una ruralidad 
diferenciada, las ventajas de la asociación y a los habitantes rurales como ges-
tores y actores de su propio desarrollo; ii) la concepción del desarrollo como 
un proceso integral, que busque la inclusión, tanto social como productiva, de 
todos los habitantes rurales; iii) la necesidad de promover un desarrollo rural 
competitivo y ambientalmente sostenible basado, ante todo, en la provisión 
adecuada de servicios y bienes públicos que faciliten el desarrollo de activida-
des sean agropecuarias o no. Esto muestra elementos comunes con el Acuer-
do 1, pero en el documento de la Misión se tiene cierto énfasis en aspectos 
económicos y de competitividad; nótese que el término “competitividad” no 
se menciona en el citado Acuerdo. Además, debe entenderse que la Misión 
como organismo asesor planteó unas propuestas que el Gobierno nacional 
puede o no poner en práctica.

En el Acuerdo 1 se considera que la RRI es de aplicación universal, pero 
se destaca la concepción territorial, puesto que debe priorizar “los territorios 
más afectados por el conflicto, por la miseria y el abandono” (Gobierno de 
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Colombia; FARC-EP, 2014, p. 2). Esto supone la puesta en marcha de planes y 
programas de desarrollo con enfoque territorial e incluyente que consideren las 
necesidades, características y particularidades de los territorios y comunidades, 
y en los cuales estas tengan amplia participación, de manera que se avance en 
su empoderamiento en la formulación, ejecución y seguimiento. 

En cuanto a la participación de la sociedad civil, vale destacar que las 
conversaciones de La Habana en el tema rural se apoyaron en los resultados 
del Foro Política de Desarrollo Agrario Integral (Organización de Naciones 
Unidas en Colombia, Universidad Nacional de Colombia, 2012), que contó 
con 1314 representantes del sector campesino, gremios del sector privado, mo-
vimientos sociales, organizaciones de mujeres, indígenas, iniciativas de paz, 
de víctimas y afrodescendientes. En esa dirección, la Misión Rural destaca 
la importancia del desarrollo de capacidades locales y el empoderamiento de 
la comunidad para que los pobladores rurales sean verdaderos agentes de su 
propio desarrollo, así como la participación de los diferentes actores en planes 
y proyectos de desarrollo rural y en los Programas de Desarrollo Rural con 
Enfoque Territorial (PDRET). Es oportuno destacar además que el concepto de 
gobernanza, referida al ejercicio del poder en temas de interés público y cómo 
los ciudadanos u otros actores participan (Graham et al., 2003; Fontaine, Van 
Vliet y Pasquis, 2007) es un concepto que conllevaría garantizar la participa-
ción real de las comunidades rurales en la toma de decisiones de temas que les 
competen.

En el Acuerdo 1, al plantear como objetivo “bienestar y buen vivir de la 
gente del campo” (campesinos, indígenas y afrodescendientes) dentro de un 
enfoque territorial, se tiene una concepción multicultural y multiétnica acor-
de a las condiciones particulares de los distintos territorios. Este aspecto es 
recogido por la Misión Rural y por diferentes comunidades que respaldan el 
proceso de paz, pero que igualmente han manifestado inquietudes (DNP, 2015). 
En particular, algunas comunidades afro han manifestado que no se sienten re-
presentadas en las conversaciones de La Habana1, y la Organización Nacional 
Indígena Colombiana pidió que, antes de la firma definitiva de los acuerdos, 
la comisión étnica conformada por autoridades indígenas y afrodescendientes 
interactúe con el equipo negociador en La Habana para concertar los princi-
pios, criterios, metodologías y propuestas para salvaguardar los derechos de 
estos pueblos y comunidades; además, que la implementación de los acuerdos 

1 Richard Moreno Rodríguez, Consejo Nacional de Paz Afrocolombiano, participación en Taller 1 del 
CPDR, 4 de noviembre de 2015.
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en los territorios indígenas se realice con la debida consulta y consentimiento 
de las comunidades y pueblos indígenas (ONIC, 2016). Por otro lado, el objetivo 
citado además requiere precisar el alcance conceptual de la expresión “buen 
vivir” (capítulo 3 de esta publicación).

Cabe destacar que se acordó adelantar la RRI en un contexto de globali-
zación y de políticas de inserción en ella por parte del Estado que demandan 
atención especial de la producción agropecuaria nacional y, especialmente, de la 
producción campesina, familiar y comunitaria. Este es un tema de debate por 
los efectos en el medio rural colombiano que representa la actual globalización 
económica y, en particular, los tratados de libre comercio (TLC) con países del 
llamado primer mundo. Al respecto, la Misión Rural destaca que: luego de la 
“apertura económica” (comienzos de 1990s) se rompió la correlación entre las 
fases de crecimiento del sector agropecuario y de la economía en general, que 
eran típicas antes de ese proceso. La productividad del sector agropecuario se 
ha estancado o ha aumentado muy lentamente y a un menor ritmo que las ten-
dencias que prevalecieron antes de la apertura económica; el proceso conllevó 
una reducción de las áreas sembradas en cereales y oleaginosas en la década de 
1990; una expansión paralela del área dedicada a la producción ganadera y, en 
menor medida, del área dedicada a cultivos permanentes; y un lento dinamis-
mo del sector, con alta dependencia de unos pocos productos agropecuarios 
de exportación, mientras que las importaciones aumentaron y se diversificaron 
(DNP, 2015). Voceros de asociaciones campesinas, de diversos sectores sociales y 
académicos han manifestado su desacuerdo con ese proceso de globalización 
económica (Organización de Naciones Unidas en Colombia, Universidad Na-
cional de Colombia, 2012); incluso, actualmente, la Asociación Dignidad Agro-
pecuaria Colombiana prepara un proyecto de referendo para ser presentado 
al Congreso Nacional, para lograr una reforma constitucional que establezca 
protección especial a la producción nacional agraria y alimentaria.

Principales aspectos de la política de desarrollo agrario integral  
de la agenda de paz

La figura 1 ilustra los principales aspectos del Acuerdo 1. En esta se desta-
can tres grandes problemas: acceso y uso de la tierra (parte izquierda), orde-
namiento territorial (parte central) y desarrollo rural con enfoque territorial 
(parte derecha). El acuerdo contempla de manera transversal una amplia par-
ticipación de la comunidad (ya mencionado en este documento), el desarrollo 
de planes nacionales sectoriales para combatir pobreza rural y planes para la 
conservación de sistemas socioecológicos. 
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En aspectos de tierras, el Acuerdo reconoce que, si bien el “acceso a la 
tierra es una condición necesaria para la transformación del campo, no es su-
ficiente por lo cual deben establecerse planes nacionales financiados y promo-
vidos por el Estado destinados al desarrollo rural integral para la provisión de 
bienes y servicios públicos como educación, salud, recreación, infraestructura, 
asistencia técnica, alimentación y nutrición, entre otros, que brinden bienestar 
y buen vivir a la población rural” (Gobierno de Colombia y FARC-EP, 2014, p. 
1) y propone diferentes alternativas según sea la condición de quien reclame 
el derecho a la propiedad de la tierra (con tierra, sin tierra o con tierra insufi-
ciente); además, se establece un fondo de tierras para “democratizar el acceso a 
la tierra”, el cual fortalecerá el proceso de entrega y titulación (línea punteada 
en la parte inferior izquierda, figura 1). Igualmente, se contempla un plan par-
ticipativo de formalización y titulación, que debe contar con una jurisdicción 
agraria y con mecanismos expeditos de conciliación y resolución de conflictos. 
Adicionalmente, se plantea la necesidad de actualizar el catastro rural y garan-
tizar un recaudo efectivo del impuesto predial.

Frente al tema de tierras, es apenas obvio que las comunidades indígenas 
y afrodescendientes reclamen garantías para sus derechos consagrados en la 
Constitución Política y otras normas (Ley 160 de 1994, Decreto 1745 de 1995, 
Decreto 2164 de 1995), y además que exijan sean consultadas. 

Por su parte, la Misión Rural propone “reducir tanto la alta concentración 
de la propiedad como la fragmentación del minifundio…, así como superar la 
generalizada informalidad que caracteriza la tenencia de la tierra en el país” 
(DNP, 2015, p. 6). Este tema se destaca en la segunda estrategia de la Misión: 
inclusión productiva y agricultura familiar, orientada a que los pequeños pro-
ductores y los trabajadores del campo accedan a recursos productivos, se inte-
gren en toda la cadena de producción y comercialización y perciban ingresos 
remunerativos. La Agencia Nacional de Tierras, que administrará entre otras 
los fondos de tierras, es una de las instituciones propuestas por la Misión que 
ya fue creada por el Gobierno Nacional (Decreto 2363 de 2015 del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural - MADR). No obstante, una estrategia de in-
clusión social debe referirse a campesinos, indígenas y afrodescendientes, más 
que a los productores y trabajadores del campo y, por consiguiente, debe con-
siderar las racionalidades y estrategias productivas de sus diferentes formas de 
producción; la generalización puede llevar a la desintegración de esas formas 
de producción y va en contravía de la concepción del territorio como propuesta 
integradora de la RRI.
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Otro problema central que aborda el Acuerdo 1 es el ordenamiento te-
rritorial como elemento fundamental para garantizar un desarrollo sostenible 
(parte central de la figura 1); allí se establece un plan para delimitar la frontera 
agrícola y proteger las áreas de especial interés ambiental, lo que genera alter-
nativas para los pobladores que colindan con ellas o las ocupan, y garantiza los 
principios de participación de las comunidades rurales. Además, se reconocen 
a las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) como figura que tiene el Estado para 
promover la economía campesina y contribuir al cierre de la frontera agrícola 
y la producción de alimentos. Según el acuerdo, el territorio rural es un esce-
nario sociohistórico con diversidad social y cultural, en el que las comunidades 
desempeñan un papel protagónico en la definición del mejoramiento de sus 
condiciones de vida y en la definición del desarrollo del país dentro de una 
visión de integración urbano-rural. Esto conlleva un gran cambio de concep-
ción, puesto que hasta ahora los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) 
se han basado en una visión predominantemente biofísica del territorio cuyo 
propósito es establecer los usos del suelo. Además, han primado en los POT los 
intereses de grupos locales de poder, así como de las administraciones muni-
cipales. Estos últimos aspectos restringen las posibilidades de un adecuado 
ordenamiento que contemple las particularidades sociales, económicas y cul-
turales de los territorios. 

La Misión Rural parte del diagnóstico del ordenamiento y desarrollo te-
rritorial que destaca las enormes riquezas naturales del medio rural, pero, de 
la misma forma, la problemática que se deriva de la ocupación y uso inapro-
piado del territorio, la degradación de suelos, las pérdidas asociadas al cambio 
climático y el déficit de abastecimiento de agua, particularmente en las zonas 
más pobladas, mientras que las zonas de mayor dispersión de la población 
carecen de fuentes de generación de ingresos (DNP, 2015). Se resalta además el 
conflicto en el uso del suelo, que ocurre porque la utilización actual no corres-
ponde a la oferta ambiental y se estima que actualmente un 15 % de los suelos 
son sobreutilizados, un 13 % subutilizados y que aproximadamente 87 millones 
de hectáreas deberían ser declaradas áreas de protección y conservación; adi-
cionalmente, se tiene que 22 millones de hectáreas tienen vocación agrícola, 
4 millones vocación agroforestal y 15 vocación ganadera, pero únicamente 5 
millones de hectáreas se utilizan para agricultura y más de 34 millones de hec-
táreas se utilizan para ganadería2 (IGAC, 2012). Frente a toda esta problemática, 

2 Algunas de estas cifras deben ser revisadas acorde con los resultados del 3er Censo Nacional Agrope-
cuario, pero la tendencia en el conflicto del uso del suelo parece mantenerse.
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la Misión Rural propone una estrategia de ordenamiento y desarrollo terri-
torial organizada en cuatro elementos: (i) ordenamiento ambiental, social y 
productivo; (ii) convergencia regional y cierre de brechas rural-urbanas; (iii) 
desarrollo rural con enfoque territorial; y (iv) consolidación de la asociatividad 
territorial. 

El Acuerdo 1 y la Misión Rural coinciden en avanzar hacia un desarrollo 
ambientalmente sostenible, lo cual resulta fundamental para garantizar la cali-
dad de vida de los pobladores del campo y para que las actividades económicas 
que allí se adelantan perduren en el tiempo. No obstante, en algunas zonas de 
alto valor ecológico que han sufrido el conflicto armado, la adjudicación de tie-
rras o el cambio de cultivos puede representar riesgo de degradación ambien- 
tal, según el tipo de actividad y la manera de realizarla; este aspecto ha sido 
planteado, entre otros, por la Oficina de Naciones Unidas Colombia (La ONU 
advierte que la paz puede destruir el medioambiente en Colombia, 2015, s. p.), 
y llama la atención sobre la necesidad de promover buenas prácticas y sistemas 
sostenibles de producción que eviten o reduzcan al mínimo ese riesgo.

Por otro lado, la creación de las Zonas de Interés de Desarrollo Rural, 
Económico y Social (ZIDRES) (Ley 223 de 2015), en la cual el Gobierno nacional 
desempeñó un papel protagónico, ha generado diversas reacciones; por un lado, 
gremios como la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC) (2016) celebran 
su aprobación y consideran que se dan condiciones para garantizar “la segu-
ridad jurídica sobre la propiedad de la tierra, aspecto fundamental para atraer 
desarrollo al campo colombiano”; no obstante, para otros esta ley “representa 
una amenaza para el campesinado y el desarrollo rural al pretender legalizar 
la acumulación de baldíos cambiando su destinación, abrir la posibilidad a la 
expropiación al considerar las ZIDRES como zonas de utilidad pública e interés 
social y favorecer la concentración de la tierra en manos de los grandes capi-
tales” (Mojica, 2015). El debate está abierto, pero mientras el Acuerdo 1 y la 
Misión Rural proponen frenar la expansión de la frontera agraria, las ZIDRES 
pueden apuntar en la vía contraria, un ejemplo de esto es la expansión agrope-
cuaria de la Altillanura oriental colombiana. 

El MADR impulsa el programa Colombia Siembra que se ha propuesto 
para 2018 ampliar en un millón las hectáreas sembradas en el país y cuenta 
con estudios de la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA) que 
han identificado el potencial productivo de cada departamento; falta ver si esa 
ampliación del área sembrada se realizará con sistemas sostenibles de produc-
ción. Por ejemplo, frente al escenario de paz, inversionistas y representantes 
gremiales proponen proyectar a Colombia como una potencia alimentaria en 
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el transcurso de las próximas dos décadas, basada en la gran empresa (nacional 
e internacional), cuya clave estaría en desarrollar una agroindustria competitiva 
(El agro: una oportunidad de oro, 2016). ¿Con qué modelos productivos se ha-
rían estos desarrollos?, ¿ese modelo agroexportador haría parte de la solución 
de la grave crisis del medio rural? 

El otro gran problema corresponde al desarrollo rural (parte derecha de 
la figura 1), que debe tener una clara correspondencia con la solución de la 
problemática de tierras rurales y el ordenamiento territorial en el país (flecha 
de dos vías en la parte central del esquema). Al respecto, el Acuerdo 1 propone 
elaborar planes para ofrecer mejores bienes y servicios públicos en términos de 
infraestructura, vías, comunicaciones, salud, educación, agua potable, vivienda 
sanitaria, crédito, riego, apoyo a la asociatividad, la creación y el fortalecimiento 
de instituciones y políticas públicas orientadas al medio rural, con énfasis en 
la economía campesina, familiar y comunitaria. Para el efecto se acordaron los 
siguientes estímulos: 

i. Plan para fomentar la economía solidaria y cooperativa rural que forta-
lezca la capacidad de las comunidades rurales organizadas para comer-
cializar productos, acceder a bienes y servicios y, en general, mejorar sus 
condiciones de vida, trabajo y producción;

ii. Plan de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a la inves-
tigación, esencial para estimular procesos de innovación tecnológica y 
mejorar la sostenibilidad de los proyectos productivos de la economía 
campesina, familiar y comunitaria (incluye promoción y protección de 
las semillas nativas y los bancos de semillas); 

iii. Plan para apoyar y consolidar la generación de ingresos de la economía 
campesina, familiar y comunitaria, y de los medianos productores con 
menores ingresos; 

iv. Plan para promover condiciones adecuadas para la comercialización de 
los productos provenientes de la producción de la economía campesina, 
familiar y comunitaria, y mejorar su disponibilidad; 

v. Fortalecimiento del sistema de protección y seguridad social de la po-
blación rural y garantizar condiciones laborales dignas y la protección 
de los derechos de los trabajadores agrarios (Gobierno de Colombia; 
FARC-EP, 2014).

Además, se propone que la ejecución de los planes se haga con mano de 
obra proveniente de comunidades rurales con el fin de promover su participa-
ción y dinamizar el empleo rural.
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Si bien se destaca ese enfoque diferencial, el Acuerdo 1 hace referencia a 
la economía campesina (EC), familiar y comunitaria, sin considerar que estos 
constituyen categorías de facto y de análisis diferentes. De hecho, toda EC es 
familiar pero no toda agricultura familiar (AF) es campesina. En la AF se en-
cuentran formas de producción empresariales capitalistas ya sean pequeños, 
medianos o grandes empresarios, según el tamaño de sus bienes de produc-
ción. Es necesario, entonces, tener claro qué son estas categorías, cuáles son 
las características que los identifican, cuáles son sus funciones e importancia 
social y económica para la organización socioeconómica dominante, qué se 
quiere hacer con ellas, y cuáles son los impactos deseables frente a los de las 
propuestas contenidas en el Acuerdo 1. Nótese que la Misión Rural aclara que 
AF “cobija a lo que en Colombia se denomina generalmente pequeños produc-
tores o campesinos” y la define “como los hogares productores dedicados a la 
agricultura, actividades pecuarias, acuicultura, pesca o silvicultura cuyos ingre-
sos provienen fundamentalmente del trabajo familiar” (Gobierno de Colom-
bia; FARC-EP, 2014, p. 57); además, recomienda que el Gobierno establezca una 
definición estándar de AF o de pequeño productor para el direccionamiento de 
los instrumentos de política (DNP, 2015).

Por otro lado, la Constitución Política colombiana y la normatividad no 
reconocen al campesino como actor social, a pesar de que actualmente el Es-
tado reconoce las ZRC (Ley 160 de 1994). A este respecto, el senador Alberto 
Castilla ha impulsado un proyecto de ley para que se reconozca al campesino 
como sujeto político de derechos (Araque, 2014).

La Misión Rural ha propuesto políticas de Estado para promover un de-
sarrollo integral con enfoque territorial (económico, social y ambiental) en el 
campo colombiano mediante seis estrategias. La primera apunta a varias de 
las reivindicaciones sociales planteadas en el Acuerdo 1 y se orienta a la inclu-
sión social de los habitantes rurales mediante el cierre de brechas sociales que 
garanticen el goce efectivo de los derechos y la igualdad de oportunidades de 
los habitantes del campo, la dotación de bienes de interés social (nutrición y 
seguridad alimentaria como una de las prioridades, así como educación, salud, 
protección social, vivienda, agua y saneamiento). Allí se propone una meta de 15 
años para eliminar las principales brechas rural-urbanas en materia de acceso a 
servicios sociales. No obstante, la participación comunitaria que es central para 
lograr una verdadera inclusión social queda relegada en esa estrategia específica.

La Misión Rural destaca la comercialización como una línea prioritaria, 
orientada a “la modernización de los sistemas de abastecimiento y promover 
estrategias que le den a los AF mayores y mejores oportunidades para vincularse 
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directamente a los mercados”, lo cual mejora el funcionamiento de los merca-
dos mayoristas regionales y nacionales y de las redes de intermediación (DNP, 
2015, pp. 59-60). De esta manera, se reconoce y se proponen posibles soluciones 
a uno de los más graves problemas que tienen los campesinos para mercadear 
sus productos y se apunta a la estrategia de inclusión productiva. Pero un de-
bate necesario es si los campesinos para insertarse en los mercados deben ser 
modernizados y transformados en productores empresariales (“pequeños pro-
ductores”) (DNP, 2010). Nótese que la legislación que fija los patrones constitu-
tivos de Unidades Agrícolas Familiares (UAF) a nivel predial (Resoluciones 1132 
y 1133 de 2013 del INCODER) y establece condiciones para acceder al incentivo de 
asistencia técnica rural se refiere a “pequeños productores” y esto es acorde con 
la Ley 607 de 2000 que definió a esos productores agropecuarios. 

Esto tiene profundos efectos contraproducentes en el logro de los obje-
tivos propuestos en el Acuerdo 1. La evidencia histórica ha demostrado que 
la reconversión de las economías campesinas a formas empresariales, así sean 
familiares, tiene efectos contraproducentes al acelerar los procesos de descom-
posición de las EC3. Los argumentos son los siguientes (Vélez, 2015):

 � Al tener que concentrar sus esfuerzos en unos pocos productos, los 
más demandados por el mercado, lo cual especializa el proceso pro-
ductivo, las EC pierden su flexibilidad ecosistémica y tecnológica, una 
de sus principales y más exitosas estrategias de adaptabilidad, la cual 
está representada en la diversidad de recursos utilizados (variedades y 
razas, espacios y habilidades para la diversificación), de productos ge-
nerados, de actividades realizadas (agricultura, ganadería, caza, pesca, 
transporte, comercio, etc.) y de tecnologías de manejo.

 � La especialización del proceso productivo generalmente requiere pa-
quetes tecnológicos estandarizados para monocultivos que no con-
sultan la racionalidad productiva y la flexibilidad de los campesinos, 
incrementa los factores de riesgo y los hace más vulnerables a las varia-
ciones de los precios en el mercado, al ataque de pestes y a la variabi-
lidad climática. Esta especialización conlleva una mayor monetización 
de sus economías que, generalmente, los excluyen o los colocan en alto 
riesgo de perder su condición de productores o de convertirlos en asa-
lariados de los agentes financieros.

3 La descomposición de las formas de producción campesina (FPC) debe entenderse como la pérdida 
de sus características fundamentales principalmente en lo referente a la pérdida del acceso a los 
factores de producción, como la tierra, o su tránsito a formas de producción empresarial donde las 
relaciones de producción se tornan fundamentalmente mercantiles.
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 � Todo lo anterior agrava la crisis del sector rural al ocasionar el dete-
rioro de su base productiva y poner en riesgo la seguridad socioeco-
nómica y alimentaria familiar, local y regional, ya que muchos de los 
alimentos que producían, por sus características y aspectos culturales, 
solo tienen demanda en estos ámbitos. Estos productos pierden atrac-
tivo y la seguridad alimentaria, que antes la obtenían de sus predios 
o del intercambio en la comunidad y en mercados locales, entra a de-
pender de los ingresos monetarios generados por los productos desti-
nados al comercio. 

Igualmente, se pretende que la RRI lleve a garantizar “para todos los ciu-
dadanos, disponibilidad y acceso suficiente en oportunidad, cantidad, calidad 
y precio a los alimentos necesarios para una buena nutrición”. Para el efecto se 
propone un sistema de alimentación y nutrición, con instituciones tales como 
un Consejo Nacional de Alimentación y Nutrición, y planes y consejos de-
partamentales y locales. Al respecto, la Misión Rural propone dar prioridad 
a la nutrición y la seguridad alimentaria dentro de las estrategias de inclusión 
social de los habitantes rurales, de inclusión productiva y agricultura familiar.

Conclusiones

La Política de Desarrollo Agrario Integral, Hacia un nuevo campo colombiano: 
Reforma Rural Integral (RRI) del Acuerdo 1 del proceso de paz, da gran impor-
tancia al medio rural, como parte integral y fundamental para el desarrollo del 
país. No obstante, dicho acuerdo requiere algunas precisiones conceptuales que 
tienen implicaciones prácticas para su implementación, tal y como se plantea 
en este documento.

El Acuerdo 1 y el informe final de la Misión Rural tienen bastantes ele-
mentos comunes, lo cual puede ser visto con optimismo en la medida que el 
Gobierno nacional muestre la voluntad para implementar las transformaciones 
que exige el medio rural. Sin embargo, el documento final de la Misión puede 
requerir algunas precisiones conceptuales.

La propuesta de RRI ha sido participativa desde sus inicios, lo cual ha 
llevado a que amplios sectores sociales del país la respalden, pero asimismo se 
han planteado diversas objeciones; algunas comunidades étnicas manifiestan 
no sentirse representadas y algunos dirigentes campesinos consideran que no 
es válido adelantar la RRI en el contexto de la actual globalización económica. 
Estos aspectos merecen ser debatidos, en aras de facilitar la implementación 
del Acuerdo 1 del actual proceso de paz en Colombia. 
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Introducción

Este capítulo pretende contribuir a la estructura general y los principales ele-
mentos que deberían ser parte de la formulación de un Plan Desarrollo Rural 
con Enfoque Territorial - PDRET. El texto se enmarca en las orientaciones del 
Comité Académico del Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural- CPDR, 
según las cuales el propósito inmediato del centro es la presentación de pro-
puestas para la implementación del punto uno acordado en las conversaciones 
de paz en La Habana entre el Gobierno y la guerrilla de las FARC. Este punto 
ha sido denominado por las partes: Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma 
Rural Integral – RRI (Gobierno de Colombia; FARC-EP, 2014). 

Se requiere, por lo tanto, un esfuerzo de concreción para hacer plantea-
mientos oportunos dentro del horizonte de tiempo que impone la coyuntura 
política, de manera que las propuestas que surjan del CPDR puedan ser expuestas 
por parte de la universidad ante las partes que intervienen en las conversaciones 
de paz. Esto marcará un derrotero para la labor futura del centro en cuanto 
a reflexiones internas y nuevas propuestas que tendrán que ser abordadas de 
manera gradual. 
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Se ha considerado que una opción interesante para la implementación del 
Acuerdo 1 de las conversaciones de paz es que el CPDR se concentre en el tema 
de los PDRET, sobre los cuales tanto Gobierno como guerrilla han demostrado 
un gran interés como instrumento de política, pero que necesitan de una ma-
yor claridad sobre la forma de estructurarlos, de darles contenido y de volverlos 
operativos. Al respecto, la universidad tiene una valiosa experiencia de trabajo 
con comunidades rurales en diferentes escenarios, territorios y proyectos, que 
sirve como sustento para realizar propuestas de política e incorpora en su con-
cepción el aprendizaje adquirido en los procesos de extensión e investigación 
aplicada. 

La propuesta sobre cómo estructurar los PDRET, que surge desde un gru-
po de profesores e investigadores de la Universidad Nacional de Colombia, es 
un esfuerzo por conceptualizar, modelar y definir sus condiciones, referentes y 
componentes fundamentales; se trata, así, de ofrecer una propuesta metodoló-
gica que parte de la recolección sistemática de evidencias en un amplio espectro 
de cuestiones del desarrollo rural. Aunque los aspectos planteados son esencia-
les para explicar las dinámicas de algunos procesos de desarrollo rural, no todos 
estos elementos tendrían la misma importancia para todos los territorios en que 
se emprendería la estructuración de dichos planes. Por lo anterior, se pretende 
que sea una propuesta que pueda ser adaptada a diversas realidades. 

De esta manera, se plantean unas pautas que identifican los elementos 
como “continente”, para darle “contenido” a estos planes de acuerdo con cada 
territorio y así determinar los “flujos”. El continente hace alusión a qué ele-
mentos mínimos deben contemplarse en la elaboración del plan; el contenido 
detalla el estado del territorio de acuerdo con esto. Por su parte, los flujos se 
refieren al cómo y quiénes deben ayudar a lograr el acuerdo con las dinámicas 
territoriales (instituciones y su nivel de acción, concurso de la sociedad civil, de 
las organizaciones y demás actores territoriales). 

El contenido y los flujos, como parte de la formulación de estos planes, 
serán un ejercicio posterior que tendrá múltiples variantes y especificidades 
de acuerdo con el territorio para el cual se construya el plan, en todo caso, 
con la necesaria participación de los actores territoriales, tanto públicos como 
privados, y en el que seguramente las universidades también tendrán un papel 
destacado en los diferentes escenarios territoriales que se definan.

Este capítulo parte de una revisión del estado del arte respecto a los con-
ceptos transversales a la formulación de un plan de desarrollo rural con enfo-
que territorial (PDRET), para que, a partir de esto, se analice su estructura de 
manera teórica y pragmática para su implementación. 
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Una segunda perspectiva aborda la correspondencia del enfoque territorial 
con los actuales instrumentos de política, más teniendo en cuenta que algunos 
de estos no expresan condiciones para la implementación del enfoque territo-
rial en los planes de desarrollo; el capítulo destaca una serie de aspectos para 
que esto tenga lugar, tales como: enfoque territorial explícito en las políticas, 
procesos de planeación local y regional, nivel de gestión pública, empodera-
miento humano y de las organizaciones, educación y fortalecimiento de las ca-
pacidades de gestión. En la tercera y última perspectiva se busca complementar 
la propuesta con diferentes análisis que se han adelantado a nivel nacional e 
internacional con respecto a la implementación del enfoque territorial y su 
relación con la actual situación del país.

Hay que precisar, finalmente, que la presente propuesta toca los siguientes 
puntos propios de todos ejes del CPDR: sistema agroalimentario y agroecolo-
gía, base ambiental, condiciones de permanencia para actores de la paz, ins-
titucionalidad, democratización de la tierra y ordenamiento territorial. Estas 
temáticas, derivadas de las conversaciones de paz, deberían ser contempladas 
en los PDRET, que, a su vez, deben ser una guía rectora en la que participen 
todos los involucrados bien sea mediante la construcción de consensos gene-
rales o su alineación alrededor de acuerdos específicos que incluyan diferentes 
niveles de gobierno. Estos planes deberían considerar como guía una serie de 
preguntas orientadoras, a saber:

 � ¿Qué nivel de flexibilidad debe tener la política nacional para adaptarse 
a los contextos y necesidades locales?

 � ¿Qué condiciones deberían existir para que los actores locales puedan 
tener un papel protagónico en la construcción de políticas y en la 
gestión territorial del desarrollo, en el que se fortalezca y garantice  
la gobernanza territorial?

 � ¿Cuáles temáticas deberían ser objeto de definición en el marco de la 
política nacional, cuáles a nivel territorial, y a qué escala?

 � ¿Cuáles instrumentos se pueden recomendar en materia de formu-
lación y aplicación de política de DRET para que exista coherencia y 
funcione adecuadamente la coordinación entre los ámbitos nacionales 
y territoriales?

 � ¿Qué mecanismos e instituciones se requieren para que haya una 
coordinación entre lo nacional y lo local?

 � ¿Cuáles componentes deberían considerar los PDRET y qué políticas 
serían pertinentes?
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Marco conceptual

A continuación, se presenta una serie de conceptos relevantes a tener en cuenta 
para la formulación de planes de desarrollo rural con enfoque territorial:

Reforma Rural Integral (RRI)

Este concepto debe entenderse en el contexto de lo acordado en los diálo-
gos de paz, en el punto 1: Hacia un nuevo campo colombiano. Se diría que la 
transformación del campo trasciende la clásica reforma agraria y sus efectos 
redistributivos de tierra, como un exclusivo factor de desarrollo. Los adjetivos 
rural integral significan que los procesos de transformación y renovación en el 
campo, bajo los que se oriente el desarrollo rural, deben ser sistémicos, estruc-
turales y estratégicos. Es así como, aunque es clara la incidencia histórica de la 
inequitativa distribución de tierra en el conflicto colombiano, es fundamental 
darle especial atención a otros factores que determinan el desarrollo en un 
territorio y, por ende, el bienestar y el buen vivir de su comunidad. Entre ellos 
cabe mencionar: acceso a bienes y servicios básicos, seguridad, convivencia, 
democracia. 

Desarrollo rural integral y desarrollo rural con enfoque territorial

Aunque los discursos institucionales por parte del Estado han expresado de 
manera insistente que el primer punto de los diálogos de paz está expresado 
en función de un desarrollo agrario integral, para el CPDR no significa que este 
sea sinónimo del desarrollo rural integral. El análisis teórico desde el cual se 
hace integral el desarrollo es desde lo rural y no exclusivamente desde lo agra-
rio, pues este sería solo uno de los componentes del sistema. 

La definición de desarrollo rural bajo el adjetivo integral se expresa como 
un medio para impulsar la integración equitativa de las regiones y el conse-
cuente desarrollo social y económico del país. Es así como el principio de te-
rritorialización del desarrollo obliga a comprenderlo de manera que su gestión 
esté asociada a un escenario espacial y de construcción social con particularida-
des económicas, culturales, ambientales y políticas, definidas históricamente; el 
capital social juega un papel protagónico para su logro.

La Reforma Rural Integral (RRI) obligaría a avanzar en cómo se imple-
mentará dicha territorialización y, en consecuencia, los lineamientos básicos 
para realizar la gestión del mismo, para lo cual es importante reconocer que 
sobre este escenario —resultado de procesos de apropiación de recursos en el 

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



Formulación de un plan de desarrollo rural con enfoque territorial – PDRET 47

que la sociedad ha logrado consolidar identidades que expresan la territoriali-
dad— el capital social juega un papel fundamental.

Los acuerdos apuestan a que la reforma rural integral sea una transforma-
ción estructural en la que los territorios rurales sean los catalizadores del desa-
rrollo, y a que en el territorio se generen las transformaciones institucionales, 
en las que existan algunos elementos catalizadores para que ello se logre. No 
obstante, se podría afirmar que, a diferencia del DRET, esta reforma enfatiza 
más en la trasformación estructural de los factores de producción que en el 
desarrollo de una nueva institucionalidad; al menos los documentos no son 
contundentes en la garantía de la participación plural y efectiva de los diversos 
actores que coexisten en el espacio físico.

Se considera que el desarrollo rural con enfoque territorial es el eje trans-
versal para formular planes de desarrollo y aportar al proceso de paz en Colom-
bia. Conviene precisar que en el presente documento el término DRET equivale 
a Desarrollo Rural Territorial y que su definición parte de los matices que 
diferentes autores expresan en lo referente a que la forma de entender y aplicar 
el desarrollo rural se encuentra profundamente relacionada con la evolución de 
las teorías de desarrollo económico, por lo que el análisis del concepto se hace 
a partir de la teoría dominante en cada momento (Ramos y Garrido, 2011).

El CPDR concibe el DRET en un escenario que, más allá del crecimiento 
económico, atienda problemas sociales y humanos, e identifique las causas que 
han limitado la inclusión social y productiva de diferentes comunidades y la 
adecuada oferta de bienes y servicios públicos en sus territorios. El desarrollo 
debe resultar de la combinación de acciones lideradas por parte de las comuni-
dades, como de las entidades territoriales y nacionales públicas y privadas. Un 
PDRET requiere entender el sector rural de manera integral y multidimensional. 

Territorio rural y territorio funcional

El DRET supone el territorio como sujeto de análisis que da cuenta de la forma 
en que un grupo humano, a través del ejercicio de su cultura y condiciones 
sociales, económicas, ambientales y políticas, se apropia de un espacio en el 
que genera identidad y pertenencia, y que determina el desarrollo individual 
y colectivo. Se trata de un proceso de construcción social en el que participan 
diversos actores e intereses. Según Sepúlveda (2003) el territorio es un sujeto 
de desarrollo que, bajo connotaciones espaciales, debe ser analizado desde las 
ciencias sociales, humanas, ambientales, económicas y geográficas, entre otras, 
las cuales deben permitir el diseño de instrumentos de política para su desarro-
llo y el respeto de la idiosincrasia de cada espacio territorial.
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Por otro lado, la definición de territorio funcional expresa una construcción 
social que se hace en diferentes espacios y escalas, acorde con sus características 
e interrelaciones (flujos), y considera los vínculos rurales y urbanos que emer-
gen para su adecuado reconocimiento. 

Buen vivir

Este concepto, mencionado reiterativamente en el punto uno de los diálogos 
de paz, es coherente con el enfoque territorial del desarrollo rural que aquí se 
propone. De acuerdo con lo que tres pensadores latinoamericanos mencionan 
(el brasileño Leonardo Boff, el mexicano Enrique Leff y el uruguayo Eduardo 
Gudynas) (2015), la definición del buen vivir dista del vivir mejor, pues mien-
tras este último presume espacios de competencia y progreso, independiente 
de que sean o no generados en condiciones éticas humanas y ambientales, 
el buen vivir es un escenario colectivo e incluyente de bienestar, equidad y 
armonía dentro de la sociedad y el equilibrio de las relaciones de esta con la 
naturaleza. El reto es cómo lograrlo y concretarlo en un plan de desarrollo, sin 
quedarse en imaginarios sociales. 

En ese sentido, sería conveniente incorporar la voluntad de otros agentes 
que coexisten con la sociedad más marginada, y que aboguen por este objetivo; 
para el efecto, resultaría adecuado abordar la formulación de los PDRET usando 
elementos de la nueva ruralidad y, en especial, en la perspectiva de estrategias 
de vida.

Política pública

Antes de precisar cada uno de los lineamientos que deben girar alrededor de 
los PDRET, es pertinente conocer el contexto que enmarca su implementación 
desde las políticas públicas. Su análisis es un elemento indispensable para la 
comprensión del territorio y de sus comunidades; se parte de la idea de que en 
la configuración del territorio inciden unas políticas de Estado que regulan y 
parametrizan las acciones de diferentes actores (sociedad civil, sector privado, 
organizaciones). De ahí que sea muy importante saber aprovechar los espacios 
que ofrecen las políticas (de arriba – abajo), y generar propuestas que profundi-
cen esa opción, de manera que se avance en el desarrollo de habilidades, capa-
cidades y competencias para que los actores locales usen de manera coordinada 
dichas posibilidades para que emerjan propuestas desde lo local (de abajo – 
arriba) orientadas al logro de un bienestar acorde a las realidades y necesidades 
de los territorios rurales.
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El CPDR parte del entendimiento de la política pública como un instru-
mento formal del Estado para atender necesidades o situaciones socialmente 
problemáticas en un territorio determinado, al igual que para el fortalecimien-
to de las oportunidades y capacidades de sus habitantes. En esa concepción, 
es sustantiva la política de provisión de bienes y servicios públicos mediante 
acuerdos democráticos y reglas del juego (normas, derechos, instituciones y 
acciones) que busquen beneficios comunes y equitativos.

Gestión pública

Hay que avanzar en la construcción de un equilibrio entre el Estado, la socie-
dad civil y el mercado para garantizar el desarrollo de un territorio, y reconocer 
que buena parte de la sociedad civil no ha tenido los espacios que debería 
asumir en la orientación de su territorio, en concordancia con su papel de actor 
protagónico.

Desde la óptica de la nueva gestión pública, la eficacia, eficiencia y legiti-
midad del actuar público se fundamenta en la calidad de la interacción entre 
los distintos niveles de gobierno y, también, entre estos y las organizaciones 
empresariales, y la sociedad civil. Los nuevos modos de gobernar en este esce-
nario tienden a ser reconocidos como procesos de gobernanza. La propuesta de 
este modelo en la implementación de un PDRET significa que su rendición de 
cuentas esté definida en función de unas metas, objetivos e indicadores de éxi-
to, los cuales deben expresar el nivel de eficiencia del sector público acorde con  
las condiciones del mercado y de su mejor funcionamiento, al igual que con las 
fortalezas del sector privado y de la sociedad civil en cuanto a la administración 
y ejecución de recursos.

Instituciones

En la construcción de una mejor articulación entre lo público, lo privado y el 
mercado, es determinante el papel de las instituciones. El análisis se enmarca 
en la escuela neoinstitucional que, siguiendo a Kalmanovitz (Neoinstituciona-
lismo, s. f.), hace especial referencia a la forma en que las instituciones manejan 
unas reglas de juego que guían su comportamiento y su desempeño en diferen-
tes ámbitos sociales, políticos y económicos. Las instituciones son estructuras 
sociales organizadas que, bajo un conjunto de hábitos, maneras de hacer las 
cosas y formas de pensar, buscan un objetivo. El papel de la voluntad humana 
es fundamental en dicho objetivo. En un PDRET, el papel de las instituciones 
debería entenderse de manera amplia, desde una perspectiva social e histórica, 
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y no solo como respuesta a fines de crecimiento económico, necesarios, pero no 
suficientes. Además de la creciente relevancia de las normas en las interacciones 
humanas y con el ambiente, en lo institucional es fundamental el fortalecimien-
to de la dimensión humana y de sus organizaciones, ya que las normas por sí 
mismas no bastan; en el territorio se expresan las normas y las fortalezas huma-
nas en su aplicación. De ahí que los PDRET deberían darle la mayor relevancia 
al componente institucional, interactuando con lo local y regional, entendido 
desde la perspectiva mencionada. 

Orientaciones para la formulación de un plan de desarrollo  
rural con enfoque territorial pdret

A continuación, se presenta una serie de orientaciones que deberían servir de 
marco para la formulación e implementación de PDRET.

Políticas de Estado para un pdret

Una propuesta metodológica para la formulación e implementación de un 
PDRET debe partir de un análisis sistémico del contexto de las políticas de Es-
tado y cómo estas, tal y como lo plantea la Misión Rural resultan coherentes a 
la diversidad de condiciones sociales, económicas, ambientales y culturales que 
caracterizan un mundo tan complejo como lo es el sector rural colombiano 
(Ocampo, 2014). 

El mencionado análisis debe comprender la identificación de su ciclo y 
la situación por la cual se demandó una acción pública, así como el recono-
cimiento de los intereses de las organizaciones e instituciones vinculadas a 
dicha acción. De ahí que se deba reconocer además los resultados de un pro-
ceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, 
desarrollados por autoridades públicas con la participación eventual de otros 
sectores, y precisar en qué medida este proceso solucionó o previno una situa-
ción definida como problemática en un sector de la sociedad o en un espacio 
geográfico determinado (2002).

El papel de las políticas de Estado en la formulación de un PDRET, exige 
limitar el alcance de su análisis en función de aquellas de orden nacional so-
bre las cuales es posible hacer propuestas sistémicas, de manera articulada a  
las particularidades y prioridades de los territorios rurales; por ejemplo, po-
lítica (plan o programa) de manejo de recursos (agua, tierras, biodiversidad), 
política educativa, de inclusión y participación ciudadana, de mercados (regu-
lación de precios, acceso, información), de planeación (central, regional y local), 
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de gestión pública, de investigación y desarrollo tecnológico, de ordenamiento 
social y productivo del territorio (acceso a la tierra, definición de zonas de in-
terés prioritario), de acompañamiento y asistencia a la producción, al mercadeo 
y a la organización, de crédito y financiamiento y de seguridad alimentaria, 
nutricional y soberanía alimentaria. 

La política de Estado también debe considerar la factibilidad de su im-
plementación; en cuanto al cómo, quién, con qué y cuándo. Esto supone la de-
finición de instrumentos que se puedan aplicar con continuidad en diferentes 
gobiernos. Los PDRET son un ejemplo de este tipo de instrumentos que, para 
ser efectivos, deberían inscribirse dentro de las políticas de Estado.

Enfoque territorial de las políticas de Estado

Las políticas territoriales de Estado serían las que aseguren una mayor demo-
cratización, equidad y sostenibilidad (social, ambiental, económica y política) 
de los procesos de desarrollo; las que propicien el reconocimiento, por parte 
de las entidades públicas nacionales y territoriales y de los sectores institu-
cionales y económicos, de la heterogeneidad y autonomía local y regional, y 
que, a partir de esto, cumplan una gestión pública más eficaz que privilegie los 
acuerdos alcanzados entre los diversos actores que coexisten en los territorios, 
mediante planes y programas que incorporen proyectos de desarrollo regional 
y municipal; se trata de priorizar y graduar la aplicación de los instrumentos 
definidos para el desarrollo rural según las características de los municipios o 
sus agrupaciones en los territorios” (Gobierno de Colombia - Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2015, p. V).

El enfoque territorial de las políticas de Estado supone que sean construi-
das a partir de diagnósticos debatidos y acordados en los territorios, sin des-
conocer su coherencia con las condiciones normativas y de política del orden 
nacional. Ejemplo de esto es la pertinencia de las políticas del Plan Nacional 
de Desarrollo 2014-2018 y las recomendadas por la Misión Rural, que propo-
nen: enfoque territorial participativo, inclusión social y productiva, y provisión 
adecuada de servicios y bienes públicos que garanticen un mínimo de bienestar 
para contribuir al cierre de brechas entre el medio rural y urbano y al existente 
entre regiones.

De acuerdo con Ramos y Garrido (2011), la emergencia del enfoque terri-
torial obliga a la reformulación o cambio de las políticas de Estado, de manera 
que minimicen las tensiones entre las corrientes agraristas y las ruralistas y que, 
a su vez, obedezcan a una legitimación social que responda a las prioridades 
de la sociedad, acorde con las dinámicas propias de cada territorio. Surge la 
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necesidad de promover la participación de otros sectores económicos que se 
desarrollan en el medio rural: minería, pesca y acuicultura, turismo rural y eco-
lógico y, en general, aquellos que hacen uso de los recursos (naturales, humanos 
y del capital social y relacional) de los territorios.

En ese contexto, los PDRET deben abordar los grandes desafíos para el 
diseño e implementación de la acción pública, en particular sobre los modos  
de gobernanza territorial y sobre la institucionalización de la escala territorial 
y de los principios de la participación, concertación, decisión y legitimación 
de los espacios de negociación, a partir de iniciativas de abajo – arriba. Esto 
supone una reconfiguración de los sistemas de actores de la arquitectura ins-
titucional para una acción pública más orientada a las verdaderas necesidades 
de los territorios rurales. Hay que avanzar hacia la definición y gestión de po-
líticas colaborativas, no solo desde lo sectorial, sino también desde niveles más 
complejos de coordinación que incorporen la divergencia de intereses que se 
presentan entre los actores territoriales.

Capacidades de gestión y seguimiento 

Es conveniente tener políticas inclusivas que abran espacios para que los ac-
tores locales creen lo que deben crear. Sin embargo, el problema no es solo el 
diseño de la política, también es de capacidades limitadas para una gestión 
participativa con concurso de los actores locales, por tal motivo se debe for-
talecer esta capacidad de los actores locales para incidir en la formulación de 
políticas públicas. 

Las políticas no son necesariamente restrictivas; también incide la capa-
cidad de gestión de la gente para acceder a las mismas. Es necesario generar 
escenarios de discusión para conocer las motivaciones reales de los actores lo-
cales, buscando así su participación en la formulación de los planes de desarro-
llo y en los compromisos que de estos se derivan. El desafío está en establecer 
la ruta para la promoción activa y pacífica del desarrollo de capacidades de 
gestión de las organizaciones en los territorios y de sus líderes, facilitando la 
integración coordinada entre actores e instituciones desde el nivel local hasta 
el central y desde lo público hasta lo privado. 

La territorialización de la acción pública constituye una dimensión cen-
tral de la agenda política para el desarrollo del medio rural. Este proceso está 
ligado a los cambios en el papel del Estado en cuanto a la descentralización 
de su funcionamiento, así como en lo concerniente a la promoción de la par-
ticipación de la sociedad civil en los espacios de la formación de políticas y 
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a la introducción de sinergias entre las políticas sectoriales. Esta evolución 
del contexto político convierte al territorio en un escenario privilegiado para 
la definición de la implementación de políticas públicas más adaptadas a las 
realidades locales. 

El logro de la gobernanza territorial se expresa en las capacidades que ad-
quieren los actores locales para realizar un variado uso de las políticas públicas, 
acorde con sus diversos contextos. Significa, asimismo, un cuestionamiento de 
la tradicional lógica sectorialista, de arriba – abajo, que considera a los niveles 
locales como receptáculos de las decisiones de política tomadas en las instan-
cias superiores del poder. 

Otro tema que tiene que ver con la aplicación de las políticas es la rees-
tructuración de la manera de hacer la gestión pública: planeación participativa, 
trabajo por objetivos, uso de indicadores de resultados, coordinación interinsti-
tucional, diálogo intersectorial e interdisciplinariedad en el análisis y operación 
de las políticas públicas (planes, programas y proyectos), asignación de recursos 
que combine oferta y demanda, y elección democrática o participativa de los 
funcionarios que lideran los entes de control.

Las capacidades de los actores locales y la especificación de los conceptos 
de gestión pública deben ser parte de la formulación de un plan de desarrollo. 
Su adecuada aplicación garantiza el éxito de los programas y proyectos en un 
territorio. 

En consecuencia, resulta fundamental incorporar, además de los tradi-
cionales indicadores de resultado, otros que permitan verificar la gestión y la 
adecuada asignación de recursos e incentivos, sin olvidar aquellos que sirven 
para la medición de la implementación de las políticas públicas.

El Departamento de Planeación Nacional ha manejado el índice de des-
empeño integral como instrumento para la evaluación de la gestión y los re-
sultados de las entidades territoriales (DNP, 2005). A partir de sus atribuciones 
legales, es responsabilidad del DNP diseñar sistemas de seguimiento a los planes 
de desarrollo con enfoque territorial, con el objeto de hacer evaluaciones de 
eficacia y eficiencia, de cumplimiento de requisitos legales, de capacidad admi-
nistrativa y de desempeño fiscal. Pero, los sistemas de información no deben 
limitarse al orden municipal o departamental, también deben incorporar indi-
cadores que le faciliten a las entidades territoriales a analizar la gestión en su 
unidad político -administrativa de manera articulada con su entorno territo-
rial, bien sea provincial o de mancomunidades que se instauren para la imple-
mentación de políticas que trasciendan sus límites político- administrativos.
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Planeación local y regional

De acuerdo con un análisis realizado por (Parra, 2006), en conjunto con es-
tudiantes de la Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad Nacional de 
Colombia, la funcionalidad de la planeación local a nivel estratégico implica 
considerar varias propuestas:

Desde el punto de vista sociocultural, se resalta la posibilidad que tienen lo local 
y lo regional de generar una cultura propia del desarrollo, caracterizada por el 
arraigo y por el grado de identidad del individuo con su región, donde las metas 
del desarrollo pueden ser definidas, construidas y compartidas colectivamente. 
Sobre lo político administrativo, se afirman las ventajas de la gestión local y 
regional para promover la cooperación entre los diferentes actores que intervie-
nen, especialmente entre lo público y lo privado, y la posibilidad de concerta-
ción para mejorar las eficiencias en la identificación, asignación y uso de los re-
cursos públicos. Sobre lo ecosistémico se destacan, en lo local, la preocupación, 
el contacto, el conocimiento, la conciencia y la sensibilidad que la comunidad 
tiene o puede tener sobre su entorno y sobre sus distintos ecosistemas, como 
espacio vital y como fuente de recursos. En cuanto a lo económico, este enfoque 
pretende que los ciudadanos puedan tener en la institucionalidad local las con-
diciones que les permitan utilizar su iniciativa para conocer, acceder, organizar 
y utilizar eficazmente los factores productivos y aprovechar oportunidades en 
un mundo globalizado. En esta perspectiva, es muy importante la construcción 
de un nuevo escenario local no solo para la discusión, sino para la proposición 
y para la acción (p. 31).

El proceso de planificación territorial exige la participación de la sociedad 
civil y el desarrollo de capacidades para la gestión, mediación, resolución de 
conflictos y logro de objetivos comunes. Se trata de entender cómo pueden 
alinearse los intereses y aspiraciones de diferentes actores en un territorio de 
manera que logren satisfacer unas necesidades sociales; la negociación política 
de un PDRET exige, además, la participación de actores representativos y líderes 
de los territorios, así como la implementación de mecanismos consultivos, es-
pecialmente orientados a garantizar que los actores no representativos puedan 
aportar con legitimidad algunas reflexiones y que las recomendaciones sean 
útiles en el proceso de planificación.

Un proceso de planeación territorial implica el desarrollo de estrategias 
que permitan identificar diversos tipos y niveles de relacionamiento entre los 
diversos actores o instituciones. Algunas experiencias de la Universidad Na-
cional de Colombia en diferentes territorios rurales evidencian que una meto-
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dología útil es el análisis de redes sociales, el cual permite conocer el grado de 
interacción entre actores a partir de la interpretación de resultados construidos 
matemáticamente (Pachón y Molina, 2014). 

Empoderamiento del factor humano

Desde una concepción humana e integral del desarrollo rural, son varias las 
consideraciones necesarias en la formulación de un PDRET, pues el buen vivir 
que busca el desarrollo no depende exclusivamente de la generación de in-
gresos en una comunidad. Aunque este sea un medio para conseguir algunos 
objetivos, hay que ampliar las libertades como lo afirma Amartya Sen (citado 
en Neef, Elizalde, y Hopenhayn, 1986), la satisfacción de necesidades humanas 
básicas y axiológicas, o aumentar las capacidades y oportunidades de las fami-
lias (Pachón, 2011). En este sentido, un componente estratégico es el tema del 
empoderamiento del factor humano que tiene el doble carácter de ser objetivo 
del desarrollo, pero también medio para lograrlo, cuando se está hablando de 
democratización y sostenibilidad social del proceso; se trata del fortalecimien-
to de la autonomía individual y colectiva y de todos los aspectos relacionados 
con ello: capacidades de participación, de concertación, de contextualización, de 
gestión, de decisión, de organización y de cómo estas capacidades conducen a la 
autoconfianza en el ser humano.

El reconocimiento del papel fundamental que tiene el ser humano en un 
PDRET exige reconocer la interculturalidad predominante (comunidades in-
dígenas, afrodescendientes, población Rom). A partir de ello, se deben orien-
tar las estrategias de empoderamiento. Adicionalmente, hay demandas de la 
sociedad para el reconocimiento de los derechos humanos, en particular, de 
aquellas comunidades en condiciones de vulnerabilidad. 

Componentes de un plan de desarrollo rural con enfoque territorial (pdret)

A partir de las orientaciones presentadas anteriormente, se plantean a conti-
nuación los componentes fundamentales que deberían ser contemplados en 
un PDRET.

Énfasis en condiciones y procesos

En cuanto a procesos y contenidos la idea es que, además de implementar 
intervenciones que ofrezcan contenidos, el PDRET debe ofrecer estrategias que 
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ayuden a fortalecer procesos (de gestión, de colaboración, de negociación, de 
identificación de necesidades/problemas, de resolución de conflictos). 

Así, la implementación de un PDRET supone un énfasis en procesos, de 
manera que las comunidades sean capaces y se encarguen de resolver las condi-
ciones previas que deben tener lugar antes de que se adelanten las inversiones 
con el apoyo del Estado. Para el fomento de estos procesos se requiere crear 
condiciones esenciales de diferente índole: por ejemplo, las definidas por el Es-
tado, las acordadas y las planteadas por las comunidades sobre lo que quieren 
hacer, o las que emerjan fruto de la conciliación entre el Estado (administra-
ción territorial), la sociedad civil y las organizaciones.

En el marco de la formulación de un PDRET, son de gran importancia las 
condiciones en las cuales se diseñan sus programas y proyectos. Los diagnós-
ticos de los territorios deben ser construidos participativamente con la comu-
nidad. Los indicadores de los sistemas de seguimiento, monitoreo y evaluación 
de los procesos deberían diseñarse para la medición de efectos e impactos a 
corto, mediano y largo plazo, y no exclusivamente para la ejecución del presu-
puesto o de la cobertura durante su ejecución.

El territorio funcional para la implementación del enfoque territorial  
del desarrollo rural

El enfoque territorial participativo que hace parte del Plan de Nacional de De-
sarrollo 2014-2018 y de las propuestas de la Misión Rural adopta la concepción 
de la nueva ruralidad al pretender superar el debate sobre la dicotomía rural-
urbana. Toda estrategia de desarrollo debe garantizar que en su formulación 
e implementación se diseñen programas y proyectos que promuevan grados 
eficientes de relación y vínculo entre los diferentes territorios (rurales, urbanos, 
suburbanos), más allá de la delimitación espacial definida por los planes de 
ordenamiento territorial y su división político-administrativa, sin desconocer 
la importancia de esta última en la gestión pública.

Lo anterior significa que para el diseño de políticas con enfoque territorial 
se debería garantizar, en primera instancia, la participación, discusión y logro 
de acuerdos, fruto de procesos de negociación entre las diversas partes debida-
mente representadas y que, probablemente, pueden tener objetivos encontra-
dos. En segundo lugar, está la escala para la coordinación de los actores. Ello 
requiere de mayor claridad en los documentos de las negociaciones de paz. La 
escala debería definirse más en función de las identidades históricas territo-
riales, que de las visiones tecnocráticas usualmente utilizadas por razones de 
conveniencia y practicidad.
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Un aspecto clave de análisis del territorio está asociado con su delimi-
tación que puede ser dinámica y cambiante en el tiempo según los procesos 
y flujos funcionales que allí se desarrollen, donde cobran singular importan-
cia las identidades territoriales. Este proceso debe estar fundamentado en la 
disciplina de la geografía económica, que proporciona información útil para 
los procesos de planificación territorial del desarrollo, contemplando diferen-
tes factores interrelacionados. El IICA (1999) propone un factor espacial, cuya 
principal variable está expresada por la proximidad geográfica y su incidencia 
en las fuerzas económicas y conductuales de un territorio1. Considera, ade-
más, un factor ambiental que incluye variables de oferta de bienes y servicios 
ecosistémicos (geología, hidrología, suelo, geomorfología, vegetación natural), 
y un factor complementario consistente en la oferta de bienes y servicios pú-
blicos (infraestructura física y social). De esto surgen dos aspectos que requie-
ren aclaración: por un lado, los de las fuerzas económicas según las cuales los 
agentes que tienen proximidades geográficas y organizativas valorizan los re-
cursos endógenos (Torre y Rallet, 2005) y consolidan aglomerados productivos 
caracterizados por la especialización (Becattini, 2002). Por otro lado, las fuer-
zas conductuales relacionadas con las diversas identidades territoriales que no 
necesariamente buscan una competitividad económica, pero que dan origen a 
territorios diferenciales por la cultura, la idiosincrasia o por criterios de manejo 
(por ejemplo, zonas de reserva campesina, reservas de la sociedad civil).

Organismos Internacionales como la FAO y el BID plantean que la deter-
minación de criterios de la delimitación de territorios rurales es una de las 
principales preocupaciones de los formuladores de políticas y de los operado-
res de programas vinculados al desarrollo de regiones rurales bajo un enfoque 
territorial (FAO y BID, 2007). Desde esa perspectiva, un documento elaborado 
por el Departamento Nacional de Planeación en convenio con el Centro Lati-
noamericano para el Desarrollo Rural (RIMISP) (2014) plantea una delimitación 
sustentada en la consolidación de 141 provincias delimitadas por el DANE y 
compuesta cada una por 8 municipios. Este sería un punto de arranque para 
acotar, agrupar o desagregar los territorios de acuerdo con tres criterios: 1. Fun-

1 Las fuerzas económicas pueden ser entendidas en el marco de distritos industriales, donde agentes 
que se localizan en el mismo territorio valorizan los recursos endógenos, hasta consolidar “clusters” 
productivos alrededor de diversas actividades que promuevan la competitividad del territorio, por 
ejemplo, las Zidres (Zonas de interés de desarrollo económico). Las fuerzas conductuales están rela-
cionadas con las identidades territoriales que no necesariamente buscan el logro de competitividad 
económica, sino que dan origen a territorios de identidad (por ejemplo las zonas de reserva campesina, 
reservas de la sociedad civil, etc., que buscan más el mantenimiento de territorios diferenciados por la 
cultura, idiosincrasia, etc.).

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



58 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

cionalidad dinámica a nivel económico a partir de actividades agropecuarias o 
no agropecuarias, 2. Densidad poblacional y, 3. Revisión de documentación que 
soporte avances de intervención institucional a nivel territorial y que superen 
límites departamentales. Asimismo, se propone considerar la categorización de 
la ruralidad2 dada por la Misión Rural, en función de las intervenciones que en 
los territorios vayan a tener lugar desde los planes de desarrollo rural.

Con las anteriores consideraciones, la implementación de procesos de de-
sarrollo en un territorio supondría identificar sus límites y fronteras, y deter-
minar las acciones de intervención en un espacio funcional, considerando para 
ello las interrelaciones socioeconómicas, culturales y ambientales y la manera 
como las instituciones han actuado en este espacio. No se deben desconocer 
las implicaciones de la territorialización en cuanto a proximidades geográficas 
y organizativas, las cuales dan vida y contenido al territorio mediante identi-
dades y sentido de pertenencia.

La experiencia europea plantea la idea de las territorialidades que tienen 
en cuenta las proximidades organizativas, por ejemplo, de similitud e identidad 
y que explican el éxito obtenido allí en la implementación del enfoque terri-
torial (Pecqueur y Zimmermann, 2004). Esto invita a considerar una adecua-
da definición de territorio que haga operativamente fácil la implementación 
del enfoque (por ejemplo, las tecnoregiones de Fals Borda). Pero no se deben 
desconocer las sinergias entre actores, en especial, de las comunidades que se 
expresan en las identidades territoriales. Esta perspectiva es importante para 
una adecuada implementación del enfoque territorial del desarrollo rural.

Grupos de interés

Los PDRET deben identificar aquellos grupos que tienen un interés en el desa-
rrollo del territorio, para que a partir de ese interés se vinculen y participen en 
los procesos de construcción y consolidación territorial. Así, se debería precisar 
el interés que podrían tener hacia las zonas de conflicto los territorios que han 
estado o están fuera de conflicto. Es decir, generar propuestas en los planes 
de ordenamiento con enfoque territorial conducentes al mayor conocimiento, 
entendimiento e involucramiento del resto del país en sus problemáticas terri-
toriales. Se trata de crear el tejido social del resto del país con las zonas de con-

2 Estas categorías respetan las divisiones político-administrativas, parten del sistema de ciudades y 
aglomeraciones, intermedios, rural y rural disperso. Los criterios básicos de categorización utilizan 
la densidad, el tamaño de las cabeceras y la distribución de la población entre la cabecera y el área 
dispersa. 
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flicto y no solo al interior de estas últimas. Los grupos de interés son relevantes 
para los PDRET por su reconocida capacidad para ejercer una influencia en el 
comportamiento o acciones en el territorio, o por su real o percibido papel 
hacia el bienestar del territorio. Influyen de muchas maneras en los procesos 
participativos, y contribuyen a ampliar y trascender los mismos, pero también 
pueden tener efectos negativos o perversos, particularmente en términos del 
clientelismo que desde los territorios se puede desarrollar en las relaciones con 
el Estado. Por ejemplo, bien se sabe que el mejoramiento de la infraestructura 
física y social es clave en zonas de conflicto, esto lo tiene claro el Estado, pero 
frente al interés de los políticos de incidir en el manejo de recursos públicos, 
los procesos participativos de base amplia juegan un papel determinante en el 
mejor equilibrio en la asignación de recursos públicos.

Renta social

El territorio debe asegurarse de que lo público siga siendo público y que no 
se privatice; esto significa que todos los actores del territorio se deben bene-
ficiar y, así, crear beneficios o renta social y no privada. Para esto se requieren 
arreglos adecuados entre las organizaciones locales, los grupos de interés, y 
el Estado, a fin de generar dicha renta social (por ejemplo: identidad, me-
jora medioambiental, empleo, integración social, preservación de la cultura). 
Esto también significa la necesidad de que el Estado genere bienes públicos 
territoriales como caminos, redes públicas, TIC, entre otros. Estos elementos 
redundarían en la competitividad territorial, esto es, en una adecuada dotación 
de infraestructura, de instituciones, de tecnología, de mercados laborales, de 
recursos, de capital social, etc.

Según el Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el Desarrollo Rural 
(CIDER), las políticas de Estado, en un enfoque territorial, deberían adecuar y 
flexibilizar las políticas macroeconómicas (fiscal, monetaria) y microeconómi-
cas (productividad, competitividad e innovación) frente a las necesidades de la 
reconstrucción y recuperación económica de los territorios (Nieto, 2013). Ha-
bría que sumar el concepto de renta social, la cual se expresa en empleo, equi-
dad, ingresos, sostenibilidad ambiental, gobernabilidad, reconocimiento de la 
cultura, identidad, nivel de pertenencia y convivencia, todo esto incide en la 
competitividad del territorio para el cual se construye el plan de desarrollo. Las 
interacciones que se generan en este proceso crean una coincidencia territorial, 
mecanismo esencial para combatir las brechas territoriales, como por ejemplo 
la disminución de la pobreza y otras asimetrías.
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Prevalecer el diálogo y la concertación 

Un aspecto clave de los PDRET son los procesos consensuados de planificación 
territorial, la negociación y la colaboración; estas prácticas son necesarias para 
reconstruir lo destruido. Preguntas relacionadas con “cómo hacer mejor lo que 
queremos hacer”, adquieren relevancia en estos procesos consensuados. Se par-
te de reconocer la existencia de múltiples escenarios, intereses, actores y secto-
res económicos en el territorio, los cuales deben integrarse en estos procesos de 
gestión y planificación.

En este sentido, las políticas de provisión de bienes públicos deben con-
tinuar siendo las existentes, aún más cuando muchos de los territorios cubren 
las necesidades básicas y de infraestructura física y social. Se trata, entonces, 
de la manera de implementar las políticas en los territorios, considerando es-
cenarios en los que prime el diálogo, la concertación y la cooperación. Aun-
que sean varios los instrumentos de planeación territorial, las particularidades 
sociales, económicas, políticas y ambientales de los territorios implicarán que 
estas estrategias se adapten a espacios de diálogo y de consenso, mas no de 
confrontación. Las estrategias de adaptación incluyen concebir en el proceso 
un incipiente lenguaje común, así como reglas y normas básicas que garanti-
cen respeto, reconocimiento y alteridad entre los actores que participan en su 
definición.

Erradicación de la cultura de la violencia

Dado que la violencia sigue siendo una práctica en todas las dimensiones de 
la vida rural, se resalta que gracias a la experiencia acumulada de la Universi-
dad Nacional de Colombia en diferentes territorios rurales, la definición del 
concepto de violencia debe trascender lo generado por el conflicto armado 
en las comunidades rurales, sin desconocer obviamente su profundo impacto. 
Esa mirada más amplia debería considerar rezagos sociales que hayan podido 
generar violencias domésticas o ciudadanas. La conciliación compartida entre 
gobiernos locales y comunidades para la búsqueda de objetivos comunes im-
plica el diseño de estrategias pensadas para la identificación y formación de 
actores pacificadores con altas capacidades de resolución pacífica de conflictos.

Un PDRET debería estar soportado en un contexto que permita la recu-
peración de confianza por parte de la sociedad en el Estado, así como el de-
sarrollo de capacidades de reconciliación a nivel local en una sociedad que, 
por diferentes motivos, ha tendido a ser polarizada y violenta en el marco 
del conflicto, que no necesariamente es armado. Es necesaria una formación 
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individual y colectiva que contribuya a que la violencia no siga permeando las 
relaciones humanas, lo cual requiere del fortalecimiento del capital social en 
los territorios rurales. 

Noción de equidad

Según la Misión Rural, 
dadas las enormes desigualdades que caracterizan al país, esta visión implica la 
necesidad de colocar la equidad en el centro de las políticas de desarrollo del 
campo y, por ende, reducir las enormes desigualdades entre los habitantes urba-
nos y rurales, entre hombres y mujeres, entre los propios habitantes rurales y entre 
las distintas regiones de Colombia. Esto implica tener políticas de Estado que 
favorezcan a los más pobres y el desarrollo progresivo de una clase media rural, 
dentro de un enfoque en el cual los habitantes rurales son los actores básicos de su 
propio desarrollo, tanto humano como productivo (Ocampo, 2014, p. 2).

Al acoger ese planteamiento, la presente propuesta concibe que un PDRET 
debiera estar articulado con una política de impuestos que garantice la efi-
ciente asignación y ejecución de recursos de inversión pública en función de 
la equidad. Se propone la generación de impuestos de carácter progresivo aso-
ciados con mayores cobros a los miembros de la sociedad que concentran más 
riqueza y de aquellos que tienen mayor poder adquisitivo.

Estructura institucional de base local

En función de lo que significa la implementación del enfoque territorial y la 
construcción de procesos endógenos, de abajo – arriba, debe buscarse la ma-
nera de formalizar estrategias institucionales y escenarios de concertación que 
permitan la vinculación de actores locales desde sus propias veredas, enten-
didas como los ámbitos geográficos sobre los que se construye la identidad 
municipal y que han adquirido un papel de unidades básicas de participación 
de la población rural municipal. Para ello, se consideraría pertinente la rees-
tructuración y reformulación de funciones de los Consejos Municipales de 
Desarrollo Rural, mediante la participación de actores representativos de la 
sociedad civil (organizaciones legalmente constituidas y líderes de la comuni-
dad), de la administración pública y del sector privado. Sería necesaria además 
la participación de un organismo de control que vigile la participación efectiva 
e incluyente de representantes de todas las veredas del municipio en la formu-
lación del componente de desarrollo rural en el Plan de Desarrollo Municipal, 
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así como en la definición de criterios y prioridades para la toma de decisiones 
sobre asignación de recursos.

Se esperaría que los consejos municipales sean un espacio con recono-
cimiento jurídico que permitiera una gestión ante la administración pública 
sustentada en la identificación y priorización de necesidades locales. Cabe pre-
cisar que este espacio debe siempre estar en armonía y plena articulación con 
otro tipo de instrumentos de planeación a nivel local, regional y departamental 
(Planes de Ordenamiento Territorial, Planes de Ordenamiento y Manejo de 
Cuencas, Zonificación para el ordenamiento productivo del territorio, etc.).

Por otra parte, es conveniente que la estructura institucional local se arti-
cule con la de tipo regional, mediante la organización mancomunada de muni-
cipios. La primera estructura sirve para proyectos de tipo local, mientras que 
la segunda para proyectos de interés de varios municipios, como manejo de 
cuencas, de residuos o de acueductos regionales. Esta estructura debe tener 
funciones, no solo consultivas, sino ante todo de formulación de propuestas a 
nivel local, con capacidades y competencias para ejercer el control y participar 
efectivamente en la toma de decisión.

Dimensión política de los pdret: territorios de paz

La propuesta sobre territorios de paz constituye otro escenario de análisis en el 
que debería tener cabida la idea de PDRET. La puesta en marcha de territorios 
especiales de paz es vista por la guerrilla de las FARC como un espacio de le-
gitimidad política en el contexto del posacuerdo. Según la propuesta, en estos 
deberían existir condiciones para facilitar la reincorporación a la vida civil de 
los guerrilleros, que reconozcan la relación directa que ellos han tenido con las 
comunidades locales. 

En ese orden de ideas, se esperaría de parte del Ministerio Posconflicto 
una agenda de tipo político e institucional, en materia de justicia transicional y 
de gobernabilidad, para establecer confianza y seguridad de convivencia en los 
denominados territorios de paz, de manera que la gradual inclusión productiva 
y social de los guerrilleros se represente en estrategias consensuadas a nivel te-
rritorial, las cuales podrían incorporar trabajo remunerado para el desminado, 
reconversión productiva de cultivos ilícitos (sin desatender lo que significaría 
la aprobación del proyecto de ley para la legalización de la marihuana con usos 
medicinales), mejoramiento, mantenimiento y rehabilitación de vías terciarias, 
difusión de los acuerdos de paz, y apoyo en adecuación de infraestructura re-
querida para el sector público o privado. Independientemente de lo que se 
decida entre el Gobierno y la guerrilla sobre el alcance de los territorios de paz, 
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lo que hay que tener en cuenta es la aplicación que en ellos pueda tener el mo-
delo de PDRET, según el cual el fortalecimiento de la institucionalidad y de las 
organizaciones locales es relevante para generar un proceso de desarrollo que 
se sustente en capacidades territoriales cada vez más fuertes. Ello supondría 
que la incorporación a la vida civil de los guerrilleros en esos territorios debería 
responder a ese gran propósito dentro de unas condiciones que, finalmente, 
deben ser acordadas entre las partes negociadoras. 

A manera de conclusión, un PDRET requiere de un conocimiento inte-
gral de la realidad del campo; debe conciliar los intereses del nivel central con 
los regionales y locales. Es indispensable la participación de organizaciones 
formales e informales, de las instancias públicas y privadas, de los centros de 
investigación y de pensamiento de los territorios y, en general, de los actores 
locales organizados, quienes con sus diferentes visiones y propuestas son la 
fuente fundamental para enriquecer la formulación del desarrollo desde lo te-
rritorial. El territorio debe ser construido por los interesados al igual que sus 
planes de desarrollo, los cuales deben especificar lo que se debería hacer en 
términos de condiciones y procesos.
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Gulnara Castaño y Álvaro Parrado*

Introducción

En el presente capítulo se destacan elementos relevantes de las políticas de 
provisión de servicios y bienes públicos desde la perspectiva de lo que intere-
saría y resultaría pertinente para la formulación de planes de desarrollo rural 
con enfoque territorial PDRET. Como referentes de este análisis se utilizaron 
los conceptos, orientaciones y componentes propuestos en el capítulo 3 de esta 
publicación. 

Debe aclararse que, más que enfatizar en recomendaciones de política, el 
objetivo que persigue este texto es destacar aspectos relacionados con el enfo-
que que deberían tener las políticas de provisión de servicios y bienes públicos 
para que sean consistentes con una perspectiva territorial del desarrollo rural.

El Centro de Pensamiento en Desarrollo Rural CPDR defiende la nece-
sidad de impulsar vigorosamente la provisión por parte del Estado de bienes 
y servicios públicos en el medio rural, a través de políticas que contribuyan al 
desarrollo de actividades productivas, al aumento de las inversiones locales y a 
la preponderancia en el mediano y largo plazo de la gestión del desarrollo con 
base en un enfoque territorial. Sin esto, es muy difícil avanzar en una sólida 
construcción de la paz, en especial en las zonas más aquejadas por el conflicto, 
en las que la ausencia de Estado ha sido históricamente predominante. © E
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66 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

El principal desafío radica en que lo deseable, desde una perspectiva de 
DRET, es que esa provisión de servicios y bienes públicos sea más integral y des-
centralizada; más articulada entre lo sectorial y lo territorial; más preocupada 
por el impacto de la inversión que por la ejecución del gasto; más facilitadora, 
pero exigente en la planeación local; más comprometida con el fortalecimiento 
de las capacidades técnicas territoriales; más inclinada a la construcción de la 
institucionalidad local; más abierta al empoderamiento de los actores locales 
para la ejecución de inversiones, que a la delegación de esas responsabilidades 
sin acompañamiento; más equilibrada en la exigencia de contrapartidas de co-
financiación territorial; más audaz en la generación de alianzas y de convenios 
con el sector privado y, en general, en la apertura de espacios y de procesos hacia 
la construcción de tejido territorial entre lo público y lo privado; más proclive 
a la creación de opciones novedosas de veeduría ciudadana, de control social y 
de seguimiento por parte de la sociedad civil y de las organizaciones de base; 
y, en consecuencia, más facilitadora de la movilización de actores locales para 
que desarrollen su capacidad propositiva y de compromiso con las iniciativas 
de provisión de bienes y servicios públicos, dentro del gran propósito de ayudar 
a fortalecer la autogestión y la autonomía de las comunidades territoriales. 

Si se acepta esta perspectiva, la pregunta que surge es si existen las condi-
ciones para aplicar este nuevo enfoque, dado que en el medio rural del país ha 
prevalecido un papel del Estado más inclinado hacia la aplicación de políticas 
de corte sectorialista, acompañadas inclusive con sesgos asistencialistas. 

Para el CPDR es necesaria la creación de esas condiciones para avanzar en 
un mayor protagonismo territorial en la orientación y gestión de las políticas 
de provisión de servicios y bienes públicos. En ese sentido, los planes de de-
sarrollo rural con enfoque territorial pueden ser concebidos como instrumen-
tos para facilitar esas condiciones, de manera que su formulación contenga 
propuestas, no solo referentes a sus necesidades de bienes públicos, sino a los 
criterios de articulación y complementariedad con que estos deben proveerse, 
según la especificidad de cada contexto territorial. 

Sin desconocer que las políticas de provisión de servicios y bienes pú-
blicos son esencialmente de tipo sectorial, el ejercicio de la gestión territorial 
para el desarrollo, con los PDRET como uno de sus instrumentos, debe servir 
para generar dinámicas conducentes al fortalecimiento del papel de los actores 
locales en su forma de incidir sobre las políticas nacionales y sectoriales. Si los 
territorios logran dar esa identidad y contenido a sus planes de desarrollo rural, 
se estaría abriendo una senda de cambio profundo en las relaciones entre los 
territorios y el nivel central.  
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A continuación, se presentan aspectos importantes de la provisión de ser-
vicios y bienes públicos, que consideran el enfoque territorial y las orientacio-
nes del Acuerdo 1 de las conversaciones de paz en La Habana. 

Una primera perspectiva de análisis estará centrada en bienes y servicios 
prioritarios que la política pública ha de promover para el desarrollo de los 
territorios rurales, tanto a nivel económico como productivo: adecuación de 
tierras, crédito, sistemas de información, apoyo a la organización, asistencia 
técnica y construcción social de mercados, bajo el criterio de que la seguridad 
económica y alimentaria son componentes indispensables del buen vivir. 

La segunda perspectiva de análisis contempla la provisión de servicios 
básicos, considerados como derechos de la sociedad y que, por ende, inciden 
directamente en la dignidad, el bienestar y el desarrollo integral del individuo: 
la educación, la salud y el derecho a la seguridad alimentaria y nutricional de 
la población colombiana; esta última en particular desde la posibilidad efectiva 
de participar en la construcción social de mercados. 

En tercer lugar, se examinará la categoría de servicios y bienes públicos 
referida a la infraestructura física y social: vías, conectividad, vivienda, sanea-
miento básico y agua potable. Finalmente, como conclusión, se destacarán las 
ideas centrales del texto. 

La provisión de bienes y servicios públicos desde un enfoque territorial

En los diferentes espacios de discusión del CPDR se ha reiterado la necesidad 
de pensar en una nueva perspectiva institucional y un papel de las políticas 
públicas que le den peso a la puesta en marcha de PDRET bajo un escenario de 
posacuerdo. 

La mayoría de las instituciones vinculadas al desarrollo rural han priori-
zado, de un lado, la atención de lo inmediato o de los intereses de gobierno, no 
siempre de manera coherente con una visión estratégica del desarrollo. Preo-
cupan las capacidades de gestión pública territorial, en la que los indicadores 
de resultados miden en su mayoría niveles de cobertura mas no de impacto, lo 
cual promueve una burocracia activista y cortoplacista, pero no necesariamente 
eficaz. Por otro lado, en las políticas de provisión de bienes y servicios públicos 
ha prevalecido en buena medida una intervención de tipo causa-consecuencia, 
que tiende a ser lineal y autocentrada, pero sin la adecuada coordinación entre 
programas y proyectos, pocas veces orientada a satisfacer de manera integral 
las necesidades territoriales, con asignación dispersa de los recursos públicos.
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Para el CPDR, el dinamismo y las transformaciones de los territorios impli-
can comprender que las políticas públicas orientadas a la gestión de su desarro-
llo, no deben ser exclusivamente centralizadas, ni formuladas solamente desde 
la perspectiva sectorial; existen unas condiciones particulares de contexto que 
deben ser reconocidas en función de contribuir a lo que se está buscando: una 
reforma rural integral, pero con un enfoque territorial.

Provisión de bienes y servicios públicos para el desarrollo productivo

En la gestión territorial para el desarrollo, al Estado le corresponde un papel 
decisivo en la gestión y promoción de condiciones al interior de los territorios 
que permitan una provisión de servicios y bienes públicos en la que los actores 
locales sean sujetos y no solo objetos de las políticas, particularmente de aque-
llas dirigidas hacia la modernización e innovación del sector productivo. Esto 
significa que es conveniente involucrar a los actores territoriales en la gestión 
y ejecución de las políticas y, a partir de esto, los involucrados en elementos 
de su diseño que incorporen las lecciones aprendidas desde la práctica de la 
aplicación de las políticas. Pero para que esto tenga lugar de manera verdade-
ramente provechosa, deben introducirse condiciones que posibiliten ese papel 
protagónico de los actores locales. De otra manera, se podrían generar situa-
ciones contraproducentes derivadas de un mal desempeño en la aplicación de 
las políticas. 

En ese orden de ideas, se mencionan a continuación algunas de las carac-
terísticas más importantes a ser consideradas en cuanto a la provisión de los 
servicios y bienes públicos para el desarrollo productivo, tales como adecuación 
de tierras, crédito, sistemas de información, acceso a mercados gubernamen-
tales, seguridad alimentaria y nutricional, asistencia técnica y apoyo a la orga-
nización.

Infraestructura para adecuación de tierras

La adecuación de tierras en los territorios rurales y, principalmente, en los ru-
rales dispersos, es considerada en los acuerdos de paz como uno de los factores 
necesarios para garantizar el impulso del sector productivo. La formulación de 
un Plan Nacional de Riego y Drenaje, según lo acordado, debe darle priori-
dad a las economías familiares y campesinas, de manera que puedan acceder 
a soluciones tecnológicas a partir de la disponibilidad del recurso hídrico para 
el desarrollo de sus proyectos productivos. Se mencionan de manera general 
estrategias complementarias como el acompañamiento y la asistencia técnica, 
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así como la promoción de medidas para mitigar los riesgos originados por el 
cambio climático. 

Según la experiencia en el seguimiento a nivel nacional a proyectos aso-
ciativos de riego y drenaje por parte del grupo de investigación en Gestión y 
Desarrollo Rural de la Universidad Nacional, el logro de lo proyectado con 
las políticas públicas de adecuación de tierras para pequeños y medianos pro-
ductores, a través de convocatorias públicas, se ha visto afectado por factores 
como: inexistencia de un proceso de planificación a corto, mediano y largo pla-
zo conforme con los ordenamientos de cuencas a nivel territorial y productivo; 
marcado sesgo hacia la infraestructura y obra civil en los criterios técnicos para 
el desarrollo de proyectos de adecuación de tierras, sin prestarle la debida aten-
ción a otros aspectos fundamentales para garantizar la integralidad, por ejem-
plo, desarticulación de los sistemas de adecuación con estrategias y servicios 
de comercialización, asistencia técnica, crédito, infraestructura vial, educación, 
asociatividad; y trabajo colectivo sin la suficiente consolidación para garantizar 
la operación de los sistemas.

Desde una perspectiva territorial, los proyectos de adecuación de tierras 
deberían ser vistos de manera integral, es decir, no solo como infraestructura 
física sino también en su relación con el conjunto de elementos que conforman 
un territorio del cual hacen parte: las comunidades directa e indirectamente 
involucradas, las instituciones, la base natural, el mercado y los actores eco-
nómicos, entre otros. Esta aproximación facilitaría el éxito de los proyectos 
en la medida en que debería permitir ampliar sus bases de respaldo (Moli-
na, 2014). Para esto, la gestión del servicio tendría que estar precedida de una 
planificación del territorio, con contribuciones de entidades como la Unidad 
de Planificación Rural Agropecuaria UPRA y las Corporaciones Autónomas 
Regionales. Asimismo, las asociaciones ejecutoras de los proyectos deberían 
tener unos requisitos mínimos de solidez organizacional; esto requiere que 
la institucionalidad pública adelante un acompañamiento y seguimiento que 
amplíe su alcance más allá de la construcción de la obra, facilitando políticas 
complementarias, de forma que contribuya al desarrollo de capacidades locales 
de gestión de los proyectos, una vez entren en operación.

Crédito

De acuerdo con los Decretos 2370 y 2371 del 2015 (Ministro de Agricultura y 
Desarrollo Rural, 2015), en los que se amplían las fuentes de financiación del 
sector a través del Fondo de Microfinanzas Rurales y la adopción de nuevas 
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funciones por parte de la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario y el 
Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, se evidencia que han 
sido varias las apuestas de política pública e institucional que han buscado 
dar lineamientos para adecuar la operación del Sistema Nacional de Crédito 
Agropecuario1 y del Banco Agrario de Colombia (BAC) para los préstamos a 
pequeños productores en los territorios. 

No obstante, el escenario de paz expresa la necesidad de darle prioridad al 
ajuste de la estructura del sistema en lo concerniente a estímulos financieros para 
la economía solidaria. Adquiere relevancia, por lo tanto, el impulso y fortaleci-
miento de cooperativas de ahorro y crédito que faciliten el acceso al servicio, lo 
cual abre opciones para productores localizados en territorios rurales dispersos. 

Dada la cobertura alcanzada por el BAC en los territorios rurales, al igual 
que su papel como principal proveedor de crédito agropecuario a pequeños 
productores y asociaciones, sería conveniente analizar la posibilidad de arti-
cular su oferta local de servicios financieros con el espacio construido por los 
prestamistas informales u otro tipo de organizaciones sociales. El papel de 
estos actores, como corresponsales bancarios, permitiría al BAC disponer de un 
capital adicional para el desarrollo de servicios microfinancieros innovadores, 
como fondos rotatorios de crédito y acceso a subsidios o tasas de interés favo-
rables.

El enfoque territorial implica una comprensión amplia de la gestión del 
desarrollo en la que la atención de servicios, como el crédito, no deberían recaer 
solamente en las entidades especializadas. Por ejemplo, se esperaría que las ad-
ministraciones municipales pudiesen adelantar un diagnóstico y seguimiento 
de las condiciones en las que los pequeños y medianos productores proyectaran 
sus iniciativas e inversiones productivas. Instrumentos como servicios de asis-
tencia técnica y sistemas de información territorial brindarían un importante 
soporte y complemento. 

Información

Una de las necesidades que emergen con fuerza en un esquema como el pro-
puesto es el tema de la información. La posibilidad de impulsar la planeación y 
el ordenamiento productivo en los territorios y en las unidades económicas que 

1 A través de la ley 16 de 1990 se constituyó el Sistema Nacional de Crédito Agropecuario con el obje-
tivo de proveer y mantener el financiamiento de las actividades del sector (agropecuarias, piscícolas, 
acuícolas, mineras, ecológicas, artesanales, turísticas y forestales) de conformidad con las políticas 
sectoriales establecidas por el Gobierno y el Congreso. 
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lo conforman demanda una disponibilidad y acceso a información oportuna, 
pertinente y confiable para una toma de decisiones más estratégica. 

Es deseable que la información que soporta esto también sea georeferen-
ciada y en tiempo real, que incorpore variables como áreas y especies cultivadas, 
épocas de cosecha, riesgos ambientales, oferta y demanda interna y externa, 
precios actuales y proyectados, y demandas de los programas de atención social 
ejecutados por diversas instituciones públicas en los territorios. Al respecto, ha 
prevalecido el uso de información histórica producto de encuestas coyuntura-
les o censos esporádicos, útil para la definición de políticas y formulación de 
planes y programas macro, pero no tanto para la planeación territorial, la cual 
requiere actualidad. 

Seguramente las falencias de información de uso territorial se han debido 
a dificultades para acopiarla, sistematizarla y divulgarla. Frente a esto, una so-
lución posible es el servicio de buena conectividad e interactividad basada en 
la telefonía celular inteligente, de la cual los habitantes rurales y demás actores 
territoriales no son o no pueden ser ajenos. De esta manera, los productores y 
las instituciones públicas y privadas (UMATAs, EPSAGROs, gremios y ONGs) se 
convierten en proveedores y usuarios de información. La función del Estado, 
como proveedor de bienes públicos, está en suplir las plataformas tecnológicas, 
al igual que la coordinación, cualificación, sistematización y divulgación de la 
información. Sin desconocer los avances logrados (por ejemplo, las plataformas 
de Agronet y Siembra), los esfuerzos siguen siendo insuficientes. 

Resultaría interesante un sistema de información centralizado, con redes 
complementarias que satisfagan necesidades puntuales sectoriales o gremiales, 
ya que, como se verá más adelante, aspectos como la prestación de servicios de 
asistencia técnica y de gestión, acompañamiento y extensión rural vía virtual, 
complementarían un sistema nacional de información y comunicación robus-
to. Asimismo, un mejor suministro de información no basta si no se adelantan 
acciones que conduzcan a romper el desmedido poder de negociación que han 
adquirido algunos de los agentes que participan en los mercados agrarios. 

Mercados

Simultáneamente, el tema de información tiene que ver, entre otras cosas, con el 
impulso de políticas que promuevan un acceso a mercados justos, como condi-
ción para avanzar en la construcción social de mercados, un elemento estratégi-
co para la superación de la exclusión que actualmente enfrentan los productores 
agrarios, principalmente de agricultura familiar.

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



72 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

En tal sentido, dicha política pública deberá promover condiciones para la 
mejora de los procesos de comercialización de productos agroalimentarios, con 
base en la información relativa a la oferta territorial de la producción agraria y 
alimentaria y en la diversidad de productos que conforman las dietas locales, 
junto con los precios de los productos del sector que orientan la toma de deci-
sión por parte de los actores locales. 

Frente al excesivo control de mercados por parte de agentes comerciales, 
se requiere consolidar formas alternativas para el mercadeo de los productos 
agroalimentarios, como pueden ser, entre otras: el desarrollo de canales cortos 
de comercialización; la construcción de redes agroalimentarias que aprovechen 
las proximidades entre los centros de producción y consumo y que fortalezcan 
los denominados vínculos rural-urbanos; las redes y sistemas agroalimentarios 
(Aranda y Parrado, 2015); y el desarrollo de esquemas que privilegien el acceso 
a mercados por medio de decididas acciones públicas que consoliden sistemas 
de abastecimiento alimentario y que privilegien la inclusión de la agricultura 
familiar y las compras públicas de alimentos con organizaciones de producto-
res agrarios de los territorios (León, 2015). 

Las acciones mencionadas contribuyen al logro de las transformaciones 
productivas e institucionales que pretende el enfoque territorial del desarrollo 
rural y, a su vez, ayudan a la conservación de la identidad cultural ligada a las 
costumbres y tradiciones alimentarias de los territorios, además aportan a la 
seguridad y soberanía alimentaria, a la cohesión territorial y a la convergencia 
rural - urbana. 

Asistencia técnica

Los procesos de inclusión económica de los territorios rurales no solo están re-
presentados en criterios de competitividad, sino también en las ventajas com-
parativas que pueden surgir de las particularidades locales o regionales. Según 
esto, las políticas públicas enfocadas en la provisión del servicio deben prio-
rizar espacios de capacitación de los asistentes técnicos y extensionistas para 
que desarrollen habilidades y competencias que los conviertan en promotores 
del desarrollo. Lo que supone que deben ser capaces de valorar la racionalidad 
local y la gestión del conocimiento a ese nivel endógeno, y de adelantar un 
proceso de acompañamiento no impositivo para la toma de decisiones produc-
tivas, bien sea a nivel individual o colectivo. 

Las competencias técnicas del profesional vinculado a la prestación del 
servicio deben estar representadas en: habilidades para el relacionamiento con 
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la comunidad, conocimiento en la promoción de emprendimiento y trabajo 
en equipo para la formulación e implementación de proyectos productivos; 
capacidades de planificación comercial y oferta agregada, creatividad para la 
implementación de estrategias de solución y, en general, el adecuado uso de 
conocimiento técnico científico, junto al saber hacer local desarrollado acorde 
con las condiciones del territorio y su comunidad. Un servicio así también im-
plica el desarrollo de capacidades de gestión por parte de productores y líderes 
locales, de manera que ellos sean quienes evalúen su situación productiva y 
comercial. 

De acuerdo con lo anterior, se requieren arreglos institucionales territo-
riales encargados de garantizar que los técnicos responsables de la prestación 
del servicio dispongan de las competencias ya mencionadas. Como resultado 
de esos arreglos institucionales se debe contar y fortalecer con unidades de 
gestión del desarrollo rural a nivel productivo en lo local. Estas deben diseñar 
e implementar estrategias para el cambio y la innovación no solo en la región, 
sino también en la racionalidad de los productores; deben ofrecer servicios téc-
nicos especializados propios de las actividades productivas representativas del 
territorio. En ese marco de responsabilidades hay que evaluar el papel de las 
Unidades Municipales de Asistencia Técnica (UMATA), las ONG, o los Centros 
Provinciales de Gestión Agroempresarial (CPGA).

Para todo esto, se debe partir de una concepción integral de la prestación 
del servicio que no dependa de coyunturas asistencialistas y de formulación de 
políticas por demanda. Es necesario que existan las condiciones óptimas para 
la continuidad en los procesos y en el desarrollo de capacidades en los pro-
ductores, por lo que sería conveniente que los técnicos y profesionales de los 
arreglos institucionales, sean UMATA, ONG o CPGA, fueran preferiblemente de la 
región y con el suficiente conocimiento para proponer estrategias coherentes 
con las particularidades locales.

Es conveniente insistir en que, aunque en la formulación de la políti-
ca se priorice la asistencia técnica hacia la atención productiva agropecuaria, 
en su implementación adquieren relevancia otro tipo de factores (sociales, 
ambientales y culturales). Acorde con los conceptos de la Nueva Ruralidad, 
esto implicaría estrategias de inclusión productiva y económica, por medio 
del aprovechamiento de la denominada multifuncionalidad del territorio, en 
la que actividades como el turismo rural y comunitario, la conservación am-
biental y la producción de artesanías constituyen alternativas para el logro de 
innovaciones productivas en los territorios rurales.
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Apoyo a la organización: asociatividad

La experiencia colombiana en lo relacionado con la implementación de po-
líticas de desarrollo rural en función de dinámicas asociativas y de economía 
solidaria, tal y como priorizan los diálogos de paz, muestra que es necesario 
comprender más la idiosincrasia y las relaciones sociales en un territorio. Exis-
ten tensiones, conflictos y elementos culturales que solo se pueden reconocer 
y comprender localmente y que han dificultado la eficacia y sostenibilidad de 
las organizaciones. Son tensiones y conflictos entre los habitantes o entre ellos 
y agentes externos.

El desafío en la implementación de un DRET, en el que en el territorio 
como sujeto se expresan unas consideraciones sociales fundamentales para la 
gestión del buen vivir de su comunidad, exige la formulación de estrategias por 
parte de actores locales orientadas a construir el tejido social y a impulsar una 
cultura de conciliación y concertación. 

Toda acción asociada con la provisión de servicios públicos, bien sea so-
ciales o de infraestructura, con objetivos de inclusión productiva en los territo-
rios, resulta más eficiente y sostenible si se adelanta a través de proyectos que 
motiven la organización. En particular, la organización para la producción, el 
mercadeo, la ejecución de proyectos colectivos y para la apropiación de las ac-
ciones del Estado, es una condición necesaria y en muchos casos indispensable.

Una primera aproximación para priorizar la asociatividad dentro de los 
Planes de Desarrollo sería entender a las organizaciones como un sistema 
complejo conformado por actores con intereses, motivaciones o capacidades 
probablemente diferentes, quienes, en un momento dado, abordan por inicia-
tiva, muchas veces externa, un proyecto que responde a una necesidad común. 
Es necesario reivindicar el concepto de asociatividad a partir de la trayectoria 
histórica de cada comunidad territorial (Molina y Bucheli, 2015). 

También resulta conveniente que desde las convocatorias públicas se bus-
que fortalecer aquellas organizaciones que requieren apoyo estatal para su for-
mación, consolidación y resolución de conflictos. Una experiencia positiva en 
este sentido es la de los Núcleos de Emprendedores Rurales, impulsada por 
el grupo de investigación en Gestión y Desarrollo Rural de la Universidad 
Nacional (Parrado et al., 2009). No es conveniente usar como condición para 
la oferta institucional que la comunidad se organice formalmente; suena a in-
centivo perverso y la respuesta puede ser solo de oportunidad. Una política de 
más impacto sería la de fortalecimiento de las capacidades y competencias de 
los actores locales, que involucre su convicción, motivación y capacitación.
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Una segunda aproximación estaría asociada a la formulación de políticas 
que motiven el desarrollo de acciones colectivas para la atención de diferen-
tes necesidades, sin que necesariamente exista una normatividad compleja o 
inflexible. Para esto se respetarán las formas propias de organización, princi-
palmente en aquellos territorios de paz en los que posiblemente se gestarán 
formas asociativas que, en ocasiones, no corresponderán a las establecidas en la 
normatividad, sin que ello implique debilidad organizacional o incumplimien-
to de la ley. Serán las organizaciones las que manifiesten el deseo de formali-
zarse una vez demuestren la suficiente solidez para asumir los retos que implica 
la formalidad y los consecuentes beneficios de su institucionalización.

Un papel central en el tema de la organización es el del liderazgo. Parte 
de los conflictos que afectan la asociatividad son los desencuentros entre la 
comunidad y sus líderes. Si bien el liderazgo natural es resultado de la situa-
ción propia de toda comunidad, no siempre es una relación armoniosa puesto 
que intereses particulares o falta de capacidades y conductas inadecuadas en 
los líderes pueden ser causa de conflicto. Un programa nacional de promoción 
y capacitación de líderes acorde con las necesidades de afianzar la paz sería 
estratégico.

El desarrollo de las capacidades propositivas y de movilización de los ac-
tores locales está directamente relacionado con la construcción de asociati-
vidad. Lo cual también es relevante para el avance hacia la autogestión y la 
autonomía de las comunidades territoriales frente a su propio desarrollo (Ru-
biano et al., 2013).

Finalmente, la asociatividad es consecuencia de elementos culturales: dis-
posición, actitud y habilidades sociales (comunicación, concertación, solidari-
dad). Así que su fortalecimiento requiere de una educación orientada a ese fin, 
aunque sea con resultados de mediano y largo plazo. 

Bienes y servicios básicos sociales

Educación y salud

Existe otro tipo de servicios básicos y derechos que el Estado debe garantizar 
con políticas de cubrimiento y aseguramiento de su calidad: la educación y 
la salud; más aún cuando existe una influencia directa de la educación sobre 
el buen vivir de una comunidad, o de la salud como condición básica para el 
bienestar social en los territorios. 

La educación se ha de convertir en un programa prioritario de atención. 
La propuesta de la reforma rural integral es clara en los argumentos por los 
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que se plantea la necesidad de la educación y capacitación en los territorios ru-
rales, así como las características que estas deben considerar en el posacuerdo; 
sin embargo, faltaría expresar las condiciones y procesos para entenderla de 
manera articulada a concepciones íntegras que promuevan el relevo generacio-
nal por medio de la permanencia de los jóvenes en el campo, motivándolos a 
buscar un desarrollo profesional y multidisciplinario orientado a la gestión del 
conocimiento en sus territorios y no fuera de ellos.

La implementación de un PDRET debería identificar la manera como las 
entidades territoriales planifican la asignación de recursos y de presupuesto en 
coherencia con las particularidades de sus territorios y de su comunidad para 
garantizar el acceso al servicio y el mejoramiento de su calidad en todos los 
niveles educativos: educación media, profesionalización técnica, tecnológica y 
universitaria. 

Una política educativa, además de considerar cobertura y accesibilidad, 
debe establecer estrategias para un mejoramiento en la cualificación del recur-
so humano vinculado al servicio y la manera como este orienta su pedagogía 
hacia una racionalidad que permita a los estudiantes entender las oportunida-
des que la escolarización ofrece en función del desarrollo y buen vivir en un 
territorio determinado. De acuerdo con esto, es necesario que la planta docente 
conozca bien y sienta pertenencia e identidad con el territorio y por lo tanto 
con su comunidad, para lo que sería conveniente fortalecer competencias y 
habilidades pedagógicas de contextualización socioeconómica (Parra, 2015).

Respecto a la salud, es evidente que durante los últimos años ha venido au-
mentando el alcance y acceso de las comunidades rurales a este servicio básico. 
No obstante, este continúa con limitaciones por las condiciones de movilidad y 
transporte en los territorios rurales, además de la marcada reducción de profe-
sionales especialistas que restringe la calidad del servicio. De acuerdo con esto, 
el Acuerdo 1 ha propuesto formular un Plan Nacional de Salud Rural, el cual 
debe articular políticas locales que contribuyan a mejorar el acceso al servicio 
de acuerdo con las condiciones geográficas y poblacionales de los territorios. 

Asimismo, es importante que el enfoque territorial de las políticas públicas 
de salud, priorice la atención en lo que para los territorios rurales ha significado 
el envejecimiento de su población y el escaso relevo generacional como resul-
tado de la migración de los jóvenes hacia las ciudades. Son fundamentales las 
estrategias que promuevan la formalización de la seguridad social en el campo. 

Un aspecto fundamental de la salud humana se relaciona con la adopción 
de medidas que contribuyan a prevenir la ocurrencia de enfermedades; en tal 
sentido, el mejoramiento de acciones que mejoren la nutrición por medio de 
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la garantía de acceso a alimentos con calidad, inocuidad y adecuados nive-
les, se convierte en una estrategia necesaria. Para esto se requiere garantizar 
la participación de los actores locales en comités de seguridad alimentaria y 
nutricional, en pro de mejorar los proyectos, programas y políticas que actual-
mente lideran las instituciones públicas y que se orientan a la atención de las 
poblaciones más vulnerables (Aranda y Parrado, 2015).  

Finalmente, la provisión del servicio con un enfoque territorial implica 
que sus políticas de atención reconozcan la incidencia pluricausal que un es-
pacio geográfico tiene, desde sus dimensiones físicas, ecológicas y culturales, 
sobre la salud y el bienestar físico, mental y social de una comunidad; para 
esto, son importantes figuras institucionales del orden local con la suficiente 
capacidad técnica para la formulación e implementación de programas de sa-
lud pública y de planes preventivos de acuerdo con las condiciones propias de 
cada territorio.

Bienes y servicios públicos de infraestructura y domiciliarios: conectividad, 
agua, vivienda y saneamiento básico

El buen vivir, promovido por los acuerdos de La Habana, debe ir de la mano 
con propuestas relacionadas con la conectividad vial y, en particular, con las 
vías secundarias y terciarias, fundamentales para la movilización de personas y 
productos hacia los nodos funcionales. 

El alto volumen de recursos e impacto que supone el mejoramiento, re-
habilitación o mantenimiento de la red vial exige que las administraciones 
territoriales fortalezcan sus capacidades de diagnóstico, proyección y control 
de la ejecución de este tipo de obras. Sobre el particular ya se han hecho pro-
puestas provenientes de estudios como el de la Misión Rural, que llaman la 
atención sobre la necesidad de ajustes normativos e incentivos para iniciativas 
y estrategias proactivas y no reactivas de mejoramiento vial, así como de un 
aumento del PIB destinado a la adecuación de vías terciarias, bajo esquemas de 
cofinanciación por parte de los municipios y otros entes territoriales. 

Es pertinente reiterar uno de los lineamientos ya descritos para la for-
mulación de un PDRET. Se trata de la denominada renta social, que supondría 
definir mecanismos para que en ciertos territorios y bajo determinadas con-
diciones (por ejemplo, las Zonas de Interés de Desarrollo Rural y Económico 
- ZIDRES) se generen contribuciones de los inversionistas a la riqueza social a 
través de inversión privada en infraestructura vial o en conectividad comple-
mentaria territorial, pero que no se limite a la de su propio interés comercial. 
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Si bien la atención a las necesidades de vivienda, saneamiento básico y 
agua potable requiere de un aumento de recursos públicos, para lo cual la Mi-
sión Rural también propone ajustes legislativos, cabría afirmar que también es 
importante una mayor decisión de las instancias de política en la generación 
de alternativas complementarias de financiación a las fuentes sectoriales, in-
cluyendo el Sistema General de Participaciones2. Por ejemplo, se podría eva-
luar la posibilidad de realizar compensaciones específicas de inversión desde el 
Fondo Nacional de Regalías en aquellos territorios que, a través de proyectos 
de innovación local formulados por las entidades territoriales, promuevan es-
cenarios de adecuación de vivienda mediante la permacultura3 y la arquitectura 
sostenible, entre otras alternativas. 

Con relación al servicio de agua potable, hay un campo grande de trabajo 
en el fortalecimiento financiero y gerencial de las organizaciones de los acue-
ductos veredales, muchas de ellas de larga trayectoria y experiencia acumulada. 
El trabajo conjunto entre este tipo de organizaciones, sumado al intercambio 
de experiencias, puede ser una opción sólida de incidencia en la formulación 
e implementación de políticas locales orientadas a la administración y control 
de la provisión del servicio de agua. Es necesario que este fortalecimiento se 
realice en función de la adecuación de infraestructura de los acueductos, el ma-
nejo de aguas residuales y el acceso de la comunidad a instrumentos públicos 
de subsidio, para quienes usen el recurso de manera sostenible.

Finalmente, en lo relacionado con la conectividad y las tecnologías de 
comunicación, es importante que los PDRET garanticen una ampliación de la  
cobertura eléctrica y la promoción de soluciones tecnológicas para el acceso a 
internet de alta velocidad, no exclusivamente en cabeceras municipales; dado 
que la conectividad es un servicio fundamental para mantener a las comunida-
des rurales informadas en tiempo real sobre temas de su interés, sería necesario 
enfatizar en que las condiciones para la provisión del servicio consideren, ade-
más de las opciones que ofrece el nivel nacional, estrategias tecnológicas adap-
tables a las condiciones particulares de los territorios. Un ejemplo es un trabajo 
citado en una conferencia de ingeniería e innovación para América Latina 
(Hernández et al., 2010) en el que investigadores de la Universidad Pontifica 

2 El Sistema General de Participación corresponde a los recursos que la Nación transfiere a los departa-
mentos, municipios y distritos en cumplimiento de la constitución para la financiación de los servicios 
de educación, salud, agua potable y saneamiento básico. La ley 1176 del 2007 incluye una participa-
ción específica para el sector de agua potable y saneamiento básico.

3 La permacultura representa un sistema de diseño que aplica éticas y principios ecológicos para la pla-
neación, desarrollo, mantenimiento y organización de espacios aptos para que una población viva de 
manera sostenible en un territorio.
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Bolivariana y de la Universidad de los Andes analizaron la implementación en 
zonas rurales de redes inalámbricas WiFi y de banda ancha para la conexión de 
varios puntos de acceso, usando las mismas frecuencias del espectro disperso. 

Conclusiones

En este texto se plantean, a partir de la experiencia de varios equipos académi-
cos de la Universidad Nacional de Colombia, algunas reflexiones propositivas 
sobre la provisión de servicios y bienes públicos en beneficio del desarrollo 
rural, conducente a la construcción de un enfoque en el que prime la visión 
territorial, con nuevas aproximaciones de política que respondan al escenario 
de paz que aspira alcanzar el país. 

Se considera que la provisión de bienes y servicios públicos, basada tra-
dicionalmente en políticas sectoriales definidas en el nivel central, al ser com-
plementada con una perspectiva territorial, sería más integral y acorde con las 
necesidades locales. Desde esta óptica, se avanzaría por la senda de la gestión 
territorial para el desarrollo y se contribuiría más al fortalecimiento de los 
derechos humanos y al desarrollo social y productivo del medio rural, como 
estrategia para una sólida construcción de la paz.

La provisión de servicios y bienes públicos aportaría al ejercicio de la ges-
tión territorial, y, por esa misma vía, al desarrollo rural, en la medida en que 
fuera más descentralizada y orientada al fortalecimiento de los actores e insti-
tuciones territoriales, tanto en aspectos técnicos de formulación y ejecución de 
políticas, como de participación, proposición y decisión. Lo mismo ocurriría, si 
es más propicio el establecimiento de organizaciones y redes para la construc-
ción de tejido territorial entre lo público y lo privado, con miras a una mayor 
autogestión de las instancias territoriales.

Si se acepta la incidencia que deben tener los actores territoriales en aque-
llas políticas nacionales y sectoriales que impactan directamente su propio 
desarrollo y que, de esta manera, generan cambios benéficos en las relacio-
nes entre la nación y sus territorios, es necesario que desde el nivel central se 
propicien condiciones y capacidades de los actores locales para que asuman 
adecuada y exitosamente su protagonismo. 

Entre estas condiciones son relevantes las siguientes:
 � En primer lugar, la importancia del acompañamiento a los actores 

locales en la ejecución de todas las políticas en las que ellos intervie-
nen directa o indirectamente. Este acompañamiento supone estable-
cer unos horizontes de tiempo durante los cuales el Estado asegure 
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su presencia y los actores locales su compromiso. También supone la 
aplicación de políticas complementarias que le den más integralidad y 
alcance a las acciones. Por ejemplo, garantizar la articulación entre sis-
temas de adecuación de tierras, servicios de comercialización, asisten-
cia técnica, crédito, infraestructura vial, educación y asociatividad, para 
no limitarse estrictamente a la obra de infraestructura física, necesaria 
pero insuficiente desde el punto de vista de la calidad de vida de las 
comunidades rurales. La complementariedad de este tipo de acciones 
tiene un impacto más directo y efectivo en el fortalecimiento de las 
capacidades de los actores locales.

 � En segundo lugar, el impulso de políticas de educación que, entre 
otros aspectos, promuevan el relevo generacional en el campo y prio-
ricen espacios de capacitación de los extensionistas para que asuman 
el importante papel de promotores de desarrollo desde la órbita local 
y a partir de su contacto directo con las comunidades rurales. Estos ac-
tores locales estarían llamados a estimular el trabajo en equipo frente a 
proyectos productivos y comerciales, a adelantar procesos de acompa-
ñamiento y a aportar a la articulación del conocimiento técnico cien-
tífico con el saber hacer local. 

 � En tercer lugar, la relevancia de afinar políticas de estímulo a la asocia-
tividad y a la economía solidaria, de construcción social de mercados, 
y de disponibilidad y acceso a información. La provisión de servi-
cios públicos, bien sea de tipo social, productivo o de infraestructu-
ra, resulta más sólida si se adelanta mediante proyectos que impulsen  
la organización. No obstante, la experiencia de la universidad indica la 
inconveniencia de exigir, como requisito previo de política, que la co-
munidad constituya una asociación para poder acceder a los incentivos 
del Estado. Esto ha conducido a respuestas inmediatistas carentes de 
bases firmes para acciones perdurables. Según los aprendizajes logrados 
con la metodología de núcleos emprendedores rurales (Parrado et al.,  
2009), una política de más impacto sería la de fortalecimiento de las 
capacidades y competencias de los actores locales, que involucren su 
convicción, motivación y capacitación para asociarse. 

 � En cuarto lugar, la provisión del servicio de salud con un enfoque 
territorial implica reconocer por parte de la institucionalidad local la 
incidencia de las dimensiones sociales, económicas, físicas, ecológicas 
y culturales sobre el bienestar de una comunidad, con el objeto de 
priorizar en programas preventivos de salud pública. Ejemplo de esto 
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sería la operación de comités territoriales de seguridad alimentaria y 
nutricional, como instrumentos participativos de actores locales para 
la prevención de la ocurrencia de enfermedades mediante acciones de 
mejora de la nutrición y de acceso suficiente a alimentos con calidad 
e inocuidad. 

 � En quinto lugar, en lo concerniente a infraestructura vial y, en par-
ticular, a vías terciarias, habría que avanzar en el fortalecimiento de 
los entes territoriales en sus capacidades de diagnóstico, proyección y 
control de la ejecución de este tipo de obras.

 � En sexto lugar, si bien la atención de las necesidades de vivienda, sa-
neamiento básico y agua potable requiere de un aumento de recursos 
públicos, cabría afirmar que también es importante una mayor de-
cisión de las instancias de política en la generación de alternativas 
complementarias de financiación. Por ejemplo, en agua potable hay un 
campo grande de trabajo en el fortalecimiento financiero y gerencial 
de las organizaciones de los acueductos veredales. 

 � En séptimo lugar, las tecnologías de comunicación son fundamentales 
en la creación de condiciones para romper el aislamiento y dispersión 
de los habitantes rurales. Pero, en la provisión del servicio de conec-
tividad se debería avanzar, además de las opciones que ofrece el nivel 
nacional, en estrategias tecnológicas adaptables a las condiciones par-
ticulares de los territorios. 

En buena parte, se trata de recoger las experiencias exitosas del país en los 
temas mencionados.
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La soberanía alimentaria garante de la seguridad 

alimentaria, la biodiversidad y la conservación  

de la riqueza natural 
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Introducción

En la agenda definida en el proceso de diálogo entre el Gobierno nacional y 
la guerrilla de las FARC-EP (iniciado en agosto de 2012), el tema de Política de 
desarrollo agrario integral constituye el primero de los seis puntos y da origen al 
borrador del Acuerdo 01/2014 concertado en La Habana: Hacia un nuevo cam-
po colombiano: Reforma Rural Integral (RRI). Como estrategia para abordar la 
RRI se proponen los PDET (programas de desarrollo con enfoque territorial), los 
cuales se implementarán mediante ejecución de planes nacionales participati-
vos. En estos planes, uno de los temas prioritarios es el “sistema de seguridad 
(soberanía) alimentaria” (Mesa de Conversaciones, 2014). 

El presente documento, que parte de los principios de la agroecología 
como alternativa de construcción y ejecución de la RRI, trata de sustentar por 
qué la soberanía alimentaria es garante del derecho a la alimentación, con base 
en criterios integrales tanto en lo local, regional, nacional y dentro del contex-
to de crisis económica, política, social y ambiental que adquiere dimensiones 
globales y particularidades en naciones como Colombia.

Para esta sustentación, en primera instancia se retoman las ideas planteadas 
en el Acuerdo 1/14 de La Habana. Posteriormente, se aborda la conceptualiza-
ción de la agroecología y el sistema alimentario como componente inmerso, se 
plantea la diferencia entre los conceptos de seguridad alimentaria y soberanía 
alimentaria y cómo esta comprende: i. alimentación, energía y tecnología; ii. 
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“buen vivir” como objetivo geocéntrico (el ser humano como componente de la 
naturaleza) dentro de un planeta en crisis y, iii. compromisos éticos y morales 
con las generaciones futuras y su derecho a los bienes naturales conservados, 
como herederos de la tierra: suelo, agua, biodiversidad y ambiente. 

Bajo estas premisas, se presentan algunos elementos para la construcción 
de la alternativa de soberanía alimentaria en la coyuntura actual y se conside-
ran las limitaciones que existen para su implementación. 

Marco contextual que orienta la alternativa agroecológica

Comprensión de ideas planteadas en el Acuerdo 1 de La Habana,  
ligadas al “sistema de seguridad (soberanía) alimentaria”

Dentro del marco del Acuerdo 1 de las conversaciones en La Habana 
(06/06/2014), el Gobierno y las FARC-EP para afrontar el tema agrario, plan-
teado como Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral (RRI), 
textualmente afirman que la RRI “busca asegurar para todos los ciudadanos 
rurales y urbanos en Colombia disponibilidad y acceso suficiente en oportu-
nidad, cantidad, calidad y precio a los alimentos necesarios para una buena 
nutrición… promoviendo prioritariamente la producción de alimentos y la 
generación de ingresos…” (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 2). Lo acorda-
do reconoce y se centra “en el papel fundamental de la economía campesina, 
familiar y comunitaria en el desarrollo del campo, la promoción de diferentes 
formas de asociación y cooperativismo, la generación de ingresos y empleo, la 
dignificación y formalización del trabajo, la producción de alimentos y la pre-
servación del medio ambiente” (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 1). 

El reconocimiento al acceso a la tierra se plantea como condición indis-
pensable para que ocurran los procesos que se planifiquen en torno a la RRI y 
en particular al sistema alimentario, objeto de esta reflexión. 

Como estrategia para abordar la RRI se proponen los programas de desa-
rrollo con enfoque territorial (PDET) centrados en la “transformación estructu-
ral del campo y relacionamiento equitativo entre lo rural y la ciudad…” (Mesa 
de conversaciones, 2014, p. 9). Esto en un un contexto de bienestar, derechos, 
reconocimiento de la riqueza pluriétnica y multicultural, y el reconocimiento 
de las organizaciones campesinas de diferente naturaleza, incluyendo la eco-
nómica y familiar. El acceso a la tierra y el enfoque de territorio constituyen 
dos condiciones a tener en cuenta en los planteamientos de solución que surjan 
durante el proceso. 
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La implementación de los PDET se concibe mediante la ejecución de pla-
nes nacionales que deben elaborarse con “la participación de las comunidades 
rurales, la sociedad y el Gobierno con sus representantes locales, regionales y 
nacionales” (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 9).

Como temas prioritarios de estos planes nacionales se contemplan: 3.1. 
Infraestructura y adecuación de tierras; 3.2. Desarrollo social: salud, vivienda, 
educación y erradicación de la pobreza; 3.3. Estímulo a la producción agrope-
cuaria y a la economía solidaria y cooperativa. Asistencia técnica, subsidios. 
Crédito. Generación de ingresos. Mercadeo. Formalización Laboral; 3.4. Sis-
tema de seguridad (soberanía) alimentaria.

En este último punto, queda plenamente establecida la “obligación de 
garantizar en forma progresiva el derecho humano a la alimentación, nutri-
tiva y culturalmente apropiada, con el propósito de erradicar el hambre y, en 
esa medida, fomentar la disponibilidad, el acceso y el consumo de alimentos 
de calidad nutricional” (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 20). El apoyo a la 
producción interna, los mercados locales y regionales, el acercamiento entre 
productores y consumidores, entre otros, se plantea como una estrategia de 
cumplimiento de la obligación.

A partir de la lectura de los principios sentados en este Acuerdo 1 y la pro-
puesta de una RRI, los autores acuden al pensamiento sistémico –herramienta 
de uso permanente en la agroecología– para argumentar por qué los PDET y 
demás planes de desarrollo que se tracen, al igual que las acciones por imple-
mentar, deben tener como eje fundamental la soberanía alimentaria garante de 
la seguridad alimentaria, la conservación de la biodiversidad y de la riqueza 
natural en un país megadiverso como Colombia. 

Según Andrea Ferrante: “La agroecología y la soberanía alimentaria no 
pueden separarse la una de la otra o ambas perderían su significado” (Foro in-
ternacional de agroecología, 2015, p. 16). Es necesario, entonces, contextualizar 
las bases de la agroecología, las diferencias entre los sistemas agroecológicos y 
los convencionales, y el cordón umbilical que une la soberanía alimentaria al 
conocimiento agroecológico.

La agroecología y el sistema alimentario

La conceptualización de la agroecología es amplia; Gliessman et al. (2007, p. 20) 
la define como “la aplicación de los conceptos y principios ecológicos al diseño 
y manejo de los sistemas alimentarios sostenibles”. González de Molina expre-
sa la necesidad de que estos sistemas comprendan la integralidad
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desde la huerta a la mesa, sin que se reduzca la actividad agraria solamente a la 
producción de biomasa comestible, directamente o a través de animales y se deje 
fuera otro tipo de tareas. Por ejemplo, tareas de carácter ambiental, de conserva-
ción de bienes naturales y la producción de biomasa destinada a otros usos no 
alimentarios o exosomáticos como los energéticos o la producción de fibras y 
maderas, resinas, etc. (2011, p. 11).

Altieri y Toledo (2010), frente al enfoque convencional que aísla la activi-
dad agraria, reivindican la combinación de ciencias naturales y ciencias sociales 
que plantea la agroecología. Es decir, el estrecho vínculo que existe entre pro-
cesos agronómicos, económicos, sociales y políticos con el suelo, las plantas, los 
animales, el agua, las rocas y el ambiente del planeta. Estas interacciones entre 
los sistemas biológicos y sociales se expresan en la agricultura como “resultado 
de la coevolución de ecosistemas artificializados y culturas humanas” (León 
Sicard, 2009, p. 45) la cual, además de nutrirse de los conocimientos de diversas 
disciplinas científicas, lo hace de los saberes propios de las comunidades de 
agricultores, campesinos, indígenas, pescadores y pastores, transmitidos por 
vía oral de generación en generación. Entonces, los agroecosistemas son la 
expresión de dichas interacciones que se expresan en el devenir histórico en 
conocimiento y cultura. 

El concepto de agroecosistema comprende entonces el espacio en el cual 
interactúan los sistemas agrícolas creados por las culturas humanas en con-
diciones específicas de protección y conservación de la naturaleza: suelos, to-
pografía, clima, vientos, temperatura, humedad, altura sobre el nivel del mar, 
precipitación, entre otros (Sánchez de P., 2014), bajo unas condiciones de ma-
nejo fundamentadas en el principio agroecológico de sostenibilidad.

Los agroecosistemas, según su localización e historia, se pueden organizar 
de diferentes formas e imprimen una huella característica sobre un territorio. 
González de Molina (2011) expresa: “cada arreglo del agroecosistema tiene un 
coste en términos de territorio en función de la procedencia y calidad de los 
flujos de energía y materiales que hacen posible su funcionamiento y del ma-
nejo de la biodiversidad” (González de Molina, 2011, p. 28).

La sostenibilidad o sustentabilidad –que algunos autores asumen como 
sinónimos– se refiere a la capacidad de producir alimentos sanos, limpios con 
el manejo de los recursos que existen internamente en los agroecosistemas y un 
mínimo uso de fuentes externas, especialmente de síntesis de la petroquímica 
industrial. Esta implica que los agroecosistemas sean económicamente viables 
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para los agricultores y que el acceso a los recursos naturales sea socialmente 
justo. Según González de Molina,

cuanto mayor sea el grado de desigualdad social mayor serán las amenazas para 
la estabilidad del ecosistema. La pobreza y la falta de acceso a los recursos han 
tenido a lo largo de la historia, y tienen hoy en día, consecuencias negativas para 
dicha estabilidad. Fenómenos como el sobre pastoreo, la deforestación, las rotu-
raciones abusivas, el cultivo en laderas, etc., se han descrito como actitudes de 
los más desfavorecidos o de la codicia de los más acaudalados. Todas estas son 
actitudes y prácticas generadas por esa patología ecosistémica que resulta ser, a los 
ojos de la Agroecología, la desigualdad social (2011, p. 58).

Con respecto al planteamiento de desigualdad social, hay convergencia 
entre agroecólogos e investigadores de otras disciplinas, premios nobel de eco-
nomía y economía alternativa y líderes espirituales (Capra, 2003; Stiglitz, 2012; 
Sen, 1995; Neef et al., 2010; Caparrós, 2014, Piketty, 2014; Francis, 2015), quienes 
señalan que la desigualdad social es una de las amenazas no solo para los agro-
ecosistemas, sino también para la paz mundial y la sostenibilidad de la vida en 
el planeta.

La sostenibilidad, además de la viabilidad económica, comprende, dentro 
de sus características, la equidad en su dimensión intergeneracional (comuni-
dades futuras) y la equidad externa que se refiere a la relación de intercambio 
entre los sistemas agrarios y el resto de la sociedad. Al respecto, González de 
Molina sostiene que,

como es sabido, la civilización industrial se ha fundamentado en un deterioro 
sostenido de la relación de intercambio entre los alimentos y materias primas 
provenientes de la actividad agraria y los insumos productos manufacturados 
consumidos en la explotación agraria o en las familias de los agricultores; esto 
ha procurado una transferencia forzada de renta en beneficio de las ciudades, 
actividades industriales y un deterioro de la igualdad en los estándares de vida 
entre campos ciudad que ha provocado un sobreesfuerzo productivo de los agro-
ecosistemas y su consiguiente deterioro para el logro de la subsistencia con base 
en un mayor excedente comercializable (2011, p. 59).

Otros dos atributos de la sostenibilidad son la adaptabilidad y la autono-
mía. El primero tiene en cuenta la resiliencia de los agroecosistemas frente a 
presiones provocadas por los propios cambios en las condiciones naturales o 
sociales de la producción. Dada la crisis ambiental que afecta al planeta y a 
Colombia en particular, los efectos sobre los agroecosistemas, pero al mismo 
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tiempo las oportunidades que surgen de ellos mismos, se hace necesario uti-
lizar el sistema operacional en la resiliencia (Stockholm Resilience Center, 
2014), desde los principios y tecnologías agroecológicos.

La autonomía tiene que ver con el grado de integración de los agroecosis-
temas, reflejados en el movimiento de materiales, energías e información entre 
sus componentes y el sistema en su conjunto, entre este y el ambiente externo 
y, sobre todo, con el grado de control que se tiene sobre dicho movimiento: “la 
autonomía de un sistema de producción desciende en la medida en que se in-
crementa la necesidad de recursos externos, la necesidad de acudir al mercado 
para conseguirlos” (González de Molina, 2011, p. 59). 

Los sistemas agroecológicos frente a los convencionales

Es necesario precisar algunas características de la agricultura convencional y 
de la agroecología, esta última como alternativa de avanzada para afrontar los 
retos que conlleva el repensar el campo colombiano bajo la mirada de una re-
forma rural integral (RRI), si realmente se quiere construir un nuevo paradigma 
agrario (tabla 5.1). 

Como se puede observar las diferencias son notables: los agroecosistemas 
ecológicos sostenibles se basan en la eficiencia que aporta la fuente energética 
más valiosa del planeta: el sol, y en el ahorro que conlleva el diseño de agro-
ecosistemas complejos centrados en la biodiversidad y en insumos internos, 
la maximización de rendimientos, el manejo y conservación de los recursos 
genéticos. 

El aporte de la interacción de los sistemas biológicos y culturales inició 
hace más de 500.000.000 años, en un largo proceso de coevolución cuando 
las plantas colonizaron la tierra y se modificó sustancialmente en los últimos 
10.000 años con el surgimiento de la agricultura (Capra, 2002; Toledo y Barre-
ra-Bassols, 2008). Por el contrario, los agroecosistemas convencionales, fruto de 
la revolución verde —cuyo auge surgió en los últimos cincuenta años— obede-
cen a una filosofía y política dominada por principios de economía depreda-
dora y cortoplacista, la cual considera que los bienes naturales son infinitos y 
bajo la certeza de surgimiento de estrategias de solución antropocéntrica, sin 
consideración alguna con la naturaleza. 
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Tabla 5.1 
Diferencias entre agricultura convencional y agroecológica

Sistemas convencionales Sistemas agroecológicos

Alto costo energético (insumos de síntesis 
química industrial y laboreo).

Bajos costos energéticos (máximo uso de 
energía solar). Se fundamentan en los principios 
ecosistémicos.

Simplificación de agroecosistemas
(monocultivo) –seguridad alimentaria.

Complejidad de agroecosistemas (biodiversidad, 
policultivos, ciclaje, sinergias). Privilegia la 
soberanía alimentaria, energética, tecnológica y 
la seguridad alimentaria.

Rendimientos que no compensan la 
inversión.

Maximización de rendimientos que compensan 
la inversión.

Contaminación suelos, aguas, ambiente, 
alimentos; alimentos altamente 
contaminados – salud humana, animal, 
planetaria, afectada.

Cuidado de suelos, aguas, ambiente, alimentos.
Alimentos más sanos y nutritivos – calidad de 
vida.

Erosión de recursos genéticos y bienes 
naturales.

Conservación de recursos genéticos y bienes 
naturales.

Trabaja sobre el principio de incertidumbre 
que caracteriza los sistemas biodiversos.

Trabaja sobre el principio de incertidumbre que 
caracteriza los sistemas biológicos.

*Basado en la economía de mercado 
bajo principios de capitalismo salvaje: 
empoderamiento de mercado y de precios 
(“el mejor postor”)

Basado en economía de mercado solidario bajo 
principios de bienestar humano y planetario. 
Productos sanos a precios justos.

*Uso de los bienes naturales sin restricción 
ni pensamiento de futuro.

Las generaciones futuras tienen derecho a los 
bienes naturales conservados y lo más sanos 
posible, como herederos de la tierra: suelo, 
agua, biodiversidad y ambiente.

*Los bienes naturales son considerados 
como recursos renovables o de lo 
contrario, la ciencia y la tecnología crearán 
opciones u ocurrirán traslados de las 
empresas a nuevos territorios nacionales e 
internacionales.

Los bienes naturales son recursos finitos, una 
vez agotados, ni la ciencia ni la tecnología 
podrán restaurarlos. 

*En el futuro, la vida humana puede 
trasladarse a otros planetas o ambientes 
controlados.

Los humanos solo tenemos la tierra como 
opción de futuro. 

Fuente: adaptado de Altieri (2009) y Sánchez de P. (2013).
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Dimensionar la seguridad y la soberanía alimentaria

La seguridad alimentaria

Desde la Cumbre Mundial de la Alimentación (CMA) llevada a cabo en 1996 
para el diseño de políticas dirigidas a la lucha contra el hambre, la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) como 
organismo supranacional, estableció que existe seguridad alimentaria “cuando 
todas las personas tienen, en todo momento, acceso físico, social y económico a 
alimentos suficientes, inocuos y nutritivos que satisfacen sus necesidades ener-
géticas diarias y preferencias alimentarias para llevar una vida activa y sana” 
(FAO, 2011, p. 1). 

Sin embargo, este concepto omite la procedencia o la forma en que se 
producen los alimentos, al igual que las fuentes en términos de biodiversidad y 
consecuencias sociales, económicas, políticas y ambientales ligadas al proceso 
productivo que permite ese acceso. En este sentido Rosset (2004) plantea que 
la soberanía alimentaria va más allá del concepto de seguridad alimentaria. 

La soberanía alimentaria

La Vía Campesina por primera vez hace referencia a este concepto en la CMA, 
de 1996. La definición ha evolucionado a través del tiempo y la más reciente se 
hizo en el Foro para la Soberanía Alimentaria, llevada a cabo en Sélingué, Malí 
(África) en febrero de 2007; la soberanía alimentaria “es el derecho de los pue-
blos a alimentos nutritivos y culturalmente adecuados, accesibles, producidos 
de forma sostenible y ecológica, y su derecho a decidir sobre su propio sistema 
alimentario y productivo”. (Vía Campesina, 2007, p. 1; Hidalgo et al., 2013)

Los principios básicos sobre los que se sustenta la soberanía alimentaria 
son: 1. alimento para la gente, como derecho antes que producto a mercadear 
en agronegocios internacionales; 2. reconocimiento de quienes proveen ali-
mento, valorando y respetando los derechos de hombres y mujeres, campe-
sinos y agricultores familiares, pastores, artesanos de la pesca tradicional; 3. 
priorización de lo local y de la participación de las comunidades en el diseño 
de políticas de producción, distribución y consumo de alimentos, con canales 
cortos de comercialización, disminución de intermediaciones, precios justos 
productores-consumidores y priorización de lo local (Revista Soberanía Ali-
mentaria, 2010; Rosset, 2004).

Después de un arduo trabajo teórico y político en torno a la conceptualiza-
ción de la soberanía alimentaria, en la 32ª Conferencia Regional de la FAO para 
América Latina y el Caribe, celebrada en Buenos Aires en marzo del año 2012, 
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la FAO (2012) aceptó comenzar a debatir sobre “soberanía” alimentaria, como 
concepto que supera ‘seguridad’ alimentaria” (Nicastro, 2012). La FAO también 
visibiliza que “la reducción del hambre es algo más que aumentar simplemente 
la cantidad de alimentos, se trata también de mejorar la calidad de los alimentos 
en términos de diversidad, el contenido de nutrientes y la inocuidad”.

En el informe sobre el estado mundial de la agricultura y la alimentación 
(FAO, 2013), este organismo reconoce la importancia de gestionar los sistemas 
agrícolas garantizando la sostenibilidad del uso de los recursos naturales y de 
impulsar el “consumo sostenible” basado en dietas sostenibles, entendidas como 

aquellas que generan un impacto ambiental reducido y que contribuyen a la 
seguridad alimentaria y nutricional y a que las generaciones actuales y futuras 
lleven una vida saludable. Además, protegen y respetan la biodiversidad y los 
ecosistemas, son culturalmente aceptables, accesibles, económicamente justas y 
asequibles y nutricionalmente adecuadas, inocuas y saludables, y optimizan los 
recursos naturales y humanos. 

En esta concepción de la FAO se aceptan las conexiones ocultas entre la 
seguridad alimentaria y la sostenibilidad de los bienes naturales, la biodiversi-
dad y la cultura, enmarcada en lo social, económico, político, al igual que en la 
resiliencia de los agroecosistemas. Aunque esté invisible el concepto, estas ca-
racterísticas descritas por la FAO solo son posibles bajo el principio de sobera-
nía alimentaria, aunque no es claro si este organismo reconoce explícitamente 
—con sus consecuencias geopolíticas— el concepto de soberanía alimentaria.

En febrero 24-27 de 2015 también en Nyeline, se llevó a cabo el Foro In-
ternacional de Agroecología, donde se plantearon estrategias para fortalecer la 
agroecología a nivel mundial y, por ende, la lucha por la soberanía alimentaria 
y la biodiversidad. Es decir, por la vida desde el colectivo planetario.

La soberanía suma alimentación, energía y tecnología

Al respecto Altieri y Toledo (2010) sostienen que
la soberanía alimentaria se centra en la autonomía local, los mercados locales, los 
ciclos locales de producción y consumo, y las redes de agricultor a agricultor que 
promueven innovaciones e ideas agroecológicas. La agroecología no solo pro-
porciona los principios para alcanzar la soberanía alimentaria, sino también la 
soberanía tecnológica y energética dentro de un contexto de resiliencia. A partir 
del uso de los servicios ambientales derivados de los agroecosistemas biodiver-
sificados y el manejo de los recursos disponibles a escala local, los campesinos 
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también son capaces de producir sin insumos externos, logrando así lo que puede 
llamarse una soberanía tecnológica. La aplicación de tales tecnologías autóctonas 
permite la producción de cultivos y animales para satisfacer las demandas del 
hogar y la comunidad, o sea, la soberanía alimentaria. 
La soberanía energética es el derecho de personas, cooperativas o comunidades 
rurales, a tener acceso a la energía suficiente dentro de los límites ecológicos. El 
origen de esta energía está en fuentes locales y sostenibles tales como la biomasa 
vegetal derivada de la producción rural, sin que implique renunciar a los cultivos 
alimentarios. La Agroecología proporciona los principios para diseñar agroeco-
sistemas elásticos y resistentes a las variaciones en el clima, mercados, políticas, 
etc. Ello garantiza al mismo tiempo las tres soberanías aparentemente diferentes, 
pero en realidad, una sola con tres componentes relacionados entre sí: lo alimen-
tario, energético y tecnológico.

La alternativa de soberanía alimentaria supera el tema alimentario  
y está inmersa en la construcción de nación y territorio

Según Sabogal (2014), el Estado moderno garantiza su dominación política a 
través de dos estrategias: la coerción y la cohesión. La primera utiliza la buro-
cracia, el derecho y la capacidad de usar medidas de control legitimadas para 
mantener el dominio, mientras que, por otro lado, “el Estado también es, por 
lo general, la organización del consenso” (O’Donnell, 1997). Este consenso se 
logra gracias a tres mediaciones principales: las ideas de nación, ciudadanía y 
pueblo. El sentimiento nacional puede considerarse como el más importante 
en cuanto a su alcance, es decir, la identidad nacional sustenta cierta aceptación 
“voluntaria” de las instituciones (entendidas como reglas de juego) en tanto 
fortalecen la pertenencia de la población a un territorio. 

Las otras dos mediaciones, ciudadanía y pueblo, representan respectiva-
mente valores que justifican la existencia de un Estado que, por un lado, rea-
firma la libertad individual y el derecho a ejercerla en igualdad de condiciones 
comprendidas en el concepto de ciudadanía y, por otro, reafirma la obligación 
del Estado con el interés general del pueblo, bien sea de manera simbólica o 
de forma concreta.

El gran consenso que quiere lograrse a través de la legitimación de los 
Acuerdos de Paz de La Habana, recoge acercamientos y luchas entre diversas 
visiones de país, en especial, dos contrapuestas sobre el sector rural colombia-
no: aquella que considera que la población campesina debe formar empresa 
para insertarse en mejores condiciones al mercado frente a aquella que recono-
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ce el valor intrínseco de la cultura campesina y sus formas de producción en la 
garantía de la soberanía alimentaria como condición para tejer nación. 

Así pues, en los últimos años, el Estado ha adelantado una “moderniza-
ción” de la institucionalidad estatal rural, que disminuye la articulación pro-
gramática de las entidades adscritas al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural (MADR), disminuye los recursos y redirecciona los incentivos y compen-
saciones hacia los productores privados. Estos incentivos y compensaciones, 
que en el año 2000 representaban el 23,03 % del presupuesto del Ministerio, 
alcanzaron un 70,7 % en el 2010. En este mismo periodo se pasó de una in-
versión en capitalización y financiamiento de 40,79 % a 6,29 %, y se amplió el 
presupuesto de desarrollo rural de 5,84 % en el 2000, a una totalidad de 17,27 % 
en el 2010. El INCODER, que en teoría concentró múltiples responsabilidades 
hasta su liquidación, dedicó alrededor del 70 % de su presupuesto a actividades 
de adecuación de tierras, un pequeño porcentaje del 20 % a desarrollo rural 
y un mínimo de 56 % a reforma agraria (compra y distribución de tierras) 
(PNUD, 2011).

Finalmente, el ICA, que en el año 2000 dedicaba un 55,65 % de sus recursos 
a ciencia y tecnología, un 22,23 % a sanidad agropecuaria y un 16,42 % a incen-
tivos y compensaciones, en el 2010 redujo su presupuesto para investigación a 
un porcentaje casi inexistente (3,51 %), aumentó el esfuerzo en sanidad agro-
pecuaria (fundamentalmente en el comercio internacional) a un 64,21 % y au-
mentó igualmente su participación en incentivos y compensaciones a 18,25 % 
(PNUD, 2011).

En el borrador del Acuerdo 1/2014, una de las observaciones bajo asterisco 
dice: 

Las FARC-EP insisten en la necesidad de establecer un principio de soberanía 
alimentaria en la definición de las políticas de desarrollo agrario integral con en-
foque territorial. El gobierno nacional insiste en que el punto según se acordó en 
el Acuerdo General (sub punto 6 del punto 1) se denomina sistema de seguridad 
alimentaria (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 4).

El contenido de este asterisco no se discutió en aras de avanzar en el 
Acuerdo 1, sin embargo, la palabra soberanía quedó consignada entre comillas 
en varios espacios del articulado. Los autores de este escrito, desde la agroeco-
logía como enfoque filosófico, social, científico, político y tecnológico, buscan 
aportar elementos acerca de la importancia de establecer un principio de sobera-
nía alimentaria, si realmente se quieren proponer políticas de desarrollo agrario 
integral con enfoque territorial desde las comunidades productoras de alimen-

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



94 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

tos, hasta consumidores conscientes de alimentarse sanamente y avanzar Hacia 
un nuevo campo colombiano.

Colombia, nación soberana con un inmenso patrimonio natural y social

Colombia “es un Estado unitario, democrático, participativo y pluralista con 
separación de poderes” (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2014), rela-
tivamente pequeño en el contexto latinoamericano, tiene 1.141.748 Km2, sin 
embargo, grande si se lo compara con algunos países de Europa; lo habitan 
aproximadamente 48 millones de seres humanos, es multiétnico y multilingüe; 
“se hablan 63 lenguas amerindias y una diversidad de dialectos que se agrupan 
en 13 familias lingüísticas” (DANE, 2005) y, por lo tanto, es multicultural. 

Su ubicación geográfica en la franja ecuatorial, con acceso a dos océanos, 
y la variedad de ecosistemas presentes lo convierten en 

un territorio inmensamente rico en biodiversidad, con bosques1 naturales que 
cubren el 53 % del territorio nacional continental y concentran más de la mitad 
de las especies de animales y vegetales terrestres del mundo; es el primer país en 
diversidad de aves y orquídeas, el segundo país en diversidad de plantas, anfibios, 
peces de río y mariposas, el tercer país en diversidad de reptiles y palmas, el cuarto 
país en diversidad de mamíferos (Instituto Humboldt Colombia, 2014).

Aunque solo ocupa el 0,22 % de la superficie del planeta (PNUD, 2014). Esta 
riqueza hace que “Colombia esté identificada por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente como uno de los 17 países megadiversos que 
albergan el 70 % de la biodiversidad mundial en solo 10 % del territorio” (Ins-
tituto Humboldt Colombia, 2014).

Colombia es reconocida por su gran riqueza hídrica, pues además de los 
dos océanos la atraviesan importantes ríos como el Magdalena, Cauca, Ori-
noco, Amazonas y sus afluentes, entre otros. En 1990 ocupaba el cuarto lugar 
en el mundo después de Rusia, Canadá y Brasil. Actualmente, el panorama es 
totalmente diferente, el volumen de agua ha disminuido y su calidad también, 
hasta el punto de ocasionar racionamientos de agua en el campo y la ciudad. 
Según el informe de Agua en las Américas, el cambio en los últimos años ha 
sido drástico y hoy ocupa el puesto 24 entre 203 países (Laclette, y Zúñiga, 
2012). 

1 Desde el punto de vista de la ciencia, realmente corresponden a selvas.
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A pesar de que los ecosistemas y agroecosistemas han sido afectados di-
recta e indirectamente por el conflicto armado, los cultivos de uso ilícito, las 
prácticas de manejo implementadas para su control por parte del Gobierno 
–como el uso del glifosato–, los biocombustibles, la minería legal e ilegal, entre 
otros, aún este patrimonio natural está presente gracias a la resiliencia de los 
sistemas biológicos y culturales ligados a la biodiversidad (Wilches, 2014, cita-
do en Naciones Unidas Colombia, 2014).

Este inmenso patrimonio natural que representa ventajas comparativas y 
debería reflejarse en oportunidades económicas, sociales, políticas y ambienta-
les, no corresponde con el desarrollo humano, evaluado en términos del coefi-
ciente Gini (indicador propuesto por el PNUD para medir el desarrollo humano 
en tres dimensiones básicas: vida larga y saludable, conocimiento y nivel de 
vida digno; este indicador varía entre 0 y 12) (PNUD, 2011). Aunque supuesta-
mente ha mejorado tanto en el sector urbano como el rural, la situación del 
país es grave en terminos de desigualdad, si se tiene en cuenta el IDH para los 
países de Latinoamerica (PNUD, 2015).

Este valor promedio disfraza situaciones preocupantes en diferentes indi-
cadores tenidos en cuenta para la obtención del índice Gini3. Según las cifras 
del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC, 2012), el 41 % de la propiedad 
privada corresponde a predios de más de 200 hectáreas –gran propiedad–, el 
40 % como mediana propiedad y el restante como minifundio y microfundio. El 
Gini de tierras que mide la concentración de las mismas pasó de 0,853 en el año 
2000 a 0,863 en el año 2009, cifra que desenmascara una inmensa desigualdad.

Diversos estudios realizados por organizaciones como la FAO (2013), PNUD 
(2014), entre otros, han indicado que los niveles de desigualdad tienen una re-
lación directa con los problemas de violencia, drogas, delincuencia, seguridad 
alimentaria y otros problemas que fragmentan la sociedad colombiana. Sin em-
bargo, es necesario detenerse en las contradicciones entre los acuerdos que se 
firman y la realidad, expresada en términos de política gubernamental nacional 
aprobada e inmersa en un proceso de globalización y la necesidad de plantear 
alternativas creativas que permitan que se haga realidad esa anhelada paz. 

2 El IDH es un índice compuesto que toma en cuenta tres elementos básicos, dos de los cuales aluden a 
la formación de capacidades (longevidad y nivel de conocimientos) y un tercero (nivel de vida acepta-
ble) que es una medida vinculada con el bienestar material y las capacidades de consumo familiar.

3 El índice de desigualdad para el año 2014 registró un coeficiente de Gini de 0,539, lo cual mostraba 
mejoras con respecto al año anterior, el cual registró un Gini de 0,559, aunque en términos porcentua-
les, se evidencian disminuciones; la desigualdad es extremadamente alta si se compara con los países 
de Latinoamérica.
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Las contradicciones entre los puntos acordados en La Habana (2012)  
y la política gubernamental nacional y global

La política neoliberal ha traído inmensos y funestos cambios en el mundo glo-
balizado, con el firme apoyo del Estado que ha creado herramientas jurídicas 
para permitir la entrada masiva de capitales a estos sectores. En la actualidad, 
en ese marco, el país vive un proceso de reprimarización de su economía, en la 
cual la acumulación de capital se sustenta en la extracción de hidrocarburos, 
agrocombustibles y cocaína, además de la explotación de importantes fuentes 
hídricas y de la biodiversidad (Estrada, 2010).

La Vía Campesina (2008), como organización que representa a los campe-
sinos del mundo, asegura que, ante la crisis de la tasa de ganancia, los capitales 
se adueñan de los recursos naturales como una forma privada de despojo; de esta 
manera la siembra de agrocombustibles en grandes monocultivos industriales 
indiscutiblemente es parte de este despojo. De acuerdo con Arias (2009), con el 
proceso de apertura económica Colombia pasó de ser un país autosuficiente en 
temas alimentarios, a importar alrededor de 5 millones de toneladas de alimen-
to una década después. Esta información es corroborada por Robledo (2010), 
quien afirma que cuando llegó a la Presidencia de la República Álvaro Uribe 
Vélez ya se estaban importando aproximadamente 4,5 millones de toneladas, y 
en 2008 se importaban 8 millones de toneladas, lo que significó sustituir el tra-
bajo nacional por el trabajo extranjero. Fajardo (2002) afirma que la producción 
campesina ha perdido competitividad, ya que se enfrenta al cambio productivo 
de las tierras y a países desarrollados productores de alimentos con ventajas en 
cuanto a los costos de producción, tecnología, tasas de interés, costos de mano 
de obra y de transporte, y subsidios a la producción. 

En este proceso de apertura económica que ha vivido Colombia, la pro-
ducción de los campesinos, basada en su mayor parte en policultivos fruto de 
la biodiversidad y de la cultura nacional, ha perdido espacio, con todas sus 
implicaciones sobre la economía familiar campesina, los fenómenos sociales, 
políticos y ambientales adjuntos, en un contexto de violencia y conflicto arma-
do vivido con mayor fuerza en el sector rural.

En el marco de internacionalización, “los centros de la geopolítica” tra-
zan políticas de especialización de los países en lo que son competitivos y 
los implementan a través de los Tratados de Libre Comercio. Así, en países 
emergentes como Colombia, los productos primarios constituyen la mayoría 
de las exportaciones, obtenidos en monocultivos, dejando de lado la pequeña 
producción familiar (Mantilla, 2005; Fajardo, 2002).
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En el documento del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 aprobado 
por el Senado de la República Todos Por un Nuevo País (DNP, 2015b), en lo 
concerniente a sus disposiciones generales, se trazan las directrices de política 
(Artículo 3) a través de tres pilares: 1. Paz sostenible bajo un goce efectivo de 
derechos, 2. Equidad visión de desarrollo humano integral en una sociedad 
con oportunidades para todos, y 3. Educación el más poderoso instrumento 
de igualdad social y crecimiento económico en el largo plazo, con una visión 
orientada a cerrar brechas en acceso y calidad al sistema educativo, entre indi-
viduos, grupos poblacionales y entre regiones, acercando al país a altos están-
dares internacionales y logrando la igualdad de oportunidades para todos los 
ciudadanos. Se busca su implementación a través de seis ejes: 1. Competitivi-
dad e infraestructura estratégicas, 2. Movilidad social, 3. Transformación del 
campo, 4. Seguridad, justicia y democracia para la construcción de paz, 5. Buen 
gobierno, y 6. Crecimiento verde.

En estos ejes y estrategias, están ausentes las palabras: seguridad alimen-
taria, soberanía alimentaria, sistema agroalimentario y la palabra agroecología. 
No solo se invisibilizan en el texto (en la teoría) sino que, en la práctica, dentro 
del actual PND el Gobierno tampoco presupuesta actividades pertinentes al 
tema. Por lo tanto, tampoco se ejecutarán acciones que conduzcan a la conso-
lidación de la agroecología desde la política pública. 

En el documento elaborado por el Departamento Nacional de Planeación 
– “Misión para la transformación del campo” (DNP, 2015b) - se parte de tres 
ideas fuerza, que pueden entenderse como los principios básicos que deberían 
regir las políticas de desarrollo rural: 1. La necesidad de fomentar un enfoque 
territorial participativo, que reconozca una ruralidad diferenciada, las ventajas 
de la asociatividad y a los habitantes rurales como gestores y actores de su pro-
pio desarrollo, 2. La concepción del desarrollo como un proceso integral, que 
busque la inclusión, tanto social como productiva, de todos los habitantes ru-
rales. Esta visión implica la necesidad de superar la visión asistencialista de las 
políticas rurales y considerar a los habitantes rurales tanto agentes de desarro-
llo productivo como sujetos de derechos y, por ende, como plenos ciudadanos, 
y 3. La necesidad de promover un desarrollo rural competitivo y ambiental-
mente sostenible basado, ante todo, en la provisión adecuada de servicios y 
bienes públicos que faciliten el desarrollo de actividades tanto agropecuarias 
como no agropecuarias.

Estas ideas fuerza reconocen al sector rural como constructor de país. Sin 
embargo, es otra la realidad imperante; las propuestas que se hacen, al igual 
que las decisiones gubernamentales, están en contravía con la filosofía y li-
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neamientos trazados en el Acuerdo 1/2012 y se inscriben abiertamente en el 
neoliberalismo.

Por ejemplo, con respecto a las denominadas Zonas de Interés de Desa-
rrollo Económico y Social (ZIDRES), aprobadas recientemente por la Cámara 
de Representantes, en el artículo: “Zidres, despojo natural”, el Profesor Wi-
lliam Chavarro (2015), plantea que las Zidres son

justo lo contrario a un territorio campesino-étnico: son ordenamiento urbano 
e industrial de la población y sus territorios agrorrurales; es decir, comunidades 
excluidas de la agricultura a través de la implantación de quimiocultivos [… ] 
Es una forma de violencia que degrada la naturaleza y expulsa población. El 
gran peligro con esa violencia económica es que es legal y, por tanto, más difícil 
de contrarrestar desde las comunidades; eso se concreta en que las iniciativas y 
alternativas que planteen escapes a esa economía, son enfrentadas como asuntos 
de orden público pero no como asuntos sociales y económicos4.

Hacia el paradigma de la soberanía (autonomía) alimentaria

Si en realidad se busca un cambio, es necesario abrir las posibilidades políticas, 
sociales y económicas para avanzar hacia el paradigma de la soberanía alimen-
taria, el cual reconoce 

el papel fundamental de la economía campesina, familiar y comunitaria en el 
desarrollo del campo, la erradicación del hambre, la generación de empleos e 
ingresos, la dignificación y formalización del trabajo, la producción de alimentos 
y, en general, el desarrollo de la nación en coexistencia y articulación complemen-
taria con otras formas de producción agraria (Mesa de Conversaciones, 2014, p. 1).

Arias (2009) recoge el sentir de las comunidades campesinas que exigen 
un cambio hacia el favorecimiento de la economía familiar campesina, y que 
se respeten y valoren los conocimientos ancestrales para la producción; de esta 
forma se podrá decidir sin la presión del Gobierno, empresas u otras institucio-
nes, acerca de la producción de los alimentos. Igualmente, proponen redes de 
comercio justo entre lo rural y lo urbano, privilegiando la agricultura sostenible 
que promueva la conservación del agua y la fertilidad del suelo, y que busque 
la distribución igualitaria de la tierra, gestionada por los propios campesinos. 

4 Tomado textualmente de la modificación al Acta del Primer Encuentro de Profesores vinculados al 
CPDR- octubre/2015, escrito por el mismo autor. 
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Es decir, que la producción de alimentos tenga como criterio los saberes 
de quienes han trabajado la tierra por generaciones y los avances científicos 
que tengan como principio el respeto a la tierra. 

Altieri y Toledo (2010), Cuéllar, Calle y Gallar (2013), y Vía Campesi-
na (Foro internacional de agroecología, 2015) coinciden en que la agricultura 
tradicional campesina tiene capacidad productiva sustentable, con tecnología 
y conocimientos apropiados de manejo agroecológico, aun bajo condiciones 
adversas. Es importante detenerse y comprender esa capacidad productiva, al 
igual que los beneficios que puedan traer en una nueva construcción agraria. 

Asimismo, diferentes organizaciones campesinas colombianas se han de-
clarado en contra de la privatización de bienes comunales, públicos y colecti-
vos, de la entrega de la soberanía del territorio al capital internacional, de los 
megaproyectos que no se consultan y que generan daños socioeconómicos al 
medio ambiente a pesar de sus promesas de altas rentabilidades, de la imposi-
ción del uso de transgénicos y agroquímicos en los cultivos, de la megaminería, 
de la militarización del territorio y del desconocimiento político de los movi-
mientos sociales (Revista Semillas, 2008).

Por esta razón, coinciden en defender la soberanía alimentaria y las semi-
llas nativas, de manera que “se fortalezcan las prácticas ancestrales con las que 
se han conservado como la reproducción, intercambio y difusión de diferentes 
semillas en las comunidades, al tiempo que se genera un enfoque sostenible de 
la producción, con mecanismos participativos” (Asociación de Cabildos Indí-
genas del Norte del Cauca, 2013).

Con respecto a las potencialidades de este tipo de producción, diferen-
tes investigadores aportan elementos que validan y visibilizan sus beneficios: 
Berry (2013), Perfetti et al., (2013), Cuéllar et al., (2013), coinciden en que la 
pequeña producción agrícola:

 � Hace uso eficiente de los recursos, incrementa la productividad por 
hectárea con uso intensivo del factor “mano de obra”. Según Berry 
(2013) se genera una relación inversa en la cual la pequeña propiedad 
produce más valor por hectárea debido a que los cultivos son de alto 
valor, como el caso de las legumbres, frutas, animales, café, té, cacao, 
entre otros.

 � Genera más empleo por hectárea, mejorando directamente la seguri-
dad alimentaria de la población, así como la superación de las condi-
ciones de pobreza. Para Perfetti et al. “el impacto del crecimiento de 
las economías rurales en la pobreza es importante, así como tiene un 
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gran significado en materia social, cultural, política y ambiental para 
el desarrollo del país” (2013, p. 30).

 � Se preserva el ambiente, debido a la visión de largo plazo que tienen 
las comunidades respecto a las generaciones venideras. Se minimiza el 
impacto ambiental en el tiempo. 

 � Se fortalecen las comunidades rurales organizadas y se estimula esta 
cohesión (Sánchez de P. et al., 2015).

 � El replanteamiento y sustitución de “los cultivos agroindustriales pue-
de llegar a reducir entre la mitad y tres cuartas partes las emisiones de 
gases de efecto invernadero” (Vía Campesina, 2014).

 � Se conservan los bienes naturales: biodiversidad, suelos, aguas y am-
biente, que constituyen patrimonio de la humanidad. Son múltiples 
las investigaciones a nivel mundial que dan cuenta de este servicio 
ecosistémico que cumplen, sin ningún reconocimiento, las comunida-
des campesinas. 

La apertura hacia la agroecología que se ha generado en los últimos años 
por parte de la FAO (2013) y del PNUD, hace parte del reconocimiento de los 
aportes de esta ciencia. De Schutter (2011) afirma que la agroecología podría 
duplicar la producción alimentaria y producir cultivos más resistentes al cam-
bio climático. 

De Schutter, en el informe de relatoría entregado al Consejo de Derechos 
Humanos en diciembre de 2010 “La agroecología y el derecho a la alimenta-
ción”, plantea tres objetivos para enfrentar la crisis agrícola mundial y permitir a 
los Estados cumplir con la obligación del derecho a la alimentación. Estos son: 
1) sistemas alimentarios que garanticen la disponibilidad oportuna de alimen-
tos, 2) que aumenten los ingresos de los pequeños agricultores, y disminuyan la 
pobreza y, 3) la agricultura no deberá poner en peligro su capacidad para satisfa-
cer las necesidades futuras. Destaca, además, la contribución de la agroecología 
al derecho a la alimentación; recoge trabajos de investigación efectuados en 
diferentes lugares del mundo, en los cuales, mediante la aplicación de prácticas 
agroecológicas, se ha incrementado la productividad de los cultivos, se ha hecho 
una gestión sostenible de la fertilidad agrícola, se ha generado empleo y se han 
incrementado los ingresos, se ha mejorado la nutrición de las comunidades y se 
ha contribuido a la adaptación al cambio climático. Hace énfasis en la educa-
ción y en las políticas públicas para favorecer la formación agroecológica, dada 
la “alta densidad de conocimientos” que requiere; indica el fortalecimiento de la 
organización social como estrategia de construcción del paradigma agroecoló-
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gico que se centra en la soberanía alimentaria. Se detiene en la mujer, dada su 
participación en este proceso de construcción y la necesidad de una organiza-
ción de los mercados que permita a la economía familiar campesina insertarse 
en las redes de producción y distribución de los alimentos. 

En diversos lugares de Suramérica se pueden encontrar organizaciones y 
familias campesinas que practican la agroecología en su quehacer cotidiano, 
dentro de las particularidades propias de cada territorio, algunas divulgadas y 
compartidas en diferentes espacios: Instituto Latinoamericano para una So-
ciedad y un Derecho Alternativos (ILSA, 2010), LEISA (Sociedad Latinoame-
ricana de Agroecología), ABA (Asociación Brasilera de Agroecología), SEAE 
(Sociedad Española de Agricultura Ecológica), entre otros. En Colombia, es 
grande el registro de experiencias comunitarias campesinas que han construi-
do agroecología aun en situaciones adversas. 

La soberanía (autonomía) alimentaria eje constructor de una nueva  
Colombia rural

La consideración de las interacciones entre la agroecología y la soberanía ali-
mentaria traza rutas dentro de la compleja autopista de construir un nuevo 
campo colombiano, mediante una reforma rural integral RRI. Sevilla y Soler 
(2010) distinguen tres esferas de interacción, que necesariamente deben inte-
grarse en la pretensión de construcción agraria que se propone a la nación, las 
cuales poseen sustento teórico y práctico. 

1. Ecológica y técnico-productiva: en la cual se genera y ha generado 
conocimiento a partir de la interacción del saber empírico del campe-
sinado y el aporte científico teórico y experimental sobre el manejo de 
los agroecosistemas (Sevilla y Soler, 2010).

 Este conocimiento permite precisar los principios agroecológicos en 
los cuales la biodiversidad ocupa lugar importante (tabla 5.2), con las 
sinergias y complementariedades que permite y que se traducen en 
seguridad y soberanía alimentaria, energética y tecnológica, mitiga-
ción de cambio climático y responsabilidad social con las generaciones 
presentes y futuras (Sánchez de P., 2013, Altieri y Toledo, 2010).

2. Sociocultural y económica: centrada en el análisis sociológico y an-
tropológico de las comunidades campesinas y rurales, las estrategias 
productivas y los procesos de desarrollo rural; cuyos aportes están 
recogidos en diferentes medios de comunicación académica y socio-
política (Toledo y Barrera-Bassols, 2008; LEISA (Perú), ABA (Brasil), 
SOCLA (Latinoamérica, a partir del año 2009), SEAE y Comunidades 
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Campesinas de Colombia, de Latinoamérica y del Mundo (Foro in-
ternacional de agroecología, 2015).

3. Política: hace énfasis en los procesos participativos y democráticos que 
surgen en el contexto de la producción agrícola y se generan acciones 
de transformación social, económica y política. La Vía Campesina 
como movimiento campesino internacional, coordina organizaciones 
de campesinos, mujeres rurales, pequeños y medianos productores, co-
munidades indígenas, trabajadores agrícolas emigrantes, jóvenes y jor-
naleros sin tierra. Está conformado por 148 organizaciones y 69 países 
(Vía Campesina, 2016).

Tabla 5.2 
Principios agroecológicos para el manejo sustentable de agroecosistemas

Diversificación vegetal y animal a nivel de especies o genética en tiempo y en espacio.

Reciclaje de nutrientes y materia orgánica, optimización de la disponibilidad de nutrientes y 
balances del flujo de nutrientes.

Provisión de condiciones edáficas óptimas para crecimiento de cultivos manejando materia 
orgánica y estimulando biología del suelo.

Minimización de pérdidas de suelo y agua manteniendo cobertura del suelo, controlando la 
erosión y manejando el microclima.

Minimización de pérdidas por insectos, patógenos y malezas mediante medidas preventivas y 
estímulo de fauna benéfica, antagonista, alelopatía.

Explotación de sinergias que emergen de interacciones plantas-planta, planta-animales y 
animales-animales, plantas-animales-campesino.

Diseño de sistemas agrarios complejos dentro de los territorios y agroecosistemas.

Conservación y preservación de los bienes naturales existentes en cada territorio. 

Fuente: adaptado de Altieri (2010) y Sánchez et al., 2013.

En este contexto, el mundo rural globalizado y nacional, en particular, se 
enfrenta a una verdadera confrontación entre modelos económicos, uno do-
minante basado en las agroexportaciones, las políticas neoliberales y el libre 
comercio, versus el de soberanía alimentaria. Según Rosset (2004), mientras el 
neoliberalismo “ve a los agricultores familiares como un anacronismo ineficien-
te que debería desaparecer”, el modelo de soberanía alimentaria “los ve como la 
base de las economías locales y del desarrollo económico nacional” (p. 2). 

El análisis del contexto agrario en el país visibiliza dos escenarios para el 
campo colombiano: el primero, materializado en los planes de desarrollo 2010-
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2014, 2014-2018, que han legitimado la organización burocrática institucional 
en torno al agro y el segundo, planteado desde una perspectiva sistémica, que 
tiene como hoja de ruta el Acuerdo 01/2012 firmado en La Habana. Las dife-
rencias entre lo acordado y la realidad institucional en que vivimos crean serias 
dudas, acerca del logro de objetivos para tener una paz duradera dentro de 
condiciones de “buen vivir” (Minagricultura, 2015).

Según Neef et al. (2010) la economía debe estar al servicio de las personas 
y no las personas al servicio de la economía. Esta frase compartida por distin-
tos ciudadanos y sustentada con argumentos académicos, económicos, socia-
les, políticos y ambientales, justifica el replanteamiento del modelo económico 
neoliberal dominante que genera crisis en diversos ámbitos y perfecciona los 
instrumentos de la desigualdad social, la brecha entre ricos y pobres, la pér-
dida de biodiversidad, la contaminación de ecosistemas y agroecosistemas, la 
aculturación mediante un proceso de globalización mal planteado dentro de la 
perspectiva del capitalismo que genera crisis económica-financiera, energética 
y ecológica: la variabilidad y el cambio climático, solo representan una dimen-
sión de la problemática. Estas crisis golpean con mayor fuerza a los sectores 
más vulnerables, como el sector rural. 

Solo a través del paradigma de soberanía es posible acercar los escenarios 
mencionados, reconocer el inmenso patrimonio natural y social que poseemos, 
implementar las alternativas planteadas en el Acuerdo 1/2012 y reconocer al 
sector agrario campesino como sujeto social que, a pesar de su exclusión siste-
mática de las políticas públicas y de los mecanismos formales del mercado, ha 
persistido gracias a su resiliencia socioecológica —basada en la diversidad de 
bienes genéticos, ecosistémicos y de prácticas culturales, dentro de una cultura 
de adaptación, de conservación y fomento de la biodiversidad—, clave utili-
zada para garantizar la seguridad y soberanía alimentaria, pues mantiene los 
genes que resisten las condiciones ambientales históricas de un territorio bien 
sean de temperatura, sequía o humedad, enfermedades y plagas, y protegen el 
suelo, el agua y el ambiente con visión de futuras generaciones (Vélez, 2015).

Un acercamiento integral a las ideas de soberanía alimentaria por dife-
rentes autores citados en este texto, se trata de recoger en la figura 5.1, en la 
cual se presenta el encuentro del sistema biológico planetario que constituye 
patrimonio natural finito, con el sistema sociocultural político y económico 
que se expresa en los sistemas de producción y, en la conjunción de ambos, se 
asegura la soberanía alimentaria, energética y tecnológica, al igual que la segu-
ridad alimentaria, sobre la base de la biodiversidad y conservación de bienes 
naturales (suelos, agua, plantas, oxígeno, animales y ambiente), al tiempo que 
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construye el futuro a las nuevas generaciones, y contribuye a la mitigación de 
la variabilidad y cambio climático actual. 

Enmarcados en una trayectoria histórica, cultural y territorial construida a 
nivel local, regional y nacional, emergen los sistemas productivos agrarios. Es-
tos componentes biológico-sociales crean un espacio de “buen vivir” al propor-
cionar condiciones de bienestar ecosistémico, en el cual se encuentra inmerso 
el ser humano.

Bajo este enfoque se puede comprender, entonces, el peso de las decisiones 
gubernamentales cuyas consecuencias se proyectan sobre lo local y alcanzan lo 
global en espacio y tiempo determinados. Es muy importante considerar estas 
redes cuyos hilos del entramado se han considerado y se siguen considerando 
con visión antropocéntrica, sin tener en cuenta que somos un componente más 
de la naturaleza y, por lo tanto, todo lo que hacemos en contra de ella obra 
también en contra nuestra. 

La interacción de estos dos componentes ecosistémicos —lo biológico 
y lo social— se manifiesta en la racionalidad campesina como un activo pa-
trimonial social, en la cual se combina al trabajo familiar agrario, el acervo de 
conocimientos ancestrales y los nuevos conocimientos en busca del mejora-
miento de sus condiciones de vida en el campo, sin que el lucro en sí mismo 
sea dominante, ya que reconoce que requiere de los bienes naturales y de la 
interacción comunitaria para su supervivencia. Por esto, el campesinado como 
sujeto de derechos y como sector social que aporta a la soberanía y seguridad 
alimentaria, la salud, nutrición y conservación ambiental requiere reconoci-
miento, reparación y apoyo, si queremos una nación con futuro.

Planeta sostenible

Soberanía alimentaria, energética y tecnológica
Seguridad alimentaria

Biodiversidad

Conservación de bienes naturales

Ad
ap

tac
ión al cambio y variabilidad climática

Sistemas de producción local
Sistemas de producción regional
Sistemas de producción nacional
Sistemas de producción global

Buen vivir
(ecosistémico

 y humano)

Figura 5.1 
Una interpretación del “buen vivir” basada en el paradigma de soberanía alimentaria.

Fuente: elaboración propia.
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Están construidas las alternativas ecológicas y técnico-productivas gene-
radas por las comunidades campesinas, indígenas, afrodescendientes, pescado-
res artesanales y pastoriles, acompañados por la ciencia con resultados exitosos. 
Se requiere entonces recogerlas, hacerlas parte de la institucionalidad y apro-
piarse de ellas, proceso en el cual la educación juega papel fundamental. 

La alternativa sociocultural y económica está sentada en la agroecología 
bajo las bases de identidad, pertenencia, sostenibilidad, diversidad y resiliencia 
de los agroecosistemas, que permiten ofrecer una variada diversidad de ali-
mentos y, por ende, una diversidad nutricional en la que predominan varieda-
des criollas, adaptadas agroclimáticamente a la región, variedades que poseen 
ventajas culinarias importantes en la gastronomía local y regional, y sabiduría 
milenaria basada en plantas medicinales.

Es necesario reconocer la soberanía alimentaria como base de desarrollo 
con visión de futuro, si queremos que permanezcan los saberes, sabores, colores 
y olores que caracterizan nuestro campo. Si realmente se quiere enfrentar el 
hambre local, regional y nacional; si queremos que los aportes alimentarios que 
hizo América al mundo no se queden solo en el diccionario como acervo semán-
tico: “papa, maíz, chocolate, aguacate, tomate, tabaco, piña, maní, yuca, especias 
(ají, guindilla, vainilla), pimientos, papaya, guayaba (Pizano, 2015), fríjol, zapote, 
agave, guanábana, chirimoya, arracacha, quinua, coca, sauce, yagé, animales y ár-
boles, bejucos, epífitas, entre otros, con diversos usos ecosistémicos y las prácticas 
culturales asociadas a su producción” (plantas originarias de América).

La soberanía alimentaria, además de garante de la seguridad alimentaria 
y de la biodiversidad, construye soberanía energética y tecnológica. Cuando, 
desde los aspectos de manejo agroecológico, se prescinde de la petroquímica 
como fuente de fertilizantes y agroquímicos destinados al control de plagas. Se 
trabaja con la energía almacenada proveniente de la biomasa residual inherente 
a los procesos productivos, y la usa para obtener nutrientes esenciales como N, 
P, K, elementos menores para control de plagas bajo principios como la trofo-
biosis5, el uso para generar energía doméstica con diferentes fines, entre otros. 
La soberanía trasciende lo alimentario y se traslada a los planos de soberanía 
energética, tan necesaria globalmente, y a la tecnología, puesto que la inno-
vación caracteriza el saber y el conocimiento local; es necesario reconocerla y 
visibilizarla a nivel regional y nacional, y generar alternativas propias, desde lo 
local con incidencia global. 

5 Trofobiosis: un mayor o menor ataque a las plantas por los insectos y enfermedades, depende de su 
estado nutricional, según Chaboussou (Restrepo, 1994).
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Desde la perspectiva socioambiental, el documento “Consideraciones am-
bientales para la construcción de una paz territorial estable, duradera y sos-
tenible en Colombia” (Naciones Unidas Colombia, 2014), como ejemplo de 
alternativas viables plantean

considerar el patrimonio natural y específicamente la innovación en el aprove-
chamiento de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos como una alterna-
tiva para diversificar la producción rural, dinamizar la economía, y ofrecer un 
horizonte amplio de posibilidades para fortalecer las culturas locales, validar los 
conocimientos propios, los procesos asociativos locales y mejorar los espacios de 
convivencia, entre otros (p. 12). 
La Reforma Rural Integral debe considerar las características del suelo para la 
asignación de tierras a víctimas del conflicto, colonos, excombatientes y organi-
zaciones de las comunidades, y no puede basarse en la sustracción de zonas de 
Reserva Forestal. Zonas con vocación forestal deben protegerse y evitar su trans-
formación hacia finalidades productivas insostenibles e ineficientes debido a sus 
condiciones biofísicas. En esas zonas, hay que innovar con actividades apropiadas 
a la vocación forestal, y con novedosos acuerdos para el manejo del territorio, 
incluida la posibilidad de asignación de tierras a Juntas de Acción Comunal u 
otro tipo de organizaciones que puedan ser adjudicatarias o receptoras para ad-
ministrar áreas boscosas cuyo propósito sea mantener el bosque y sus servicios 
ambientales haciendo uso sostenible de los mismos (p. 16). 

Desde la esfera política, diferentes instituciones han dado un recono-
cimiento al campesinado colombiano por los diversos aportes que hace. Por 
ejemplo, la FAO (2014) manifiesta que, a pesar de la concentración excesiva de 
la tierra, la agricultura familiar —que abarca la campesina, indígena, afroco-
lombiana, urbana, periurbana y neorural— aporta a la producción del sector 
agrario, alrededor del 40 % y cerca del 60 % a la generación de empleo en el 
sector (FAO-AIAF, 2014). 

¿Qué se requiere entonces para avanzar en los cambios que busca la RRI? 
Avanzar en un nuevo paradigma. Desde la agroecología, se propone sobera-
nía alimentaria y se basa en la necesidad de construir políticas públicas que 
la refrenden y apoyen con acciones dirigidas al buen vivir (figura 1), cambios 
drásticos en el sector educativo en los cuales se supere el enfoque de rentabi-
lidad y se oriente a la formación de individuos conscientes de ser parte de la 
naturaleza finita (El Heraldo, 2015), replanteamientos políticos y socioeconó-
micos en los cuales se incluya el reconocimiento al sector rural, a la agricultura 
familiar campesina. El año internacional de la Agricultura Familiar Campe-
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sina fue lanzado por la FAO en el 2014, sin embargo, es difícil visibilizar qué se 
logró con esta celebración. Igualmente, en el 2015 se lanzó el año internacional 
del suelo y en 2016, el de las legumbres, sin cambios ostensibles. Fuera del 
aspecto formal, los logros de estos eventos se desconocen como estimuladores 
de componentes básicos de seguridad alimentaria y, con mayor razón, de so-
beranía alimentaria. 

Una paz duradera en las condiciones sociales, económicas, políticas y 
ambientales actuales solo será posible en la medida que se mantengan los 
vínculos entre naturaleza, producción y cultura. Toledo señala “el reloj de la 
sustentabilidad” como un eje de doce principios que fusionan lo social y lo 
biológico: 

Economía solidaria, prácticas ecológicamente correctas, democracia participati-
va; el papel de las asambleas, una educación que rescate los valores y las culturas 
originarias, entrada a comercios alternativos (ecológicos, justos, orgánicos); crea-
ción de bancos populares y cooperativas de ahorro, aspectos de comunicación y 
uso de otras alternativas que se vuelven cada día más baratas (2016).

que apuntan a tecnologías viables de ahorro energético en ciudad y campo, 
a la producción de alimentos sanos (frescos y procesados), que se reconozca la 
cooperación y la comunidad como principios que permiten avanzar antes que 
la competencia salvaje. Los ejemplos prácticos de estos principios abundan en 
el mundo y a nivel local. La propuesta consiste en visibilizarlos e implemen-
tarlos como política gubernamental dentro de esta oportunidad de convivencia 
en paz. 
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El abordaje territorial en el posacuerdo, del enfoque  

monofuncional a la transición multifuncional del territorio: 

aportes investigativos a partir del laboratorio  

de paz y desarrollo en Montes de María, Colombia

Álvaro Rivas Guzmán*

Introducción

La geografía es la disciplina que más ha abordado el territorio en la relación 
espacialidad humana y territorio-zona, influenciado notablemente por los 
aportes de la geografía clásica de Friedrich Ratzel, a principios del siglo XX. 
El territorio queda definido como el eslabón indisociable que hay entre la di-
mensión natural, física y política del espacio; es la base de la disponibilidad de 
recursos para la reproducción de las sociedades humanas y debe ser abordado 
de manera multidisciplinar. Mientras el geógrafo tiende a hacer énfasis en la 
materialidad del territorio, en sus múltiples dimensiones (incluso la interac-
ción socioambiental), la ciencia política pone acento en su construcción a par-
tir de relaciones de poder, vinculadas a la concepción de Estado. De otro lado, 
la economía prefiere la noción de espacio a la de territorio, se concibe como 
factor local o como base para la producción (fuerza productiva); la antropolo-
gía destaca la dimensión simbólica en su interacción con los actores locales y la 
sociología lo enfoca en las relaciones sociales (Haesbaert, 2011). 

Respecto al reto que presenta Colombia en la planeación y gestión del 
territorio rural frente al posacuerdo, es preciso contribuir conceptualmente 
como universidad en el debate, pues en la actualidad es utilizado comúnmente 
el concepto de desarrollo territorial rural —o con la acepción actual, desarrollo 
rural con enfoque territorial—; se requiere, entonces, profundizar sus diferen-
tes trayectorias conceptuales, para no cometer errores y seguir construyendo 
políticas públicas sin ningún rigor, y evitar el continuum de hacer lo mismo con 
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nuevas palabras. La realidad actual del territorio rural colombiano presenta 
entre otras los siguientes problemas: i. No considerar en la planeación y gestión 
los bienes comunes de la naturaleza (el paisaje rural, agua, suelo, biodiversi-
dad); ii. Exclusión de los actores locales como sujetos para la creación de polí-
ticas públicas territoriales y diferenciadas; y iii. La falta de claridad de quienes 
toman decisiones en lo referente a las escalas difusas, yuxtapuestas de interface 
del territorio en la modernidad tardía, lo que impide una mejor caracterización 
del mismo y, por consiguiente, impide diseñar estrategias oportunas, eficaces 
y de impacto.

El presente capítulo tiene como objetivos: i. Contribuir conceptualmente 
en la transición del enfoque monofuncional al de las funciones múltiples del 
territorio (cuidado de la naturaleza, sistemas de conocimientos arraigados en 
la cultura, fortalecimiento del tejido sociotécnico) para ampliar el debate en 
la gestión del desarrollo rural territorial; ii. Revalorar a los actores locales del 
territorio para que contribuyan a partir de sus problemas con estrategias mul-
tifuncionales de desarrollo territorial frente al posacuerdo; y iii. Visibilizar la 
experiencia ganada en la línea de investigación Transición Multifuncional del 
Territorio del posgrado en Ciencias Agrarias de la Universidad Nacional, sede 
Bogotá, en la ecorregión de Montes de María, ya que, a partir de los aciertos 
y desaciertos de este laboratorio de paz y desarrollo, se puede contribuir a las 
nuevas estrategias de paz territorial. 

El abordaje territorial del desarrollo rural

La noción del territorio rural emerge a finales del siglo XX como un nuevo 
referente para la actuación del Estado y la regulación de políticas públicas, 
dada la ineficacia de sus acciones frente a los diversos problemas de pobreza, 
inseguridad alimentaria, deterioro del paisaje, ausencia de la gestión del riesgo, 
desempleo y violencia; se requiere la descentralización de la institucionalidad 
relacionada con el mundo rural y tienen más presencia y protagonismo los 
actores de la sociedad civil, entre ellos algunas ONG y organizaciones sociales 
locales. El abordaje territorial surge en contraposición a la dinámica sectorial 
de las ramas económicas (agricultura, industria, comercio, servicios, etc.), pues 
la visión desarrollista hizo énfasis únicamente en aspectos sectoriales de la 
producción agropecuaria. Romper con esa visión sectorial implica considerar 
otros aspectos como los servicios ecológicos, culturales, entre otros. Hay que 
fortalecer la interacción recíproca entre los mundos de vidas rurales y urbanas, 
para considerar su complementariedad. La noción de territorio en la actuali-
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dad es una yuxtaposición de diferentes espacios, tiempos y símbolos y, en este 
sentido, el mundo rural converge en lo urbano y viceversa. Como resultado 
surge la diversidad y heterogeneidad socioambiental y económica de los terri-
torios (Schneider, 2004). 

Acerca de la definición del desarrollo rural

El desarrollo rural es el conjunto de acciones, prácticas y disposiciones que in-
tentan mejorar la calidad de vida de los mundos de vidas rurales con problemas 
económicos, de salud, educativos, de infraestructura, culturales y que incre-
mentan las posibilidades de garantizar su reproducción social. Es el agricultor-
campesino integrado en su red sociotécnica quien juega un rol importante y 
estratégico en este proceso; se entiende al campesinado como sujeto autóno-
mo, que domina técnicas, toma decisiones, controla y gestiona procesos, decide 
sobre su modo de vivir —su identidad cultural— y trabaja en el marco de un 
entorno hostil generado por la sociedad capitalista. El desarrollo rural desde 
un enfoque multifuncional amplía el horizonte para gestionar aspectos socio-
culturales y aspectos ecológicos del paisaje rural (Ellis, 2000; Van der Ploeg, 
2008, 2011; Toledo y Barrera-Bassols, 2014; González y Toledo, 2011).

En Colombia, la estrategia de Desarrollo Rural Integrado fue, al parecer, 
el programa estatal más consolidado para el proceso de transformación de la 
agricultura campesina a la agricultura productivista, pues progresivamente se 
cambió la denominación del campesinado por la de productor agrícola, peque-
ño productor, se sustituyó el principal problema histórico del campesinado en 
Colombia, el acceso a la tierra, y se propuso la adopción de tecnologías e in-
novaciones propias de la revolución verde (insumos agrícolas, mecanización, 
semillas mejoradas, distritos de riego, créditos). Ese modelo transformó las 
sociedades rurales tradicionales en sociedades orientadas al mercado, y espe-
cializó la agricultura moderna en unos cuantos cultivos y en la crianza, ma-
terias primas para la industria agroalimentaria, lo cual proyecta una imagen 
del campesinado como subcultura frente a la imagen de productor moderno 
(Roger, 1966, 1989). Lo anterior condujo a invisibilizar las lógicas, las raciona-
lidades y las tradiciones del campesinado en aras de una modernidad técnico-
instrumental apropiada únicamente para quien tuvo acceso a recursos, a la 
agricultura empresarial y, en su fase globalizadora, a la agricultura capitalista 
(Forero, 1990; Molano, 2013; Van der Ploeg, 2011; Sevilla, 2000). 
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El enfoque monofuncional del desarrollo rural

Las estrategias de desarrollo rural instrumentalizadas desde el siglo XX, se 
denominaron: i. Desarrollo comunitario (1950-1965), ii. Desarrollo rural inte-
gral (1970-1990), y iii. Desarrollo rural sostenible (1995…), las cuales se inscri-
bieron en la racionalidad modernizadora agraria, inscritas en el marco de las 
siguientes etapas económicas rostownianas: a) La sociedad tradicional, b) Las 
condiciones previas para el despegue; c) El despegue, d) Impulso a la madurez, 
y e) Aumento de las masas para el consumo. La transición de una etapa a la 
otra requiere “sectores locomotora” que generan el crecimiento económico; la 
tecnología con un rol fundamental y el capital, constituido básicamente por 
la tierra y los recursos naturales, así como de los conocimientos científico-
técnicos y organizativos (Rostow, 1967). 

Como propuestas “innovadoras” para el desarrollo rural sigue persistien-
do la lógica monofuncional productivista para el crecimiento; la moderniza-
ción agraria desde la década de los cincuenta pretende la occidentalización 
del mundo rural (tradicional) a lo moderno (urbano-industrial) y los teóricos 
de la comunicación a través de la difusión de innovaciones redefinieron, en 
última instancia, los cambios políticos, sociales y técnicos de las sociedades 
rurales (Solé, 1976; Roger, 1966, 1989; Sevilla 2000, 2006). Las sociedades tra-
dicionales inscritas en la cultura campesina debían ser modernizadas, y crear 
todo un ideario desde el saber de la modernización agraria y comunicativa 
que redefiniera y conceptualizara desde su lógica las sociedades tradicionales 
campesinas como una subcultura caracterizada así: desconfiados, hostiles a la 
autoridad gubernamental, familísticos y falta de espíritu innovador, fatalistas, 
poco imaginativos, no ahorradores, impuntuales y localistas que tienen una 
visión limitada del mundo (Roger, 1966, 1989). 

Esta visión de la subcultura campesina ha permeado y dominado las estra-
tegias de desarrollo rural, tanto en las disciplinas de la sociología rural, como  
en las facultades de ciencias agropecuarias (Sevilla, 2006), solo hasta la década 
de los 80, investigadores heterodoxos rompen con este esquema hegemónico y 
redimensionan el complejo mundo rural y la cultura campesina (Hernández, 
1988; Toledo y Barrera-Bassols, 2014; Chambers y Ghildyal, 1991; Rhoades y 
Bothth, 1982).

La modernización agrícola centró la monofuncionalidad productivista, la 
revolución verde y la biorevolución genética como estrategias operativas de de-
sarrollo, ya que no logró responder a los nuevos problemas y transformaciones 
que requiere el campo, entre ellas:
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1. El hambre y desnutrición rural por falta de autonomía alimentaria en 
las comunidades locales. 

2. La urgente necesidad de definir un nuevo modelo agrícola que revalo-
rice la sinergia entre actividades agrícolas y no agrícolas (pluriactividad) 
de los ecosistemas locales y regionales.

3. Redefinición de las relaciones entre individuos, familias y sus identi-
dades donde los centros urbanos combinan actividades multiocupa-
cionales para la pluriactividad. 

4. Una redefinición de la comunidad rural y las relaciones entre actores 
locales (raizales, agricultores, neorurales, ONG, empresas, etc.) 

5. La necesidad de concebir un desarrollo rural territorial que genere 
políticas públicas y arreglos institucionales no solamente centrados en 
la producción agrícola, sino en las funciones ecosistémicas y sociocul-
turales. 

6. Considerar aspectos de la sustentabilidad ambiental del paisaje rural 
(agua, suelos, biodiversidad) (Schneider, 2009; Van der Ploeg, 2008; 
Rivas, 2014; Woods, 2012; Azevedo, 2015). 

La reestructuración del capitalismo en su fase globalizadora consolida un 
mercado mundial y genera un proceso combinado de distanciamiento y com-
prensión en la relación espacio-tiempo. Esto genera como consecuencia una 
división internacional y territorial del trabajo que altera las formas organiza-
cionales de las corporaciones y de los procesos de producción y circulación de 
las mercancías a escala global, lo que causa, por consiguiente, impactos en las 
áreas rurales, las vuelve cada vez más abiertas e interconectadas con las nuevas 
dinámicas tecnologías mercantiles y político-institucionales del capitalismo 
contemporáneo; se propicia una dependencia de lo rural en relación a fuer-
zas externas y una notable heterogeneidad socioespacial (Marsden y Sonnino, 
2008; Schneider, 2004; Haesbaert, 2011). 

La transición multifuncional del territorio

Para contribuir a la sostenibilidad del desarrollo rural en el territorio desde sus 
múltiples funciones es necesario distinguir los mecanismos y competencias 
relacionados con las diferentes escalas temporales o espaciales en el territorio 
para caracterizar estructura, función y cambio del territorio (vecindario, sub-
cuenca, cuenca, región) (Hesperger, 2006). Todas las interacciones biofísicas, 
socioeconómicas y culturales del desarrollo rural donde se combinan el uso de 
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recursos y las destrezas sociotécnicas de los grupos humanos que aprehenden 
un espacio determinado con actividades socioeconómicas, uso del suelo, y que 
fortalecen las sinergias entre las diferentes escalas (micro o macro) son el fac-
tor clave para desarrollar e investigar la multifuncionalidad con profundidad y 
rigurosidad (Renting et al., 2009; Holmes, 2006; Rivas, 2014; Azevedo, 2015).

La planeación del territorio desde la lógica institucional del Estado se 
plantea como un proceso vinculado a la globalización con mayor énfasis a prin-
cipios del siglo XXI, debido a las nuevas dinámicas económicas y productivas 
que dependen de decisiones e iniciativas tomadas y vinculadas en función del 
territorio, y como una nueva unidad de referencia para la actuación de políticas 
públicas, debido a su pésima respuesta para solucionar problemas de pobreza, 
desempleo y violencia (Schneider, 2004; Echeverry et al., 2011). En este mismo 
periodo gana visibilidad la descentralización de políticas públicas, la participación 
de actores de sociedad civil, y la redefinición del papel de las instituciones. 

Se puede afirmar que hay tres factores fundamentales que contribuyeron 
al surgimiento del enfoque territorial: 1. El agotamiento conceptual y práctico 
del abordaje regional para planificar políticas públicas y actores locales relacio-
nados con el desarrollo rural; 2. La limitación del enfoque desarrollista cen-
trado en lo económico-productivo únicamente; 3. El agotamiento conceptual, 
metodológico y práctico para abordar la sustentabilidad ambiental para el de-
sarrollo (Schneider, 2004, 2009). 

Este enfoque supone una nueva visión para abordar la intervención pú-
blica, basado en la corrección de fallas de mercado, en la provisión de bie-
nes públicos, los cuales se tratan de externalidades positivas generadas por la 
agricultura mediante procesos de producción conjunta (Atance, Bardaji y Tio, 
2001). Los debates relacionados con la multifuncionalidad del territorio al igual 
que las funciones múltiples de la agricultura llevan consigo el cuestionamiento 
del modelo de desarrollo agrícola productivista; en aspectos técnicos, modos de 
intervención en el territorio, calidad y seguridad alimentaria, efectos en la sa-
lud, el papel de la intervención pública comunitaria, etc. (Renting et al., 2009; 
van der Ploeg, 2011; Rivas y Quintero, 2014). 

En el enfoque multifuncional, el territorio no tiene funciones para la pro-
ducción primaria únicamente, sino funciones más amplias que garantizan la 
seguridad, autonomía y calidad alimentaria, protección ambiental, conserva-
ción de biodiversidad y, a su vez, contribuye a la cohesión socioeconómica y 
preservación del paisaje (Labarthe, 2009; Holmes, 2006). La “Transición Rural 
Multifuncional” (TRMF) atribuye mayor valor al diagnóstico siempre y cuando 
se extienda para abarcar modos de uso de los recursos existentes en la rura-
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lidad, y deje de restringirlo al examen de un solo propósito productivo en la 
agricultura. El concepto TRMF atribuye la hibridación de valores, los propó-
sitos y modos de uso, realizados por las redes de actores en las sociedades de 
la modernidad tardía, a la emergencia de la heterogeneidad espacial y de la 
multiplicación de funciones en hogares rurales, fincas, localidades, comarcas, 
microcuencas o regiones. Los actores ejercitan la mixtura al reevaluar, reasignar 
y reusar los recursos al enfrentar o asociarse con las fuerzas propulsoras (Hol-
mes, 2006; Long, 2007; Rivas y Quintero, 2014)

El principal cuestionamiento a la agricultura industrial a nivel local es la 
insostenibilidad ambiental, la cual genera daños como la “desertización” de los 
campos; la contaminación de la capa freática; las crisis sanitarias y alimentarias: 
vacas locas, pollos con dioxina y los residuos químicos; y la exclusión de cam-
pesinos (Lovelock, 2007; Pimentel, Dazhong y Giampietro, 1990; Rivas, 2004).

La experiencia de la Política Común Europea relacionada con la mul-
tifuncionalidad de su agricultura se describe en tres escenarios: i. Arreglos 
institucionales, ii. Marcos analíticos agroalimentarios y iii. Desarrollo rural. 
Por tanto, la multifuncionalidad puede ser considerada, en primer lugar, como 
restringida a la pluriactividad dentro de un modelo agroindustrial; en segundo 
lugar, como el resultado de la pérdida de centralidad del paradigma produc-
tivista, por lo cual se sitúa como posproductivista para que la tierra —léase 
antropobioma— cumpla otras funciones; y, en tercer lugar, como parte de un 
paradigma de desarrollo rural sustentable donde la producción agrícola está 
íntimamente relacionada con la salud y el bienestar humano de zonas rurales, 
para que lo económico sea un medio y no un fin en sí mismo. La fuerza central 
de la función múltiple del territorio -FMT- en el neotrópico está en la protección 
ambiental, la salud de las fincas y el bienestar de las comunidades rurales con-
tribuyendo al paradigma del desarrollo rural sustentable (Marsden y Sonnino, 
2008; Morgan et al., 2010; Holmes, 2006; Molano, 2013; Wilson, 2009; Rivas 
y Quintero, 2014). 

El abordaje territorial del desarrollo rural en América Latina y Colombia

El abordaje territorial en Colombia ha ganado gran interés en los últimos 
años, especialmente en quienes planifican, formulan y toman decisiones en 
políticas públicas. El IICA parte de un análisis dinámico, considera los aspectos 
económicos, sociales, ambientales y políticos institucionales; pretende reducir 
la pobreza, mejorar el bienestar rural, potenciar su contribución a la sociedad, 
y fomentar la equidad social frente a las asimetrías del ingreso, la inseguridad 
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alimentaria y la promoción de aspectos sostenibles de los recursos naturales. 
La noción del desarrollo territorial es usada con más frecuencia y sustituye 
la noción de desarrollo regional, ya que permite una referencia simultánea a 
los diversos recortes espaciales adoptados por las instancias de gobierno y de 
representación social; comprende la articulación de varios objetivos, recursos 
y procesos materiales e inmateriales, así como la cooperación entre actores 
sociales y gestores públicos, adoptando una perspectiva multisectorial para dar 
cuenta de la complejidad del desarrollo sustentable como uno de los objeti-
vos compartidos entre la nación y sus organizaciones territoriales (Echeverry, 
2003).

De esta manera, los principales enunciados por considerar en el enfoque 
territorial desde trayectorias institucionales del Estado en América Latina son: 
a) El territorio propiamente dicho; b) Desarrollo territorial; c) Ordenamiento 
territorial; d) Gestión del desarrollo territorial; e) Políticas públicas territoriales; 
y f ) Enfoque territorial en políticas públicas. El territorio es entendido como 
esa unidad biunívoca entre el mundo rural y urbano (Echeverry et al., 2011). 

Schejtman y Berdegué (2003) en un intento por operacionalizar y darle un 
el estatus instrumental al territorio rural, realizan un trabajo pionero, acuñan el 
concepto desarrollo territorial rural -DTR- como un proceso de transformación 
productivo e institucional en un espacio determinado, con el fin de reducir la 
pobreza. Proponen considerar los siguientes siete criterios: 

i. La competitividad determinada por la amplia difusión del progreso 
técnico y del conocimiento, es una condición necesaria de sobreviven-
cia de las unidades productivas.

ii. La innovación tecnológica es una determinante crítica del mejoramien-
to de los ingresos de la población pobre rural. 

iii. La competitividad es un fenómeno sistémico, es decir, no es un atributo 
de empresas donde influyen y deben considerarse los sistemas educa-
tivos, de investigación y desarrollo, de información, de financiamiento, 
junto a una gama de proveedores de servicios e insumos. 

iv. La demanda externa al territorio es el motor de las transformaciones 
productivas y, por tanto, es esencial para los incrementos de la produc-
tividad y del ingreso. 

v. Los vínculos urbano-rurales son esenciales para el desarrollo de las acti-
vidades agrícolas y no agrícolas en el interior del territorio y determi-
nan la viabilidad de ciertos emprendimientos gracias a las condiciones 
de acceso a insumos, conocimientos, redes y relaciones, que son exter-
nos al mundo rural. 
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vi. El desarrollo institucional como condición decisiva para la existencia 
y funcionamiento de redes locales o externas de relaciones sociales 
de reciprocidad, basadas en la confianza; los elementos culturales y la 
identidad territorial.

vii. El territorio no es un espacio físico “objetivamente existente”, sino 
una construcción social, es decir, un conjunto de relaciones sociales que 
dan origen y a la vez expresan una identidad y un sentido de propósi-
tos compartidos por múltiples agentes públicos y privados.

Los planteamientos anteriores han logrado permear la institucionalidad y 
promover políticas públicas latinoamericanas como en México, Chile, Ecuador 
y ahora Colombia, para la ejecución de programas y proyectos que buscan pro-
ducir transformaciones productivas e institucionales simultáneamente, ampliar 
el concepto de lo rural más allá de la agricultura y valorizar la heterogeneidad 
de los territorios, así como su capacidad endógena de desarrollar capacidades 
e iniciativas asentadas en su identidad socialmente legitimada. Estos autores 
proponen que hay que conformar una nueva arquitectura institucional en la 
que el Estado y la sociedad civil deben actuar de manera complementaria y 
este es el cuello de botella frente a la concepción vertical de las relaciones de 
poder imperante en los territorios rurales, debido a la tradición asistencialista y 
clientelista de la forma de intervenir el Estado, tema crucial para superar, pues 
hay que fortalecer programas de desarrollo territorial con enfoque de derechos 
y autonomía de la ciudadanía rural como sujeto (Schneider, 2004; Schejtman 
y Berdegué, 2003). 

El enfoque del DTR sintetiza y formaliza un consenso construido en los 
organismos multilaterales, en torno al protagonismo que deben tener los es-
pacios locales mediante una visión más articulada de la sociedad rural a través 
del territorio, pero este enfoque no es capaz de comprender —porque tampoco 
se lo propone— las tendencias profundas que se derivan del proceso de rees-
tructuración del capitalismo, expresado en un nuevo patrón de acumulación, 
mediante la integración de capitales y el despojo. Se presenta una lógica con-
tradictoria en el discurso del DTR en temas como la descentralización, la hete-
rogeneidad del espacio rural, la planificación estratégica local, la participación 
social, la construcción de ciudadanía; actualmente, hay una fuerte presión de 
empresas nacionales o extranjeras sobre los territorios y comunidades agrarias 
susceptibles de nuevos usos del suelo de alta valorización para el desarrollo in-
mobiliario, proyectos mineros o agroenergéticos, forestales o agroindustriales 
(Ramírez, 2014; González, 2015). 
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Podríamos estar frente al cambio de una nueva narrativa discursiva, pero 
¿con los mismos contenidos de las propuestas desarrollistas monofuncionales? 
Es aquí donde la universidad con sus aportes investigativos y la sociedad civil 
con actores locales deben marcar diferencias, si realmente se quieren plantea-
mientos más heterodoxos para un desarrollo territorial rural endógeno para el 
bienestar de los actores locales, que incluyan la agricultura familiar campesina.

Como se menciona en capítulos anteriores, los acuerdos logrados en La 
Habana entre el Gobierno y la guerrilla, Hacia un nuevo campo colombiano: Re-
forma Rural Integral, plantean un programa y planes de desarrollo con enfoque 
territorial (PDET) (numeral 2). ¿Cuál será entonces el enfoque que se priorizará, 
el monofuncional o el multifuncional? Es aquí donde este debate conceptual 
podría ser enriquecedor.

Esta complejidad pone de relieve que el desarrollo rural territorial no es 
“agregar cosas nuevas” a situaciones antiguas. No se concibe el DRET como 
resultado de las leyes de la economía política, la lógica de la mercantilización 
y los patrones de acumulación de capital, únicamente dirigidas por el Estado, 
sino como resultado de métodos de interfaz en el espacio, el tiempo y las sim-
bologías de las circunstancias de territorios particulares con consideraciones 
socioambientales y desde una perspectiva multiterritorial (figura 6.1). Se trata 
de un proyecto ético-político que se fortalece por la acción e inclusión de los 
actores sociales y organizaciones involucradas, y la sociedad en general (Van 
der Ploeg, 2008, 2011; Schneider, 2004).

Territorio

Espacio 
material

Haerbert

Escobar A. 
y Fals borda

Multiterritorialidad
Multifuncionalidad

Geografía → aspectos biofísicos →
relación sociedad naturaleza
economía → localidad para 
la producción
política → relaciones de poder
vinculadas al estado

Espacio 
integrador

Espacio 
simbólico

Dimensión relacional o cultural

Hibridación entre sociedad
naturaleza
política-economía y cultura

Observaciones Autores

Figura 6.1 
Mirada sistémica del territorio y sus múltiples funciones del territorio zona al territorio Red.

Fuente: elaboración propia.
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Problemas en la planeación y gestión del territorio rural colombiano

Los instrumentos de política y planificación del desarrollo rural territorial, 
desde el plan de desarrollo nacional, planes departamentales y planes muni-
cipales, difícilmente abordan aspectos ecosistémicos y socioambientales, o de 
gestión del riesgo; a continuación, se profundizará esta problemática a escala 
del municipio.

Ecosistémicos. A pesar de las definiciones exhaustivas del territorio en los 
planes de desarrollo municipales, esta noción sigue siendo abstracta para quie-
nes hacen las políticas, puesto que no consideran los daños a bienes comunes 
del paisaje rural (tierra, suelo, cuencas, biodiversidad) en su gestión; de igual 
forma, no contemplan el conjunto de actores sociales claves en la gestión terri-
torial ya que viven, recrean y lo conforman -el territorio- ante el agotamiento 
y expoliación de los ecosistemas, cuencas, nacimientos de agua, páramos, bio-
diversidad, suelo, reservas forestales. Son los actores locales quienes pueden 
contribuir notablemente al cuidado (Conway y Pretty, 1991; PNUD, 2011; IDEAM, 
2015; Pimentel et al., 1990).

Resulta paradójico que el Estado, habiendo adoptado la decisión de con-
tar con grandes extensiones de reserva forestal y de uso colectivo, no posea 
suficientes instrumentos de políticas e instituciones capaces de regularlas, de 
orientar el uso de algunos recursos (bienes naturales) y de evitar que la explota-
ción del subsuelo destruya el medio ambiente, y que se irrespeten los derechos 
de las comunidades; o que se presten para actividades ilegales y estimulen la 
avidez de renta por actores nacionales y extranjeros. Sigue siendo válida la ase-
veración de que Colombia tiene más territorio que Estado (PNUD, 2011). 

Las actividades primarias tales como la agricultura, la ganadería, la sil-
vicultura y la minería, que más impactos negativos tienen en el paisaje rural, 
están inmersas en la lógica monofuncional extractivista. 

La agricultura y la ganadería con el aumento progresivo de su frontera han 
alterado ecosistemas estratégicos para el almacenaje y protección del agua, lo 
cual deja una huella hídrica muy alta, así como un deterioro de la biodiversidad 
y contaminación química. La producción de biocombustibles a partir de plan-
taciones como la caña de azúcar o la palma de aceite en ecosistemas frágiles 
como la altillanura, ha ocasionado graves daños ecológicos. En el 2009 la caña 
de azúcar ocupaba cerca de 193.423 hectáreas y el 95,4 % de esta se produjo en 
los ingenios del Valle del Cauca. En cuanto a la palma, se contaba en 2009 con 
más de 360.537 hectáreas sembradas y distribuidas por regiones, el 37,6 % en la 
región oriental, 30,5 % en la zona norte; 27,7 % en la zona central y 4 % en la 
occidental (PNUD, 2011). La tierra apta para actividades ganaderas y silvopasto-
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riles asciende a 21,1 millones de hectáreas, en la actualidad hay más de 40 mi-
llones que están dedicadas a potreros para la ganadería extensiva, sosteniendo 
alrededor de 30 millones de cabezas de ganado, lo que sugiere liberar más de 20 
millones de hectáreas, aunque se puedan dedicar a otras actividades agrofores-
tales que protejan los ecosistemas o generen otros servicios ambientales para 
protección del agua, obtención de maderables o fomento de la biodiversidad 
(PNUD, 2011).

El uso del suelo en los territorios rurales ha carecido de un ordenamiento 
apropiado independiente de la escala (municipal, microcuenca, ecorregión, na-
cional), sin una aplicación efectiva y con criterio ecosistémico, ya que los pla-
nes de desarrollo municipales carecen de consideraciones socioambientales y 
priorizan la visión extractivista y monoproductivista de los recursos naturales; 
presentan, en consecuencia, una precariedad en las tarifas del impuesto predial, 
fuertes asimetrías políticas alrededor de la tierra con criterios especulativos y 
no de inversión, una estructura de tenencia de la tierra bimodal, falta de control 
del medio ambiente y el cuidado de los recursos y bienes comunes del paisaje 
(tabla 6.1) (PNUD, 2011; Rivas y Avendaño, 2010; DNP, 2015).

Débil planeación y de gestión del riesgo. La ausencia de una cultura de plani-
ficación apropiada y la carencia de metodologías e instrumentos para llevarlas 
a cabo en los municipios aumentan el riesgo de desastres. El carácter antrópico 
para el deterioro del paisaje rural implica la creación de competencias para ges-
tionar el riesgo en prevención, adaptación, adopción y restauración del territo-
rio, pero debe partir de la planeación de sus actores —institucionales o sujetos 
comprometidos con su entorno—. Los actuales riesgos percibidos desde el 
municipio colombiano son: deslizamientos, inundaciones, sequias, el impacto 
de la variabilidad y el cambio climático global repercutiendo de manera abrup-
ta en la inseguridad alimentaria, deterioro del tejido social, enfermedades tro-
picales por el pésimo saneamiento básico (gastroenteritis, chikungunya, zika, 
etc.), lo cual hace más vulnerables a sus pobladores y resulta más costoso a lar-
go plazo, debido a la generación de desastres, epidemias o sequias (PNUD, 2011).
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Tabla 6.1 
Problemas ecosistémicos del territorio colombiano en el municipio

Problemas Manifestación Fuente

No hay cultura de la 
gestión del riesgo 

Planes de ordenamiento municipales sin 
consideraciones técnicas de la gestión del riesgo.
Aumento de desastres, inundaciones, deslizamientos, 
inseguridad alimentaria.

Rivas (2010a)

Pérdida de las fuentes 
de agua por sistemas 
de producción 
extractivos (grandes 
monocultivos, 
minería, etc.)

Sequía. Déficit de sistemas de acueducto rurales, poco 
saneamiento básico.
Contaminación química y biológica de fuentes de 
agua.
Alta huella hídrica por la agricultura.

IDEAM, 
(2015);
Rivas (2010a)

Alta erosión en suelos 
de ladera

Infertilidad de suelos, procesos de desertificación: 
68 % de UAF se encuentran en la ladera.
4573.770 km2, 40 % del territorio en Colombia tiene 
problemas de erosión, compactación, contaminación, 
salinización.

Azevedo, 
(2015);
Rivas (2004);
Machado 
(2002)

Destrucción de la 
agrobiodiversidad

Desabastecimiento alimentario. 
Inseguridad alimentaria.

Reina (2015)

Agricultura 
insostenible 
(monofuncional 
productivista)

Dependiente de insumos, altos costos de producción, 
contaminadora del agua, suelos, biodiversidad.
Ganadería extensiva.
Contaminación química.

Azevedo 
(2015)

Gestionar el riesgo en el territorio es condición sine qua non para el abor-
daje territorial del desarrollo en el posacuerdo, para lo cual hay que conside-
rar las múltiples funciones (socioculturales, ecosistémicas y productivas) del 
antropobioma. Se requieren arreglos, transacciones y acciones institucionales 
de los diferentes actores locales que tienen la capacidad de atender las necesi-
dades de desarrollo para que garanticen gobernabilidad de las intervenciones 
a través de políticas públicas locales y diferenciadas, y promuevan la corres-
pondencia de la responsabilidad de cada nivel territorial (local, regional, na-
cional, etc.) según la problemática. Además, que movilicen las organizaciones 
sociales, actores en estrategias de corresponsabilidad y cogestión pública o 
privada, basada en negociación del conflicto y acuerdos, pactos y compromisos 
a partir de problemas de carácter social para la construcción de territorios de 
paz (tabla 6.2) (Echeverry et al., 2011; Dourojeaunni, 2000; Reyes, 2015). 
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Tabla 6.2 
Problemas sociales y de planificación del territorio colombiano en el municipio

Problemas Manifestación Fuente

Organizaciones 
sociales débiles 
y sometidas a 
tradición asistencial o 
clientelista

Desorganización y clientelismos en Juntas de 
Acción Comunal. 
Procesos organizativos en función de proyectos 
productivos, clientelistas.

Reyes (2015)

Ausencia de programas 
educativos apropiados 
en el territorio

No hay sistemas de innovación agrarios 
(producción, procesos, transformación).
Educación formal desarticulada del territorio 
rural y el contexto de los jóvenes.

Jaramillo (2014)

No hay relevo 
generacional del 
campo 

Jóvenes emigrando a la ciudad.
Adultos mayores realizando actividades agrarias.
Falta de mano de obra.

Jaramillo, (2014); 
Machado (2002), 
PNUD (2011)

Planeadores y gestores 
de territorios sin visión 
sistémica del territorio 
desde una perspectiva 
de ordenamiento de 
cuenca

Programas y proyectos sectoriales sin 
articulación y sinergias.
Despilfarro de recursos económicos.
Falta de planes de manejo de las microcuencas 
hídricas o agroalimentarias.
Planes de desarrollo desarticulados en aspectos 
socioambientales, culturales, priorizando lo 
monoproductivo.

Rivas, Avendaño y 
Quintero (2010)

Conflictos sociales en un contexto de guerra. Los territorios rurales presentan 
un fuerte deterioro del tejido social heredado del sistema de educación indi-
vidualista y urbanizador, de la falta de oportunidades en el contexto rural y 
campesino, de la fuerte migración de jóvenes para la ciudad y más de 65 años 
de guerra, la cual se ha padecido más en el territorio rural y en la que han cam-
biado sus actores y banderas, pero el telón de fondo es el mismo: obtención de 
la riqueza del territorio (la tierra, posición geográfica para el control y traspor-
tes de productos ilegales o legales: droga, armas, petróleo, ganadería, banano, 
agua, oro, etc.). Teatro de operaciones. Es una misma guerra, pero cambia de 
nombres (García, 2002). 

Es una guerra sin cuartel por controlar la renta de bienes o productos 
naturales; cuando se examinan los territorios en conflicto y que deben ser prio-
rizados según el punto 1 de las negociaciones de La Habana en el documento 
titulado: Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Integral Rural (numeral 
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2.2), se priorizarán zonas rurales y urgidas con PDET para implementar con 
mayor celeridad y recursos planes nacionales que se creen en el marco de este 
acuerdo. Los criterios de priorización son: nivel de pobreza y NBI, grado deriva-
do del conflicto, debilidad institucional administrativa y gestión y presencia de 
economías ilegales. Pero, entonces, ¿cuáles serían estos municipios por escoger 
en la geografía política de Colombia? En este sentido, las discusiones surgidas 
entre los Centros de Pensamiento para el Desarrollo Rural y el Centro de 
Pensamiento para la Paz podrían dar algunas pistas, pues algunos investiga-
dores conocedores de las regiones colombianas, desde sus investigaciones aca-
démicas, infieren que podrían seleccionarse: El Catatumbo, Norte del Cauca, 
Tumaco, Chocó biogeográfico sur, Putumayo, El Meta, Región Costera de 
Córdoba, El Guaviare, Sur de Bolívar, entre otros. 

La pregunta que surge, en el caso de que estos Centros de Pensamiento 
de la Universidad Nacional puedan contribuir a la paz territorial de las re-
giones arriba mencionadas, es ¿cómo podrían aportar?, ¿desde simples linea-
mientos de políticas públicas? o ¿con aportes multidisciplinares en procesos de 
investigación-acción participativa en aspectos socioambientales, económicos, 
técnicos y de gestión territorial? (Fals Borda, 2010). Se podría inferir que pue-
de aportar en los dos sentidos, pero esto nos conduce a una tercera pregunta: 
¿tiene la Universidad Nacional de Colombia la capacidad humana, técnica y 
política para incursionar en territorios de conflicto bélico, para la construcción 
de la paz territorial?, al examinar estas zonas, las universidades históricamente 
han brillado por su ausencia, con muy pocas excepciones.

Lo pactado en La Habana propone algo más operativo y es diseñar planes 
de acción para la transformación del campo, articulados con planes nacionales 
para la reforma rural integral (pp. 9-11); ¿cómo se harán?, ¿con quiénes?, ¿cuál 
metodología?, ¿qué problemas se priorizarán?, ¿bajo qué marco conceptual del 
enfoque territorial, monofuncional o multifuncional?, ¿cómo se redimirán los 
conflictos por el uso y acceso del suelo?, ¿hay confianza entre sus actores para 
realizar transacciones?, ¿cuál es la armonización de esto con el Plan Nacional 
de Desarrollo 2014-2018? Algunas de estas preguntas pueden resolverse en el 
siguiente punto ya que, a partir de nuestra experiencia investigativa en una 
zona de conflicto por la guerra desde la década de los noventa del siglo pasado, 
se creó el Tercer laboratorio de desarrollo y paz en los Montes de María (desde el 
2004), financiado por la cooperación internacional y entidades nacionales (Mi-
nisterio de agricultura, INCODER, Presidencia, diferentes ONG y Pastoral social).
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Estudio de caso, Tercer laboratorio de paz y desarrollo en Montes de María

A partir del 2012, la Universidad Nacional se aproxima a esta región con el 
proyecto de investigación internacional, la Sociedad Economía y Recursos Na-
turales, creando Competencias para el Desarrollo Rural (SERIDAR), línea de 
investigación Transición Multifuncional del Territorio relacionada con el pro-
grama de posgrado de La Facultad de Ciencias Agrarias. Se examina esta re-
gión como laboratorio sociotécnico y se encuentran grandes aciertos que, en la 
actualidad, pueden ser muy oportunos para la planeación y gestión de nuevos 
territorios de paz en el posconflicto bélico.

Se hizo una aproximación metodológica con el enfoque de la Investi-
gación Acción Participativa (IAP) (Fals Borda, 2010). Desde el programa de 
posgrado, el eje temático desarrollo rural se planteó los siguientes objetivos 
investigativos: i. Realizar investigaciones multidisciplinarias para evaluar la 
multifuncionalidad de la agricultura campesina; ii. Examinar la emergencia de 
novedades en estrategias de desarrollo rural lideradas por los actores locales del 
territorio (sistemas locales de gestión del conocimiento, instituciones, organi-
zaciones sociales, comunidades, mujeres, jóvenes); iii. Fortalecer capacidades 
como universidad pública con educación formal o no formal de actores locales; 
y iv. Incidir en lineamientos de políticas públicas diferenciadas en alcaldías sin 
perder el carácter ecosistémico de Montes de María.

Conjuntamente con el Departamento de Sociología de la Facultad de 
Ciencias Humanas, se realizaron estudios socioeducativos de la pertinencia 
de los sistemas educativos formales o no formales para jóvenes rurales de la 
región, asimismo se realizaron talleres de formación de identidad y agricultura 
campesina.

Montes de María puede dar algunas pistas frente a la pregunta ¿qué es la 
paz territorial? (Reyes, 2015; Molano, 2013), esta zona ha padecido el conflicto 
por la guerra ya que han hecho presencia todos los actores armados ilegales 
(grupos guerrilleros, paramilitares, narcotráfico). Esta zona padeció una tra-
gedia humanitaria por masacres, desplazamientos y expropiación violenta de 
tierra; entre el periodo 2003 - 2007 hubo 49.937 desplazados de los municipios 
de Carmen de Bolívar, San Onofre, Ovejas, María la Baja y San Juan Ne-
pomuceno. No existían sistemas de planeación territorial, carecían de gestión 
fiscal y financiera, y había una precaria gobernabilidad y legitimidad. Montes 
de María representa un mosaico estructural bien particular, con una estructura 
agraria bimodal con una fuerte concentración de la tierra por ganaderos o nue-
vos proyectos empresariales (teca, palma, etc.); 25 % de las élites locales poseen 
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el 75 % de la tierra en la región, frente a sistemas mayoritarios de economía 
campesina y cohesionados (Menco y Daniels, 2011).

Después de más de diez años del tercer laboratorio de paz y desarrollo 
puede percibirse una luz en el túnel, se consiguieron grandes logros que se 
pueden sintetizar a continuación: 

Aspectos socioculturales: pactos sociales entre actores (instituciones, empre-
sas, movimientos sociales, iglesias, indígenas, campesinos, afros) para trabajar 
por el desarrollo de la región; fortalecimiento del tejido social y consolidación 
de una red de segundo orden compuesta por agricultores de frutales, ñame, 
miel, plátano; acceso a la tierra para más de 700 familias (entre 7,5 y 15 hectáreas 
por campesino) que fueron víctimas desplazadas por la guerra, quienes recibie-
ron acompañamiento técnico, crediticio, legal; fortalecimiento de un proceso 
de recampesinización para más de 3000 usuarios organizados a través de la 
mesa campesina e inciden con estrategias y políticas locales de acceso a tierras, 
asistencia técnica, protección ecosistémica, acceso a mercados locales, créditos 
justos; en definitiva, una ganancia en lo que se denomina territorialidad cam-
pesina (Fajardo, 2012). Actualmente lideran con el Ministerio de Agricultura y 
alcaldías locales la aplicación de la Ley de Restitución de Tierras y la iniciativa 
de crear dos reservas campesinas. 

El proceso anterior ha fortalecido valores de la identidad campesina como 
la conciencia del campesinado, el trabajo por la tierra y propuestas asociativas 
para fortalecer sus tradiciones rurales.

Aspectos económico-productivos: fortalecimiento de microempresas artesa-
nales, mejoramiento del abastecimiento alimentario, adopción y adaptación 
del arreglo agroforestal con identidad cultural de la finca montemariana para 
653 familias campesinas (Sánchez y Mejía, 2011), lo cual aumenta la producción 
de alimentos para las familias campesinas (autonomía alimentaria) y los exce-
dentes de comercialización en la misma región. La propuesta de finca monte-
mariana ha incrementado en algunos casos hasta casi cuatro salarios mínimos 
legales los ingresos campesinos, comparados con los sistemas convencionales 
monofuncionales (como ganadería o monocultivo) de la región (Melo, 2015). 
Se ha sistematizado la estructura de costos de la finca montemariana y algu-
nos productos tales como miel, plátano, ñame, frutales (Sánchez y Mejía, 2011; 
Melo, 2015).

Aspectos multifuncionales del territorio: empoderamiento como actores lo-
cales de más de 3000 campesinos directos, planeación, diseño y participación 
en estrategias locales de desarrollo. Se considera la dimensión ecosistémica de 
los proyectos agropecuarios y el cuidado del paisaje rural (suelo, biodiversidad, 
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reservas naturales, microcuencas y cuerpos de agua - Jagüeyes); fortalecimiento 
del tejido social para la consolidación de identidad montemariana; adopción 
de ecotecnologías protectoras del paisaje rural, por ejemplo se ha desarrollado 
un diseño de corredores ecológicos con las fincas montemarianas y el Santua-
rio de Fauna y Flora de los Colorados, desarrollo de reforestación de micro-
cuencas, conservación de reservas naturales, arraigo e identidad cultural de la 
zona, creación de programas de ecoturismo, turismo cultural, agroturismo o de 
paz territorial.

Aspecto ecosistémico: establecimiento de más de 40 corredores ecológicos 
entre las reservas y parques naturales de la zona y las fincas montemarianas 
para proteger la biodiversidad nativa (guartinaja, ñeque, saíno, chigüiro, jaguar, 
melón, berenjena, frijoles, maíces, entre otros); protección del santuario de flo-
ra y fauna de Los colorados; protección y planes de manejo de siete reservas 
naturales (La Montaña, La Haya, La Laguna, Los pericos, El Pulpico y Mon-
teviejo) con su respectivo plan de manejo; diseño de sistemas de aproximada-
mente siete sistemas de cosecha de agua para agricultura y consumo humano 
(Sánchez y Mejía, 2011; Corporación PBA, 2012; PNUD, 2011; Rivas, 2014).

Aspectos institucionales formales: el extinto INCODER contribuyó con la 
titulación de aproximadamente 8400 hectáreas de tierra con su respectiva 
formalización y legalización para campesinos desplazados y víctimas de la 
violencia. Las alcaldías desarrollaron planes de desarrollo con la participación 
del movimiento social e introdujeron la problemática de la economía cam-
pesina; se fortaleció la institucionalidad para apoyar programas y proyectos 
multifuncionales del desarrollo rural; más de 10 alcaldes trabajaron manco-
munadamente para gestionar recursos nacionales e internacionales que con-
tribuyeron con la estrategia de paz y desarrollo. Los centros de educación de 
bachillerato, las iglesias y las ONG realizaron sinergias para fortalecer el tejido 
social que tan resquebrajado estaba en el periodo de violencia.

Paz territorial y desarrollo rural: en la perspectiva de la paz territorial como 
“nuevo paradigma” del desarrollo rural como está plasmado en el acuerdo agra-
rio entre el Gobierno y las FARC en La Habana y en el informe de la Misión 
Rural —entregado en diciembre del 2015—, ambos documentos resaltan el en-
foque territorial, que requiere descentralizar, a través de acuerdos o pactos so-
ciales, aspectos socioeconómicos, ambientales y culturales, como fundamento 
para la construcción de políticas públicas que partan de la base (organizaciones 
sociales, agroempresarios, ONG, instituciones locales, etc.) y con la financiación 
del Estado pero con la vigilancia de la sociedad civil (Reyes, 2015; Molano, 2015; 
Rivas et al., 2010). Experiencias pioneras y novedosas como los laboratorios de 
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paz y desarrollo diseminados en varias regiones del país, podrían enseñar lec-
ciones enriquecedoras como la de Montes de María, para incidir en políticas, 
planes y estrategias de desarrollo con enfoque territorial que acordaron los 
negociadores en La Habana. A partir de nuestra experiencia investigativa se 
puede proponer planes de desarrollo genéricos de desarrollo para la paz territorial 
entre varios municipios (mancomunidad de 2 a 5 municipios de ecorregiones 
específicas como las mencionadas arriba). Entre los ítems, podría considerarse: 
i. Marco conceptual, ii. Definición y concertación de actores, iii. Definición y 
priorización del problema, iv. Priorización de objetivos, v. Materialización de 
acciones (programas, proyectos), vi. Estructura organizacional (instituciones 
formales y no formales en trabajo mancomunado en la ejecución del plan de 
desarrollo), vii. Estrategia de comunicación y formación de los beneficiarios 
directos e indirectos de la mancomunidad que garanticen la participación, viii. 
Recursos financieros (locales, nacionales e internacionales); y ix. Seguimiento 
y evaluación de indicadores y de auditorías sociales (tabla 6.3) (Dourojeaunni, 
2000; Rivas y Avendaño, 2010).

Tabla 6.3 
Estructura del plan de desarrollo en municipios en conflicto para la paz del territorio

 Ítems Descripción

1 Marco conceptual
Paz territorial, desarrollo territorial, transición multifuncional del 
territorio (multiterritorialidad), estructura multimodal.

2. 
Definición de 
actores 

Identificación de los participantes activos o pasivos en el proceso de 
gestión para el desarrollo sustentable y equitativo (actores): familias 
campesinas, agroempresarios, grupos de jóvenes, asociaciones, red 
sociotécnica, ONG, etc.

3. Problemas
Determinación de los problemas de cada uno de los actores, en 
función de sus necesidades y aspiraciones. Establecimiento de 
prioridades. 

4. Objetivos
Determinación directa o por inferencia de los problemas, las metas y 
los objetivos de cada uno de los actores. Jerarquización.

5. 
Materialización 
de acciones 

Diseño de estrategias para poner en práctica las soluciones vía 
acciones de carácter discontinuo (proyectos de inversión) y continuo 
(servicios, sistemas de producción y otros).

Soluciones
Propuestas de soluciones para superar las restricciones previamente 
identificadas y jerarquización de soluciones. Selección.
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Programas 

Programación de las acciones (programas, proyectos, actividades, y 
tareas) sobre la base de las soluciones y las estrategias seleccionadas, 
ejecución de las actividades de control y seguimiento de los resultados 
obtenidos.

6.
Estructura 
organizacional 
del plan 

Organigrama funcional, cultural, educacional, comercial
Instituciones diseñadoras, operativas y educativas.

7. 

Estrategia de 
comunicación y 
formación del 
plan

Permanente comunicación e información con los beneficiarios directos 
e indirectos a través de la estructura de redes, y todos los sistemas de 
formación e información donde la educación no formal tiene mayor 
impacto. 

8.
Propuesta 
financiera

Conjunto de instituciones públicas o privadas locales, nacionales o 
internacionales.

Fuente: adaptado de Dourojeaunni (2000); Rivas y Avendaño, 2010 y Rivas et al., 2010, Fundación Red de 
Desarrollo y Paz Montes de María (2011).

Conclusiones

El debate conceptual frente al desarrollo rural territorial “apenas inicia” y es 
preciso ganar en profundidad y rigor para evitar hacer más de lo mismo con 
una nueva narrativa. Desde los debates académicos de información de frontera 
hay que proponer estrategias de desarrollo multiescalar, multinivel, multifun-
cional (multiterritorial) para considerar aspectos económicos, ambientales y 
culturales; la noción de transición multifucional del territorio rural contribuye a 
enriquecer el debate frente a la crisis que enfrentará el campo colombiano en 
el posacuerdo.

Falta mayor debate académico frente al enfoque territorial del desarrollo, 
ya que se percibe mucha ambiguedad conceptual, se hace énfasis únicamente 
en criterios de competitividad para valorizar el capital con mercados globales, 
y esto genera contradiciones puesto que se inivisibilizan los bienes comunes 
intangibles como los servicios ecosistémicos, la huella ecológica (de carbono 
o hídrica) y la pérdida de agrobiodiversidad. El antropobioma como catego-
ría conceptual para la planificacion del desarrolo debe insertarse en planes de 
gestion territorial.

El debate de la transición multifuncional del territorio y la multiterri-
torialidad redefine las fronteras y escalas, del territrio zona al territorio en red 
(Haesbaert, 2011), porque tener claridad de lo anterior propicia gestionar me-
jor el territorio. Los precarios límites político-administrativos municipales o 
departamentales no son, en la mayoría de los casos, los más apropiados para 
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considerar aspectos ecositémicos del territorio, simbólico-culturales, o el en-
tramado social, es preciso encontrar escalas más apropiadas como la ecorre-
gión, el antropobioma, la cuenca, que permiten una mayor comprension de las 
complejas dinámicas institucionales, ecosistemicas, culturales y políticas en los 
territorios (Fals Borda, 2010). 

La red de actores locales está involucrada en el diagnóstico, planificación y 
gestión de su territorio, sin transacciones equitativas —pactos locales— es muy 
difícil construir la visión del territorio; no obstante, agentes exógenos como la 
universidad pueden contribuir a facilitar procesos de negociación, acercamien-
tos, sistemas de información y metodologías.

Los fines misionales de la Universidad Nacional en formación, extensión e 
investigación pueden ser muy oportunos en la construcción de la paz territorial 
de los mundos de vida rural. Pues es menester examinar las emergencias de 
novedad en estrategias de desarrollo y paz que se han desarrollado en el país 
desde el 2004, por ejemplo, el Tercer Laboratorio de Desarrollo y Paz, liderado 
por actores locales.
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Ciencia, tecnología e innovación en el medio rural:  

un aporte para la paz en Colombia

León Darío Vélez Vargas* y Fabio R. Leiva**

Introducción

En el actual proceso de paz en Colombia se resalta la importancia del medio 
rural y dentro de este el papel de la economía campesina, familiar y comu-
nitaria. Igualmente se reconoce la necesidad de impulsar la investigación de 
manera participativa para estimular la innovación y mejorar la sostenibilidad 
de esas economías (Mesa de Conversaciones, 2014).

De manera similar, la Misión para la Transformación del Campo Colom-
biano (Misión Rural), iniciativa del Gobierno nacional, para proponer políticas 
orientadas al medio rural en el contexto de construcción de paz en Colombia, 
enfatiza en la agricultura familiar (AF), y reconoce que la ciencia, la tecnología 
y la innovación (CT-I) deben ser tema central de la política agropecuaria (DNP, 
2015). Lo anterior puede representar un gran cambio en el país, puesto que la 
inversión actual en CT-I es muy baja, ya que es inferior a la realizada por países 
de la región como Argentina, Brasil, México y Cuba.

En este capítulo se revisan los principales aportes socioeconómicos y 
ambientales de las economías campesinas (EC) y se destaca la importancia 
de avanzar con actividades de CT-I adecuadas para dichas economías en un 
escenario de posacuerdo y consolidación de la paz en Colombia. Se plantea 
que las universidades y sus grupos de investigación deben ejercer su liderazgo 
en este proceso.

* Profesor asociado, Facultad de Ciencias Agrarias. Universidad Nacional de Colombia, sede Medellín.
** Profesor titular, Facultad de Ciencias agrarias. Universidad Nacional de Colombia, Bogotá. Director del 

CPDR.
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Consideraciones acerca de la economía campesina (ec)

El Acuerdo 1 de La Habana enfatiza en la economía campesina (EC), familiar 
y comunitaria; sin embargo, estas son categorías diferentes y la normatividad 
colombiana no reconoce al campesino como actor social (capítulo 2 de esta 
publicación). Históricamente, las políticas y estrategias sectoriales guberna-
mentales han desconocido la importancia estratégica de la EC en la viabilidad 
del modelo socioeconómico dominante y las características que constituyen 
las bases de su adaptabilidad. Entonces, a la luz del Acuerdo 1, el punto es 
cómo lograr el fortalecimiento de las EC. Al respecto, Vélez (2015) presenta 
una síntesis del significado de los aportes de estas economías al conjunto de 
la sociedad: 

 � Abastecimiento de alimentos en los ámbitos locales, regionales y na-
cionales. El 45 % de la producción de papa corresponde a cultivos de 
menos de 3 ha, que constituyen cerca del 90 % de los productores del 
país; si se suman los productores entre 3 y 10 ha, la participación en la 
producción sería del 80 %. El 18 % de la producción de arroz corres-
ponde a cultivos de menos de 10 ha, y esto representa el 81 % de los 
productores y el 23 % del área cultivada. Si se suman los cultivadores 
entre 10 y 50 ha, el número de productores llegaría al 95 %, el área 
al 53 %, y la producción al 50 %. En caña panelera, más del 65 % de 
la producción se concentra en minifundios y microfundios, en fincas 
menores de 5 ha, procesan la caña en compañía de vecinos propietarios 
de trapiches, con molinos de pequeños motores o con fuerza animal, 
con capacidades de producción menores de 50 Kg panela/hora. Los 
pequeños productores siembran entre 5 y 20 ha y poseen trapiches de 
tracción mecánica cuya capacidad de proceso oscila entre 100 y 150 
Kg panela/hora. En hortalizas, la participación de la EC, en área y en 
producción, es mayor del 80 % (cebolla larga, haba, cebolla cabezona, 
trigo, papa, fríjol, arveja). Se estima que el 90 % del trigo, el 80 % del 
fríjol, el 100 % del ñame, el 50 % de la papa, el 62,5 % de la yuca, el 90 % 
de la panela, y el 55 % de los frutales.

 � La EC contribuye a mitigar los desajustes estructurales del sistema 
socioeconómico vigente al regular el costo de los alimentos, ya que 
los campesinos a veces producen por debajo de los costos de produc-
ción de la agricultura comercial. También permite regular la oferta 
de fuerza de trabajo y ser un paliativo a los problemas de desempleo, 
ya que funciona como una bodega de fuerza de trabajo de donde se 
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puede extraer la cantidad de trabajadores que la demanda requiera o 
almacenarla cuando la demanda caiga.

 � Las EC son las principales responsables del uso sostenible, del enri-
quecimiento y conservación de la agrobiodiversidad genética y de es-
pecies vegetales y de razas animales cultivadas-criadas o no, utilizadas 
en su alimentación, medicina, vestido, construcción y ceremonia. Esta 
diversidad incluye la diversidad ecosistémica y la diversidad cultural. 
La agrobiodiversidad constituye la piedra angular de las estrategias 
productivas y de la seguridad alimentaria de la humanidad, ya que 
en ella están resguardados los genes que permiten resistencias y to-
lerancias a sequías, al exceso de humedad en el suelo, a altas o bajas 
temperaturas y al ataque de enfermedades y de insectos. Gracias a 
esta diversidad operan los mecanismos de regulación biológica entre 
insectos, entre microorganismos y entre microorganismos-insectos, 
la descomposición de la materia orgánica, el ciclaje de nutrientes y 
mantenimiento de la fertilidad del suelo, y, además, se hace frente al 
cambio climático. La diversidad ecosistémica permite incrementar la 
diversidad biológica.

En la tabla 7.1 se presenta una síntesis del estudio realizado por Vélez 
(2015) acerca de la EC; este autor prefiere denominarlas formas de producción 
campesina (FPC) en cuanto a sus elementos constitutivos, características y me-
canismos de funcionamiento que se refieren a las metas, principios, lógica, ra-
cionalidad, estrategias, estructura y funcionalidad de la producción campesina, 
que explican su adaptabilidad, persistencia y viabilidad histórica en el actual 
escenario de apertura y economía neoliberal del país. 
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Tabla 7.1 
Adaptabilidad, estrategias y persistencia de las formas de producción campesinas (fpc) 

Se propone la comprensión de las fpc como expresiones culturales en las cuales el proceso 
productivo constituye un componente relevante, integrado orgánicamente a la cultura. 
Este argumento va en contraposición de aquel que considera la parte económica como 
la característica fundamental de las llamadas economías campesinas y desconoce las 
particularidades que las distinguen de la organización socioeconómica predominante, que 
considera su desarrollo como el proceso de su reconversión a las formas de producción 
empresariales. Por tanto, la persistencia de las fpc depende, en gran medida, de su 
fortalecimiento como cultura y no de su modernización, entendida como el tránsito a la 
racionalidad de las formas de producción del pequeño empresario.

No se trata de validar organizaciones socioeconómicas y culturales autárquicas, aisladas. 
Se trata de reconocer la capacidad de las fpc para adaptar oportunidades externas, a partir 
de reconocer sus fortalezas, potencialidades y limitaciones para establecer estrategias de 
integración que posibiliten su desarrollo sostenible, y no su sometimiento y pauperización. 
Este proceso de reinterpretación y renegociación permanente de los elementos externos por 
parte de las fpc posibilita su constante adaptación y evolución hacia nuevas estrategias de 
producción, de interacción con el mercado, la tecnología, los recursos naturales y su entorno 
ecológico.

Estos planteamientos requieren precisar la importancia, la persistencia, el fortalecimiento y 
el desarrollo de las fpc, el concepto de cultura, la meta o finalidad de una cultura y el cómo 
lograrla.

Se identificaron los siguientes rasgos que diferencian a las fpc de otras formas de producción:
• Objetivo básico: asegurar su permanencia.
• Constituye una unidad de reproducción y consumo.
• La fuerza de trabajo familiar disponible constituye el eje organizador de la producción.
• La naturaleza del conocimiento y la forma en que es adquirido, es decir su sistema 

cognoscitivo, producto de la coevolución con su ambiente.
• El proceso productivo rural (campesino) se fundamenta en un tejido tridimensional 

de intercambios con el medio natural, el medio natural transformado y el medio 
socioeconómico. Este modelo permite plantear la persistencia de las fpc en términos de 
saber los intercambios que debe privilegiar y cuándo hacerlo, esto es la adaptabilidad; y 
cómo hacerlo, se refiere a la racionalidad y las estrategias. Su fuerza y posibilidades están en 
mantener las opciones, la mayor cantidad posible, representadas en el tejido tridimensional 
de intercambios de su economía (diversidad), en mantener categorías de valor de uso y en las 
relaciones de reciprocidad basadas en el tejido social de la comunidad.© E
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El documento aborda la adaptabilidad de las fpc desde la perspectiva de los sistemas 
complejos adaptativos y explica su persistencia como productos de las siguientes estrategias y 
racionalidades:
• Estructura interna de los balances económicos total y monetario (rubro para gastos, rubro 

para dinero, rubro para servicios). Cabe anotar que estos balances y análisis económicos 
deben seguir metodologías y parámetros diferentes a los modelos económicos y contables 
ortodoxos, según los cuales estas fpc siempre arrojan pérdidas, lo curioso es que a pesar de 
una economía en quiebra permanente persisten: ¿cómo lo logran?

• Mecanismos de compensación interna: a nivel predio, familiar y comunidad.
• Ordenamiento y uso múltiple del territorio.
• El acceso a los recursos que no debe confundirse con la propiedad de los recursos.
• El tejido de relaciones sociales que origina diversos tipos de reciprocidad y permite mediar 

los impactos de la naturaleza y de la macroeconomía sobre el predio y la familia.
• Distinguir entre valores de uso y valores de cambio.
• La articulación con el mercado en el cual es fundamental tanto su localización geográfica, 

ecológica y los productos con los que se articula, como el análisis de los puntos de equilibrio 
económico en el renglón productivo, el predio y las diferentes estrategias para que siempre 
sea positivo.

• Uso de la diversidad: ecosistémica, específica, genética y de patrón de cultivos.
• Ordenamiento y uso múltiple del territorio.

Fuente: elaborado a partir de Vélez (2015).

Ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo rural

La ciencia, la tecnología y la innovación (CT-I) son aspectos fundamentales 
para un país (OECD, 2015), no obstante, en Colombia las inversiones en ac-
tividades de CT-I son muy bajas (inferior a 0,5  % del PIB), lo cual restringe 
considerablemente las posibilidades de desarrollo nacional (OCyT, 2015). En 
este sentido, el primer punto de la agenda del actual proceso de diálogos de 
paz apunta a este serio problema, mediante el fortalecimiento y promoción de 
la investigación, la innovación y el desarrollo científico y tecnológico para el 
sector agropecuario, en aras de que estas actividades sean consecuentes con un 
desarrollo rural con enfoque territorial (DRET).

Para la Misión Rural, CT-I debe ser un tema central de la política agrope-
cuaria y requiere una estrategia para “contribuir al mejoramiento del nivel y la 
calidad de vida de los habitantes rurales a través del fomento de la innovación y 
el cambio tecnológico, de manera que se logre la rentabilidad, eficiencia, com-
petitividad y sostenibilidad de las actividades agropecuarias” (DNP, 2015, p. 67). 
Además, propone que el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
Agropecuaria (SNCTIA) sea un sistema de múltiples niveles, actores e instituciones,  

continuación tabla 7.1
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construido de abajo hacia arriba, desde lo local, según las características parti-
culares de los territorios. Asimismo, se plantea fomentar la construcción pro-
gresiva de Sistemas Territoriales de Innovación (STI), con prioridad a territorios 
con mayor concentración de agricultura familiar (AF) y mayor potencial agro-
pecuario; además, se propone promover redes de innovación y aprendizaje en 
diferentes tópicos y cadenas del agro colombiano y de sus territorios.

Las universidades deben jugar un papel de liderazgo en el país y promover 
la investigación y el desarrollo tecnológico con enfoque territorial que se nece-
sitan, según las características particulares de los distintos territorios rurales. Se 
requiere un gran compromiso del sector universitario en la búsqueda de alter-
nativas de solución de los graves problemas del medio rural y, por supuesto, vo-
luntad política y recursos financieros apropiados por parte del Estado; en este 
sentido, la inversión en CT-I debe ser por lo menos similar a la de países como 
Argentina (0,65 % del PIB). A este respecto, se recomienda en lo inmediato que 
Colciencias genere una línea especial de programas y proyectos de investiga-
ción, debidamente financiada y orientada a la solución de problemas de alta 
relevancia para la agricultura campesina, familiar y comunitaria colombiana. 
Esta línea debe tener enfoque territorial y ser pertinente a la racionalidad, las 
estrategias y las metas de la EC para que la sociedad en su conjunto se beneficie 
de su fortalecimiento y se potencialicen los servicios que ofrece, en lugar de 
perderlos debido a una visión productivista que busque transformarlos en pe-
queños empresarios. En esta perspectiva se requiere capacitar a los diferentes 
actores que intervendrán en los programas especiales en DRET en el contexto 
de los acuerdos de La Habana: planificadores y diseñadores de políticas públi-
cas, personal administrativo, profesionales, técnicos y líderes rurales, en la EC.

Las actividades propuestas dentro de la línea especial de financiación de 
programas y proyectos de investigación deberán tener participación activa de las 
comunidades, tanto en la identificación de los problemas más relevantes en sus 
territorios, como en el desarrollo de los proyectos/programas. Igualmente, debe-
rá tenerse en cuenta un adecuado balance entre los aspectos técnicos, sociales y 
culturales, para lo cual la participación de las ciencias humanas es fundamental.

Respecto a tecnologías adecuadas para la agricultura campesina se debe te-
ner presente que los sistemas de manejo agrotecnológico (SMA) deben adecuarse 
a las características de las tierras (condiciones biofísicas y ecológicas) y a las 
condiciones sociales y culturales, incluyendo conocimiento y técnicas de manejo, 
y estrategias productivas generadas en los mismos territorios. Esto es válido ya 
que las propuestas de modernización de la agricultura campesina se han enfo-
cado hacia usos productivistas (altos rendimientos) y extractivos, con SMA alta-
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mente intensivos en capital, mecanización e insumos (agroquímicos, híbridos 
y transgénicos). Esto excluye otras formas de producción y de usos de la tierra 
cuyas condiciones biofísicas, sociales y culturales no permiten esos sistemas. 

Hay otros tipos de SMA que posibilitan el aprovechamiento de muchos 
ecosistemas, por ejemplo, los del trópico bajo, empleados por los indígenas, 
raizales, afrodescendiente o los de muchos campesinos basados en el manejo 
de la diversidad, o los propuestos por la agroecología, entre otros, basados en 
el entendimiento del funcionamiento de los agroecosistemas como vía para la 
sostenibilidad ambiental, social y económica. Al incluir estos SMA dentro de los 
referentes para determinar la capacidad máxima del uso de la tierra y los con-
flictos de uso, no solo se amplían las posibilidades de aprovechar la dimensión 
biofísica de los territorios, sino también y, más importante, las dimensiones 
sociales y la diversidad cultural (Vélez y Gastó 1999; Meeus et. al., 1988; Tosi, 
1972). Dentro de este enfoque se debe disponer de metodologías que permitan:

i. Identificar la capacidad de los territorios para acoger tecnologías sin 
degradarse o subutilizarse (receptividad tecnológica). El siguiente 
espacio de análisis (figura 7.1) ilustra cómo lograr este propósito; la 
intensidad tecnológica (IT) hace referencia al tipo y grado de artifi-
cialización de la unidad de análisis (cuencas, predios, agroecosistemas,

i. etc.) y es función del sistema de manejo agrotecnológico, de las metas 
del agricultor, de aspectos culturales (por ejemplo, cómo se percibe la 
naturaleza y la dialéctica que establece con ella), etc.
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Figura 7.1 
Espacio de análisis de la sostenibilidad y vulnerabilidad.

Fuente: adaptado de Vélez y Gastó (1999).
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En esta figura la RT se refiere a la cantidad y al tipo de tecnología que 
puede ser aplicada a la unidad de análisis como aportes y estructuras de artifi-
cialización para afectar la producción sin deteriorar su sustentabilidad. La RT 
es función de las condiciones biofísicas de la unidad de análisis (Vélez y Gastó, 
1999).

En los cuadrantes I y IV se ubican las unidades de análisis con la menor RT 
o de menores condiciones productivas, por tanto, las opciones de las unidades 
de análisis para acoger diferentes tipos de tecnología en diferentes grados de 
intensidad tecnológica (IT), sin que se deteriore su capacidad productiva, son 
muy limitadas. Sin embargo, en el cuadrante I se aplican tipos e intensidades 
tecnológicas adecuadas para dichas restricciones, es decir, que en medio de 
las restricciones se da el manejo productivo más sostenible posible. En tanto 
que, en el cuadrante IV, se aplican tipos e intensidades tecnológicas que están 
degradando la unidad de análisis.

En los cuadrantes II y III se ubican las unidades de análisis con la mayor 
RT o de mejores condiciones productivas, por lo tanto, las unidades de análisis 
tienen pocas o ninguna restricción para acoger diferentes tipos de tecnología 
en diferentes grados IT sin producir deterioro en su capacidad productiva. Sin 
embargo, en el cuadrante IV se hace una subutilización del potencial producti-
vo de la unidad de análisis.

ii. Análisis de sostenibilidad económica y ambiental. En la figura 7.2 se 
ilustra cómo lograr este propósito (Vélez, 2007); los sistemas produc-
tivos quedarán ubicados en alguno de los cuadrantes, lo cual permitirá 
analizar sus implicaciones ambientales, económicas, sociales y cultura-
les, es decir, la sustentabilidad del sistema. Por ejemplo:

Los sistemas ubicados en el cuadrante A, altos costos de producción y ba-
jos rendimientos, son sistemas no sustentables, su rentabilidad es baja y pueden 
generar pérdidas, lo que puede ocasionar que el sistema no continúe o que sea 
un sistema integrado a una propuesta de vida (por ejemplo, lúdica).
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Análisis de sistemas productivos con base en los
rendimientos y los costos de producción por ha
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Figura 7.2 
Espacio de análisis de sostenibilidad económica y ambiental.

Fuente: Vélez (2010).

Los sistemas ubicados en el cuadrante B, altos costos de producción y 
altos rendimientos, corresponde a sistemas integrados a propuestas de agri-
cultura convencional de revolución verde, de altos insumos y fuerte impacto 
ambiental. Son sistemas de alta vulnerabilidad, tanto por constituir sistemas 
altamente artificializados susceptibles a riesgos biofísicos (heladas, enfermeda-
des, sequías, etc.) y también por estar completamente sometidos a la dinámica 
de los mercados, la comercialización y el capital.

Los sistemas ubicados en el cuadrante C, bajos costos de producción y 
altos rendimientos, son sistemas sustentables. Estos sistemas reflejan la im-
plementación de tecnologías alternativas que no pasan por el mercado, ge-
neralmente desarrolladas de manera endógena y autónoma, o de tecnologías 
tomadas de los centros de desarrollo tecnológico o de otros agricultores, pero 
recreadas y adecuadas a las condiciones locales. El impacto ambiental es bajo, 
la rentabilidad es mayor y son más flexibles frente a las dinámicas del mercado 
y el capital ya que pueden salir y entrar de ellos con relativa facilidad sin poner 
en riesgo su continuidad; también son menos vulnerables a las condiciones 
biofísicas, ecológicas, socioeconómicas y culturales.

Los sistemas ubicados en el cuadrante D, bajos costos de producción y 
bajos rendimientos, son altamente vulnerables. Generalmente corresponden a 
sistemas muy empobrecidos económica o biofísicamente, con baja disponibi-
lidad de recursos y oportunidades; su producción fundamentalmente es para 
el autoconsumo.
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Ciencia, tecnología e innovación (ct-i) en programas especiales  
de desarrollo con enfoque territorial: una aproximación jerárquica

Para abordar los asuntos de CT-I en los programas especiales de desarrollo con 
enfoque territorial que plantea el Acuerdo 1, se requiere un análisis jerárquico 
(figura 7.3). En cada uno de estos niveles se deben identificar las variables y el 
grado de detalle (escala) en el que se debe trabajar; cuando se asume la región 
o la cuenca como unidad de ordenamiento, tiene que establecerse un enfoque 
y una metodología que permita que los impactos deseados se produzcan en los 
niveles jerárquicos menos complejos como la vereda o el predio (finca). Pero 
también se debe tener en cuenta que cuando se está trabajando en estos niveles 
(parcela, predio) debe hacerse en concordancia con lo que se pretende en el 
nivel jerárquico de mayor complejidad (cuenca o región).

Los diferentes niveles jerárquicos o escenarios de trabajo en un enfoque 
territorial requieren marcos teóricos, conocimientos y destrezas disciplinarias 
e integradoras. Este ordenamiento jerárquico debe ser construido progresi-
vamente, de manera orgánica, no sobreponiendo un nivel sobre el otro, sino 
construyendo el siguiente nivel a partir del anterior; cada nivel debe tener su 
momento de estudio.

Se debe identificar, además, el o los niveles específicos en los cuales se 
debe concentrar el trabajo, dentro de la ley de los tres niveles mínimos de aná-
lisis (Hart, 1985), ya sea la vereda, la Junta de Acción Comunal (JAC) o alguna 
otra organización de base o asociación. Sin embargo, se deben incluir otros 
niveles como los Comités Asesores de Desarrollo Municipal, las UMATAS a 
nivel municipal y las secretarías de agricultura, de educación y de salud a nivel 
departamental. Este ordenamiento jerárquico permite concretar, de manera 
coherente, en los niveles menos complejos lo que se propone en los niveles 
de mayor complejidad. De igual manera, permite tener claro en los niveles de 
mayor complejidad lo que se debe hacer para viabilizar lo que se está haciendo 
en los niveles de menor complejidad. 
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Enfatiza en la organización 
socioeconómica de la población, la 
población se integra por circunstancias 
o intereses. Representa un interlocutor 
colectivo. Puede ser conveniente hacer 
algún reagrupamiento por intereses 
más específicos. En este nivel se 
socializa la propuesta, el plan de 
trabajo y los resultados y se concretan 
acciones de comercialización, mercado, 
apoyo logístico, infraestructura.

1. Ecológicas: clima, relieve, litología, formación y distribución 
en la región de:

2. Recursos naturales.
3. Asentamientos humanos y actividades productivas: usos de 

la tierra, técnicas de producción, dinámica de la estrcutura 
agraria, estudio de los sistemas agrarios. Niveles de 
capitalización, diversificación, generación de empleo, 
integración al mercado.

* Ordenamiento territorial: precisar y jerarquizar portenciali-
dades, limitaciones y posibilidades para el desarrollo.

* Tipificación, estratificación y distribución de fincas. 

Se concretan acciones en la 
implementación de propuestas 
tecnológicas. En este nivel el 
productor evalúa, valida o descarta 
las alternativas planteadas: es la 
unidad mínima de análisis.

Unidad mínima de trabajo. Se 
prioriza el trabajo técnico, se realiza 
la inversión, el desarrollo 
tecnológico y la capacitación 
específica. Su viabilidad y 
conveniencia está sujeta al análisis 
que se haga a nivel de finca; puede 
ser que el mejoramiento de un 
cultivo sea contraproducente para la 
unidad de explotación o para la 
región.

Región (cuenca)

Vereda: depende de las condiciones 
específicas del productor

Finca: organización social de 1er orden. 
Unidad producto de la caracterización 
regional

Parcela uso 
agrícola

Cobertura
vegetal
natural
usos:Suelo Microorg.

Cultivo

Fauna Arvenses

U
so
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ec

ua
ri

o

Centros
de 

mercado
y

servicio

Sistema
agropecuario
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agropecuarios

Figura 7.3 
Enfoque jerárquico para el análisis territorial.

Fuente: Vélez (2004).

Conclusiones

El Acuerdo 1 de La Habana y los documentos de la Misión Rural priorizan las 
economías campesinas, familiar y comunitaria. No obstante, estos términos re-
quieren precisiones conceptuales. El Gobierno nacional debe acoger definicio-
nes estándar que reconozcan la relevancia de esas economías para el desarrollo 
nacional y que guíen las respectivas políticas públicas.

Los desarrollos en CT-I para las economías campesina, familiar y comu-
nitaria deben ser participativos y corresponder a las particularidades de los 
respectivos territorios.

Asimismo, el proceso de paz y el desarrollo rural deben ir de la mano con 
el fortalecimiento del sistema nacional de CT-I. Esto exige voluntad política del 
Gobierno nacional y asignación adecuada de recursos. En ese fortalecimiento 
de CT-I, las universidades deben ejercer su liderazgo, promoviendo y realizando 
la investigación y el desarrollo tecnológico con enfoque territorial que deman-
da el medio rural.
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Propuesta

Se recomienda crear un plan de formación continua en ciencia, tecnología 
e innovación (CT-I) para programas especiales de DRET en cumplimiento de 
los Acuerdos de La Habana, dirigido a los diferentes actores que interven-
drán, incluyendo planificadores y diseñadores de políticas públicas, personal 
administrativo, profesionales, técnicos y líderes rurales. Este programa sería 
liderado por la Universidad Nacional de Colombia, en cabeza del Centro de 
Pensamiento en Desarrollo Rural, y las temáticas serían:

 � Identidad de las formas de producción campesinas (FPC).
 � Metodologías para el análisis y selección de los sistemas de produc-

ción pertinentes para un desarrollo con enfoque territorial.
 � Aproximación de multiniveles (jerárquica) o escala-dependiente para 

el diseño e implementación de los programas especiales de desarrollo 
con enfoque territorial.

 � Educación – extensión para un DRET.

Referencias

Departamento Nacional de Planeación de Colombia - DNP. (2015). El campo colom-
biano: un camino hacia el bienestar y la paz. Misión para la transformación del campo. 
Bogotá: Presidencia de la República.

Hart, R. (1985). Agroecosistemas: conceptos básicos sobre sistemas. Costa Rica: Centro 
Agronómico Tropical de Investigación y Enseñanza, CATIE.

Mesa de Conversaciones. (2014). Acuerdo general para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera. Recuperado de https://www.mesade-
conversaciones.com.co/sites/default/files/AcuerdoGeneralTerminacionConflic-
to.pdf

Meeus, J., Van der Ploeg, J. D. y Wijermans, M. (1988). Changing agricultural land-
scape in Europe: continuity, deterioration or rupture?. IFLA Conference. The Eu-
rope Landscape: “Changing agriculture, change landscape”. Rotterdam, Holanda.

OCyT. (2015). Indicadores de ciencia y tecnología, Colombia 2014. Bogotá: Observatorio 
Colombiano de Ciencia y Tecnología.

OECD. (2015). Frascati Manual 2015: Guidelines for Collecting and Reporting Data on 
Research and Experimental Development. The Measurement of Scientific, Technologi-
cal and Innovation Activities. París: OECD Publishing.

Tosi, J. (1972). Una clasificación y metodología para la determinación y levantamiento de 
mapas de la capacidad de uso mayor de la tierra en Colombia. Proyecto UNDP/SF-
FAO. Col. 16. Medellín: Universidad Nacional de Colombia. 

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



Ciencia, tecnología e innovación en el medio rural: un aporte para la paz en Colombia 151

Vélez, L. D. y Gasto, J. (1999). Metodología y determinación de los estilos de agricul-
tura en escala predial. Ciencia e Investigación Agraria, 26(2), 75-100. 

Vélez, L. D. (2015). Adaptabilidad y persistencia de las formas de producción campesinas. 
Bogotá: Editorial Universidad Nacional de Colombia.

Vélez, L. D. (2010). Notas del curso de fríjol. Medellín: Departamento de Ciencias 
Agronómicas, Universidad Nacional de Colombia.

Vélez, L.D. (2004). El paradigma científico de las ciencias agrarias: una reflexión. Rev. 
Nacional de Agronomía Medellín, 57(1), 2145-2160.

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



8

Educación y extensión para el medio rural en el contexto  

de paz en Colombia

Jorge Eduardo Parra R., Heliodoro Argüello Arias, Jorge Eduardo Díaz Avendaño  
y Fabio R. Leiva*

Introducción

Los planes para ofrecer mejores bienes y servicios públicos del Acuerdo 1 de la 
agenda del actual proceso de paz destacan la necesidad de mejorar la educación 
rural en todos los niveles y la asistencia técnica agropecuaria (extensión) (Mesa 
de Conversaciones, 2014). Estos dos aspectos presentan grandes debilidades 
en Colombia y son cruciales para garantizar el Desarrollo Rural con Enfoque 
Territorial (DRET).

En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: “Todos por un nuevo país. 
Paz, equidad, educación” (Ley 1753 de 2015), se “asume la educación como el 
más poderoso instrumento de igualdad social y crecimiento económico en el 
largo plazo” (DNP, 2014, p. 1). Esto, entre otras, obedece al reconocimiento por 
parte del Gobierno nacional de graves deficiencias en nuestro sistema educati-
vo, como la ocurrida a los estudiantes colombianos en las pruebas Pisa1.

En este tema, la Misión Rural (DNP, 2015) muestra que una de las mayores 
carencias de la población rural en cuanto a la inclusión social se da en materia 
educativa con enormes desventajas frente a la población urbana, en aspectos 
como analfabetismo, grado de escolaridad y deficiencias en calidad. Adicional-
mente, según el Tercer Censo Nacional Agropecuario de 2014 (DANE, 2015), me-
nos del 10 % de los productores tienen acceso a servicios de asistencia técnica. 

En este capítulo se presentan propuestas para implementar planes per-
tinentes de educación y de extensión con enfoque territorial en el marco del 
actual proceso de paz en Colombia. El tema se aborda principalmente desde 

* Jorge E. Parra es profesor jubilado, miembro del Grupo de Investigación y Gestión en Desarrollo Rural. 
Heliodoro Argüello es profesor titular de la Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional, sede 
Bogotá. Jorge E. Díaz es ingeniero agrónomo de la misma institución. Fabio R. Leiva es profesor titular 
de la misma Facultad y director del cpdr.

1 Ver Colombia, en el último lugar en nuevos resultados de pruebas Pisa (9 de julio 2014).
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el papel de las universidades como analistas del desarrollo rural, pero también 
como actores que deben repensar la manera como cumplen sus funciones mi-
sionales de educación, investigación y extensión, con el fin de lograr mayor 
liderazgo y pertinencia, particularmente en la actual coyuntura.

Educación y desarrollo rural con enfoque territorial

El primer punto de la agenda de los diálogos de paz resalta la necesidad de 
mejorar la educación y extensión rural en todos sus niveles. En educación se 
propone “brindar atención integral a la primera infancia, garantizar la cober-
tura, calidad y pertinencia de la educación y erradicar el analfabetismo en las 
áreas rurales”; se hace énfasis en articular la educación técnica, tecnológica y 
superior con las necesidades del sector productivo, y promover “la permanencia 
productiva de los jóvenes en el campo”, con garantía de condiciones dignas 
para estudiar (FARC-EP, Gobierno de Colombia, 2014, p. 14). Además, se pro-
pone fortalecer los programas de educación para la democracia y promover la 
cultura de la paz, la reconciliación, la convivencia, la tolerancia y el pluralismo.

La Misión Rural subraya que la educación es una de las más graves caren-
cias de la población rural con una enorme brecha frente a la urbana. La pro-
blemática tiene que ver con la cobertura y con la calidad educativa. En cuanto 
a la cobertura, la Misión cita diferentes fuentes, entre estas el Tercer Censo 
Nacional Agropecuario, para mostrar cómo el nivel de analfabetismo es 3 veces 
superior al urbano, con un 17,4 % de analfabetas en la población de 15 años o 
más, que reside en las unidades productivas. La mayoría de esa población ape-
nas tiene primaria completa (5,1 años) y solo el 5,1 % de la población de 17 años 
o más tiene un título de educación superior (DNP, 2015).

Para abordar el tema educativo en el medio rural, es necesario entender 
el DRET, no como una nueva manera de “jugar” sino como un nuevo “juego” 
basado en la participación, la autonomía y la autogestión; la implementación 
de este modelo exige contar con capacidades, conocimientos y disposición de 
los habitantes rurales y de los actores encargados de la gestión pública, tanto 
para superar viejos problemas del desarrollo rural (solución autónoma de con-
flictos, articulación a los mercados, organización, planeación participativa, entre 
otras), como para enfrentar los desafíos que propone la nueva ruralidad: nuevas 
funciones, nuevas oportunidades (Parra, 2015). Además, se requiere autonomía, 
producto de su capacidad de decisión, de concertación, de contextualización, de 
emprendimiento económico, social y político, que les lleve a una mayor y mejor 
participación y capacidad de gestión; saber qué hacer y cómo hacerlo requiere 
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pensamiento sistémico, implica saber planificar, organizar, priorizar, evadir, re-
lacionarse, negociar, liderar; saber actuar solo y en equipo, y en contexto.

dret, nueva ruralidad y sus retos

Discutir sobre el tipo de educación, para buscar un desarrollo rural participa-
tivo, integral y sistémico, demanda comprender lo rural más allá del concepto 
predominante que lo identifica con la actividad económica agropecuaria. Este 
enfoque, que considera al individuo junto con sus aspiraciones, expectativas y 
posibilidades, coincide también con la visión de una nueva ruralidad, que re-
conoce y asigna a los territorios rurales nuevas funciones, lo que significa nue-
vas posibilidades, pero también nuevas exigencias. La prestación de servicios 
en creciente demanda como los ambientales, de transformación, de mercadeo 
diferenciado, de productos limpios, de turismo rural, entre otros, constituyen 
alternativas de diversificación de la actividad rural que posibilitan el empren-
dimiento, pero que exigen nuevos perfiles cognitivos, ocupacionales y actitudi-
nales en los habitantes rurales (Parra, 2006).

Un proyecto de DRET debe superar desafíos complejos que tienen que 
ver con conflictos sociales, políticos, económicos y ambientales, entre otros; la 
competitividad y el desarrollo de un sector o de una región son procesos evolu-
tivos de superación de esos conflictos. La articulación a un mundo globalizado 
exige mayor conocimiento del entorno, de la competencia, de nuevos clientes 
y mercados; exige la necesidad de hacer alianzas, de una reconversión tecnoló-
gica y productiva, planeación y prospección. 

Es un desafío no solamente para la agricultura empresarial; la moder-
nización de una economía campesina que tiene ventajas comparativas y que 
quiere articularse a ciertos nichos del mercado que muestran las tendencias 
mundiales, debe superar desafíos semejantes. La población rural en particular, 
actor principal de todos los procesos aquí mencionados, requiere suplir mayo-
res necesidades para su empoderamiento; para esto es necesario buscar mayor 
coherencia en las acciones de la política, “[…] implica pasar de una concepción 
de la ciudadanía como receptora de las acciones del Estado, a una ciudadanía 
que prioriza, define y ejecuta las acciones que le afectan directamente” (DNP, 
2014, p. 1).

Un proceso de desarrollo rural acorde a los desafíos contemporáneos debe cum-
plir con una serie de atributos que se discuten en esta contribución: (1) La capaci-
dad de satisfacer las necesidades básicas; (2) la soberanía alimentaria de las fami-
lias y las comunidades; (3) la autonomía en la toma de decisiones; (4) la capacidad 
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de gestión y la consolidación organizativa; (5) la cohesión identitaria y cultural; 
(6) la existencia de relaciones de equidad de género y entre la población; (7) la 
apropiación y gestión de su territorio; (8) la existencia de relaciones sólidas de 
convivencia, reciprocidad, cooperación, confianza y solidaridad; (9) la perspectiva 
de sustentabilidad, y (10) Construcción de capacidad de adaptación a los cambios 
mediante la reducción de la incertidumbre (Ramírez, 2014, p. 8).

Esos atributos dependen de un decidido compromiso y de capacidades 
producto de una educación que motive y prepare para ello. 

Educación básica y dret

Aprovechar las nuevas posibilidades y superar los desafíos emergentes y esos 
viejos problemas demanda trabajar en el fortalecimiento de las capacidades, 
conocimientos y actitudes necesarias como propósito prioritario de una edu-
cación pertinente. 

La dinámica en una sociedad y una economía basada en el conocimiento y el 
aprendizaje se manifiesta a través de cuatro aspectos fundamentales como: 

 � Importancia del conocimiento como factor de crecimiento, en donde la educa-
ción es el proceso clave siempre y cuando esté orientada al desarrollo del 
“aprender a aprender”.

 � Desarrollo de procesos de apropiación social del conocimiento, en donde la 
sociedad, los individuos u organizaciones se apropian del conocimiento 
que se convierte en un “bien público”, que al acumularse e interrelacio-
narse permiten a las instituciones, organizaciones públicas o privadas, 
responder a las oportunidades y desafíos que el entorno les ofrece.

 � La capacidad de generar procesos dinámicos de aprendizaje social para crear o 
fortalecer competencias en las personas, comunidades o regiones que les 
permite saber actuar sobre el contexto de manera exitosa.

 � La Gestión Estratégica del Conocimiento por medio de un pensamiento es-
tratégico y prospectivo que tenga por objetivo orientar los esfuerzos en el 
proceso de generación del conocimiento y del cambio social y organiza-
cional para desencadenar procesos sustentables de desarrollo.

Lo anterior significa que, no solo hay que desarrollar alta tecnología, sino tam-
bién aumentar la capacidad de las personas e instituciones en la adquisición, 
generación, difusión y uso del conocimiento más efectivamente para producir 
desarrollo social y crecimiento económico (Pelufo y Catalán, 2002, p. 11). 
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La formación de un individuo autónomo, proactivo, emprendedor y soli-
dario, requiere profundas transformaciones del sistema educativo en sus dis-
tintos componentes: propósito y estructura del sistema, estrategia pedagógica, 
actores participantes, rol de esos actores, métodos de evaluación, y formación 
de los docentes y directivos. 

La educación no ha estado adecuadamente articulada a los planes de de-
sarrollo rural, ya que el enfoque predominante de tipo sectorial ha considerado 
solamente temas que maneja la cartera agropecuaria. Se espera que la educa-
ción sea el principal motor del desarrollo, sin embargo, se reconocen falencias 
importantes: 

El sistema educativo colombiano afronta retos en cuanto a desarrollo de com-
petencias y cierre de brechas para construir una sociedad más equitativa y con 
igualdad de oportunidades (DNP, 2014, p. 35). 
El país requiere un sistema de formación que permita a los estudiantes no solo 
acumular conocimientos, sino saber cómo aplicarlos, innovar, y aprender a lo 
largo de la vida para el desarrollo y actualización de sus competencias… que 
faciliten los procesos de transformación cultural y actitudinal necesarios para el 
avance del país en aspectos sociales, ambientales, institucionales, y para el estable-
cimiento de una paz sostenible”. (p. 39). 

Según el Plan sectorial educativo 2010-2014: 
Las pruebas Saber indican que el 67 % de los establecimientos educativos de la 
zona rural se ubican en las categorías muy inferior, inferior y bajo, mientras que 
en la zona urbana este porcentaje es de 44 %. […] los desempeños de los docentes 
de las zonas rurales son inferiores a los de las zonas urbanas, que oscila entre 5 y 
10 puntos. (Ministerio de Educación, 2010, pp. 26-27). 

El problema es reconocido, sin embargo, la identificación de todas las 
causas y, por ende, la formulación de las propuestas de política, no corres-
ponden completamente con dicha importancia. La falta de enfoque sistémico 
en el análisis y de reconocimiento más concreto y más democrático sobre el 
papel del individuo en un proceso de desarrollo autónomo son, tal vez, las 
razones de las falencias en esos diagnósticos. Por otro lado, ha sido una edu-
cación predominantemente transmisionista, que ve al estudiante como objeto 
en quien se deposita conocimiento. “Uno de los principales retos en materia 
de calidad educativa es trascender de la apropiación de contenidos académicos 
al desarrollo de competencias para la vida” (Ministerio de Educación, 2010, p. 
46). El Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 priorizó como competencias 
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básicas las competencias en matemáticas, lenguaje y ciencias; es un esquema 
de competencias disciplinares diferente al que propone la UNESCO, que defi-
ne como competencias básicas las competencias interpretativa (conocer, rela-
cionar, identificar causas y efectos), comunicativa (interactuar con los demás), 
argumentativa (justificar el conocimiento, dar razones), propositiva (nuevas 
soluciones, nuevas lecturas) y valorativa (saber ser, saber vivir). 

Sobre los modelos pedagógicos podemos decir también que ha sido una 
educación teoricista o ideista, memorística y descontextualizada que da más 
valor a la “pureza” y origen del concepto que a su significado y relación con la 
realidad, de tal manera que el conocimiento no se relaciona necesariamente 
con la solución de problemas, lo cual crea una inconveniente disyunción de 
lo académico y el mundo real. Aunque pocos lo reconocen, es un modelo 
platónico que desprecia el contacto con la realidad como fuente de apren-
dizaje, lejos de los modelos aristotélico y cartesiano. Si bien se ufana de ser 
cientificista, desaprovecha las posibilidades del método mismo para que, en la 
práctica cotidiana, se ayude a formar una mente crítica, creadora y proposi-
tiva. Puede afirmarse que es una educación que utiliza el conductismo como 
modelo pedagógico predominante; al estudiante se le indica qué hacer y cómo 
hacerlo, corresponde a un esquema asistencialista que niega la realidad y las 
posibilidades de cada quien.

Las áreas disciplinarias de mucha importancia dentro de las ciencias 
humanas han sido debilitadas; lógica no formal, epistemología, filosofía y 
psicología. Los temas que no han sido incluidos en la formación básica y que 
hoy se reconocen como necesarios son el pensamiento sistémico, complejo  
y estratégico, componentes de las capacidades contextualizadora, valorativa y 
de concertación, entre otros. En el modelo actual del país, se pretende que la 
educación rural sea más técnica. Con seguridad se requiere que la educación 
incluya el componente de instrucción para el trabajo, pero con la promoción 
de las escuelas de formación técnica se puede caer en una cultura educativa 
que atente contra la formación integral y se convierta en una nueva forma de 
discriminación. 

Si bien la formación humanista y para el trabajo preparan simultánea-
mente para la vida, quienes lo proponen como alternativas divergentes caen 
en un error de ingenuidad: el humanismo utópico que niega la técnica y el 
materialismo pragmático que le confiere todo a la tecnología. El manifiesto 
Unas humanidades con futuro, promovido por profesores de distintas discipli-
nas con el impulso del Instituto de Estudios Catalanes y la Facultad de Teo-
logía de Cataluña, constata que los estudios humanísticos han ido perdiendo 
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protagonismo debido a factores sociopolíticos y económicos. Pero las razones 
últimas se encuentran “en una crisis más general del saber, también del saber 
científico, a menudo valorado solo por sus aplicaciones prácticas y sin que se 
le relacione con la pregunta por el sentido” (Manifiesto “Unas humanidades 
con futuro”, 2014).

Este tipo de educación forma individuos con alta dependencia, poca ini-
ciativa y curiosidad, con más expectativa que motivación y compromiso; justo 
lo opuesto a las necesidades de un desarrollo incluyente, democrático, parti-
cipativo y autónomo. La educación que busque el desarrollo de habilidades y 
comportamientos necesarios o convenientes producto del acuerdo social en-
frenta unos retos que rompen con el esquema tradicional de educación orien-
tada a la acumulación de conocimiento. Un cambio en la educación tiene que 
ver, entre otros, con aspectos como: 

1. El saber hacer del docente: cuando se trata de desarrollar capacidades, 
el maestro como cogestor de un proyecto de formación debe saber 
trabajar por objetivos y saber formular estrategias para el logro de los 
mismos. 

2. Transformar el esquema transmisionista a una combinación ecléctica 
de distintos modelos pedagógicos; la praxis muestra posibilidades im-
portantes como generadora racional de capacidades: conocimientos, 
habilidades y conductas. 

3. El maestro que quiera enseñar a sus alumnos a contextualizarse ha de 
tener él mismo esa capacidad; tanto para él como para sus alumnos 
la realidad del territorio es su mejor laboratorio; los distintos actores 
territoriales deberían ser aliados de un aprendizaje colaborativo que 
beneficia a todos. 

4. Los sistemas de evaluación son excelentes promotores de cambios; 
investigación profunda sobre modelos de evaluación de competencia 
se hace necesaria (Parra, 2010).

La educación superior y el dret

Los formuladores de las políticas públicas y los promotores de desarrollo que 
se desempeñan en instituciones oficiales y privadas son sin duda actores claves 
del desarrollo. De los formuladores de política se espera, por ejemplo, pensa-
miento sistémico, contextualización de la realidad regional, sectorial e institu-
cional, pensamiento estratégico y complejo. De los promotores del desarrollo 
se espera también capacidad concertadora, de gestión, liderazgo, pensamiento 
procesual, entre otros. 
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Otro componente muy importante del sistema educativo que tiene que ver 
con el desarrollo rural lo constituyen las universidades que forman a los pro-
fesionales que inciden en el sector productivo rural en todas sus dimensiones. 

Los profesionales universitarios tienen una oportunidad privilegiada para desem-
peñar el rol de agentes de cambio. Son los que diseñan y ejecutan las políticas en 
los países y toman las decisiones en las instituciones vinculadas al desarrollo, sin 
embargo […] esos profesionales presentan debilidades que se traducen en des-
conocimiento de la complejidad rural, segmentación disciplinaria en su análisis, 
desvalorización de las formas de vida en el campo y desconocimiento de modelos 
de intervención en las distintas comunidades rurales (Amtmann, 2000, p. 5). 

Para Morin (2000) la perspectiva disciplinaria que caracteriza a la educa-
ción superior constituye más una barrera que un puente para comprender los 
sistemas rurales, que son el resultado de la coevolución entre subsistemas socia-
les, económicos, culturales y ambientales. La disciplinariedad dificulta apreciar el 
contexto y la complejidad de los procesos; al igual que en la educación básica los 
docentes universitarios con frecuencia desconocen la problemática rural en sus 
diferentes dimensiones y bajo contextos complejos y diversos. A lo anterior se 
suman las deficiencias en formación pedagógica de los docentes universitarios. 

Es justo resaltar la intención del Ministerio de Educación en el Plan Sec-
torial 2010-2014 de transformar la calidad en educación sobre la definición de 
competencias en educación superior, cuya meta era que “al finalizar el cuatrienio 
se hayan definido las competencias específicas para el 70 % de los programas por 
área del conocimiento” (DNP, 2014, p. 38). Esta meta fue alcanzada en buena parte 
en los programas de Ingeniería Agronómica y de Veterinaria y Zootecnia, en los 
cuales el ICFES contó con el apoyo de la Asociación Colombiana de Facultades 
con programas de Ingeniería Agronómica y Agronomía (ACOFIA), y de la Aso-
ciación Colombiana de Facultades de Medicina Veterinaria y Zootecnia (ASFA-
MEVEZ) en el diseño de las pruebas SABER PRO. No obstante, algunas facultades 
que ofrecen estas carreras parecen prestarles poca importancia a esas pruebas.

Tener competencia para educar en competencias significa conocer, com-
prender, proponer soluciones para contextos reales, de manera que se ponga 
la disciplina a ese servicio y se relacione con otras. Es decir, el docente debe 
tener competencia contextualizadora y, a su vez, debe saber promoverla en 
sus alumnos. De esto deberán encargarse las universidades y escuelas peda-
gógicas, ajustar sus programas y sus metodologías pedagógicas, de tal manera 
que sirvan como modelos a seguir en el ejercicio docente. El currículo en las 
universidades pedagógicas y en las escuelas de normalistas debería incluir áreas 
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específicas y obligatorias de pedagogía de la autonomía, del pensamiento com-
plejo, del pensamiento sistémico, del manejo del conflicto y la incertidumbre 
(pensamiento estratégico). La profundización disciplinar, debería incluir una 
mirada a los aportes que la disciplina ofrece a la solución de problemas en 
distintos contextos.

Posibles soluciones para la educación rural con enfoque territorial

Además de los planteamientos ya hechos en este capítulo, es importante re-
visar otras propuestas que apuntan a resolver la problemática educativa en el 
medio rural. Por ejemplo, en términos de cobertura, la Misión Rural propone 
un programa de Analfabetismo Cero en las zonas rurales para garantizar que 
todos los jóvenes rurales tengan como mínimo 11 años de escolaridad obliga-
toria en 2030. Además, una educación pertinente y de calidad que facilite la 
inclusión productiva e incentive la creatividad y la innovación; que asegure la 
competitividad en las actividades productivas rurales y busque que la educa-
ción sea un verdadero instrumento de movilidad social (DNP, 2015). 

Se requiere impulsar una política educativa rural que logre una mejora en 
la capacidad de emprendimiento social, económico y ambiental, que incluya 
elementos de pensamiento complejo, pensamiento estratégico y pensamiento 
sistémico y el desarrollo de competencias de contextualización, gestión, deci-
sión, concertación y asociatividad. En esta dirección, la Misión Rural propone 
trabajar en un currículum de educación secundaria y media en la zona rural 
que incorpore componentes de seguridad alimentaria y proyectos pedagógicos 
productivos que fomenten las capacidades asociativas, los emprendimientos y 
la formulación de proyectos productivos apropiados para los distintos territo-
rios. En educación técnica, tecnológica y profesional, se plantea profundizar 
en iniciativas que faciliten el acceso de la población rural a la oferta de cursos 
del SENA y de los Centros Regionales de Educación Superior (CERES), articular 
la educación media a la técnica, promover programas virtuales y a distancia de 
formación y construir nuevas sedes territoriales de las universidades públicas 
(DNP, 2015). 

Se recomienda hacer reformas importantes en los exámenes de Estado de 
manera que indiquen cambios trascendentes en los objetivos de la educación, 
en la pedagogía, en la gestión educativa, en la formación de los docentes, en la 
participación de otros actores y en la superación del autismo que ha caracteri-
zado al sector educativo. Al respecto, la Misión Rural reconoce la importancia 
de la meritocracia en el caso de becas y apoyos, pero destaca las desventajas de 
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los estudiantes del campo, por lo cual proponen que pruebas estándar como el 
ICFES identifiquen a los estudiantes meritorios teniendo en cuenta su contexto.

Dentro de este marco, el rol de las políticas del Estado en un programa de 
DRET en educación sería facilitar e incentivar la iniciativa de autoridades, di-
rectivos y docentes en las instituciones educativas y entes territoriales; generar 
escenarios y propiciar encuentros para el diálogo y la participación de distintos 
estamentos de la sociedad; promover la transformación de los Proyectos Edu-
cativos Institucionales (PEI) en pedagogía y contenidos; impulsar la investi-
gación sobre modelos pedagógicos innovadores; garantizar recursos, regular y 
monitorear el proceso y asegurar los resultados. 

Es necesario considerar la viabilidad de esa política y esto hace referencia 
a la superación de las dificultades institucionales, individuales y de gestión pú-
blica para implementar propuestas educativas innovadoras bajo las condiciones 
actuales. Una política educativa con enfoque territorial debe ser diferenciada, 
según las categorías de ruralidad, la demanda existente y la densidad poblacio-
nal, esto implica una importante labor del Ministerio de Educación Nacional, 
en términos de estándares mínimos de calidad y seguimiento a la calidad de los 
programas, verificación de la pertinencia de los programas educativos, capaci-
tación de docentes de las instituciones educativas rurales, evaluación y puesta 
en práctica de nuevos modelos pedagógicos. 

Extensión rural basada en la comunidad local: una estrategia  
para el desarrollo rural

El Acuerdo 1 de La Habana plantea mejorar el servicio de asistencia técnica 
agropecuaria (extensión), que sufre actualmente de una gran debilidad (DNP, 
2015). En ese Acuerdo se propone un plan de extensión de carácter participa-
tivo para estimular la innovación y mejorar la sostenibilidad de la economía 
campesina, familiar y comunitaria (incluye promoción y protección de las se-
millas nativas y los bancos de semillas como recursos soberanos de la nación 
y estricta regulación de los transgénicos). Igualmente, “se acordó fortalecer y 
promover la investigación, la innovación y el desarrollo científico y tecnológico, 
para el sector agropecuario en áreas como agroecología, biotecnología, suelos, 
etc.” (FARC-EP, Gobierno de Colombia, 2014, p. 15).

Problemática del sector agropecuario y extensión

La agricultura está intrínsecamente relacionada con los grandes desafíos de 
orden mundial; erradicar la pobreza en todas sus formas, garantizar una vida 
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saludable y promover el bienestar humano, poner fin al hambre, conseguir la 
seguridad alimentaria y una mejor nutrición, garantizar la disponibilidad y la 
gestión del agua, fomentar el desarrollo sustentable, el empleo pleno y pro-
ductivo, así como combatir el cambio climático y sus efectos, son asuntos que 
comprometen a la agricultura con la humanidad (Huylenbroeck et al., 2007).

No obstante, la situación del agro colombiano es paradójicamente precaria 
y alarmante. El paro agrario y popular del año 2013 fue la expresión sintomática 
más visible de esta situación (MIA, 2013); la movilización de los productores 
agropecuarios permitió que el país conociera la crisis por la que atraviesa la 
agricultura colombiana y, en especial, las dificultades que afrontan los campesi-
nos. Las exigencias planteadas (capítulo 2 de esta publicación) representan un 
conjunto de aspiraciones legítimas y marcan el derrotero del deber ser de las 
políticas públicas y programas del sector.

Merecen atención especial las exigencias referidas a los temas de precios 
de insumos y a la falta de fomento a la producción limpia y agroecológica; el 
primer aspecto porque el escalamiento de los costos de producción es uno de 
los principales problemas que afecta la economía campesina y de los pequeños 
productores rurales. Aunado a esto, existen dificultades de comercialización y 
problemas de competitividad, relacionadas con la dinámica fluctuante de los 
precios en el mercado, carencia de infraestructura social y productiva en el 
campo, y falta de innovación tecnológica. El segundo aspecto, dado que el 
uso intensivo de agroinsumos de síntesis encarece los costos de producción y 
ponen en riesgo la calidad ambiental y la de los alimentos (Leiva, Fuentes y, 
Guaitero, 2012; Leiva, Lozano y Correa, 2012). 

Muchas de las dificultades del sector provienen de una marcada debilidad 
institucional y de gobernabilidad de los asuntos agropecuarios, así como de 
la ausencia de una política pertinente de extensión rural. Como un reflejo de 
lo anterior, vale la pena subrayar que Colombia es un país de referencia en el 
mundo tanto por las enormes cantidades de fertilizantes y pesticidas usados 
por unidad de área cultivada, como por los altísimos precios de los insumos. 
Según el Banco Mundial (2013), el país sobresale como el segundo de la región, 
después de Costa Rica, con el mayor consumo de fertilizantes en términos de 
volumen (kilogramos) por hectárea de tierra cultivable, lo cual significa que el 
país utiliza 5,8 veces el promedio latinoamericano, comparado con el 2010, que 
fue del orden de 84,2 Kg por hectárea de área cultivable.

En cuanto al consumo anual de plaguicidas, Colombia reportó un incre-
mento del 37,9 % entre 1997 y 1998. En el año 2000 se aplicaron un total de 
151 686 toneladas, y para el 2010 Colombia hizo parte del grupo de países con 
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un uso superior a 10 toneladas de ingrediente activo de plaguicidas por cada 
1.000 hectáreas (Banco Mundial, 2013). Sin lugar a duda, el tema de las exce-
sivas cantidades de insumos usados en la producción es un tema directamente 
relacionado con la extensión rural y en particular con la asistencia técnica agro-
pecuaria. Esta tesis se confirma con lo revelado por el avance de resultados del 
Tercer Censo Nacional Agropecuario, el cual encontró que para el año 2013 tan 
solo los productores del 9,6 % de las unidades productivas agropecuarias en el 
país recibieron asistencia o asesoría técnica para el desarrollo de las actividades 
agropecuarias; es decir, la asistencia técnica en el país es realizada por las em-
presas que comercializan insumos agropecuarios; algunas de estas, en su interés 
de aumentar ventas, han orientado a los desinformados agricultores hacia el 
alto consumo de esas sustancias. Se destaca que el uso intensivo de agroquími-
cos conduce a un incremento considerable de los costos de producción, sin que 
esto se traduzca en mejoras en los rendimientos de los cultivos.

En este contexto, es necesario realizar un análisis de las políticas de ex-
tensión rural y asistencia técnica agropecuaria que permita generar propuestas 
para mejorar las condiciones productivas de los campesinos en Colombia.

Algunas consideraciones acerca de la extensión

Una característica de los problemas a enfrentar en lo rural es la presencia de un 
alto grado de incertidumbre y de oposición inteligente (conflicto). Estas dos 
características hacen necesario desarrollar una forma de actuar y de pensar para 
afrontarlas, tanto en los habitantes rurales como en los profesionales que los 
acompañan. Proyectos en los que es necesario considerar el medio ambiente, 
el mercado, la competencia o los diferentes intereses de los actores que inter-
vienen en los procesos de la producción, la comercialización, la organización, 
etc., son ejemplos de esas situaciones en las que la incertidumbre y la oposición 
inteligente son factores a considerar en forma prioritaria al tomar decisiones. 
Otras situaciones, como el aprovechamiento de oportunidades, obligan a bus-
car nuevos caminos, nuevos métodos y nuevas metas que permitan insertarse 
exitosamente. Pero abrir camino e innovar son también escenarios donde se 
afronta incertidumbre, oposición, conflicto y riesgo. El pensamiento estratégi-
co se sustenta en bases conceptuales y habilidades para utilizar modelos me-
todológicos que pueden ayudar a encontrar en forma participativa, con mayor 
probabilidad de éxito, soluciones a la problemática presentada (Parra, 2006).

El papel del extensionista rural, de los promotores locales y de los profe-
sionales relacionados con este tema, debe cambiar y pasar de ser representantes 
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de una tecnología única donde el productor es solo un receptor de la misma, 
y convertirse en agentes educadores, promotores, facilitadores y catalizadores 
del proceso de gestión de proyectos y socialización de una tecnología que, al 
considerar factores antrópicos, sociales, ambientales, culturales, económicos y 
políticos, se base en saberes compartidos entre los diferentes agentes que inter-
vienen en el proceso. Además, es necesario incluir profesionales de las ciencias 
sociales que muestren enfoques y abordajes diferentes a los tradicionales de las 
carreras técnicas del sector agropecuario, esto resulta de gran importancia para 
el desarrollo rural con enfoque territorial.

La extensión universitaria y la investigación participativa cuando se entien-
den como procesos de interacción con el entorno dejan un saldo pedagógico de 
gran valor en la formación de profesionales, investigadores y maestros. Con-
tribuyen a mejorar sus capacidades interpretativas, propositivas, contextuales y 
ejecutoras. Hasta ahora, la extensión rural en el país ha estado orientada a aten-
der población adulta, especialmente en desarrollo tecnológico. El desafío es de 
mayor magnitud, los conocimientos, habilidades y conductas necesarias se deben 
desarrollar desde una edad temprana en un sistema educativo diferente al que 
actualmente se tiene.

Algunos aspectos de la extensión en Colombia

Luego de la creación de las UMATAS (Unidades Municipales de Asistencia  
Técnica Agropecuaria), en 1987, y el Sistema Nacional de Transferencia de Tec-
nología Agropecuaria (SINTAP) en 1990, se esperaba que en Colombia hubiera 
una cobertura y mejoramiento del servicio de asistencia técnica que dinami-
zara y mejorara tanto la productividad como rentabilidad de las actividades 
agropecuarias, especialmente en beneficio de quienes no tienen capacidad para 
contratar directamente un asistente técnico. Dado que en la práctica las UMA-
TAS no han dado los mejores resultados, en el año 2010 y en desarrollo de la ley 
607 de asistencia técnica, se abrió la posibilidad de que entidades privadas lla-
madas Empresas Prestadoras de Servicios Agropecuarios (EPS-AGROS) pudier-
an contratar con los municipios la prestación del servicio de asistencia técnica 
agropecuaria.

Según la Misión Rural, el servicio de asistencia técnica agropecua-
ria se debilitó fuertemente luego de la eliminación del Sistema Nacional 
de Transferencia de Tecnología Agropecuaria (SINTAP). Actualmente, tiene 
una cobertura insuficiente (10 % de los productores según el Tercer Censo 
Agropecuario), se presta bajo una visión lineal y vertical de arriba a abajo ig-

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



166 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

norando el papel de los productores, carece de un enfoque de redes de cono-
cimiento, hace uso muy limitado de las TIC, hay dificultades burocráticas en 
la asignación de recursos y el aporte departamental y municipal sigue siendo 
muy pequeño (DNP, 2015).

Con base en información del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral, para el 2013 en el país existían, 458 EPSAGROS registradas legalmente, con 
presencia en 28 departamentos y 183 municipios. Según el registro nacional 
de proponentes y el sistema de calificación de oferentes de asistencia técnica 
directa rural, el 88,2 % de las EPSAGROS no cuentan con certificación de calidad 
para prestar el servicio. Esta certificación evalúa la experiencia de la empresa 
en el sector agropecuario en tres etapas de los renglones productivos (produc-
ción, transformación y comercialización), en cuanto a su capacidad técnica, 
financiera y operativa. Lo anterior evidencia que la contribución de las EPS-
AGROS a resolver el problema de la asistencia técnica ha sido mínima.

Las evaluaciones de los programas de extensión en Colombia han mos-
trado poca efectividad y escasa contribución al desarrollo rural en Colombia 
(USAID, 2009; Perry, 2012). Los modelos de extensión basados en los servicios 
gubernamentales o comerciantes agrícolas privados y proveedores de servi-
cios no son suficientes para satisfacer las necesidades de los agricultores de 
las zonas desfavorecidas. Esto se debe a una serie de factores, entre ellos la 
necesidad de responder a las necesidades tecnológicas específicas de los agri-
cultores en diferentes zonas agroecológicas, los altos costos de transacción de 
llegar a zonas remotas, la necesidad de soluciones de gestión de los cultivos y 
el ganado adaptadas a condiciones ambientales difíciles que, a menudo, no son 
bien entendidas por los agentes de extensión, quienes han sido capacitados 
para trabajar en zonas de alto potencial agropecuario o con adecuados recursos 
financieros e infraestructura, y los desafíos de la búsqueda de especialistas en 
extensión profesionales dispuestos a vivir y trabajar en condiciones poco es-
timulantes y, a veces, en zonas inseguras (Coupe, 2009; Ho y Montero, 2013).

Este escenario ha promovido la emergencia y el reconocimiento de alterna-
tivas que se han manifestado bajo el principio de estrategias de acompañamiento 
para el desarrollo rural (Thiele et al., 2002), las cuales dirigen sus esfuerzos hacia 
la búsqueda y creación de herramientas que posibiliten espacios de dialogo y 
retroalimentación entre campesinos y técnicos, como consecuencia de la nece-
sidad de un cambio en la extensión clásica cuyo fin se resume en la adopción de 
nuevas tecnologías por parte de los agricultores para lograr procesos producti-
vos más eficientes, que generen ingresos económicos relevantes.
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En otras palabras, es necesario construir una nueva relación entre técni-
cos y campesinos, más equilibrada y basada en el desarrollo de capacidades; 
que, a partir de procesos participativos, permitan abordar la extensión rural de 
manera integral y privilegien la acción colectiva sobre la individual. Es decir, 
fortaleciendo la organización de campesinos rurales para enfrentar los proble-
mas de valor agregado, comercialización, gestión de la asistencia técnica, falta 
de capital de trabajo, entre otros.

Una estrategia de extensión rural con enfoque holístico comprende la 
multidimensionalidad del territorio e integra los procesos de aprendizaje y 
producción desde diversos escenarios. Identifica además las necesidades y la 
realidad socioeconómica de cada unidad productiva agropecuaria a nivel de 
finca, genera espacios de gestión social y comunitaria, impulsando la cultura de 
la organización, igualmente, contribuye al desarrollo territorial, la planeación 
incluyente y el manejo sustentable de los recursos naturales (La Forgia, 2008).

Una estrategia de extensión rural basada en la comunidad representa una 
opción de cambio a favor del desarrollo rural sustentable y se basa en la idea 
de proporcionar una formación técnica especializada e intensiva para aquellas 
personas en una comunidad con competencias en liderazgo e interés inno-
vador o talentos (normalmente 1 o 2 personas por organización campesina), 
para luego promover una variedad de tecnologías apropiadas y la prestación de 
servicios técnicos con apoyo ocasional y revisión de una organización de apoyo 
(FAO, 1997). Este modelo está en función de la demanda ya que los proveedores 
de servicio son contratados directamente por las organizaciones de agriculto-
res o las comunidades para ofrecer información y servicios relacionados que 
se especifican por los agricultores (Anderson y Feder, 2007; Ho y Montero, 
2013). Estos modelos generalmente han experimentado un alto grado de éxito 
al descubrir o identificar tecnologías que aumentan la productividad, y que 
luego son ampliamente adoptadas. También han sido capaces de hacerlo a un 
costo relativamente bajo (Farrington, 2002).

La estrategia de extensión rural que se describe a continuación se inspiró 
en el éxito de programas para la extensión rural en salud que desde los años 
80 se implementó en Brasil y algunos países africanos. La estrategia se basa 
en la conformación de un equipo nuclear con la capacidad científico-técnica 
y un número determinado de agentes o extensionistas comunitarios ubica-
dos en las veredas o asociaciones de habitantes rurales, de tal manera que se 
abarque una población determinada. Los agentes comunitarios de salud son el 
corazón de los Equipos de Salud de la Familia (ESF); cada uno está asignado 
a aproximadamente 150 hogares, por lo general en el mismo barrio donde el 
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agente vive. Los agentes visitan cada hogar dentro de su área al menos una 
vez por mes, independientemente de la demanda, y registran la información 
actualizada sobre cada individuo y cada hogar; son miembros asalariados de un 
equipo de atención de salud y están supervisados por profesionales de la salud 
capacitados, entre ellos un médico.

Según Macinko y Harris (2015), los agentes de salud comunitarios ayu-
dan a reducir la brecha entre la atención primaria y los esfuerzos de salud 
pública, y sus filas han crecido rápidamente. En 1998, había aproximadamente 
2000 equipos, incluidos los agentes de salud comunitarios constituían 60.000 
miembros que prestan servicios a los 7 millones de personas - o un 4 % de la 
población. En 2014, hubo 39.000 equipos, con más de 265 mil agentes comuni-
tarios de salud, además de 30 mil equipos de odontólogos y técnicos dentales, 
que en conjunto sirven 120 millones de personas, aproximadamente el 62 % de 
la población de Brasil.

La estrategia de extensión rural basada en la comunidad reconoce al pro-
ductor–campesino como protagonista y eje fundamental de su propuesta, por 
tal razón promueve, fomenta e incentiva la formación de talentos ignorados en 
las comunidades rurales. 

 Las bondades de un programa de extensión rural basado en la comunidad 
resultan obvias. Sin embargo, este ha sido un tema esquivo en las políticas 
públicas y estrategias dirigidas al medio rural colombiano, con lo cual se han 
aumentado las brechas en el conocimiento y la búsqueda de soluciones a los 
problemas. Las comunidades campesinas son conscientes de esta situación y 
aspiran a ser tenidos en cuenta por el Estado; esto generaría un escenario in-
cluyente y más constructivo entre todos los actores del sistema nacional de 
transferencia de tecnología. 

La propuesta de extensión rural basada en la comunidad es una invitación 
a la innovación local participativa y un instrumento que contribuye al desarro-
llo rural sustentable como pieza clave en la construcción de sociedades rurales 
más justas, incluyentes y democráticas.

Posibles soluciones para la extensión rural con enfoque territorial

Los aspectos expuestos muestran que se requiere una nueva concepción de la 
extensión rural, que sea ampliamente participativa, enfocada en la integralidad 
del campesino y no exclusivamente en aspectos técnicos/tecnológicos. Real-
mente para los campesinos su sistema productivo es un componente funda-
mental de su proyecto de vida y el de su familia.
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La Misión Rural enmarca la extensión agropecuaria en la estrategia de in-
clusión productiva y plantea que se requiere “trascender la transferencia de tec-
nología para convertirse en un acompañamiento integral”, cuyo fin es construir 
capacidades, restablecer “el vínculo directo de los productores con la investiga-
ción, así como el de los investigadores con las condiciones en que se desarrolla 
la producción” (DNP, 2015, p. 68). Además, este acompañamiento debe incluir 
asuntos administrativos, organizacionales, económicos, comerciales y empre-
sariales, integrarse con los Sistemas Territoriales de Innovación (STI), ser rea-
lizado por entidades idóneas y debe tener carácter gratuito para los pequeños 
productores familiares. Con este fin se propone que el Consejo Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación Agropecuaria (CNCTIA) adelante una estra-
tegia de gestión del conocimiento para que las organizaciones de productores, 
las entidades de acompañamiento y los demás actores del sistema realicen un 
proceso de aprendizaje y de construcción de conocimiento compartido, que 
considere los conocimientos tradicionales y ancestrales, con normas claras de 
propiedad intelectual que respeten los derechos de innovadores privados e in-
versionistas y de las comunidades rurales que han sido fundamentales en el 
mantenimiento de una base genética diversificada en el agro. Según la Misión, 
lo anterior debe ser complementado con un sistema de monitoreo y evaluación 
participativa y otro sistema de carácter externo, en el que pares de alto nivel 
(nacionales/internacionales) hagan una rigurosa evaluación.

Conclusiones y comentarios finales

La educación y la extensión rural presentan serias debilidades en Colombia en 
aspectos cruciales para garantizar el DRET; se requiere con urgencia corregir 
esas debilidades. El Acuerdo 1 del actual proceso de paz y el Informe final de 
la Misión Rural coinciden en destacar la gran importancia de avanzar decidi-
damente en estos dos aspectos, para lo cual se deben implementar planes de 
educación y de extensión más pertinentes y con enfoque territorial en el marco 
del actual proceso de paz.

Esos planes deben llevar a superar las brechas de la población rural frente 
a la urbana, tanto en aspectos de cobertura como de calidad, con enfoques 
participativos y que den prioridad a modelos pedagógicos de tipo horizontal 
donde el educando, aprendiz o campesino que recibe educación/extensión sea 
un sujeto activo y parte vital del proceso.

Lo expuesto en cuanto al perfil del ciudadano actor principal de un pro-
ceso de desarrollo es un reto para quienes tienen la responsabilidad de formar 
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a los maestros y a los extensionistas. Las instituciones educativas y de capa-
citación deben promover el desarrollo de competencias pedagógicas en sus 
educandos, acorde con las necesidades de esos nuevos modelos. Formar para 
trasmitir es diferente a formar para desarrollar capacidades y un escollo para 
promover la praxis como estrategia pedagógica. En particular, las universida-
des deben repensar la forma como cumplen su papel en educación, investiga-
ción y extensión, particularmente en la actual coyuntura del proceso de paz.
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Políticas públicas de tierras y desarrollo rural:  

un análisis para los acuerdos de La Habana1

Gonzalo Téllez*, Maira Judith Contreras Santos** y Sebastián Camilo Álvarez***

Introducción1

Después de cinco décadas de conflictos por la tierra, las preguntas que surgen 
en torno a este tema son: ¿la concentración de la propiedad rural es causa 
fundamental de la problemática social y política del campo colombiano? y, 
¿por qué si históricamente existen políticas públicas para resolver el proble-
ma, no se han materializado y sí se ha dado una especie de contrarreforma 
agraria? 

En el país se ha consolidado un proceso de reconcentración de la propiedad 
rural, que ha llevado a agudizar la crisis política, socioeconómica y ambiental 
del campo colombiano, datos del Atlas de la distribución de la propiedad rural 
en Colombia (IGAC et al., 2012) indican un coeficiente Gini de 0,86, considera-
do uno de los más altos del mundo. La concentración de la propiedad rural por 
parte de diferentes actores de la sociedad en el país ha afectado históricamente 
el proceso de democratización del acceso a la tierra y sus objetivos conexos 
de mejoramiento en el uso del suelo, el aumento de la producción y produc-
tividad agrícola, el bienestar y el desarrollo humano de la población rural. En 
otras palabras, la concentración de la tierra en el país ha sido y sigue siendo un 
problema estructural en la sociedad colombiana que obstaculiza un desarrollo 
integral del campo y de la población beneficiaria.

Para entender las dinámicas del campo en Colombia y dar lineamientos de 
política pública para una Reforma Rural Integral (RRI) cabría hacer una serie 
de preguntas orientadoras y fundamentales: ¿continua siendo vigente la nece-

* Profesor asociado, Facultad de Medicina Veterinaria y de Zootecnia, Universidad Nacional de Colom-
bia, sede Bogotá.

**  Profesora asociada, Facultad de Ciencias Humanas, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá.
***  Estudiante de Zootecnia, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá.
1 Este capítulo es producto de la investigación “Análisis de la política pública de reforma agraria (1991- 

2006)” financiada por Colciencias y la Universidad Nacional de Colombia.
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sidad de una política pública de reforma agraria de carácter redistributivo que 
lleve a reformar la estructura de la tenencia de la propiedad rural, o mejor sería 
destinar prioritariamente los recursos de esta política al mejoramiento de otros 
factores estratégicos para el desarrollo rural, como la educación y la asistencia 
técnica y empresarial (capital humano)?, ¿cuál ha sido el nivel de consultas, 
negociaciones y participación de organizaciones sociales rurales, promovidas 
por el Gobierno nacional, en la identificación y definición del problema para 
incluir en la agenda gubernamental el tema de la reforma agraria y el desarrollo 
rural?, ¿ha existido un modelo para inscribir en la agenda gubernamental la 
política pública de reforma agraria y desarrollo rural?, ¿cómo ha sido el proceso 
para formular soluciones y tomar decisiones en la política pública de reforma 
agraria y desarrollo rural?, ¿cómo se han implementado, evaluado las decisio-
nes en la política pública de reforma agraria y desarrollo rural?, ¿cómo se ha 
utilizado la sectorialidad y la territorialidad en la política pública de reforma 
agraria y desarrollo rural? Según la revista Planeación y desarrollo del Departa-
mento Nacional de Planeación,

la concentración de la tierra y la reforma agraria son temas que no pierden vi-
gencia en Colombia, debido a que su problemática aparece de manera recurrente 
y como elemento central, cuando se abordan análisis sobre la difícil situación 
económica y social por la que atraviesa el país, no se puede entender la situación 
actual del país sin remontarse a la historia (Grusczynski y Rojas, 2003).

Problema histórico

La falta de solución del problema agrario en Colombia constituye uno de los 
factores determinantes de la expansión de la violencia colombiana, en sus dife-
rentes manifestaciones, especialmente en las últimas décadas. Tanto la violen-
cia guerrillera o paramilitar, como la intrafamiliar o la que promueve la llamada 
delincuencia común, responden en buena medida y de una manera estructural 
y secuencial a tal hecho (Sánchez, 2002).

La disputa por la apropiación de la tierra en Colombia tiene profundas 
raíces históricas, se remonta a la época de la colonia, cuando la propiedad sobre 
la tierra la traen los españoles a nombre de la Corona, lo cual establece institu-
ciones como los contratos de capitulaciones y las mercedes reales, con las cuales 
se da inicio al proceso de concentración de la tierra en cabeza de los españoles. 
Ya desde finales del siglo XVI se documentan conflictos entre propietarios y no 
propietarios de la tierra, situación que se volverá de común ocurrencia a través 
de la historia nacional (Fajardo, 1983; Machado, 2009).
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Con la llegada de la República, producto del movimiento independentis-
ta, las oligarquías criollas al frente del nuevo régimen político dan continuidad 
a algunas prácticas políticas desarrolladas por la Corona española, es el caso 
de la continuidad que se le dio a la eliminación de los resguardos indígenas y 
la conservación de la concentración de la propiedad existente sobre la tierra 
apropiada por nuevos actores como los jefes militares y soldados que reclama-
ron esta propiedad como un reconocimiento por su participación en la guerra. 
Desde los inicios de la República, los distintos gobiernos, frente a la demanda 
por la tierra como factor fundamental para solucionar la problemática agraria, 
han desarrollado una política de entregar o adjudicar a particulares los deno-
minados baldíos nacionales, que son tierras públicas que la nación conserva 
para adjudicarlas (Fajardo, 1983; Machado, 2009). 

Con la expedición de la Ley de Tierras (Ley 200 de 1936), el gobierno 
Santos trató de establecer por primera vez un estatuto que regulara las relacio-
nes de propiedad rural y su función social, e instituyó la extinción del derecho 
de dominio a favor de la nación; pero la problemática de acceso a la tierra no 
fue resuelta en las siguientes dos décadas. Razón por la cual, con el apoyo del 
programa de la Alianza para el Progreso del Gobierno de los Estados Unidos, 
se crea la política pública de la reforma agraria formalizada en la Ley 135 de 
1961, política que desde entonces se volvió de Estado, ya que todos los gobier-
nos la han mantenido, pero con diferentes matices y enfoques. Esta política 
pública fue reformada por la Ley 30 de 1988, pero a pesar de ello se careció de 
verdadera voluntad política para llegar a una eficaz y amplia reforma agraria 
en el país.

Para inicios de la década de los años 90, se da un gran cambio institucional 
en el país, la expedición de la nueva Constitución Política de Colombia en 1991 
y la aprobación de un conjunto de leyes estatutarias que la desarrollan (el caso 
de la Ley 160 de 1994, de reforma agraria). Paralelamente, se define un nuevo 
enfoque de desarrollo nacional que orienta la política y la economía hacia los 
nuevos mercados internacionales. Para articularse a este nuevo contexto de 
globalización económica, Colombia se propuso modernizar el aparato pro-
ductivo nacional a fin de lograr insertar el país en los mercados mundiales. Al 
sector agropecuario, en este contexto, se le prioriza la necesidad de restablecer 
su vocación exportadora, y se le da, a su vez, un mayor protagonismo al sector 
privado en las decisiones de producción e inversión. Posiblemente el grupo so-
cial con mayores inconvenientes para articularse al nuevo modelo de desarrollo 
que se buscaba implementar en el país a inicios de la década de los noventa 
correspondía al campesinado, quienes se debatían en una crítica situación po-
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lítica, social y económica. Por lo tanto, frente a la política de modernización y 
apertura de la economía colombiana, se hacía necesario priorizar en la agenda 
pública una política de acceso a la tierra con el fin de fortalecer la economía 
campesina, aumentar su eficiencia y evitar su desaparición social.

Para los años noventa, Colombia optó por una política pública de carácter 
sociocéntrico (centrada en actores del mercado y la sociedad civil) con un de-
sarrollo de la economía más abierta e internacionalizada, allí se contextualiza la 
última Ley de Reforma Agraria, Ley 160 de 1994 (reforma agraria asistida por 
un mercado de tierras), la cual se ha considerado como la adecuación del Estado 
para regular la estructura de propiedad de la tierra, frente al modelo económico 
que necesitaba la apertura y globalización de la economía. La última legislación 
es la Ley 1152 de 2007 (declarada inexequible en 2009) y apenas dedica el ar-
tículo 4 al acceso de la propiedad de la tierra, y fue titulada como Estatuto de 
Desarrollo Rural y Reforma al INCODER; de esta forma, Gobierno y legisladores 
evitan hacer explícita la política pública de reforma agraria.

Así, Colombia lleva más de 45 años haciendo política pública para refor-
mar la tenencia de la tierra sin éxito, desde la creación del INCORA y más de 
70 años desde los tiempos de la “revolución en marcha” con la promulgación 
de la Ley 200 de 1936. Los distintos intentos no han logrado una transforma-
ción significativa en la estructura de propiedad. La razón estaría en la falta 
de voluntad de los dirigentes, de los políticos y de las clases propietarias para 
facilitar procesos pacíficos de cambio y de adecuación de la estructura agraria a 
las necesidades de la sociedad rural, acorde con el desarrollo económico y social 
del país (Machado, 1998).

Algunos elementos de contexto

Los debates centrales en torno al tema de la tierra en Colombia se dividen 
principalmente en dos. El primero está referido a su importancia como factor 
productivo y de poder. El otro se refiere a la determinación si la estructura 
agraria es de naturaleza integrada o bipolar (Fajardo, 2002; Machado, 1998; 
Salgado y Parada, 2000). Frente al primer debate se han venido formando dos 
concepciones contrapuestas; una en la que se plantea que la tierra ha perdido 
importancia como factor productivo y que el acceso a la misma no genera 
poder económico, ni político, por tanto, los esfuerzos encaminados a su redis-
tribución serían una inversión inútil, que terminaría creando campesinos po-
bres con tierra. En contraposición, la otra concepción reconoce el significado 
y valor estratégico que tienen para el desarrollo, en general y en particular, del 
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campo, una distribución equitativa de la tierra, así como la democratización del 
acceso a otros recursos fundamentales para la producción, como tecnologías, 
crédito, mayor simetría al momento de acceder a los mercados y la capacidad 
real de agregar valor a los bienes y servicios de origen agropecuario, desde la 
finca y la localidad de su producción. Asimismo, esta concepción reconoce la 
importancia del equilibrio campo-ciudad en la distribución de los beneficios 
del desarrollo y, además, en la construcción de una institucionalidad democrá-
tica (Fajardo, 2002).

Desde una perspectiva histórica, en las dos concepciones sobre la impor-
tancia de la tierra como factor productivo y de poder, se observa que el debate 
sobre reforma agraria en Colombia tiene un comportamiento cíclico íntima-
mente relacionado con el auge y presión de movimientos sociales que sufren 
el problema de la propiedad de la tierra como horizonte implícito o explícito 
de sus luchas, lo cual permite reafirmar que “en el país el problema de la tierra 
es antes que todo una cuestión política, no importa qué malabarismo hagan 
los técnicos para darle visos de problema tecnocrático” (Vargas, 1992, p. 132). 
Sin embargo, se sigue observando en la ejecución de las políticas públicas de 
reforma agraria la concepción donde la tierra pierde importancia como factor 
productivo y de poder.

Los planteamientos teóricos con los cuales se han alimentado y funda-
mentado las propuestas de política de reforma agraria para Colombia tienen 
una base ideológica, se destacan las posiciones estructuralistas que sirvieron de 
apoyo a estas políticas, así como la formulación de los postulados neoliberales 
que hoy excluyen el tratamiento de la tierra como factor de poder asociado con 
el comportamiento del sector agropecuario (Fajardo, 2002). 

La propuesta estructuralista se planteó frente a la necesidad de producir 
cambios estructurales en el ordenamiento económico y social del país, que  
entraba en procesos de industrialización y cuyos logros han sido discretos, lo 
cual ubica hoy esta problemática en un nuevo contexto que es el de una econo-
mía abierta. Por esto, se ha considerado pertinente la construcción teórica ela-
borada por Antonio García sobre el latifundio como constelación social. Para 
García (1973), no existen latifundios sino estructuras latifundistas que funcio-
nan como “sistemas de economía y de poder articulados con la organización 
política del Estado, el sistema nacional de mercado y las estructuras de trans-
ferencia intersectorial de recursos tecnológicos y financieros” (p. 65). Por tan-
to, el problema agrario no puede abordarse como una cuestión estrictamente 
sectorial y limitada a las fronteras del campo, ya que existe una íntima ligazón 
con la transnacionalización del mercado y del aparato productivo, así como con 
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la conformación de un sistema urbano-industrial que ha alterado radicalmente 
el papel de la agricultura y la incorporación de las clases terratenientes en los 
nuevos bloques de poder. La estructura agraria colombiana está denominada 
como bimodal o bipolar, es decir constituida por un polo de gran propiedad 
y otro polo opuesto constituido por las pequeñas unidades productivas; polos 
que tienen cada uno su propia dinámica, y que generan por una parte alta 
concentración de la propiedad rural y por otra una estructura rural conflictiva 
(Machado y Torres, 1987).

Estas características estructurales generan una dinámica en la que, a 
partir de la concentración de la propiedad, la población rural tiene limitadas 
disponibilidades tecnológicas y, por tanto, ejerce sobre los suelos y demás re-
cursos naturales una gran presión, la cual causa su deterioro y fragmentación, 
y la pérdida gradual de su potencial productivo; también existe una situación 
en que la “prima a la tenencia de la tierra” supera la rentabilidad de la inversión 
agropecuaria (Keynes, 1936), este uso ineficiente de la tierra disminuye signi-
ficativamente la competitividad y productividad del agro. Elevar la renta de la 
tierra significa despojar al campesino, al indígena y al afro y paralizar inver-
siones en materia agropecuaria y sobreexplotar al trabajador agrícola. Las altas 
rentas territoriales se relacionan directamente con bajos salarios, es decir, el 
alto nivel del precio de la tierra coincide con el bajo nivel del precio del trabajo 
(Marx, 2009). Esto lleva a que una parte de la población rural, cuya fuerza de 
trabajo resulta excedentaria, en la unidad de producción familiar, participe 
fundamentalmente en tres mercados laborales: el de las fincas campesinas que 
demandan mano de obra para ciertas labores como preparar tierra, sembrar y 
cosechar, el de la agricultura empresarial, que demanda mano de obra para la-
bores similares y el de los mercados urbanos que demanda mano de obra poco 
calificada para trabajos varios. Sin embargo, las elevadas tasas de desempleo 
estructural muestran que no se ha podido estabilizar esta articulación laboral. 
Así, las alternativas que se encuentran son la ocupación informal y el regreso 
a algunas actividades agrícolas como las que surgieron desde finales de la dé-
cada del 70 con la producción y procesamiento de los cultivos proscritos y que 
acompañaron la ampliación de la frontera agrícola.

Toda esta circulación de la población rural colombiana tiende a ocu-
rrir fundamentalmente dentro de cada uno de los grandes espacios regiona-
les nacionales o los circuitos descritos por Fajardo (2002)2 (norte-nororiente, 

2 (i) Cundinamarca, Tolima, Boyacá, Casanare, Meta, Guaviare y Vichada regidas por la explotación pe-
trolera del Piedemonte Llanero. (ii) Nariño, Cauca, Valle, Quindío, Huila, Caquetá y Putumayo, atraí-
do por las obras de infraestructura del Putumayo. (iii) Antioquia, Caldas, Risaralda, Norte del Valle, 
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centro-centro oriente, norte-occidente, sur-suroccidente, suroriente), donde 
se reproducen las estructuras básicas de: áreas de minifundio, de agricultura 
comercial, epicentros urbanos, áreas de latifundio ganadero y de expansión de 
la frontera agraria. La estructura básica de las regiones del país como forma-
ciones socioespaciales presenta en su interior una gran heterogeneidad econó-
mica, social e incluso étnica. Por esto los dos enfoques o conceptualizaciones 
(sistema bipolar-sistema integrado) no se contradicen o excluyen al ser utiliza-
dos en los análisis para lineamientos de política pública de reforma rural inte-
gral, al contrario, se propone aprovechar las fortalezas de los dos enfoques a fin 
de mejorar la calidad de política pública que demanda el campo colombiano.

Otra valoración del problema vendrá desde el ordenamiento territorial, 
pero no entendido este como un plan o documento de carácter técnico y pres-
criptivo centrado en las municipalidades, sino como la generación de acuerdos 
sobre la propiedad, acceso y distribución de los recursos naturales (especial-
mente la tierra) y a sus rendimientos, lo cual constituye en lo fundamental 
un proceso político. Colombia es un país en el que la propiedad de la tierra se 
articula fuertemente a los poderes políticos regionales y locales en medio de 
un conflicto agrario irresoluto y donde las rentas del suelo constituyen, incluso 
en las ciudades y en las fronteras urbano-rurales, una fuente significativa de 
valorización y acumulación de capital (Sánchez, 2002).

Las relaciones población-territorio, que incluyen fenómenos como la con-
centración de la propiedad rural, el desplazamiento forzado y la explotación del 
trabajo, han permitido plantear la hipótesis ya tradicional de que los dueños 
de grandes extensiones de tierra, que, a su vez, pertenecen a sectores o clases 
sociales dominantes del país, para garantizar la mano de obra necesaria para 
sus propiedades, requieren de la presencia de trabajadores rurales (campesinos, 
indígenas, mestizos y afrodescendientes), por esto en las regiones donde pre-
domina la gran propiedad territorial han optado por restringir a la población 
el acceso a la tierra y a los mercados. Este control sobre la propiedad territorial 
hace que en las zonas tradicionales de asentamientos campesinos, las áreas 
para su expansión estén limitadas y de esta forma no les es posible responder 
a las necesidades del crecimiento de las familias, y, como consecuencia, se da 
una mayor división de las propiedades o parcelas existentes y se presenta el 

Chocó y Córdoba, histórico proceso de despojo territorial. (iv) Bolívar, Sucre, Magdalena, Atlántico, 
Guajira, San Andrés, Cesar, Norte de Santander, Santander y Arauca, por actividades petroleras de 
Arauca, colonización hacia Venezuela, actividades de las Islas, Manaure y Maicao. (v) Magdalena Me-
dio y vecindades de los Santanderes, Antioquia, Boyacá, Cundinamarca, Tolima, Bolívar y Sucre, con 
intersecciones con los cuatro circuitos anteriores. (vi) Microclimas productores de amapola y micro-
climas productores de café.

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



180 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

fenómeno de la microminifundización, lo cual a su vez acompaña otros efectos 
negativos como la pérdida del suelo fértil (erosión), la disminución del agua 
y de la biodiversidad, derivados de las inadecuadas tecnologías aplicadas en 
estos asentamientos humanos, y la falta de producción y empleo causada por 
la expansión del latifundio.

Una situación como la planteada genera gran inestabilidad de la gente 
del campo y como sus necesidades de empleo no se resuelven en las empresas 
agrícolas comerciales la demanda de mano de obra es de carácter estacional 
(deficitaria solo para el ciclo de cosecha), lo cual obliga a los miembros de las 
comunidades rurales a migrar para convertirse en colonos en las zonas de fron-
tera agrícola o áreas de colonización o a convertirse en mano de obra itinerante 
en los denominados mercados laborales circulares campo-ciudad. Para las per-
sonas afectadas por esta situación social, una solución para el desempleo o la 
sobreexplotación es volver al campo a trabajar en las áreas rurales de frontera 
en actividades extractivas o laborando en los cultivos proscritos o ilícitos. Aquí 
se destaca cómo su presencia y trabajo son la causa de mayor valorización de 
estos territorios. Pero el latifundio vuelve a expandirse sobre la base de adquirir 
estas tierras valorizadas con su esfuerzo y utiliza para esto distintas formas de 
violencia, lo cual impide que estos campesinos puedan apropiarse del valor 
generado. De tal suerte que continúa la inestabilidad a través de los ciclos mi-
gratorios (Suárez, 2005).

Bien conocido es que la concentración de tierras, además de agudizar la 
crisis agropecuaria y social del campo, también ha significado la ampliación del 
carácter señorial y dominante de la gran propiedad rural. Los señores de la tie-
rra son hoy los mismos señores de la guerra y este fenómeno socava el régimen 
democrático y cambia el mapa político del país; la reforma agraria sigue siendo 
un tema estratégico para el desarrollo nacional y no un asunto anacrónico, como 
algunos pretenden presentar; todos los gobiernos en las últimas décadas han 
consignado en sus planes de desarrollo políticas de reforma agraria y, en coin-
cidencia con distintos estudiosos del tema, no se ha contado con la organiza- 
ción institucional adecuada y tampoco ha existido la indispensable voluntad 
política para hacerlas efectivas, señala la Contraloría General de la República 
que en 2005 elaboró un informe especial a partir del foro sobre extinción de 
dominio y reforma agraria y plantea que 

la democracia y la paz en Colombia están estrechamente vinculadas al tema de la 
propiedad de la tierra y el desarrollo rural. Sin duda la solución a la guerra y a los 
problemas de pobreza, baja calidad de vida, desigualdad y exclusión, que viven los 
pobladores de las zonas rurales, pasa por redistribuir la propiedad de la tierra y por 
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ofrecerle condiciones de trabajo digno y justicia social al 80 % de los habitantes 
del campo que están por debajo de la línea de pobreza y al 48 % que están en la 
indigencia (Flórez, 2005, p. 4).

La Ley 160 de 1994

La política pública de reforma agraria en Colombia o Ley 160 de 1994, in-
trodujo abiertamente el mercado de la tierra como sustituto de la acción re-
distributiva que venía haciendo el Estado a través del Instituto Colombiano 
para la Reforma Agraria (INCORA), el cual, posteriormente (2003), debido a su 
incapacidad de cumplir su misión, se fusionó con otras instituciones del sector 
agropecuario para crear el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCO-
DER). El nuevo arreglo administrativo que permitiría la implementación de la 
política pública de reforma agraria se basaba principalmente en la aplicación 
sistemática de la estrategia de los “mercados de tierra asistidos”, como medio 
para resolver el problema de la concentración de la propiedad sobre la tierra. 
Se creó, por otro lado, un complejo Sistema Nacional de Reforma Agraria, con 
seis subsistemas que, a su vez, eran compuestos por diferentes instituciones. La 
dificultad y la falta de una estrategia para coordinar tantas gerencias y direccio-
nes hizo que el mencionado sistema nunca operara como tal. 

El INCORA y las demás entidades del Estado que conformaban el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria comenzaron a afrontar un déficit financiero des-
de 1995; a esto se unió la liquidación de muchas entidades que hacían parte de 
este como el Instituto de Mercadeo Agropecuario (IDEMA), la caja de crédito 
agrario, lo cual llevó a que el balance general de la implementación de este nue-
vo enfoque de reforma agraria de corte sociocéntrico fuera de carácter margi-
nal en términos de cómo entendían los diferentes tipos de reforma agraria del 
profesor Antonio García.

Desde la expedición de la Ley 160 de 1994 han pasado 20 años de im-
plementación de la política pública de reforma agraria en Colombia con un 
enfoque sociocéntrico, sin embargo, el problema público de la concentración 
de la propiedad rural en Colombia, actualmente, es más crítico que a inicios de 
los años noventa. Como se expone en el último Informe Nacional de Desarro-
llo Humano de Colombia, la estructura de tenencia de la tierra en este país se 
caracteriza por una alta concentración de la propiedad rural con un coeficiente 
Gini de propietarios de 0,87 para el año 2009, indicador que sitúa a Colombia 
como uno de los países con mayor desigualdad en la propiedad rural en Amé-
rica Latina y el mundo (PNUD, 2011).
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Esto se relaciona con la existencia de pocos propietarios con muchas tie-
rras y un uso ineficiente de la misma: 0,43 % del total de los propietarios de 
tierras rurales poseen fincas mayores a 500 hectáreas y controlan el 62,91 % de 
la superficie rural registrada por el Catastro (IGAC, CORPOICA, 2002) y el 71 % 
de las tierras que podrían destinarse a cultivos agrícolas son usadas para gana-
dería (Heshusius, 2005). 

También se ha encontrado una correlación positiva entre concentración 
de la propiedad rural y presencia de grupos armados ilegales, desplazamiento 
forzado y despojo de tierras y altos índices de pobreza rural (Kalmanovitz y 
López, 2006). La política pública de reforma agraria ha sido poco pertinente, 
efectiva y eficaz, y, por ende, el problema de la concentración de la propiedad 
rural en Colombia sigue siendo un problema estructural y un obstáculo en la 
democratización del acceso a dicha propiedad, así como en la dotación de ser-
vicios y recursos necesarios para los beneficiarios finales de la política pública a 
fin de materializar el mandato constitucional de mejorar sus ingresos y calidad 
de vida (figura 9.1). 

¿Efectiva?

Alta desigualdad en 
la tenencia de la 

tierra (Coeficiente 
Gini de propietarios 
del 0,87 % para el 

2009) (a).

¿Eficaz?

La política pública de Reforma Agraria en Colombia 
ha sido poco pertinente, efectiva y eficaz

El 0,43 % del total de los 
propietarios poseían 
fincas mayores a 500 

hectáreas controlando el 
62,91 % de la superficie 
rural registrada por el 

Catastro (b).

Ineficiencias en el uso de 
la tierra (71 % de las 
tierras que podrían 

destinarse a cultivos 
agrícolas son utilizadas 

para ganadería) (c).

Ineficiencias en 
distribución y uso de la 

tierra favorecen la 
pérdida del potencial 

productivo de recursos 
naturales (k).

En el 2006, el 79 % de la 
población rural estaba 

por debajo de la línea de 
pobreza y el 37 % por 
debajo de la línea de 

indigencia (j).

Correlación positiva 
entre concentración de 

la propiedad y presencia 
del paramilitarismo y 

guerrilla (d), 
desplazamiento forzado 

(e, f, g), y otros 
conflictos sociales y 

armados (h, i). 

Figura 9.1 
Resultados Ley 160 de 1994. 

Fuente: adaptado de PNUD (2011), IGAC y Corpoica (2004), Heshusius, (2005), Ossa et al., (2000), Fajardo 
(2006), Flórez (2005), Cabrera (2009), Reyes (2009), Ramírez (2009), Kalmanovitz y López (2006) y 

Mondragón (2002).
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Algunas cifras sobre política pública de reforma agraria y la complejidad  
del problema

La evolución de la gestión en política de tierras obedece a factores especiales 
que requieren de un análisis cualitativo, que permita explicar los movimientos 
y picos altos y bajos a lo largo del periodo de los últimos 20 años, a continua-
ción, se citan algunos de los resultados de la política pública de reforma agraria 
en el país (tabla 9.1 y 9.2). 

Cabe aclarar que las tierras son un bien limitado y a medida que se avanza 
en procesos de adjudicación, se van acabando. Esto, sumado a las limitaciones 
que imponen las zonas de reserva forestal desde 1959, hace que en la actualidad 
existan municipios en los que es imposible adelantar procesos de titulación de 
terrenos baldíos. También es necesario destacar que este proceso de titulación 
supera el de formalización, pero conlleva otra fase de regularización, en la cual 
cobran mayor vigencia asuntos como el deslinde, la clarificación de la propie-
dad, recuperación de terrenos baldíos, extinción de dominio y formalización de 
predios de Fondo Nacional Agrario.

Adicionalmente, se suman fenómenos como el conflicto armado, que re-
virtió en gran parte los procesos de acceso a tierras implementados en la déca-
da de los 90, y dio paso al incremento de otros esfuerzos de la administración 
pública, ya no en titulación, sino en restablecimiento de derechos.

En síntesis, la situación en Colombia puede describirse de la siguiente 
manera: el país tiene una estructura agraria con relaciones asimétricas, entre 
pequeños, medianos y grandes propietarios, con tratamiento asimétrico del 
Estado, visibiliza marginalmente la pequeña propiedad y da preferencia a la 
moderna y empresarial, en un diverso contexto de conflicto social y armado por 
el dominio y empoderamiento territorial, de multiplicación y fracturación de la 
propiedad, una débil institucionalidad y procesos de privatización, falta de pre-
supuesto para el sector agropecuario. Por otro lado, la imposición de cultivos 
ilícitos, el narcotráfico y el paramilitarismo con la coyuntura de la dinámica de 
globalización, amenazan los componentes social, ambiental, económico, cultu-
ral y político en los territorios del campo colombiano.© E
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Por otro lado, en el país existe un atraso histórico en el registro y certi-
ficación del derecho de propiedad de la tierra, es el caso de la mayoría de los 
campesinos colombianos que demandan derechos formales de propiedad. Este 
ha sido un factor de facilitación a procesos de despojo dentro del conflicto in-
terno y conflictos por la tierra por distintos actores. Hay un grave problema en 
la informalidad e ilegalidad de la tenencia de la tierra (apropiación indebida de 
terrenos baldíos, por juicios de pertenencias y no adjudicación de constitución 
de predios), y no hay un registro claro y definitivo sobre estos. Colombia es un 
país con altos niveles de renta en la tierra, la tierra agrícola se desaprovecha, 
porque el latifundio no la explota, sino la valoriza o “engorda” y aumenta su 
precio, resultado de la inversión estatal en obras de infraestructura, de la mine-
ría y las explotaciones petroleras. 

En estos términos, la tierra es y ha sido un factor de concentración del po-
der militar, territorial, político, y no un activo productivo y social; al interior del 
área cultivable solamente casi siete millones de hectáreas son realmente culti-
vadas y hay un extravagante exceso de ganadería extensiva. Por otro lado, existe 
un conflicto entre la vocación agroecológica real y el uso actual del suelo y una 
deficiencia en la planificación del suelo de uso agropecuario que se traduce 
en un bajo nivel de desarrollo y competitividad del sector. Adicionalmente, el 
modelo de desarrollo rural en los últimos años ha tenido deficiencias en temas 

Tabla 9.2 
La dotación de tierras de la reforma agraria, 1962-2004 (Has)

Leyes
Adjudicación de 

tierras
Titulación de 

baldíos

Constitución y 
ampliación de 

resguardos

Ley 135/1961 (1962-1967 ) 28.173 1.560.084 0

Ley 1ª/1968 (1968-1972) 19.674 1.802.023 0

Ley 4ª y 5ª/1973 
472.0221 2.833.860 5.904.267

Ley 6ª/1975 (1973-1982)

Ley 35/1982  (1983-1987) 185.760 1.610.845 3.948.837

Ley 30/1988 (1988-1994) 599.749 3.460.100 17.661.239

Ley 160 de 1994 – Ley 812 de 2003 
(1995 – 2004)

334.527 8.238.154 3.358.249

Total 1.415.378 (3 %) 
11.266.912 

(38%)
27.514.343 

(59 %)

Fuente: Benítez (2005).
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como equidad rural, institucionalidad rural, diferencias de género, sostenibili-
dad productiva y ambiental que visualiza una ruta de dependencia internacio-
nal en una locomotora minero-energética con graves costos y consecuencias 
ambientales y sociales. Lo anterior crea condiciones para el surgimiento de 
conflictos y una competencia entre grupos sociales para tratar de imponer la 
definición del problema rural y se debaten en función de su posición y su his-
toria causal. Esta interacción como construcción teórica en la que se podría 
basar el desarrollo de estrategias de solución es una representación normativa 
del funcionamiento de la sociedad que define la hipótesis causal: ¿quién o qué 
causa el problema?, y ¿quiénes o qué resultan afectados?, y la hipótesis de in-
tervención: ¿cómo podría resolverse o atenuarse dicho problema? (Knoepfel et 
al., 2006).

 � Hipótesis causal: la concentración de la propiedad rural por parte de 
terratenientes y grupos armados ilegales (grupos-objetivo), ha afectado 
el proceso de democratización en el acceso a la tierra y sus objetivos co-
nexos de mejoramiento en el uso del suelo, aumento de la producción 
y productividad agrícola, y de desarrollo humano de la población rural, 
específicamente de los trabajadores agrarios, aparceros, campesinos sin 
tierra, entre otros beneficiarios finales de la política pública.

 � Hipótesis de intervención: en el marco de la Constitución Política 
de Colombia (art. 64) es necesario formular una política pública de 
reforma agraria que atienda las condiciones socioeconómicas de los 
beneficiarios finales, y, así, pueda intervenir sobre los grupos-objetivo 
con estrategias de naturaleza redistributiva radical como la expropia-
ción y la extinción del dominio, y que en otras situaciones incorpore el 
acceso a la tierra por medio del mercado.

Los actores de la reforma agraria y desarrollo rural

Los causantes

Los causantes de la problemática rural son un complejo y diverso grupo de ac-
tores; principalmente, el Estado como poseedor de terrenos baldíos nacionales, 
terratenientes y personas naturales o jurídicas públicas o privadas con grandes 
extensiones de tierras, así como la presencia de narcotraficantes, paramilitares, 
empresarios agropecuarios nacionales y trasnacionales, latifundistas ganaderos,  
y guerrillas; estos actores poseen o controlan tierras que serían objeto de una 
reforma agraria o RRI para la solución a diversos conflictos que azotan la rura-
lidad colombiana. 
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Los beneficiarios

Se consideran comunidades campesinas, indígenas, afrodescendientes, palen-
queras y raizales, y la gente que habita en los espacios interétnicos e inter-
culturales; entiéndase asociaciones, consejos agrarios, sindicatos, federaciones 
agrarias, movimientos, agremiaciones de colonos, habitantes de zonas de 
conflicto y de cultivos ilícitos, de zonas de protección de recursos naturales y  
de amortiguación de ecosistemas de distintas regiones, hombres y mujeres 
campesinos pobres usufructuarios de predios rurales en condición de margina-
lidad, los desplazados del campo involuntariamente por causa de la violencia, 
grupos empresariales legales y legítimos, agroindustriales y actores a lo largo 
de las cadenas productivas agropecuarias.

Las autoridades

Estas son las autoridades que deben jugar un papel preponderante para la solu-
ción del problema en cuestión, se citan algunas de las más importantes, algunas 
son de carácter netamente publico otras del sector privado, entre ellas están: 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), Ministerio de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MAD) Rural, Agencia Nacional de Desa-
rrollo Rural, la Agencia Nacional de Tierras, Instituto Colombiano Agrope-
cuario (ICA), Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos 
(INVIMA), Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario (FINAGRO), 
Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria (CORPOICA), Bolsa 
Nacional Agropecuaria (BNA), Instituto de Hidrología Meteorología y Estudios 
Ambientales (IDEAM), Departamento Nacional de Planeación (DNP), Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), Autoridad Nacional de Acuicultura y Pes-
ca (AUNAP), Fondos Ganaderos y de Porcicultores, la Federación de Ganaderos 
de Colombia (FEDEGAN), Unidad de Restitución de Tierras (URT), Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), Procolombia, institutos de Investiga-
ción y universidades, entes territoriales y locales, organizaciones de campesinos, 
afrodescendientes e indígenas, entre otros. 

Los recursos de la reforma agraria y desarrollo rural

La producción, gestión, explotación, combinación e intercambio de recursos 
tienen gran influencia en los procesos, así como en los resultados finales e in-
termedios de las estrategias por implementar para la resolución del problema 
agrario. Es necesario que no dependan exclusivamente de los poderes públicos, 
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ya que perderían totalmente su carácter democrático. Cada estrategia tendrá 
una distribución totalmente diferente de los recursos, según los actores involu-
crados y las motivaciones inmersas.

Se distinguen diez tipos de recursos que los actores públicos y privados 
tratarán de producir y movilizar (o no) durante cada una de las etapas del ciclo 
de la política pública (Knoepfel et al., 2006), en este caso de la política pública 
de reforma agraria y desarrollo rural, a continuación, se hace una descripción 
muy breve de cada uno de ellos:

 � Recurso derecho o recursos jurídicos: es la columna vertebral nor-
mativa del programa de acción político-administrativa. Se encuentra 
principalmente (pero no de manera exclusiva) a disposición de los 
actores públicos y constituye la principal herramienta de legitimación 
de la acción pública.

 � Recurso personal o recursos humanos: está en función de las capacida-
des de reclutamiento y de formación que poseen los diferentes actores. 

 � Recurso dinero o recursos económicos: es uno de los recursos más 
determinantes, su carencia dificultaría la solvencia de cualquier tipo de 
rubro contemplado dentro de la política pública agraria.

 � Recursos de información o cognitivos: es el conocimiento por parte 
de los actores públicos y privados de los elementos técnicos, sociales, 
económicos y políticos del problema colectivo a resolver.

 � Recursos de organización, relacionales o interactivos: constituyen los 
atributos individuales de los actores involucrados, las estructuras aso-
ciativas de sus organizaciones y las redes de interacción con otras.

 � Recurso de consenso o de confianza: el relativo consenso entre los 
actores respecto a la implementación se ha convertido en un recurso 
primordial para toda política, pues aporta un grado de legitimidad 
(secundaria), evita los conflictos y economiza otros recursos.

 � Recurso tiempo o cronológico: su distribución entre los actores es 
desigual, porque mientras los públicos disponen de la posibilidad de 
controlarlo, los privados, en especial los grupos sociales, se ven presio-
nados al enfrentarse a sus limitaciones.

 � Recurso infraestructura o recursos patrimoniales: representa el con-
junto de infraestructura con el que cuentan los actores (por pertenen-
cia o uso). 

 � Recurso de apoyo político o recursos de mayoría: hace referencia a la 
potencial aceptabilidad de la política pública (legitimidad primaria) 
por parte de la mayoría popular o del congreso. 
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 � Recurso fuerza o de violencia: la coacción legítima a través de la fuerza 
física es usada fácilmente, al punto de ser esencial en las políticas de 
los regímenes dictatoriales. Las políticas públicas que provienen de los 
sistemas democráticos no hacen uso de este recurso a menos que sea 
un caso extremo, aunque sí puede ser recurrente la amenaza de usarlo 
y, de esta manera, se logra una incidencia “positiva” en la ejecución.

La institucionalidad de la reforma agraria y desarrollo rural

El actor, al encontrarse sumergido en unas reglas institucionales, adoptará va-
lores propios de estas, pero al mismo tiempo modificará su conducta mediante 
sus propias decisiones y acciones. Una institución cuenta, por un lado, con 
estructuras y reglas formales explícitas y generalmente formalizadas jurídi-
camente y, por el otro, con reglas informales implícitas, compartidas por los 
miembros de una organización o comunidad. 

Toda institución está en un proceso de transformación dinámico determi-
nado por la funcionalidad de la institución para el cumplimiento de un objeti-
vo determinado. El cambio se presentará, por ejemplo, cuando una institución 
genere efectos negativos a largo plazo, imprevisibles en el corto, o cuando las 
estructuras políticas no correspondan a la realidad social; sin embargo, esta 
metamorfosis puede presentarse de una manera progresiva y lenta, y como 
respuesta a factores externos, por ejemplo, a la política internacional. Entender 
las lógicas de reforma institucional, permitirá entender de igual manera las 
reglas institucionales, factor que afecta la conducta de los actores y, por ende, la 
esencia de las políticas públicas. La noción de reglas institucionales comprende 
dos perspectivas; la primera, la idea de que existe una jerarquía de normas e 
instituciones, la segunda, el hecho de que las reglas negociadas entre los acto-
res, muchas veces de manera voluntaria, gestionan sus interacciones. Teniendo 
en cuenta esto, se puede decir que las reglas institucionales pueden representar 
tanto obstáculos como oportunidades para los actores de las políticas públicas 
(Knoepfel et al., 2006). 

La institucionalidad rural, en términos de gobernanza, registra serias di-
ficultades. La gobernanza es la suma de organizaciones, instrumentos de po-
lítica, mecanismos de financiamiento, instituciones (reglas, procedimientos, 
normas) y recursos que regulan y orientan el proceso de desarrollo agrícola, 
e incluyen arreglos para la articulación, coordinación y regulación de actores 
(Martínez, 2009). En el sector rural de Colombia en las últimas décadas, la 
gobernanza es muy confusa; dado que el conflicto y la criminalidad que, en 

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



190 Territorio en vilo. Desarrollo rural para el posconflicto

buena medida, desbaratan la institucionalidad local y la ponen al servicio de 
los intereses de distintos actores como gamonales, políticos regionales/locales 
y actores armados ilegales, vive diferentes transiciones a lo largo de diferentes 
gobiernos.

Las reglas institucionales formales fijan un marco de comportamiento y 
de acción de todos los integrantes de las formas organizativas y de sus dirigen-
tes o representantes (actores). Generalmente, están establecidas en estatutos, 
reglamentos e instrucciones definidas al interior de cada organización y están 
reconocidos legalmente y con personería jurídica otorgada por un agente po-
lítico-administrativo. Sin embargo, estas reglas en Colombia no han sido ga-
rantes de determinados comportamientos, por el contrario, la institucionalidad 
se ha marchitado, lo cual ha dado cabida a normas informales que en muchos 
casos resultan benéficas y en otros realmente destructoras en común con el uso 
de los recursos. Por otro lado, las reglas institucionales informales rigen a los 
diferentes actores de acuerdo con la subjetividad de poderes, de liderazgos, de 
su personalidad, su carácter y el interés que representan.

La reforma rural integral acordada en La Habana

Desde la expedición de la Ley 135 de 1961 hasta inicios de la década de los no-
venta, pasaron más de treinta años de implementación de una política pública 
de reforma agraria de corte estadocentrica, es decir, programada y ejecutada 
por el Estado en cabeza del Instituto Colombiano para la Reforma Agraria 
(INCORA), como responsable de garantizar el acceso a la propiedad rural a cam-
pesinos e indígenas que no poseen tierra o la tienen en cantidades insuficien-
tes. Esta política pública para el acceso efectivo a la propiedad rural después 
del pacto de Chicoral en 1973 fue paulatinamente remplazada por una política 
pública para el Desarrollo Rural Integral (DRI).

Al expedirse la Ley 160 de 1994, se reconoció el fracaso de una reforma 
agraria, desde entonces, se conoció como el Estado benefactor, y fue necesa-
ria su reformulación para adaptar el sector agrario nacional al nuevo modelo 
de desarrollo económico adoptado, caracterizado por una apertura económica 
bastante radical, como la estrategia más válida para integrar el país a una eco-
nomía cada vez más mundializada o globalizada.

En este contexto, el Estado se declaró incapaz de solucionar las causas 
históricas del conflicto en las zonas rurales, debido a la concentración de la 
propiedad sobre la tierra, lo cual ha excluido al campesino de poseerla como 
un medio eficaz para superar el atraso y pobreza de las comunidades rurales. 
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Por esto, actualmente se reformula la política pública de reforma agraria y de-
sarrollo rural, y le otorga una función protagónica en su implementación a los 
actores del mercado de la tierra y a los actores de la sociedad civil rural (dueños 
de la tierra y campesinos).

Así nace una nueva institucionalidad donde el Estado cede su papel pro-
tagónico a los actores del mercado y la sociedad civil, y da paso a la nueva 
política pública de reforma agraria y desarrollo rural de carácter mixto, con un 
énfasis sociocéntrico.

Así, cuando al Gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia (FARC-EP), se sientan a negociar un acuerdo para finalizar 
el conflicto, han transcurrido veinte años de este nuevo enfoque de política 
pública de reforma agraria y desarrollo rural, que tampoco ha logrado elimi-
nar de manera significativa la pobreza y el atraso en las comunidades rurales, 
como las principales causas de la violencia y del conflicto en el territorio rural 
colombiano.

La distribución inequitativa de la tierra y el fracaso histórico de las po-
líticas públicas que garanticen el acceso progresivo a ella, como lo ordena el 
mandato constitucional (Artículo 64), demanda unas nuevas políticas públicas 
innovadoras, en especial sacándolas del tradicional enfoque sectorial, consti-
tuido de arriba-abajo por una política construida de abajo-arriba con una am-
plia participación de las comunidades rurales, quizá sea tiempo de construir 
una institucionalidad de corte territorial donde los actores locales puedan, de 
forma participativa y democrática, resolver el problema de la inequidad en el 
acceso a la propiedad rural y garantizar de forma más general el uso adecuado 
de la tierra de acuerdo con su vocación agrológica.

El uso de un concepto alternativo como en el enfoque territorial de la polí-
tica pública para el acceso a la propiedad rural permite que la definición política  
de la problemática, que causa la inequidad en la propiedad rural, se haga a 
partir de las necesidades y particularidades socioeconómicas de cada territorio, 
separando en calidad y pertinencia las definiciones políticas de carácter general 
o estandarizado hechas sectorialmente desde el centro (ministerio, instituto, 
agencia).

Conclusiones

La reforma agraria sigue siendo un tema estratégico para el desarrollo nacional 
y no un asunto anacrónico, como algunos pretenden presentar, para ellos la 
necesidad de realizar reformas agrarias redistributivas ha cambiado, hoy sería 
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más importante concentrarse en promover las capacidades de los campesinos 
(capital humano), y, por otra parte, garantizar un ambiente institucional que 
facilite su acceso a los recursos productivos y a la tierra, sin que necesariamente 
tenga que ser por la vía de la propiedad, ya que queda explícito de todas formas 
el problema de acceso a la tierra. En estos términos, todos los gobiernos en las 
últimas décadas han consignado en sus planes de desarrollo políticas de refor-
ma agraria y, en contraste, no se ha contado con la organización institucional 
adecuada y tampoco ha existido la indispensable voluntad política para hacerla 
efectiva (Flórez, 2005). Ahora bien, sobre la importancia de la reforma agraria 
hay otro matiz del problema, algunos investigadores consideran que

las familias que han sido beneficiarias no están en mejor situación que las familias 
testigo en cuanto a renta y calidad de vida. Esto merece ser investigado a fondo, 
pues parece indicar que el rendimiento social del gasto público vinculado a la 
redistribución de tierras ha sido mínimo (Balcázar et al., 2003, p. 323). 

El debate sobre las tierras en Colombia y su reforma agraria ha estado 
muy polarizado en lo político e ideológico, muchos autores se apegan a las dis-
cusiones técnicas y pierden la mirada del ámbito social y político en el cual se 
proyectan soluciones. En uno u otro caso, no hay una visión consistente sobre 
el contexto de las políticas y constituyen una importante falla en su diseño y 
posterior implementación y evaluación. Una adecuada caracterización y análi-
sis de la política pública planteada ha de ser útil en el propósito fundamental 
de nuestra sociedad de alcanzar un desarrollo sostenible en términos políticos, 
económicos y ambientales, porque esto demanda una previa solución del pro-
blema agrario representado en la concentración de la propiedad rural. 

Por otro lado, se encuentra que, con pocas excepciones, el papel de la ins-
titucionalidad en distintos niveles en el tema de tierras y reforma agraria ha 
sido modesto; esta participación de carácter marginal solo ha mostrado unos 
pocos avances en programas piloto sobre tierras. Sin embargo, con la política 
de descentralización, los planes de ordenamiento territorial pueden ser una 
importante herramienta a nivel regional, municipal e incluso veredal. 

La política púbica de tierras y desarrollo rural radica en la consolidación 
y estabilización de las comunidades campesinas y de los colonos, con base en 
la definición de los derechos de propiedad sobre los territorios, el desarrollo 
de actividades productivas sostenibles y el apoyo a procesos de autogestión 
comunitaria; sin embargo, cabe preguntar si continúa siendo vigente una polí-
tica pública de reforma agraria de carácter redistributivo que lleve a reformar 
la estructura de la tenencia de la propiedad rural, o si sería mejor destinar 
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prioritariamente los recursos de esta política al mejoramiento de otros factores 
estratégicos para el desarrollo rural, como la educación y la asistencia técnica y 
empresarial (capital humano).
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Doce años del programa desarrollo sostenible de territorios 

rurales: ¿cómo vamos?

Mireya Eugenia Valencia Perafán*  
Universidad de Brasilia

¿De dónde partimos?1

En 2015, la Red Brasilera de Pesquisa y Gestión en Desarrollo Territorial 
(RETE) realizó una investigación comparada en ocho territorios rurales apo-
yados por el Programa desarrollo sustentable de territorios rurales del Minis-
terio de Desarrollo Agrario del Brasil (Pronat). Este trabajo fue realizado en 
el marco de una investigación de mayor envergadura financiada por el Centro 
Latinoamericano para el Desarrollo Rural (RIMISP) donde se estudiaron otros 
territorios del Brasil, Colombia, México y el Salvador. 

El enfoque territorial para el desarrollo rural fue discutido y comenzó a 
ser implementado en América Latina y el Caribe en el paso del siglo XX al 
XXI. Durante este periodo fueron diseñadas un amplio número de políticas 
públicas bajo este enfoque, lo que llevó a RIMISP a formular la pregunta que 
orientó la referida investigación: Quince años de desarrollo territorial rural: 
¿cómo vamos? 

De esta forma, para el caso particular brasileño, se enfocó el análisis en 
ocho territorios localizados en diferentes macrorregiones del Brasil2 y tiene 
como línea temporal para la investigación los 12 años de ejecución del Pronat. 

Esta perspectiva territorial y sus orígenes están ampliamente referencia-
dos; de un lado, la proliferación de estudios sobre los nuevos fenómenos de 

* Profesora de la Universidad de Brasilia (Brasil), doctora en Ciencias Sociales con énfasis en Estudios 
Comparados de las Américas en la misma institución, magíster en Desarrollo Rural por la Pontificia 
Universidad Javeriana (Colombia). Actualmente es la Directora Presidente de la Red Brasileira de Pes-
quisa e Gestão em Desenvolvimento Territorial (rete).

1 Síntesis de la presentación realizada el 04 de diciembre de 2015 a los investigadores del cpdr en la 
Universidad Nacional de Colombia (Bogotá).

2 El territorio brasileño está dividido en cinco grandes macroregiones: norte, nordeste, centro oeste, 
sudeste y sur. 
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organización industrial, y del otro, el cambio de regímenes políticos de orden 
nacional a la gobernanza en distintas escalas territoriales son factores que co-
rresponden a un marco de análisis más amplio que explica las transformaciones 
estructurales del capitalismo y sus consecuentes restructuraciones económicas, 
políticas e institucionales (Abramovay, 2007; da Veiga, 2002; Sabourin, 2002; 
Moncayo, 2005; Schneider, 2004; Schneider y Tartaruga, 2004; Schejtman y 
Berdegué, 2003; Favareto, 2007; Bonnal y Maluf, 2009).

Estas transformaciones traen al debate los espacios rurales y su relación 
con la restructuración y diversidad de las economías regionales, la relevancia de 
la dimensión ambiental y el fortalecimiento de la participación de una amplia 
gama de actores que trabajan en agendas políticas que llevan la discusión más 
para el desarrollo y regulación de los espacios rurales y menos para el desarrollo 
de la agricultura (Delgado et al., 2013). 

Un punto importante para destacar es que, al iniciarse esta onda de polí-
ticas y programas para el desarrollo territorial rural, la ruralidad ya empezaba 
a ser comprendida como “un concepto de naturaleza territorial y no sectorial” 
(Abramovay, 2007, p. 10). Es así que el territorio se considera como una uni-
dad de referencia que contribuye a ver las dinámicas en esos espacios rurales 
por encima de los límites estrictamente sectoriales y ligados exclusivamente a 
las actividades agropecuarias y avanza en una lógica multidimensional. Para 
Abramovay (2007) esta comprensión de territorio rural debe, a su vez, llevar 
a entender que los mismos no pueden ser definidos por sus límites físicos y sí 
“por la manera como se produce, en su interior, la interacción social” (p. 20). 

De esta forma, uno de los desafíos a los que se enfrentan los gestores de 
políticas públicas al asumir el enfoque territorial como referente para avanzar 
en los procesos de desarrollo es su instrumentalización; se entiende que el te-
rritorio “es construido a partir de la acción entre los individuos, el ambiente y 
el contexto objetivo en que están inseridos” (Schneider, 2004), pero las políticas 
o programas para el desarrollo de territorios instrumentalizan su acción defi-
niendo unidades o recortes que permiten, de forma más ordenada y focalizada, 
la intervención. 

Se asume que los actores situados en los territorios y que actúan de manera 
articulada podrán vencer los obstáculos que limitan el desarrollo y transforman 
las realidades locales. Este factor —la participación de diferentes segmentos 
de la sociedad— es una de las situaciones virtuosas identificadas en territorios 
bien sucedidos y que se convierten en recomendaciones de política para los 
programas nacionales (Abramovay, 2007).
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Desde la perspectiva analítica podría afirmarse que el enfoque territorial es 
una manera de comprender cómo se suceden los procesos de desarrollo y cuáles 
son los instrumentos que se diseñan bajo esa comprensión. Como lo enfatiza 
Abramovay (2007), el concepto de territorio abre camino para los estudios del 
propio desarrollo porque invita a hacer énfasis en la forma como los diferentes 
actores (públicos privados, asociativos) se relacionan en el plano local.

De otro lado, desde una perspectiva normativa el territorio es conside-
rado una escala de intervención adecuada para emprender políticas públicas 
diferenciadas (Delgado y Leite, 2011). Al buscar el desarrollo de los territorios 
rurales se estructuran acciones para una intervención gubernamental descen-
tralizada y se estimula la creación de institucionalidades más democráticas que 
avancen en la articulación de actores sociales y políticas públicas (Delgado et 
al., 2013). 

La discusión sobre el énfasis normativo del abordaje territorial se presenta 
de forma recurrente (Schneider, 2004; Favareto, 2007; Abramovay, 2007; Ber-
degué et al., 2012) y se concluye que la literatura sobre el asunto se ha centrado 
más en la dimensión policy que en la politics (Favareto, 2007; Abramovay, 2007). 
Es decir, se hace mayor énfasis en las “cajas de herramientas” usadas para re-
producir atributos de los territorios que en los conflictos políticos e intereses 
contradictorios que están en la base de los mismos. 

En el estudio realizado por la RETE se reconoce el carácter normativo que 
orienta el enfoque territorial, pero se intenta entender las interdependencias 
entre las dimensiones normativa y cognitiva de tal abordaje y sus efectos en 
el diseño, implementación y resultados del Pronat. Las dimensiones analíticas 
de la investigación corresponden a cinco elementos definidores del abordaje 
territorial: i) inversión en los activos del territorio; ii) enfoque multisectorial; 
iii) vínculos rurales – urbanos; iv) participación efectiva y empoderamiento de 
los actores colectivos territoriales; y v) visión colectiva de futuro. 

El Programa de Desarrollo Sostenible de Territorios Rurales – Pronat

El Pronat fue creado en 2003, en la transición del gobierno de Fernando Hen-
rique Cardoso al gobierno Lula. En ese año se agregó a la estructura del MDA 
la Secretaría de Desarrollo Territorial (SDT) encargada de diseñar y poner en 
marcha tal programa. En la actualidad, la SDT atiende 241 territorios que agru-
pan 3638 municipios de un total de 5564 que conforman la Federación. La 
operación es realizada con un presupuesto del propio ministerio, el cual llegó a 
cerca de $ 702.000 dólares entre 2003 y 2014. Para la SDT el territorio es 
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un espacio físico, geográficamente definido, generalmente continuo, compren-
diendo ciudad y campo, caracterizado por criterios multidimensionales –tales 
como ambiente, economía, sociedad, cultura, política e instituciones– y una po-
blación con grupos sociales relativamente distintos, que se relacionan interna y 
externamente por medio de procesos específicos, donde se puede distinguir uno 
o más elementos que indican identidad y cohesión social, cultural y territorial 
(MDA y STD, 2005b, p. 7). 

En cada territorio se constituye un colegiado territorial del cual hacen 
parte diversos actores del territorio y, conforme a las orientaciones de la po-
lítica, se espera que haya una relación paritaria ente los representantes de la 
sociedad civil en relación con los del poder público (50 % por 50 %). Cada co-
legiado tiene como una de sus responsabilidades elaborar un plan territorial, 
cuya visión de futuro y estrategias de acción se espera que ayuden a orientar los 
proyectos para el desarrollo sostenible de esos territorios. Puede decirse que el 
Pronat se sustenta en un trípode que, de un lado, tiene el territorio, del otro, el 
colegiado territorial y por fin, el plan que orienta sus acciones. 

Uno de los elementos interesantes que ayuda a entender por qué unas 
referencias teóricas y no otras fueron apropiadas por el Pronat, así como por 
qué ciertos instrumentos están relacionados con el tipo de actores que hacen 
parte del diseño e implementación del programa. Esta iniciativa es el resultado 
de una articulación entre múltiples actores que, a su vez, representan diferentes 
centros de toma de decisiones como los movimientos sociales, los gestores del 
propio Ministerio, la academia y los organismos internacionales. 

De esta forma, ganan fuerza las discusiones sobre la nueva ruralidad y 
su inserción en los programas del MDA; la descentralización de las políticas 
públicas; la participación de la sociedad civil organizada en la elaboración y 
acompañamiento de esas políticas públicas; los compromisos del Presidente 
recién electo, Luiz Inácio Lula da Silva, de fortalecer la agricultura familiar 
localizada en áreas rurales marginalizadas y, por último, el Pronat llega con la 
promesa de corregir la baja eficiencia del Programa Pronaf de Infraestructura, 
ejecutado por el MDA en escala municipal.

Para la SDT, conforme con sus documentos institucionales, el enfoque te-
rritorial es una visión esencialmente integradora de espacios, actores sociales, 
agentes, mercados y políticas públicas de intervención (MDA y SDT, 2005a). A 
pesar de esta visión, la SDT formula un objetivo de intervención en el marco de 
los límites de actuación que impone la misma realidad institucional del MDA. 
Esto es, atender un segmento específico de las áreas rurales y, sobretodo, en 
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el sector agropecuario y agrícola. La SDT formula como objetivo “contribuir 
para el desarrollo harmónico de regiones donde predominan los agricultores 
familiares y beneficiarios de la reforma agraria y del reordenamiento agrario, 
colaborando para la ampliación de capacidades humanas, institucionales y de 
autogestión de los territorios rurales” (MDA y SDT, 2005b). 

En 2008 existió una tentativa de avance en la integración de políticas 
públicas en los territorios rurales. Para esto se crea el Programa Territorios 
de la Ciudadanía coordinado por una instancia superior a varios ministerios 
que, mediante la estructuración de una matriz de acciones, van a los territorios 
con sus ofertas. Tal vez, si el referido programa hubiese tenido continuidad, 
más allá del año 2010, varios elementos positivos del mismo habrían generado 
impactos mayores en los territorios y, tal vez, las fallas detectadas en su diseño 
y ejecución hubiesen sido corregidas. Entre ellas, y la más emblemática, la con-
ducción de arriba-abajo de sus acciones. 

Esto no es posible saberlo, pero lo evidente es que por la naturaleza misma 
de los territorios y la diversidad de actores que en ellos viven, no es recomenda-
ble segmentar y definir un único modelo como guía para ejecutar una política 
o programa con enfoque territorial. Es necesario comprender cómo se dan 
los procesos de desarrollo en esos territorios; para esto se sugiere observar las 
formas específicas de cómo son usados los recursos materiales e inmateriales 
disponibles y las relaciones que se establecen para esto. Es necesario, además, 
mejorar las formas de identificar proyectos estratégicos como los instrumentos 
para su ejecución que a largo plazo contribuyan con la inclusión productiva y 
social de su población. 

La multisectorialidad, la participación diversa de actores, la visión de 
futuro, la inversión en activos y recursos, tanto genéricos como específicos 
(Pecqueur, 2005), y el fortalecimiento de las relaciones de los espacios rural 
y urbano, son características que continúan siendo relevantes para explicar el 
desarrollo territorial y su instrumentalización un desafío. 

Conclusiones preliminares

A partir de la revisión de bibliografía sobre el abordaje territorial y, en parti-
cular, sobre el programa de los territorios rurales del Brasil, es posible afirmar 
que, en estos documentos, en mayor o menor medida, se registran las caracte-
rísticas definidoras del enfoque territorial, pero su movilización e interpreta-
ción es diversa. 
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Junto con esto, se confirmó el carácter normativo y periférico del pro-
grama. Por un lado, pudo evidenciarse que los recortes territoriales definidos 
no consideraron en algunos territorios factores identitarios que podrían ser 
potencializadores de la cohesión en torno a un proyecto común. Del otro, se 
identificó que la retórica territorial fue apropiada por diversos sectores, pú-
blicos y privados, pero en gran medida, en los ámbitos del propio MDA y sus 
colaboradores en estados y municipios. De esta forma, la apropiación del en-
foque territorial por otros ministerios o programas es frágil, lo que le da esta 
característica de ser periférico y, en consecuencia, su baja sostenibilidad. 

Ahora bien, de otro lado, fue posible identificar como bases sociales fuer-
tes existentes antes del Pronat llevar a esos territorios rurales a conformar coa-
liciones que surgieron en torno a un juego de intereses (Berdegué et al., 2012) 
y a una categoría como la agricultura familiar. Estas coaliciones consiguen 
liderar acciones para su desarrollo en el tiempo, independiente de las fases 
de estabilidad o crisis de una política como la de los territorios rurales. No 
obstante, se pueden configurar como coaliciones, pero su dominio de acción y 
área de actuación es limitado a un único segmento productivo y social de esos 
territorios (Berdegué, Escobal y Bebbington, 2015). 

Vale la pena mencionar algo señalado por un gestor del Programa en una 
de las entrevistas realizadas en el estudio: “Los actores territoriales tomaron 
un lugar central en la estrategia territorial y pasaron a ser ellos los que tenían 
papeles y oportunidades de planear el futuro del territorio, un poco creando 
una nueva centralidad en el pueblo del campo”.

Es necesario profundizar aún más en las conclusiones a las que es posible 
llegar con este estudio, pero una de ellas es que, de hecho, en Brasil se avanzó 
con la estrategia territorial y existe en la actualidad una base de aprendizaje que 
permitiría avanzar en estrategias que busquen más la movilización social e ins-
titucional y menos el diseño de rígidas normativas en busca de modelos ideales 
que, en muchos de los casos, no son coherentes con las realidades locales. 
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La Ley de Desarrollo Rural Sustentable de México notas 

sobre su contenido y aplicación

Francisco Herrera Tapia y William Gómez Demetrio*

Introducción

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable de México (LDRS) surge como una 
propuesta legislativa de alto calado para la reforma del campo a principios del 
siglo XXI, y se asumió como una ley que promueve desde su contenido el enfo-
que del desarrollo territorial, en la medida que determina escalas territoriales 
de intervención y medidas intersectoriales para la aplicación de la política pú-
blica. Se trata de una ley muy ambiciosa que ha dificultado su aplicación en un 
contexto de burocracia estatal con rutinas administrativas de tipo sectorial que 
impiden que la dinámica propuesta tenga impacto en su institucionalización 
de una manera profunda, pese a esto, existen logros en ciertos procesos de 
institucionalización.

En este sentido, el objetivo de este capítulo es analizar desde una pers-
pectiva de la administración pública el nacimiento y desempeño de la LDRS, se 
parte del supuesto de que posee un aparato legislativo propicio para el fomento 
del desarrollo rural desde una perspectiva territorial interesante. Sin embargo, 
existen condicionantes de tipo político, presupuestal, de capacidades y de pro-
cesos burocráticos que impiden su aplicación, en la medida que no existe una 
reingeniería institucional adecuada para el funcionamiento de estructuras más 
flexibles y dinámicas acordes con una mayor participación ciudadana y mejor 
gestión de la vida colectiva desde la institucionalidad rural, en coordinación 
con otros sectores.

Este breve apartado se estructura a partir de unos antecedentes de la Ley, 
el análisis de sus bases legales y componentes principales, así como de una 
revisión de sus alcances y limitaciones, y tiene como cierre algunas reflexiones 
finales. 
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Bases legales de la ldrs

La LDRS encuentra sus bases legales en la Constitución Política de México, 
particularmente, el Artículo 27 en su fracción XX, y en el Artículo 25, el cual 
establece que “Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para 
garantizar que este sea integral y sustentable”. 

A partir de esto, se destaca que la LDRS junto con otra Ley muy importan-
te, la Ley Agraria, forman los pilares más importantes del campo en México. 
La Ley Agraria data de mediados del siglo XX, producto de la Revolución 
Mexicana, y es mucho más antigua incluso que el Artículo 27, ya que data 
de 1915, y cuenta con una reforma importante del 26 de febrero de 1992 que 
habilita al Estado y a los ejidatarios para establecer la privatización del ejido a 
través de un procedimiento legal establecido para transitar a otro régimen de 
derechos de propiedad de la tierra en México.

La Ley Agraria establece en su Artículo 1º: “La presente ley es reglamen-
taria del artículo 27 Constitucional en materia agraria y de observancia general 
en toda la República” (Cámara de Diputados del H. Congreso de La Unión, 
1992). Dicha Ley es normativa del sector agrario en México, sin embargo, en-
cuentra poco diálogo o armonización con la LDRS, ya que su foco son principal-
mente los núcleos agrarios y la organización de la producción rural en el marco 
de una visión sectorial del campo. 

De acuerdo con las bases legales y administrativas del desarrollo rural en 
México la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su Artí-
culo 27 (Fracción XX), establece que

el Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con el pro-
pósito de generar empleo y garantizar a la población campesina el bienestar y su 
participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad 
agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestruc-
tura, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. Asimismo, 
expedirá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción agro-
pecuaria, su industrialización y comercialización, considerándolas de interés pú-
blico (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2011).

En el año 2011 se adicionó la fracción XX del Artículo 27, el cual estableció 
que “El desarrollo rural integral y sustentable, a que se refiere el párrafo ante-
rior, también tendrá entre sus fines que el Estado garantice el abasto suficiente 
y oportuno de los alimentos básicos que la ley establezca” (Cámara de Diputa-
dos del H. Congreso de la Unión, 2011).
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Derivado de esto, el desarrollo rural integral que reconoce la instituciona-
lidad se regula a través de la LDRS, en tanto el Artículo 1 establece que la 

Ley es reglamentaria de la Fracción XX del Artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y es de observancia general en toda la 
República. Sus disposiciones son de orden público y están dirigidas a: promover 
el desarrollo rural sustentable del país, propiciar un medio ambiente adecuado, en 
los términos del párrafo 4o. del artículo 4o y garantizar la rectoría del Estado y su 
papel en la promoción de la equidad, en los términos del artículo 25 de la Consti-
tución. Se considera de interés público el desarrollo rural sustentable que incluye 
la planeación y organización de la producción agropecuaria, su industrialización 
y comercialización, y de los demás bienes y servicios, y todas aquellas acciones 
tendientes a la elevación de la calidad de vida de la población rural (…) (Cámara 
de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2001). 

Componentes principales de la ldrs

La LDRS se dictaminó favorablemente en la Cámara de Diputados con nin-
guna abstención y ningún voto en contra el 23 de octubre de 2001. El 13 de 
noviembre de 2001 se aprobó en la Cámara de Senadores; el 3 de diciembre, 
el presidente de la República expidió el Decreto Aprobatorio. Finalmente, el 
viernes 7 de diciembre de 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, 
y entró en vigor el 8 de diciembre, fecha en la cual esta Ley plantea la instru-
mentación de la política del Estado en lo referente al desarrollo rural (Morales 
et al., 2013).

La LDRS se trata un hito importante en la legislación del sector rural en 
México, que abrogó varios instrumentos legislativos como la Ley de Fomento 
Agropecuario y Ley de Distritos de Desarrollo Rural. Esta Ley contempla 
básicamente dos criterios rectores:

1. Federalismo: distribución y organización del poder político a nivel 
territorial (municipio, Estado, federación).

2. Descentralización: organización de la administración pública a través 
de la delegación de poderes en las entidades federativas.

La LDRS cuenta con 191 artículos y está compuesta por cuatro títulos re-
lativos a su objeto y su aplicación, así como a la planeación y coordinación 
de la política para el desarrollo rural sustentable, el fomento agropecuario y 
los apoyos económicos. Con todo esto se busca el mejoramiento integral del 
bienestar social de la población y de las actividades económicas en el territorio 
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comprendido fuera de los núcleos considerados urbanos de acuerdo con las 
disposiciones aplicables, y asegurar la conservación permanente de los recursos 
naturales, la biodiversidad y los servicios ambientales de dicho territorio.

El aporte medular de la Ley, que marcan la diferencia respecto a otros 
marcos legislativos anteriores y a los vigentes, es que fomenta la creación de es-
pacios de concertación en escalas territoriales y sectoriales como los siguientes: 

 � Comisión Intersecretarial para el Desarrollo Rural Sustentable (CIDRS). 
 � Consejos para el desarrollo rural sustentable.
 � Sistema producto.
 � Programa Especial Concurrente para el desarrollo rural sustentable 

(PEC).

La CIDRS es un órgano vital para promover la concurrencia de los recur-
sos económicos en el territorio, así, las distintas secretarías que participan en 
el medio rural podrán ejecutar programas articulados a proyectos de impacto 
local y regional en coordinación intersectorial e intergubernamental; de esta 
manera, el reto es convocar y hacer viable el desarrollo de proyectos y prepues-
tos pactados entre las distintas entidades estatales que deberían programar los 
recursos, con base en los proyectos que la sociedad rural demanda en distintos 
sectores y territorios.

Para el apoyo de la CIDRS, la LDRS cuenta con nueve sistemas y seis servi-
cios orientados al desarrollo del campo en México.

Por su parte, los Consejos de Desarrollo Rural Sustentable son espacios 
consultivos determinados en la escala municipal, distrital, estatal y federal, di-
chos organismos tienen funciones en sus distintas escalas orientadas a la par-
ticipación ciudadana, la difusión de programas, la participación junto con la 
comisión intersecretarial para la planeación del desarrollo rural, la emisión de 
la opinión sobre las reglas de operación de los programas, entre otras.

En el momento, estos espacios se han institucionalizado y funcionan de 
manera intermitente a nivel de los municipios, y de manera regular, aunque no 
con el potencial que se requiere, en los niveles distrital y nacional, en menor 
medida a escala estatal. Según Gómez, Varela y Rivera (2012), en estos espacios 
descansa la operatividad y factibilidad futura de la LDRS, dicho de otra manera, 
son la figura idónea para lograr la apertura, pluralidad, imparcialidad, inte-
gralidad e independencia entre los distintos actores, puesto que no es posible 
ya atender a los asuntos públicos sin participación de la ciudadanía, al estar 
sustentado este movimiento en un cúmulo de razones y valores democráticos 
de la mayor importancia.
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Tabla 11.1 
Sistemas y servicios de la ldrs

Instrumento Sistema y servicio

9 sistemas I. Sistema Nacional de Investigación y Transferencia Tecnológica 
para el Desarrollo Rural Sustentable

II. Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural 
Integral

III. Sistema Nacional de Fomento a la Empresa Social Rural
IV. Sistema Nacional de Lucha contra la Desertificación y la 

Degradación de los Recursos Naturales
V. Sistema Nacional de Bienestar Social Rural
VI. Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Rural 

Sustentable
VII. Sistema Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agropecuaria y 

Alimentaria
VIII. Sistema Nacional de Financiamiento Rural
IX. Sistema Nacional de Apoyos a los programas inherentes a la 

política de fomento al desarrollo rural sustentable

6 servicios X. Servicio Nacional de Normalización e Inspección de Productos 
Agropecuarios y del Almacenamiento

XI. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agropecuaria y 
Alimentaria

XII. Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas
XIII. Servicio Nacional del Registro Agropecuario
XIV. Servicio Nacional de Arbitraje del Sector Rural
XV. Servicio Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural 

Integral

Fuente: adaptado de ldrs (Cámara de Diputados del H. Congreso de La Unión, 2001).

Se trata en este aspecto de retomar las experiencias de “buena gobernanza” 
de los consejos para potenciar su desarrollo democrático y efectividad de sus 
resultados en el contexto de los beneficios legislativos que otorga la LDRS. Los 
estudios de la Red GTD (2010), demuestran cómo los consejos no muestran 
planes a largo plazo, la carencia de proyectos que vinculen a más de una locali-
dad, la inexistencia de proyectos que involucren a más de un municipio, la falta 
de compatibilidad en los tiempos y en las reglas de operación de diferentes 
programas, la escasa comunicación entre las instituciones en diferentes niveles, 
la inestabilidad laboral de los coordinadores o asesores municipales, la exigua 
presencia de personal de instituciones federales a nivel local y, en algunos casos, 
el centralismo a nivel estatal.
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En una vertiente sectorial y productiva, la LDRS incorpora los intereses de 
los productores de la economía rural a través de los Sistemas Producto (SP), los 
cuales tratan de incorporar el conjunto de elementos y agentes concurrentes de 
los procesos productivos agropecuarios, incluidos el abastecimiento de equi-
po técnico, insumos productivos, recursos financieros, la producción primaria, 
acopio, transformación, distribución y comercialización. Así, en México se han 
constituido en comités locales y nacionales, y se destacan los principales siste-
mas producto: maíz, caña de azúcar, frijol, aguacate, entre muchos otros. Estos 
comités cuentan con recursos anuales etiquetados a sus actividades, que en su 
mayoría son invertidos en bienes de infraestructura como: centros de acopio, 
invernaderos, maquinaría, transporte, etc.

Por su estructura hoy en día, los SP tienen un peso importante en la polí-
tica pública, en un inicio fueron activos al seno de los consejos y con un poder 
importante de gestión, posteriormente, evolucionaron con cierta autonomía 
para establecer mecanismos propios de gestión, alternativos a los consejos, 
lo cual les permitió una presencia importante en la institucionalidad que se 
reflejó en la dotación de recursos para un segmento de productores que se 
integra principalmente por medianos y grandes productores. Los beneficios 
principales se reflejan en apoyo a la empresa rural, capacitación y vinculación 
con mercados a nivel privado, pero no en bienes públicos. Sin embargo, este 
componente de los SP no ha logrado configurarse como un elemento articu-
lado a la territorialidad de las políticas públicas, ya que mantiene una inercia 
sectorial en su dinámica productiva y de relación con las instituciones guber-
namentales o de mercado. 

Otro de los logros importantes estipulado en el Artículo 14 de la LDRS, que 
toma como fundamento lo dispuesto en los Artículos 7, 9 y 22 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, y 19 y 26 de la Ley de Planeación, 
es el PEC, el cual contempla las políticas públicas orientadas a la generación 
y diversificación de empleo buscando garantizar a la población campesina el 
bienestar y su participación e incorporación al desarrollo nacional, y priorizar 
las zonas de alta y muy alta marginación donde se encuentran las poblaciones 
económica y socialmente débiles. 

Sin embargo, a pesar de que el PEC representa una de las partes más em-
blemáticas de la LDRS, de acuerdo con Casas et al. (2007), ambos instrumen-
tos contemplan una visión parcial y carecen de una metodología que diseñe 
y cuantifique la sustentabilidad e integre las dimensiones ambiental, social y 
económica, desde el ámbito local hasta el nacional. En consecuencia, el PEC 
carece de dirección y se ha convertido en un instrumento financiero-adminis-
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trativo de distintas secretarías, que no han superado las condiciones críticas del 
campo, debido en gran parte a que, desde su estructuración, en él quedo implí-
cito que seguirían operando los mismos programas que se venían manejando, 
pero ahora con un enfoque multisectorial e interinstitucional que aún no se ha 
logrado materializar totalmente.

Alcances y limitaciones

La LDRS indudablemente representa un nuevo marco normativo para promo-
ver el desarrollo rural, su naturaleza multisectorial, participativa y territorial es 
muy ambiciosa en su aplicación para la tradición y transformación del sistema 
político mexicano, lo cual se refleja en la falta de coordinación interguberna-
mental e intersectorial. Las secretarías participantes en la CIDRS y en el PEC 
solo se responsabilizan de la aplicación de sus propios programas, no de la 
articulación y concurrencia que manda la Ley, con una subutilización de los 
sistemas y servicios establecidos.

La complejidad de la LDRS hace que, en la práctica, las instituciones loca-
les, en especial los gobiernos subnacionales, tengan “autismo” hacia dicha Ley, 
lo cual puede ser comprensible para el funcionario que busca solo atender las 
rutinas burocráticas si no hay instrucciones precisas de las autoridades que 
toman las decisiones sobre el curso de la política de desarrollo rural articulada 
a la LDRS. 

A pesar de ser una Ley que tuvo aprobación legislativa prácticamente 
unánime por las distintas expresiones políticas existen insuficientes reglamen-
tos específicos para la regulación operativa de los mandatos, en consecuencia, 
la transversalidad y trazabilidad de la LDRS aún es limitada, las condiciones 
para el campo y las áreas rurales, no han cambiado de manera significativa.

En ese tenor, cabe resaltar que existe una especie de “esquizofrenia institu-
cional”, ya que se nota una desarticulación incomprensible entre la Ley Agraria 
y la Ley de Desarrollo Rural Sustentable que, sumado a un desconcierto entre 
más de 50 leyes vinculadas con el sector rural, hace que el enfoque territorial 
del desarrollo no tenga un impacto trascedente en la sociedad rural a través de 
las diversas políticas públicas que la intervienen. 

A pesar de esto, se considera que la LDRS ha probado tener resultados 
positivos observables en el desarrollo institucional y en su aplicación, lo cual se 
puede resumir de la siguiente manera: 

 � Reconocimiento de su existencia en las autoridades del Gobierno de 
la República.
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 � Consolidación de la figura del Consejo Mexicano para el Desarrollo 
Rural Sustentable.

 � Funcionamiento del Servicio Nacional de Capacitación y Asistencia 
Técnica Rural Integral (SENACATRI).

 � Establecimiento anual del Presupuesto Especial Concurrente para el 
Desarrollo Rural Sustentable.

 � Sistemas producto en funciones permanentes, aunque también se han 
convertido en algunos casos en cotos de poder sectorial de producto-
res que utilizan esos espacios para la búsqueda de beneficios particu-
lares o de carácter político.

 � Reconocimiento de la figura de los Consejos de Desarrollo Rural por 
parte de los actores rurales e institucionales, sin embargo, su funcio-
nalidad es inestable.

 � Apropiación institucional del discurso sobre la necesidad de la aten-
ción integral del medio rural, pero con la inercia de prácticas sec-
toriales en la visión de desarrollo, así como en la forma de operar 
programas públicos. 

Referencias

Cámara de Diputados del H. Congreso de La Unión. (1992). Ley Agraria. México.
Cámara de Diputados del H. Congreso de La Unión. (2001). Ley de Desarrollo Rural 

Sustentable. México.
Cámara de Diputados del H. Congreso de La Unión. (2011). Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. México.
Casas, R., Martínez, T., González, F. V. y García, E. (2007). Limitaciones y perspecti-

vas del desarrollo rural sustentable en México. Textual, (49), 67-100.
Gómez, E., Varela, A. y Rivera, S. (2012). Mejores prácticas de gobernanza en los Consejos 

Consultivos Nacionales en materia agropecuaria y ambiental. México: Instituto para 
la Defensa del Interés Público.

Morales, D., Herrera F., Chávez, C. y Rojo R. (2013). Consejos Municipales de Desa-
rrollo Rural Sustentable en el sur del Estado de México. Estudio de sus procesos 
de institucionalización. Explanans, 2(2), 11-31.

Red GTD (Red para la Gestión Territorial del Desarrollo Rural Sustentable). (2010). 
Hacia una gestión territorial: institucionalidad y concurrencia en la operación de los 
Consejos Municipales de Desarrollo en México. México: IICA.

© E
DITORIA

L U
NIV

ERSID
AD N

ACIO
NAL D

E C
OLO

MBIA



* Politólogo, M. Sc. en Estudios de Desarrollo Internacional. Asesor en Desarrollo de Organizaciones 
Cooperativas, Cooperativa Agraria Cafetalera Oro Verde, Lamas, San Martín, cooperante internacional 
Cuso International, Ottawa, Canadá.

** Profesor titular, Facultad de Ciencias agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Direc-
tor del cpdr.

12

El modelo de desarrollo alternativo de la región de San 

Martín, un caso exitoso de manejo del posconflicto en Perú

Rubén Leiva-Montoya* y Fabio R. Leiva**

Introducción

La región San Martín, al nororiente del Perú, es una región próspera de la 
selva amazónica y tiene un importante desarrollo agropecuario y turístico. Sin 
embargo, en las décadas de los ochenta y noventa, además de la pobreza y el 
escaso desarrollo socioeconómico, fue golpeada por la violencia asociada al 
narcotráfico y a la presencia de grupos armados ilegales. Ante esta situación, 
la población y las autoridades optaron por una actitud de cambio hacia la le-
galidad y el consenso por la erradicación de los cultivos ilícitos. El modelo 
de desarrollo que allí fue implementado se considera exitoso en términos de 
desarrollo económico, inclusión de la población, mejoramiento de infraestruc-
tura y consolidación de paz. En este sentido, hay elementos de ese modelo que 
pueden ser tenidos en cuenta para el desarrollo rural en el actual proceso de 
paz en Colombia.

En este capítulo se revisan algunos aspectos históricos del conflicto en la 
región de San Martín y se presentan elementos claves del modelo de desarrollo 
allí implementado. 

Algunos aspectos históricos del conflicto en la región de San Martín

La Región de San Martín está dividida en 10 provincias, 77 distritos y tiene 
una población aproximada de 780 mil habitantes; allí se localizan 1500 comuni-
dades campesinas y 66 nativas. Las condiciones son altamente favorables para 
el desarrollo agropecuario, siendo esta actividad el sustento de alrededor del 
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61 % de los pobladores económicamente activos. Sin embargo, hay deficiencias 
en términos de capacitación y tecnificación de los productores agropecuarios, 
así como de infraestructura eléctrica y carreteras. Según Cabieses “todo ello 
como rezago del centralismo que ha caracterizado al país durante décadas” 
(2010, p. 2).

Durante las décadas de los ochenta y los noventa, la región fue afectada 
por la violencia derivada de la producción de hoja de coca y la pasta base de 
cocaína. La producción de ese cultivo ilegal, promovido por poderosos gru-
pos de narcotraficantes, alcanzó el 55 % de toda la coca cultivada en el Perú, 
en años en los cuales el país era el primer productor mundial de dicha hoja 
(UNODC, 2011).

La situación fue propicia para que grupos armados ilegales como el Par-
tido Comunista del Perú-Sendero Luminoso (PCP-SL) y el Movimiento Re-
volucionario Tupac Amaru (MRTA) incursionaran en la región y desarrollaran 
actividades de extorsión a pobladores y protección a los narcotraficantes, entre 
otras. Toda esta situación se tradujo en incremento de la deforestación y, en 
general, deterioro ambiental, crisis social y altos niveles de violencia relaciona-
dos al narcotráfico y a la presencia de estos grupos armados, ocasionando una 
dramática desarticulación del tejido social (Cabieses, 2010).

El modelo de desarrollo de la región de San Martín

Frente a la situación mencionada en la región, se generó una respuesta atípica. 
La población, junto con las autoridades locales, optó por una actitud de cam-
bio hacia la legalidad y el consenso por la erradicación de los cultivos ilícitos. 
Según DEVIDA (2013), el modelo San Martín 

conjugó la voluntad de cambio de los pobladores con un excelente potencial pro-
ductivo de la zona en agricultura, ganadería, agricultura forestal y turismo, (…) 
sumado a una importante inversión del Estado en infraestructura vial, eléctrica, 
comunicaciones e infraestructura básica social que incluyó el fortalecimiento de 
las instituciones públicas y privadas y el mejoramiento de las capacidades de los 
actores locales (p. 8).

Es importante resaltar que el modelo de desarrollo alternativo de San 
Martín, desde sus inicios, ha estado impulsado con importante apoyo de la 
cooperación internacional, principalmente de la agencia estadounidense de 
ayuda al desarrollo (USAID), la Organización de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (ONUDD) y la cooperación técnica alemana (GTZ). 
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Un elemento básico del modelo es el programa de sustitución de cultivos 
de coca por cacao, café y palmito para la exportación; este programa se ha im-
pulsado desde el año 2002, y cuenta con cuatro ejes principales:

i. Erradicación voluntaria u obligatoria de cultivos de coca.
ii. Aseguramiento de la gobernabilidad y la seguridad del área.
iii. Coordinación de actividades de organizaciones locales, nacionales y 

de cooperación internacional.
iv. Impulso de actividades económicas sostenibles.

Es importante destacar que a diferencia del Plan Colombia (Embassy of 
the Unites States Bogotá, Colombia, s. f.), el modelo San Martín no es policial 
ni militar, no pretende la erradicación forzada de la coca, tampoco promueve 
la fumigación de cultivos y no formó o forma parte de una estrategia de lucha 
contra el terrorismo. Como principales frutos de ese programa, se pueden des-
tacar seis aspectos fundamentales:

i. La pobreza de la región se redujo de 68,2 % en 2001 a 33,2 % en 2008, 
y la pobreza extrema de 43 % a 14,5 % en el mismo periodo.

ii. Se logró reducir el área de cultivos ilícitos a una cifra aproximada de 
321 hectáreas.

iii. El ingreso de los agricultores cacaoteros se incrementó de 3 millones 
de dólares en 2003 a 20 millones en 2008, y según el BCRP (2015), las 
exportaciones en 2014 superaron los 76 millones, una vez sus cultivos 
lograron un óptimo de producción.

iv. Con la cooperación internacional, se han incentivado las organizacio-
nes de agricultores para tener una mejor representación en el mercado, 
lo que les significó en 2014 exportaciones por 151,3 millones de dólares 
en café, cacao y palma de aceite producidos en el sistema de erradica-
ción de cultivos ilícitos (BCRP, 2015). 

v. Para 2011, se habían sustituido 48.868 hectáreas previamente sembra-
das con hoja de coca, fueron otorgados 15.506 títulos de propiedad, 26 
asociaciones y cooperativas fueron establecidas y se adelantaron 1858 
obras de infraestructura económica y social básica (UNODC, 2011).

vi. La inversión del Gobierno nacional en la región San Martín en el año 
2014 fue de 6,6 millones de nuevos soles (aproximadamente US$2 mi-
llones). El turismo en la región ha mostrado una tendencia creciente 
en los últimos años, y en septiembre de 2015, se registró un crecimiento 
del 6,9 % respecto al mismo mes del año anterior.
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El éxito de este modelo puede atribuirse a una gran reducción de la eco-
nomía de la coca y el narcotráfico, que en el año de 1992 representaba el 46 % 
del valor bruto de producción, mientras que en el 2008 fue únicamente del 
0,5 % (Cabieses, 2010). Esto no hubiera sido posible sin el compromiso de más 
de 46 mil familias en la sustitución del cultivo de la coca. En cifras del 2010, 235 
mil hectáreas fueron sembradas con arroz, café, cacao, palma de aceite, maíz y 
algodón. 

La evidencia de más de una década nos va mostrando que el Desarrollo Alterna-
tivo, es el medio más eficaz para garantizar en las zonas de cultivos de coca ilegal 
erradicadas o en las que potencialmente aptos para la expansión, la formación de 
estructuras económicas legales, con propuestas económicas sostenibles que pro-
mueven polos de desarrollo y contribuyen a mejorar la pobreza y la exclusión so-
cial de miles de familias, así como, promover mayor acceso en las comunidades de 
los programas del Gobierno (identidad, salud, saneamiento, etc.) (UNODC, 2012).

Si bien el modelo ha sido exitoso en la reducción los cultivos de coca, 
ha llevado a disminuir la pobreza, a fortalecer las instituciones públicas y las 
asociaciones de productores agrícolas, y a mejorar la comercialización de sus 
productos, se deben reconocer algunas limitaciones. Particularmente se han 
presentado problemas en obras públicas, tales como algunos centros de salud, 
hospitales e infraestructura energética, que fueron inaugurados por políticos 
locales y mostrados como grandes obras del modelo San Martín, pero su costo 
de mantenimiento no estuvo considerado al momento de la planeación y hoy 
en día funcionan de manera muy limitada o simplemente no funcionan. Igual-
mente, se ha fallado en términos de diversificación de cultivos y capacitación a 
los productores que, en cierta medida, terminan convirtiéndose en monoculti-
vadores con notorias deficiencias en el conocimiento de su sistema productivo 
y en el uso de tecnologías adecuadas. Esto fue notorio en el amargo episodio 
de 2012 y 2013 con la aparición de roya en los cultivos de café de la región, 
enfermedades que devastaron más del 80 % de los cultivos, dejando a miles de 
caficultores en la quiebra. Sin embargo, gracias al trabajo de las organizaciones 
de productores, principalmente de carácter cooperativo, creadas en el marco 
del modelo, los caficultores se han recuperado y hoy están produciendo de 
nuevo de manera exitosa.

Es importante reconocer que, a pesar de esas limitaciones, la situación en 
la región ha mejorado sustancialmente y una posible recaída como la de las 
décadas de los ochenta y noventa del siglo pasado es muy poco probable. Esto 
llevaría a pensar que el modelo de desarrollo alternativo de San Martín cuenta 
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con bases sólidas y ha mostrado claros beneficios socioeconómicos, por lo cual 
es válido proponerlo para su evaluación y ajuste en otros contextos como posi-
ble alternativa a situaciones en las que la descomposición de los tejidos sociales 
se ha presentado como efecto de la violencia y de la estrecha relación de los 
grupos armados ilegales y el narcotráfico, tal como ha ocurrido en diferentes 
territorios en Colombia.

San Martín está muy cerca de ser la primera región en liberarse de la actividad 
del narcotráfico y su producción de drogas, ahora sus productores (excocaleros) 
ven cómo su cacao se transforma en chocolates La Orquídea, su café orgánico 
y ecológico en café tostado Oro Verde (ganador del Grano de Oro en 2003), 
y cómo su sabroso palmito compite en calidad y precio en cualquier mercado 
(Pizarro, 2008). 

Conclusiones

En este capítulo se han revisado algunos aspectos históricos del conflicto en 
la Región de San Martín, al nororiente del Perú, se muestra cómo en los años 
ochenta y los noventa fue golpeada fuertemente por la pobreza, el escaso desa-
rrollo socioeconómico, la violencia asociada al tráfico de estupefacientes y a la 
presencia de grupos armados ilegales. 

Ante esa situación, de manera participativa se generó el Modelo de Desa-
rrollo Alternativo de San Martín, que ha mostrado claras ventajas en términos 
de lucha contra la pobreza, desarrollo productivo (particularmente en térmi-
nos agropecuarios y de turismo), fortalecimiento institucional y mejoramiento 
de las capacidades de los actores locales.

Dada cierta similitud de algunos territorios en Colombia con la situación 
mencionada, se recomienda la evaluación del citado modelo en el contexto 
actual del proceso de paz en nuestro país. 
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Epílogo

Yesid Aranda*, Juan Patricio Molina** y Fabio R. Leiva***

En la presente obra se han abordado algunos de los principales desafíos que 
desde la academia se vislumbran para la implementación de propuestas de 
Desarrollo Rural con Enfoque Territorial (DRET) en el marco de la paz en Co-
lombia. Los distintos capítulos presentados recogen la experiencia y el análisis 
de autores vinculados a distintas sedes, facultades, departamentos y grupos de 
investigación, quienes desde la Universidad Nacional de Colombia (UN) han 
abordado aspectos que pueden ser determinantes para la consolidación de una 
paz duradera y contribuir al cierre de brechas que actualmente existen entre lo 
rural y lo urbano en el país.

La universidad colombiana, además de cumplir una importante labor 
como analista del desarrollo rural, es un actor que debe repensar la manera 
como cumple sus funciones misionales de educación, investigación y exten-
sión; esto le permitirá alcanzar mayor liderazgo y pertinencia, particularmente 
en la actual coyuntura del proceso de paz. En este sentido el Centro de Pen-
samiento de Desarrollo Rural (CPDR) de la UN busca consolidarse como un 
espacio para proponer lineamientos que sirvan de guía para el diseño de po-
líticas públicas y den soporte a las acciones que promueven el bienestar social 
y económico de las comunidades rurales, en un escenario de posacuerdo que 
conlleve, efectivamente, la consolidación de la paz. Igualmente, el CPDR puede 
brindar lineamientos para avanzar en los cambios académicos que amerite la 
Universidad y sus diferentes programas. 

Dentro de una perspectiva a largo plazo, este Centro debe responder con 
liderazgo a las coyunturas actuales, para lo cual se requiere definir algunas lí-
neas temáticas que orienten su acción futura. A partir de los planteamientos y 
propuestas acordados por los participantes en el CPDR, expuestos en los capí-
tulos precedentes, se requiere ahondar en el trabajo sistemático de investiga-
ción, extensión y docencia universitaria. Así, en este epílogo se ha considerado 

* Profesor asociado, Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá.
** Profesor asociado, Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá.
*** Profesor titular, Facultad de Ciencias Agrarias, Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Direc-

tor del cpdr.
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oportuno plantear unas líneas de acción como trabajo a seguir en el futuro 
inmediato por parte de los 5 ejes temáticos del CPDR. 

Eje 1. Articulación al sistema agroalimentario

 � Mecanismos de apoyo a la producción interna, los mercados locales y 
regionales que garanticen el acercamiento entre productores y consu-
midores.

 � Conservación de la biodiversidad y de las riquezas naturales de los re-
cursos específicos del territorio como aporte a la soberanía alimentaria 
y la seguridad alimentaria.

 � Identificación de diferencias entre los sistemas agroecológicos y los 
convencionales para garantizar la soberanía alimentaria y el conoci-
miento agroecológico.

 � Principios ecológicos para el diseño y manejo de los sistemas alimen-
tarios sostenibles.

 � Investigaciones en adaptabilidad, autonomía y resiliencia de los agro-
ecosistemas como elementos que garantizan la sostenibilidad y sobe-
ranía alimentaria de los territorios.

 � Diseño de políticas de desarrollo agrario integral con enfoque territo-
rial desde las comunidades productoras de alimentos hasta consumi-
dores conscientes de alimentarse sanamente.

 � Posibilidades políticas, sociales y económicas de producción local para 
avanzar hacia el paradigma de la soberanía alimentaria.

 � Mecanismos para el reconocimiento del campesinado como sujeto de 
derechos y como sector social que aporta a la soberanía y seguridad 
alimentaria, la salud, la nutrición y la conservación ambiental.

 � Valorización de la diversidad de productos agroalimentarios típicos y 
tradicionales, que constituyen la gastronomía local y regional, rescate 
de la sabiduría milenaria de plantas medicinales.

 � Modelos de producción de alimentos con manejo de los recursos que 
existen internamente en los agroecosistemas y mínimo uso de fuentes 
externas.

 � Modelos para el aprovechamiento de la biodiversidad y sus servicios 
ecosistémicos como una alternativa para diversificar la producción ru-
ral.
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Eje 2. Multifuncionalidad del territorio

 � Modelos para la transición del enfoque monofuncional al de las fun-
ciones múltiples del territorio.

 � Servicios ecológicos, culturales y diversidad de uso de los recursos del 
territorio.

 � Vínculos rurales y urbanos.
 � Identidades territoriales que surgen en los procesos de territorializa-

ción.
 � Caracterización de la estructura, función y cambio del territorio.
 � Uso de recursos y destrezas sociotécnicas de los grupos humanos que 

conforman el territorio.
 � Instrumentos de políticas e instituciones para regular los bienes de 

uso común.
 � Mecanismos para la adecuada gestión del riesgo y procesos de plani-

ficación territorial.
 � Aportes multidisciplinares en procesos de investigación-acción parti-

cipativa que incorporen aspectos socioambientales, económicos, téc-
nicos y gestión territorial.

 � Diseños metodológicos para la construcción de planes de acción para 
la Transformación del Campo, articulados con planes nacionales para 
la Reforma Rural Integral.

Eje 3. Ciencia, tecnología y educación/extensión

 � Actividades de CT-I incluyentes y adecuadas a las capacidades existen-
tes en los territorios.

 � Rescate y valorización del saber hacer y conocimiento local (de las 
formas de producción campesinas, indígenas, raizales, afrodescen-
dientes).

 � Estrategias de valorización de la biodiversidad (ecosistémica, genéti-
ca) específica de los territorios.

 � Modelos para la generación de conocimiento, adaptación y adopción 
de innovaciones.

 � Técnicas de investigación participativa.
 � Capacitación de planificadores y diseñadores de políticas públicas, 

personal administrativo, profesionales, técnicos, promotores del desa-
rrollo y líderes rurales.
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 � Modelos de educación y capacitación articulados con las necesidades 
del sector productivo que promuevan la permanencia de los jóvenes 
en el campo.

 � Modelos de educación y aprendizaje social orientados al desarrollo de 
competencias.

 � Política educativa rural orientada al mejoramiento en la capacidad de 
emprendimiento social, económico y ambiental.

 � Diseño curricular para educación media vocacional con componentes 
de seguridad alimentaria y proyectos pedagógicos productivos que fo-
menten las capacidades asociativas.

 � Diseño de estrategias de extensión rural con enfoque holístico, que 
reconozcan la multidimensionalidad del territorio e integren procesos 
de aprendizaje y producción.

 � Estrategia de extensión rural basada en la comunidad, la innovación 
local participativa y que promueva la formación de talentos en el me-
dio rural. 

 � Diseño de normas claras de propiedad intelectual que faciliten la pro-
tección de conocimiento: tradicional, ancestral y generado de forma 
colectiva.

 � Diseño de sistemas participativos de monitoreo y evaluación.

Eje 4. Provisión de servicios y bienes públicos

 � Definición de la escala para los procesos de planificación territorial 
(más allá de la estructura político administrativa actual).

 � Mecanismos e instituciones para la concertación de actores del terri-
torio.

 � Articulación sectorial en el diseño de políticas públicas.
 � Construcción social de mercados.
 � Participación de actores en la planificación para el ordenamiento te-

rritorial.
 � Fortalecimiento de competencias y capacidades de actores territoria-

les para aprender a usar las políticas de arriba – abajo. 
 � Gobernanza en el diseño de políticas de abajo – arriba o mixtas.
 � Modelos para la construcción social de mercados (mercados alternati-

vos, redes alimentarias, mercados de proximidad).
 � Políticas para compras públicas de alimentos con oportunidad para la 

participación de organizaciones de productores locales. 
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Eje 5. Tierras y desarrollo rural

 � Derechos de propiedad de la tierra y concentración de la propiedad.
 � Mecanismos de política para romper la concentración de la propiedad.
 � Ordenamiento territorial participativo basado en la generación de 

acuerdos sobre la propiedad, acceso y distribución de los recursos na-
turales.

 � Ordenamiento social y productivo del territorio como elemento fun-
damental para garantizar un desarrollo sostenible.

 � Política pública de reforma agraria con estrategias de naturaleza re-
distributiva radical o incorporando el acceso a la tierra por medio del 
mercado.

Las líneas propuestas más allá de estar completamente definidas pueden 
ser objeto de permanente revisión, formulación y reorientación, en función de 
cómo se implementen las propuestas de DRET para la consolidación de la paz 
en Colombia. Se espera que estas líneas permitan orientar el trabajo de largo 
aliento que debe continuar realizando el CPDR. 

Estas propuestas deben enmarcarse en PDRET que respondan a la realidad 
de los respectivos territorios, concilien los intereses del nivel central con los 
regionales y locales, garanticen la participación de organizaciones formales e 
informales, de las instancias públicas y privadas, de los centros de investigación 
y de pensamiento de los territorios y, en general, de los actores locales organi-
zados, de manera que con sus diferentes visiones y propuestas sean la fuente 
fundamental para enriquecer la formulación del desarrollo desde los territorios 
rurales. Así, el territorio y los PDRET podrán ser construidos por los propios 
actores, en un contexto de paz estable y duradera.
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